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DECRETO SUPREMO Nº 4145 
 


La Paz, 22 de agosto de 1955 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el reajuste de tarifas postales de la República, establecido por Decreto Supremo Nº 4036 de 
21 de Abril de 1.955, determina la necesidad de emitir nuevos valores habilitados para el 
franqueo de efectos postales en general; 
 
Que las nuevas series de valores postales a emitirse deben exhibir motivos que destaquen el 
desarrollo de la riqueza petrolífera nacional y la suficiente labor cumplida por "Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos en el plan de diversificación económica de Bolivia. 
 
Que atenta la premura de tiempo con que deben ejecutarse los trabajos respectivos, se justifica la 
dispensación de los trámites legales respectivos. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Dispónese la emisión de dos series de estampillas postales bicolores dedicadas a 
"Yacimientos Petrolíferos Fiscales Boliv¡anos" debiendo ejecutarse los trabajos por las casas 
impresoras de esta ciudad "La Papelera S.A." y "Litografías e Imprentas Unidas S.A." para las 
series de "correo ordinario" y "correo aéreo" respectivamente, conforme al siguiente detalle: 
 
Correo Ordinario.- A cargo de "La Papelera, S.A.". 
 
2.000.000 estampillas de  Bs. 10.- 
2.000.000 estampillas de  Bs. 35.- 
1.000.000 estampillas de  Bs. 40.- 
1.000.000 estampillas de  Bs. 50.- 
1.000.000 estampillas de  Bs. 80.- 
7.000.000 
 
Correo Aéreo.- A cargo de "Litografías e Imprentas Unidas, S.A.". 
 
2.370.000 estampillas de Bs. 55.- 
1.300.000 estampillas de Bs.  70.- 
1.000.000 estampillas de Bs. 90.- 
   250.000 estampillas de Bs.  500.-  
     80.000 estampillas de Bs. 1.000.- 
5.000.000 
 
 
Artículo  2º.- Se dispensa, como caso excepcional y por razones de tiempo, el cumplimiento 
previo formalidades legales de convocatoria a propuestas, y otros requisitos. 
 
Articulo 3º.- El precio que se pagará a "La Papelera S.A. será de Bs. 971.20 de mil de 
estampillas;  y  a  "Litografías e Imprentas Unidas S.A. de Bs. 1.056.- el mil. 







 
Articulo 4º.- La impresión de estampillas se sujetará a las siguientes condiciones: 
 
a) El trabajo será ejecutado en Fotolito-Offset, para la serie de estampillas de "correo ordinario" a 
cargo de "La Papelera, S.A." y mediante procedimiento de Litografía, para la serie de "correo 
aéreo" a cargo de "Litografías e Imprentas Unidas  S.A.". 
 
b) El dibujo, tamaño, colores y demás detalles, serán proporcionados por la Dirección General de 
Correos. 
 
c) La impresión se efectuará en pliego de a 100 estampillas cada uno, acondicionados en paquetes 
de diez mil estampillas intercaladas por uno de papel encerado entre pliego y pliego. 
 
d) El término para la primera entrega, material debidamente embalado, será hasta el 30 de 
Agosto, dándose un plazo de sesenta días para la entrega total. 
 
e) Concluida la emisión  y levantadas las actas correspondientes, las planchas y matrices de 
grabado e impresión y películas originales,  serán destruidas en presencia de los delegados del 
Ministerio de Comunicaciones, de la Contraloría General de la República, del Tesoro Nacional, 
de la Dirección General de Correos, del Fiscal de Distrito y un Notario de Fe Pública. 
 
f) El Gobierno abonará a la firma concesionaria de "La Papelera S.A.", la suma de seis 
millones setecientos noventa y ocho mil cuatrocientos bolivianos (Bs. 6.798.400.-) valor total de 
la serie de 7.000.000 estampillas de "correo ordinario" y a la firma "Litografías e Imprentas 
Unidas, S.A. ", la suma de cinco millones doscientos ochenta mil bolivianos (Bs 5.280.000.-) 
valor correspondiente a 5.000.000 estampillas de "correo aéreo"; sumas que serán pagadas en la 
siguiente forma:  cincuenta por ciento al suscribirse el contrato y cincuenta por ciento contra 
entrega total del material recibido a entera satisfacción de los personeros de la Dirección General 
de Correos y del Tesoro General de la Nación, debiendo imputarse la erogación al Item "Emisión 
de Papeles Valorados", Servicio de Hacienda del Presupuesto Nacional vigente. 
 
Artículo 5º.- El Contralor General de la República, el Fiscal de Gobierno y el Director General 
de Correos, en representación del Supremo Gobierno, se encargarán de suscribir el contrato 
respectivo y, asimismo, de entregar las estampillas al Tesoro Nacional, adoptando las medidas de 
seguridad necesarias. 
 
Artículo 6º.-  Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Obras Públicas y  
Comunicaciones y de Hacienda y Estadística, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento 
del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintidos días del mes de agosto 
de mil novecientos cincuenta y cinco años. 
 


(Fdo.)  VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Angel Gómez García.- Alberto Mendieta A.-  Walter 
Guevara A.- Cnl. Gualberto Olmos.- Julio Ml. Aramayo.- A. cuadros Sánchez.- Alcibiades 


Velarde.- Miguel Calderón. 
 


 








DECRETO SUPREM0 Nº 4154. 
 


La Paz, 31 de agosto de 1955 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO  
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que es preciso aclarar la finalidad y alcances de los Decretos Supremos Nº 3419 de 29 de Mayo 
de 1953 y Nº 3569 de 27 de Noviembre de 1953, que establecen el pago de emolumentos y demás 
prestaciones sociales en moneda argentina, para los trabajadores de Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos, que prestan servicios en el campamento de Bermejo.  
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el referido pago en moneda argentina ha sido establecido en razón de la situación geográfica 
de dicho campamento y su falta de vinculación terrestre con el resto del país y únicamente en 
tanto subsista tal situación, no debiendo, por tanto,  interpretarse como la capitalización de un 
derecho en favor de trabajadores que transitoriamente hubieran permanecido en dicho lugar. 
 
CONSIDERANDO:  
 
Que el Decreto Supremo Nº 3691 de 3 de abril de 1.951 reforma la cuantía del monto máximo 
indemnizable por riesgo profesional, fijando el límite consiguiente en moneda nacional, sin existir 
una disposición análoga con respecto al personal de trabajadores de Bermejo. 
 
Por tanto, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Los beneficios sociales por cesación de servicios, las indemnizaciones por accidente 
de trabajo y enfermedad profesional, el aguinaldo, prima y demás prestaciones sociales que 
perciban los trabajadores de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, del campamento de 
Bermejo, se abonarán en moneda argentina, en proporción al lapso de servicios prestados en 
dicho campamento, teniendo derecho a esta forma de pago únicamente el personal que se 
encuentre prestando servicios o haga dejación de su cargo en Bermejo. 
 
Artículo 2º.- Las consiguientes liquidaciones o finiquitos que se practiquen en aplicación del 
artículo anterior, tomarán como índice el promedio ganado por el trabajador en los últimos 
noventa días trabajados en Bermejo, o en caso de no alcanzar los servicios prestados a noventa 
días, se tendrá en cuenta el promedio resultante de los últimos días trabajados en Bermejo. 
 
Artículo 3º.-  Tratándose de trabajadores de otros distritos de Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos que hubieran sido transferidos a Bermejo, se utilizará el procedimiento anterior en lo 
que se refiere a tiempo de servicios prestados en este campamento.  Para la liquidación de los 
lapsos correspondientes a servicios fuera de Bermejo, se tomarán también en cuenta los últimos 
noventa días trabajados en dichos lugares o, de no alcanzar a noventa días, el número de días 
trabajados. 
 







Artículo 4º.-  El personal de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos que después de haber 
prestado servicios en Bermejo fuera transferido o cesara en sus funciones en cualquier otro punto 
del territorio nacional, percibirá la totalidad de sus beneficios sociales cualquiera que fuera la 
clase de estos, en moneda boliviana, sin hacerse diferenciación especial en lo relativo a su 
permanencia en Bermejo y aplicándose en las liquidaciones los índices promedios de los últimos 
noventa días trabajados en el lugar de sus funciones o el promedio resultante en el caso de que los 
días trabajados no alcanzaran a noventa. 
 
Artículo 5º.-  Se fija para los efectos de riesgo profesional el tope máximo de trescientos pesos 
argentinos mensuales, en favor del personal de trabajadores de Bermejo. 
 
Artículo 6º.-  Quedan derogadas todas las disposiciones contrarias al presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los treintiun días del mes de agosto 
de mil novecientos cincuenta y cinco años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.-  Mario Torrez C.- Alberto Mendieta A. 
 


 








DECRETO LEY Nº 4210 
 


La Paz, 26 de octubre de 1955 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que para superar las persistentes dificultades financieras que sufre el país y crear las condiciones 
necesarias para un amplio desarrollo de la economía nacional, es indispensable la explotación 
inmediata y en gran escala de nuestra riqueza petrolera; 
 
Que las inversiones iniciales de capital extranjero, en la industria del petróleo, por su cuantía, y la 
consiguiente exportación de este producto, contribuirán a solucionar la aguda escasez de divisas, 
causa fundamental del malestar económico de la Nación; 
 
Que la crónica deficiencia de los recursos fiscales, hace difícil al Estado cumplir plenamente sus 
finalidades esenciales en beneficio de la colectividad, lo cual puede también remediarse mediante la 
tributación de una vigorosa industria del petróleo; 
 
Que el desarrollo de la industria petrolera en gran magnitud y en breve plazo, significa un medio 
substancial para escapar a nuestra condición de país monoproductor, proporcionándonos, al mismo 
tiempo los recursos para llevar a cabo los planes de incremento y diversificación de la economía 
nacional, lo que contribuirá a elevar el nivel de vida de los obreros y las gentes de la clase media, 
brindándoles nuevas oportunidades de trabajo y progreso, que la economía raquítica y 
monoproductora del presente no puede proporcionarles; 
 
Que es injusto que las generaciones actuales de bolivianos vivan pobre y trabajosamente, mientras 
el país encierra ingentes riquezas potenciales que permanecen inexplotadas. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el establecimiento de una industria del petróleo, de gran magnitud y en breve plazo, exige 
enormes capitales ya que, por la naturaleza misma de esa industria, las inversiones iniciales deben 
ser cuantiosas, mayormente en un país como el nuestro, por las dificultades de transporte para 
alcanzar los centros de distribución internacional; 
 
Que Bolivia carece de capitales a consecuencia de la larga explotación semicolonial, organizada y 
mantenida por la fuerza, en acuerdo y provecho exclusivo de la oligarquía feudal-minera, que ha 
empobrecido a la Nación con el constante drenaje de sus riquezas mineras y las limitaciones 
impuestas por el régimen semi-feudal en el trabajo de la tierra; 
 
Que Y.P.F.B., no obstante el éxito logrado en los últimos años, gracias al esfuerzo, la eficiencia y la 
dedicación de sus obreros, empleados, técnicos y directores, al producir petróleo para atender las 
necesidades nacionales y aun para exportar, en reducidos volúmenes, está restringido en su 
desenvolvimiento, por la imposibilidad estatal de proveerle de los capitales necesarios para explorar 
y explotar las extensas áreas potencialmente petrolíferas del país; 
 







que como consecuencia de todos esos factores conjuntos, resulta imprescindible requerir el 
concurso del capital privado extranjero, para la explotación de nuestra riqueza petrolífera, en 
condiciones que contemplen, a la vez que sus legítimas expectativas de beneficio, los altos intereses 
de la Nación. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que la legislación vigente sobre la materia, por ser anacrónica, no contempla la realidad presente ni 
prevé las medidas de protección nacional y de seguridad al capital privado, por lo que se hace 
necesario dictar un nuevo Código del Petróleo, que contenga las más avanzadas normas jurídicas, 
económicas y técnicas aceptadas en el mundo sobre esta materia; 
 
que al mismo tiempo, debe asegurarse el futuro progreso de la industria fiscal del petróleo, con la 
asignación a Y.P.F.B., de una zona suficientemente amplia para su constante y normal 
desenvolvimiento bajo las regulaciones de su actual Estatuto, facultándole operar también, en 
igualdad de condiciones, en las zonas abiertas a las empresas privadas; 
 
que es indispensable tomar en cuenta las características de las distintas zonas geoeconómicas del 
territorio nacional para establecer disposiciones diferenciales adecuadas a cada una de ellas; Por 
tanto, 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
CAPITU LO 1 
 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1º.- Los yacimientos de petróleo, asfalto, gas natural v más hidrocarburos, en cualquier 
estado que se encuentren dentro del territorio de la República, ya sea en la superficie o en el 
subsuelo, son del dominio directo, inalienable e imprescriptible de la Nación. 
 
Artículo 2º.- Se declara de utilidad pública todo lo relativo a expIoración, explotación, refinación o 
manufactura o transformación de hidrocarburos, así como a su almacenaje y transporte por 
oleoductos u otras vías especiales; todo lo cual se regirá por este Código y su Reglamento, con 
preferente aplicación sobre otras disposiciones. 
 
Artículo 3º.- El derecho de explorar con carácter exclusivo y de explotar, refinar, almacenar y 
transportar hidrocarburos por oleoductos u otras vías especiales, podrá ejercerse directamente por el 
Estado por medio de entidades autárquicas de carácter nacional, de sociedades mixtas u otorgarse 
tal derecho a personas naturales o jurídicas, mediante concesiones o contratos en sociedad 
celebrados entre el Estado y dichas personas. 
 
Artículo 4º.- En caso de que el Estado estableciera sociedades mixtas o celebrara contratos en 
sociedad con personas naturales o jurídicas, tales sociedades y contratistas deberán sujetarse corro 
mínimo a las normas de este Código y su Reglamento, no pudiendo por tanto y en ningún caso los 
impuestos y obligaciones consiguientes, ser menores e inferiores a los aquí establecidos. 
 







Artículo 5º.- Es potestativo del Poder Ejecutivo el otorgamiento de las concesiones a que se refiere 
este Código, las cuales se otorgarán a todo riesgo del interesado, ya que la Nación no garantiza la 
existencia de ninguna clase de substancias. 
 
Artículo 6º.- Ninguna concesión, sociedad ni contrato, confiere la propiedad de los yacimientos, 
sino solamente un derecho real de explorar, explotar, refinar y o transportar los hidrocarburos por 
tiempo determinado.  Dicho derecho real puede ser objeto de hipoteca. 
 
Artículo 7º.- Las concesiones pueden ser adquiridas por cualquier persona civilmente capaz, que 
haya comprobado su solvencia técnica y financiera para llevar a cabo la exploración, explotación, 
refinación y transporte de hidrocarburos. 
 
Artículo 8º.- El concesionario representará al Estado en la exportación del petróleo crudo y sus 
derivados. 
 
Artículo 9º.- Las obligaciones y derechos establecidos por este Código, son inherentes a la 
concesión y el sujeto de ellas es tanto el concesionario, como sus herederos y causahabientes. 
 
Artículo 10º.- El Poder Ejecutivo podrá otorgar concesiones a la misma persona natural o jurídica, 
en una o varias zonas o una o varias concesiones dentro de la misma zona, hasta las extensiones 
máximas y totales establecidas por este Código. 
 
Artículo 11º.- Toda persona que explore, explote, refine y o transporte las substancias a que se 
refiere este Código, establecerá domicilio legal en el país y tendrá en la residencia del Gobierno un 
representante con poderes amplios, para tratar y resolver cualquier asunto relativo a las actividades 
de su mandante en el territorio de la República. 
 
Los concesionarios se someterán a las leyes y tribunales del país y siendo extranjeros se tendrá por 
renunciada toda reclamación diplomática sobre cualquier materia relativa a la concesión. 
 
Artículo 12º.- Previa autorización del Poder Ejecutivo, las concesiones pueden ser materia de 
cesión o transferencia total o parcial, en favor de quienes reúnan y cumplan los requisitos y 
condiciones exigidos para ser concesionario. 
 
Artículo 13º.- El Poder Ejecutivo por sí o mediante delegación, vigilará y fiscalizará los trabajos de 
los concesionarios, no solo para asegurar su participación, sino también el cumplimiento de las 
obligaciones contraidas por aquellos. 
 
Artículo 14º.- Para las finalidades de este Código se distingue entre suelo y subsuelo, no perdiendo 
por tanto sus derechos el dueño del suelo. 
 
Artículo 15º.- De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 19º de la Constitución Política del Estado, 
las personas naturales o jurídicas extranjeras no podrán solicitar, adquirir ni poseer concesiones, ni 
simples permisos de reconocimiento superficial, dentro de los cincuenta kilómetros de las fronteras, 
pero podrán construir, poseer y explotar, para el servicio de sus concesiones interiores, vías férreas, 
caminos u oleoductos que atraviesen dichas zonas limítrofes.  
 
Artículo 16º.- Los gobiernos o estados extranjeros o las corporaciones u otras entidades que de 
ellos dependan, bajo ningún título podrán obtener ninguna clase de concesiones, ni derecho alguno 







sobre las mismas, ya sea en forma directa o por interpósita persona. Tampoco dichos gobiernos, 
entidades o corporaciones, podrán ser admitidos como socios. 
 
Artículo 17º.- No podrán obtener por sí o por interpósita persona, bajo pena de nulidad, las 
concesiones a que se refiere este Código, los senadores y diputados, los funcionarios públicos, 
autoridades políticas, judiciales y municipales, los funcionarios de entidades autárquicas y los 
miembros de las fuerzas armadas y de policía en servicio activo y los parientes de todos ellos dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. Esta prohibición no comprende las  
concesiones adquiridas en época anterior a la elección o nombramiento de los funcionarios y 
autoridades antes citadas, ni a las que se hubiesen adquirido o se adquirieran por herencia o legado, 
ni a las que el cónyuge del inhabilitado llevare a la celebración del matrimonio. 
 
Artículo 18º.- Los derechos y obligaciones establecidos por este Código y su Reglamento en 
vigencia a la fecha del otorgamiento de la concesión, no podrán alterarse o modificarse mientras 
dure ésta, salvo convenio especial de partes. 
 
Artículo 19º.- Toda duda o controversia acerca de la ejecución de las concesiones con relación a 
este Código y o su Reglamento, se procurará resolver de común acuerdo entre el Poder Ejecutivo y 
el concesionario.   A falta  de avenimiento entre las partes, se someterá al fallo de la Corte Suprema 
de Justicia, en única instancia. 
 
Las dudas o controversias acerca de cuestiones de tipo técnico, en caso de no ser resueltas 
amigablemente entre el Poder Ejecutivo y el concesionario, se someterán al juicio de peritos 
nombrados por las partes; si aquellos no llegaran a un acuerdo, designarán un perito dirimidor, cuyo 
fallo será inapelable. A falta de avenimiento de los peritos en cuanto a la designación del dirimidor, 
éste será nombrado por el Presidente de la Rama del Petróleo del Instituto Americano de Ingenieros 
de Minas y Metalurgistas (AIME). 
 
Artículo 20º.- Para los fines del presente Código, se divide el territorio de la República en las 
siguientes zonas: 
 
ZONA I.- Su punto de partida será la intersección del paralelo 16º de latitud Sur con el meridiano 
65º de Longitud Oeste de Greenwich; de este punto se seguirá hacia el Este por el mismo paralelo y 
el límite Sur de las zonas II y III b) hasta encontrar la intersección del paralelo 16º con el meridiano 
62º; de este punto, sobre el mismo meridiano y el límite occidental de la zona III b) hacia el Sur, 
hasta la intersección del meridiano 62º con el paralelo 17º; de este punto, hacia el Este, sobre el 
mismo paralelo y el límite Sur de la zona III b) hasta la frontera con el Brasil; de este punto se 
seguirá dicha frontera en dirección Sur hasta encontrar la frontera con el Paraguay; de este punto, 
hacia el Oeste y siguiendo dicha frontera hasta su intersección con el meridiano 61º; de esta 
intersección, hacia el Norte, por el mismo meridiano y el límite oriental de la zona de Y.P.F.B., 
hasta la intersección del meridiano 61º, con el paralelo 18º 30'; de este punto, hacia el Oeste, por el 
mismo paralelo y el límite Norte de la Zona de Y.P.F.B., hasta la intersección del paralelo 18º 30' 
con el meridiano 62º 30´; de este punto, hacia el Sur, sobre el mismo meridiano y el límite 
occidental de la Zona de Y.P.F.B., hasta la intersección del meridiano 62º,30' con el paralelo 19º; de 
este punto, sobre el mismo paralelo y límite Norte de la Zona de Y.P.F.B., hacia el Oeste, hasta la 
intersección del paralelo 19º, con el meridiano 64º 30'; de este punto, sobre el mismo meridiano y el 
límite oriental de la Zona III c), hacia el Norte, hasta la intersección del meridiano. 64º 30' con el 
paralelo 18º 30', de este punto, sobre el mismo paralelo, en dirección Oeste y sobre el límite Norte 
de la Zona III c), hasta la intersección del paralelo 18º 30´ con el meridiano 65; de este punto, sobre 







el mismo paralelo, en dirección Norte y siguiendo el límite oriental de la Zona II, hasta encontrar el 
punto de partida. 
 
ZONA II.- Su punto de partida será la intersección del paralelo 13º de Latitud Sur con la frontera 
peruana; de este punto y sobre este mismo paralelo y el límite Sur de la Zona III a), se seguirá hacia 
el Este a encontrar la intersección del paralelo 13º con el meridiano 64º; de esta intersección y sobre 
este meridiano y el límite occidental de la Zona III b), hacia el Sur, hasta la intersección del 
meridano 64 con el paralelo 16º;  de esta intersección y sobre el mismo paralelo, en dirección Oeste 
siguiendo el límite Norte de la Zona 1, hasta la intersección del paralelo 16º con el meridiano 65º; 
de esta intersección, siguiendo este mismo meridiano en dirección Sur y el límite occidental de la 
Zona 1, hasta encontrar la intersección del meridiano 65º con el paralelo 18º 30'; de este punto y 
siguiendo este mismo paralelo y el límite Norte de la Zona III c), hacia el Oeste, hasta la 
intersección del paralelo 18º 30' con el meridiano 67º; de este punto, siguiendo este meridiano y el 
límite oriental de la Zona III c), en dirección Norte, hasta encontrar la intersección del meridiano 
67º con el paralelo 17º; de este punto, hacia el Oeste, sobre el mismo paralelo y el límite Norte de la 
Zona III c), hasta encontrar la intersección del paralelo 17º con la frontera peruana; de esta 
intersección y siguiendo dicha frontera en dirección Norte, hasta encontrar el punto de partida. 
 
ZONA III.- Esta zona comprende las porciones a), b) y c). 
 
ZONA III a).- Su punto de partida será la intersección del paralelo 13º de latitud Sur con la frontera 
peruana; de este punto se seguirá dicha frontera hacia el Noroeste hasta la intersección con la 
frontera brasileña, en el lugar denominado Bolpebra; de este punto se seguirá la frontera con el 
Brasil en dirección Este, Noreste, Sur y Sureste; hasta encontrar la intersección con el meridiano 
64º; de este punto, en dirección Sur, hasta la intersección del meridiano 64º con el paralelo 13º; de 
esta intersección y siguiendo dicho paralelo en dirección Oeste y el límite Norte de la zona II, hasta 
encontrar el punto de partida. 
 
ZONA III b).- Su punto de partida será la intersección del paralelo 13º de Latitud Sur con el 
meridiano 64º de longitud Oeste de Greenwich; de este punto se seguirá hacia el Norte por el mismo 
meridiano y el límite oriental de la zona III a), hasta encontrar la frontera con el Brasil, para 
proseguir por dicha frontera en dirección Sudeste, Sur, Este y Sur, hasta la intersección con el 
paralelo 17º; de esta intersección siguiendo el mencionado paralelo en dirección Oeste y el límite 
Norte de la Zona 1, hasta la intersección del paralelo 17º y el meridiano 62º; de esta intersección, en 
dirección Norte, sobre este mismo meridiano y el límite oriental de la Zona I, hasta encontrar la 
intersección del meridiano 62º con el paralelo 16º; de esta intersección hacia el Oeste, sobre este 
mismo paralelo y el límite Norte de la Zona I, hasta la intersección del paralelo 16º y el meridiano 
64º; de esta intersección, sobre este mismo meridiano y el límite oriental de la Zona II, en dirección 
Norte, hasta encontrar el punto de partida. 
 
ZONA III c).- Su punto de partida será la intersección del paralelo 17º de Latitud Sur con la frontera 
peruana; de este punto se seguirá hacia el Este, sobre este mismo paralelo y el límite Sur de la Zona 
II, hasta la intersección del paralelo 17º con el meridiano 67º; de este punto, hacia el Sur y 
siguiendo el mismo meridiano y límite occidental de la Zona II, hasta la intersección del meridiano 
67º con el paralelo 18º 30'; de este punto y sobre este mismo paralelo y el límite Sur de las Zonas II 
y I hacia el Este hasta la intersección del paralelo 18º 30´ con el meridiano 64º 30´; de este punto, 
hacia el Sur, sobre el mismo meridiano y el límite occidental de las Zonas 1 y de Y.P.F.B., hasta su 
intersección con el paralelo 21º 30´; de este punto, hacia el Oeste, sobre este mismo paralelo y el 
límite Norte de la Zona de Y.P.F.B., hasta su intersección con el meridiano 65º; de este punto, hacia 







el Sur, sobre este mismo meridiano y el límite occidental de la Zona de Y.P.F.B., hasta intersectar la 
frontera argentina, la misma que se seguirá hacia el Oeste hasta encontrar la frontera con Chile y 
siguiendo esta frontera en dirección Oeste y Norte, hasta llegar al punto de partida. 
 
ZONA Y.P.F.B.- Su punto de partida será la intersección del paralelo 19º de Latitud Sur y el 
meridiano 64º 3O' de longitud Oeste de Greenwich; de este punto se seguirá sobre el mismo 
meridiano y el límite oriental de la Zona III c) hacia el Sur, hasta encontrar la intersección del 
meridiano 64º 30' con el paralelo 21º 30'; de este punto y siguiendo este mismo paralelo, hacia el 
Oeste y sobre el límite Sur de la Zona III c), hasta encontrar la intersección del paralelo 2º 30' con el 
meridiano 65º; de este punto, siguiendo este mismo meridiano hacia el Sur y límite oriental de la 
Zona III c), hasta encontrar el límite de la frontera Argentina, para luego proseguir hacia el Este, 
Sudeste, Noreste, Este y Sudeste, por la misma frontera, hasta encontrar el lugar denominado 
Esmeralda, o sea el límite entre Bolivia, Argentina y Paraguay; de este punto se seguirá la frontera 
boliv¡ano-paraguaya en dirección Noreste hasta encontrar la intersección de la frontera con el 
meridiano 61º; de este punto, hacia el Norte y, sobre este mismo meridiano y el límite occidental de 
la Zona 1, hasta encontrar la intersección del meridiano 61º con el paralelo 18º 30´; de este punto, 
sobre el mismo paralelo y el límite Sur de la Zona 1, hacia el Oeste, hasta la intersección del 
paralelo 18º 30' con el meridiano 62º 30'; de este punto, sobre el mismo meridiano y el límite 
oriental de la Zona 1, hacia el Sur, hasta la intersección del meridiano 62º 30' con el paralelo 19º; de 
este punto, sobre el mismo paralelo y el límite Sur de la Zona 1, en dirección Oeste, hasta encontrar 
el punto de partida.  
 
Artículo 21º.- Entretanto se encuentren en vigencia las partes correspondientes de las Notas 
Reversales suscritas con el Brasil el 17 de enero de 1952 y de los Tratados sobre Vinculación 
Ferroviaria y sobre Salida y Aprovechamiento del Petróleo Boliviano, que establecen determinada 
área para exploración y explotación petrolera conjunta por los dos países, se excluye dicha área de 
las zonas a que se refiere el artículo anterior y por consiguiente de los regímenes de concesión y de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos establecidos por este Código. 
 
CAPITULO II. 
 
DEL RECONOCIMIENTO  SUPERFICIAL 
 
Artículo 22º.- La Dirección Genneral de Petróleo podrá otorgar permisos de reconocimiento 
superficial a personas naturales o jurídicas que tengan la misma capacidad exigida por este Código 
para ser concesionario. Dichos permisos podrán otorgarse a la misma o diferentes personas, 
simultánea o sucesivamente, para las mismas o diferentes zonas y áreas o superficies. 
 
Artículo 23º.-  El permiso de reconocimiento superficial solo confiere la facultad de reconocer el 
terreno objeto de la autorización, sin conceder ninguna clase de prioridad para el otorgamiento de 
concesiones. Su plazo de duración máxima será de un año, que a petición expresa del permisionario 
podrá renovarse por igual tiempo, sin perjuicio de que la Dirección General de Petróleo pueda 
cancelarlo previo aviso de 60 días. Mediando causa grave, la cancelación podrá ser inmediata. 
 
Artículo 24º.- En caso de otorgarse concesiones de exploración y subsiguiente explotación, o de 
explotación directa, sobre áreas o superficies previamente otorgadas para reconocimiento 
superficial, esta autorización quedará automáticamente cancelada en cuanto al área comprendida 
por la concesión, salvo que se llegara a un acuerdo entre el concesionario y el permisionario. 
 







Artículo 25º.-  En cualquier tiempo el Poder Ejecutivo podrá prohibir el reconocimiento superficial 
en determinadas zonas, que se harán conocer mediante publicación en un diario de la sede del 
Gobierno. 
 
Artículo 26º.- El permiso de reconocimiento superficial faculta al permisionario para llevar a cabo, 
por cualquier procedimiento, los estudios topográficos, geológicos, geofísicos y geoquímicos 
relativos al petróleo y de efectuar las investigaciones y pruebas similares, así como llevar a cabo 
perforaciones para obtener informes geológicos. 
 
Artículo 27º.- Los permisionarios de reconocimiento superficial no podrán: 
 
a) Perforar pozos que tengan por objeto descubrir o producir petróleo. 
 
b) Realizar los trabajos de reconocimiento superficial en áreas ya otorgadas para exploración y 
subsiguiente explotación o explotación directa, salvo con el consentimiento de los interesados. 
 
Artículo 28º.- El interesado en efectuar reconocimiento superficial pedirá permiso a la Dirección 
General de Petróleo, indicando la zona y la extensión del área solicitada. La Dirección General de 
Petróleo otorgará el permiso toda vez que el solicitante cumpla las condiciones y requisitos exigidos 
por este Cód¡go y su Reglamento. Asimismo, la Dirección General de Petróleo, normará, mediante 
disposiciones reglamentarias el régimen correspondiente y vigilará las actividades y trabajos del 
permisionario. 
 
Artículo 29º.- El permisionario elevará a la Dirección General de Petróleo un informe trimestral  
acerca del progreso de sus trabajos. 
 
Artículo 30º.- El permisionario tendrá la obligación de resarcir los daños emergentes que pudiera 
causar a terceros, para lo cual llegará a acuerdos directos con los interesados; sin perjuicio de ello, 
la Dirección General de Petróleo, toda vez que lo juzgue conveniente, podrá exigir al permisionario 
una fianza de hasta $us. 5.000.00 (moneda de los EE. UU. de América). En caso de no llegar las 
partes a un avenimiento, podrán recurrir a los tribunales ordinarios de justicia. 
 
CAPITULO III 
 
DE LAS CONCESIONES 
 
Artículo 31º.- Las concesiones petrolíferas tendrán por objeto: 
 
a) La exploración y subsiguiente explotación de las superficies o áreas concedidas. 
 
b) La explotación directa de superficies o áreas concedidas. 
 
c) La refinación o manufactura o transformación de hidrocarburos y la obtención de los productos 
derivados del petróleo y demás hidrocarburos. 
 
d) El transporte, por oleoducto y otras vías especiales, de las substancias extraídas, refinadas o 
derivadas. 
 







Artículo 32º.- Las concesiones a que se refieren los incisos c) y d) del artículo anterior, serán 
consideradas como accesorias o subsidiarias a las concesiones de exploración y subsiguiente 
explotación o de explotación directa. Asimismo, las concesiones a que se refiere el inciso d) del 
artículo anterior, se considerarán como accesorias o subsidiarias a las enumeradas en el inciso c) del 
mismo artículo. 
 
Las concesiones a que se refieren los incisos c) y d) del articulo anterior también podrán otorgarse 
en el carácter de autónomas y no implicarán exclusividad. 
 
Artículo 33º.- Las concesiones establecidas en los incisos a) y b) del artículo 31º, podrán 
comprender íntegramente o en parte, tierra firme, extensiones lacustres y fluviales y o terrenos 
pantanosos. 
 
Artículo 34º.- Las concesiones de exploración y subsiguiente explotación, no excederán de los 
siguientes límites: 
 
Zona I, 150.000 hectáreas. Zona II, 400.000 hectáreas. Zona III, 750.000 hectáreas. 
 
Artículo 35º.- Las concesiones de explotación directa o sea aquellas que no comprenden un período 
previo de exploración, no excederán de los siguientes límites: 
 
Zona I, 75.000 hectáreas.- Zona II, 200.000 hectáreas.- Zona III, 375.000 hectáreas. 
 
Artículo 36º.- Las concesiones de exploración y explotación y/o de explotación directa, no tendrán 
solución de continuidad, pero una misma persona natural o jurídica, podrá obtener más de una 
concesión aún en la misma zona. 
 
Artículo 37º.- Ninguna persona natural o jurídica, bajo ningún motivo o forma, podrá poseer 
simultáneamente, ya sea en carácter de exploración y subsiguiente explotación o de explotación 
directa, una superficie mayor a las siguientes: 
 
Zona I, 500.000 hectáreas.- Zona II, 1.500.000 hectáreas.- Zona III, 3.000.000 hectáreas. 
 
Artículo 38º.- Ninguna concesión de exploración y subsiguiente explotación podrá tener una 
extensión menor de cinco mil hectáreas, siendo de explotación directa una extensión menor de mil 
hectáreas, salvo las demasías cuyas áreas o superficies podrán ser inferiores a las antes citadas. 
 
Se entiende por demasía todo espacio franco, que exista entre dos o más concesiones y cuya área o 
superficie sea inferior a cinco mil hectáreas, tratándose de concesiones de exploración y 
subsiguiente explotación, o mil hectáreas, en caso de concesiones de explotación directa. Los 
concesionarios colindantes tendrán preferencia en el otorgamiento de estas demasías, a cuyo efecto 
serán notificados toda vez que se presenten solicitudes de esta clase. En caso de que el 
concesionario no hiciera uso de esta opción, la demasía podrá adjudicarse al peticionario que la 
solicite. 
 
CAPITULO IV 
 
DE LA ADJUDICACION DE LA CONCESION 
 







Artículo 39º.- La persona que pretenda obtener una concesión del género de las indicadas en los 
incisos a) y b) de] artículo 31º presentará a la Dirección General de Petróleo, por si o mediante 
apoderado con poder suficiente, los siguientes documentos: 
 
a) escrito de solicitud. 
b) croquis de la concesión solicitada. 
e) demostración comprobatoria de su capacidad económica. 
d) memoria exponiendo su capacidad técnica. 
e) un recibo de haber empozado el depósito de garantía a que se refiere el artículo 44º. 
 
La Dirección General de Petróleo podrá pedir que se amplíe y o complemente dicha documentación 
conforme al Reglamento de este Código. 
 
Artículo 40º.- El escrito de petición será presentado personalmente o mediante apoderado y 
contendrá las generales del peticionario;  el nombre, lugar, superficie, linderos o límites, puntos de 
partida y referencia de la concesión solicitada; el nombre de los concesionarios colindantes si los 
hubiera y una indicación acerca de si los terrenos comprendidos son del dominio público o privado. 
 
Si el peticionario estuviera dispuesto a reconocer beneficios especiales en favor del Estado, 
mejorando los establecidos por el presente Código, lo manifestará expresamente en su escrito de 
solicitud, especificando la clase, términos, cuantías y demás pormenores concernientes a dichos 
beneficios. 
 
Artículo 41º.-  El croquis se presentará en doble ejemplar, firmado por un ingeniero o topógrafo y 
contendrá los datos suficientes para realizar el replanteo o delimitación de la concesión en el 
terreno. 
 
La concesión tendrá forma rectangular y deberá estar orientada de Norte a Sur astronómico, con sus 
lados dirigidos de Norte a Sur y de Este a Oeste, salvo cuando lindare con otras concesiones cuya 
forma o posición no permita dicha demarcación o que el peticionario opte por utilizar algún lindero 
natural, como ser la orilla de un lago, un río  u otro del mismo género. 
 
Artículo 42º.-  La capacidad económica del peticionario se demostrará mediante una exposición de 
sus antecedentes económico-financieros y su grado de solvencia para costear los trabajos de la 
concesión y soportar las consiguientes obligaciones y gravámenes legales. 
 
Artículo 43º.- La capacidad técnica del peticionario se demostrará mediante una memoria 
expositiva acerca de su idoneidad y experiencia en la industria del petróleo. 
 
Artículo 44º.-  En las concesiones de exploración y subsiguiente explotación, el depósito de 
garantía se hará en moneda de los Estados Unidos de América, en el Banco Central de Bolivia, a 
orden de la Dirección General del Petróleo, por las siguientes sumas: 
 
$us. 0.20 (veinte centavos de dólar) por hectárea en la Zona I. 
$us. 0.10 (diez centavos de dólar ) por hectárea en la Zona II. 
$us. 0.05 (cinco centavos de dólar) por hectárea en la Zona III. 
 
En las concesiones de explotación directa, el depósito de garantía se hará en la forma indicada en el 
párrafo anterior y por el duplo de las sumas detalladas en dicho párrafo. 







 
En caso de ser la concesión denegada, en todo o en parte, se devolverá al solicitante el todo o la 
parte correspondiente del depósito efectuado. 
 
Artículo 45º.-  Las solicitudes que no reúnan como mínimo los requisitos y condiciones 
establecidos por los artículos que anteceden, serán desestimadas de plano, salvo que se tratase de 
omisiones subsanables, en cuyo caso se concederá al peticionario un término de tres días con fines 
de complementación y/o enmienda. 
 
Artículo 46º.- Subsanadas las observaciones o si la solicitud reuniese los requisitos prescritos, la 
Dirección General de Petróleo dispondrá, dentro de tercero día, la publicación de un extracto de la 
misma, en un diario de la sede del Gobierno. Dicha publicación especificará además, con la mayor 
exactitud posible, el área o áreas solicitadas y todos los demás elementos básicos. 
 
Artículo 47º.- Desde la fecha de publicación del extracto correrán quince días, dentro de los cuales 
otros interesados podrán solicitar la misma concesión. Vencido dicho plazo sin que se hubiesen 
presentado otras solicitudes, la Dirección General de Petróleo elevará la primera y única petición 
ante el Poder Ejecutivo, informando si la superficie solicitada se halla libre, si la solicitud llena los 
requisitos legales y si el peticionario ha demostrado satisfactoriamente su solvencia técnica y 
financiera.  El Poder Ejecutivo dictará la Resolución Suprema que corresponda otorgando o 
negando la concesión. 
 
Artículo 48- Si dentro de los quince días se hubieran presentado una o más solicitudes, la Dirección 
General de Petróleo las elevará conjuntamente con la solicitud inicial, con igual informe al previsto 
en el Art. anterior, y un cuadro comparativo de las condiciones ofrecidas por los diversos 
peticionarios.  El Poder Ejecutivo otorgará la concesión al que ofrezca las condiciones más 
ventajosas, en conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 57º. 
 
La simple prioridad en la petición, en ningún caso confiere derecho preferente. 
 
Artículo 49º.- En caso de presentarse solicitudes para concesión de exploración y subsiguiente 
explotación y de explotación directa, comprendiendo total o parcialmente una misma área o 
superficie, serán preferidas las últimas. 
 
Artículo 50º.- Cuando el área solicitada se superponga solamente en parte sobre el área de una o 
varias concesiones vigentes o en trámite, el peticionario podrá pedir que se considere su solicitud 
limitándola a la extensión libre, siempre que ésta abarcase, superficies no menores a cinco mil o mil 
hectáreas, respectivamente, y no se tratará de demasías, de acuerdo a lo previsto en el artículo 37º.  
Al efecto, se concederá al peticionario un plazo de quince días para que reforme su solicitud. 
 
Artículo 51º.- Todas las solicitudes de exploración y subsiguiente explotación, así como las de 
explotación directa, que se presenten dentro de los treinta días siguientes a la vigencia de este 
Código y que no impliquen superposición total o parcial de sus áreas o superficies, serán 
consideradas y adjudicadas de acuerdo al régimen ordinario de este Código. 
 
Las peticiones que presentadas dentro del mismo período antes nombrado, impliquen  
superposición, serán adjudicadas bajo el régimen  de licitación  previsto en los artículos 57º y 
siguientes. 
 







Artículo 52º.- De no haber oposición o rechazada que sea esta, el Poder Ejecutivo adjudicará la 
concesión mediante Resolución Suprema, ordenando que la Notaría de Petróleo extienda al 
concesionario el respectivo título ejecutorial. La Resolución comenzará a surtir sus efectos legales 
desde su fecha y será publicada por una vez, en un diario de la sede del Gobierno, por cuenta del 
concesionario. 
 
Artículo 53º.- El título ejecutorial deberá inscribirse en la oficina de Derechos Reales de la capital 
del departamento, dentro del cual se halle situada la concesión; si lo estuviere en más de un 
departamento, se inscribirá en la oficina de Derechos Reales de cada uno de ellos. 
 
Artículo 54º.- El que alegue que la concesión solicitada u ofrecida en licitación invade una vigente 
o en trámite, podrá formular oposición en el plazo de treinta días contados desde la publicación del 
extracto a que se refiere el artículo 46º. 
 
Artículo 55º.- La Dirección General de Petróleo conocerá y resolverá la oposición, con recurso de 
nulidad ante la Corte Suprema de Justicia, que se interpondrá en el término perentario de ocho días 
de notificado el interesado con la resolución de la Dirección General de Petróleo. Este recurso no 
impedirá que a petición expresa del concesionario se le otorgue provisionalmente la concesión 
solicitada, caso en el cual quedará sujeto a los resultados del juicio. 
 
Artículo 56º.- Cuando se formule oposición sobre el otorgamiento de áreas o superficies cuya 
adjudicación deba someterse al procedimiento de licitación, dicho acto quedará suspendido hasta 
que se resuelva la oposición. 
 
Artículo 57º.- La adjudicación de concesiones por licitación podrá tener lugar en los siguientes 
casos: 
 
a) Toda vez que el Poder Ejecutivo crea conveniente a los intereses nacionales ofrecer determinadas 
áreas en licitación. 
 
b) En caso de que durante los treinta días siguientes a la vigencia de este código, se 
presentaran peticiones cuyas áreas o superficies se superpongan total o parcialmente. 
 
c) De presentarse otra solicitud dentro de los quince días siguientes a la publicación del extracto a 
que se refiere el art. 46º y en la cual el proponente ofreciera ventajas especiales a la Nación o 
propusiera expresamente que la adjudicación del área o superficie solicitada, se someta al 
procedimiento de licitación. 
 
d) Si dentro de los quince días siguientes a la publicación del extracto a que se refiere el artículo 
46º, se presentaran otras peticiones con respecto a la misma área o superficie. 
 
Artículo 58º.- Para los fines de cada licitación el Poder Ejecutivo hará conocer mediante 
Resolución Suprema los límites de las áreas ofrecidas, las bases y demás condiciones mínimas de la 
licitación y cualquier otra información concerniente, procediendo a la publicación respectiva en un 
diario de la sede del Gobierno, por tres veces consecutivas. 
 
Las condiciones básicas de la licitación no podrán ser inferiores a las establecidas en el presente 
Código o a las ventajas especiales que pudieran haber sido ofrecidas por los proponentes. 
 







Artículo 59º.-  Fijadas las bases de licitación, serán, publicadas en un diario de la sede del 
Gobierno, por quince días consecutivos llamando postores para que mejoren dichas bases. Hasta 
treinta días después del último aviso, se aceptarán las propuestas que deberán formularse a la 
Dirección General de Petróleo en sobre cerrado, acompañando un recibo de depósito de garantía 
efectuado en el Banco Central de Bolivia, a la orden de la Dirección General de Petróleo, cuyo 
monto se fijará por el Poder Ejecutivo, en cada caso, dentro de las bases mínimas a que se refiere el 
artículo 58º. 
 
Artículo 60º.- Vencido el plazo que señala el artículo anterior, la Dirección General de Petróleo 
publicará avisos señalando el día, lugar y  hora en que se abrirán las propuestas recibidas en acto 
público y con intervención del Notario de Petróleo. 
 
Artículo 61º.- En el día señalado, leídas las ofertas recibidas, se extenderá acta pormenorizada que 
firmarán los interesados que estuviesen presentes. 
 
Artículo 62º.- La Dirección General de Petróleo, en el plazo de quince días, mediante publicación 
en un diario de la sede del Gobierno, dará aviso de haber calificado la oferta más ventajosa para el 
Estado e indicará, además, el día, hora y lugar en que se reabrirá la subasta, para que se mejore 
verbalmente dicha oferta, no pudiendo esta fecha exceder, de un término máximo de quince días. La 
oferta quedará a disposición de los interesados en las oficinas de la Dirección. 
 
Artículo 63º.- Reabierto el acto, se invitará individualmente a los postores a que declaren que 
equiparán su oferta a la calificada como más ventajosa para el Estado. Establecido lo anterior, se 
procederá a la puja abierta de premios pecuniarios en moneda de los Estados Unidos de América, en 
base a los cuales se adjudicará la concesión al mejor postor.  De lo actuado se levantará acta notarial 
pormenorizada, que podrán suscribir los interesados presentes. 
 
Artículo 64º.- Dentro de los ocho días siguientes al  acto público a que se refiere el Art. anterior, el 
postor que hubiera ofrecido el premio pecuniario más alto, presentará a la Dirección General de 
Petróleo el recibo de depósito hecho en el Banco Central de Bolivia, a la orden de dicha Dirección, 
por la suma ofrecida al postular en la puja abierta.  Si el postor no cumpliera con esta obligación, 
perderá su derecho a la adjudicación, consolidándose, además, en favor del Estado, el depósito de 
garantía a que se refiere el Art. 59º.  En este caso la Dirección General de Petróleo, notificará al 
solicitante que hizo el ofrecimiento de la suma inmediatamente inferior, para que en el término de 
tres días, cumpla con presentar el certificado de depósito por el importe de la cantidad que ofreció. 
Si este postor tampoco cumpliera, se notificará en la misma forma al que ofreció la cantidad 
inmediata inferior y así, sucesivamente, con los demás postores en el orden del mayor monto de sus 
ofertas. Si ninguno de los postores cumpliera con el depósito de la suma ofrecida, todos ellos 
perderán el depósito de garantía a que se refiere el artículo 59º,  y la concesión será otorgada 
mediante nueva licitación. 
 
Artículo 65º.- Dentro de los quince días siguientes al de la clausura de la licitación, el Poder 
Ejecutivo por Resolución Suprema, aprobará la propuesta aceptada y dispondrá siempre que se 
hubiera empozado el premio, el otorgamiento del respectivo título y la extensión de la escritura 
pública del contrato, conforme a lo dispuesto por el artículo 52º. 
 
Artículo 66º.- El depósito de garantía de licitación a que se refiere el artículo  59º, constituido por 
quien hubiese resultado favorecido en la licitación, permanecerá vigente durante todo el plazo de la 
concesión, para garantizar el cumplimiento de las obligaciones del favorecido. 







 
CAPITULO V 
 
DE LA EXPLORACION Y EXPLOTACION 
 
Artículo 67º.- La concesión de exploración y subsiguiente explotación, confiere el derecho 
exclusivo de explorar el área o superficie concedida, por el tiempo señalado en el artículo siguiente. 
Confiere, asimismo, el derecho subsiguiente, que durará 40 años, de explotar el área o áreas que 
hubieran sido escogidas para este fin, de acuerdo con el artículo 73º; comprendiendo este derecho la 
facultad de extraer y aprovechar las substancias a que se refiere el artículo 1º y la realización de los 
trabajos y actividades conducentes a tales fines. 
 
Artículo 68º.- Los plazos de exploración serán los siguientes: 
 
Zona I, cuatro años sin prórroga. 
Zona II, cuatro años y una sola prórroga de dos años. 
Zona III, seis años y dos prórrogas de a dos  años cada una. 
 
Artículo 69º.- El concesionario que hubiese invertido la suma mínima establecida por el artículo 
72º podrá pedir a la Dirección General de Petróleo la prórroga o prórrogas previstas en el artículo 
anterior, para cuyo objeto acompañará un certificado de haber empozado la primera anualidad de la 
patente prevista en el inciso b) del artículo 101º. 
 
Artículo 70º.- La concesión de exploración confiere la facultad de realizar con exclusividad, a 
plazo fijo y en un área determinada, todas las obras y operaciones para el descubrimiento del 
petróleo, inclusive la perforación de pozos en los trabajos de reconocimiento superficial. 
 
Artículo 71º.- El concesionario de exploración que descubriera en alguna de sus concesiones las 
substancias a que se refiere éste Código, podrá utilizarlas libremente en cualesquiera de ellas, en las 
operaciones propias de la exploración; el exceso quedará sujeto a lo dispuesto en el Capítulo VII. 
 
Artículo 72º.- En las concesiones de exploración y subsiguiente explotación, los trabajos de 
exploración deberán efectuarse por un valor anual mínimo, en moneda de los Estados Unidos de 
América, por hectárea, de: 
 
$us. 0.80 (ochenta centavos do dólar) en la Zona I. 
$us. 0.50 (cincuenta centavos de dólar) en la Zona II. 
$us. 0.20 (veinte centavos de dólar) en la Zona III.  
 
Pudiendo para la estimación de las inversiones promediarse el total de las realizadas durante el 
plazo de exploración. 
 
La iniciación de los trabajos de exploración no podrá demorarse por más de seis meses, que se 
contarán a partir del comienzo del plazo de exploración, computado de acuerdo con lo determinado 
por el artículo 90º. 
 
El concesionario de exploración y subsiguiente explotación que se acogiera a cualquiera de las 
prórrogas previstas en el artículo 68º invertirá por los mismos conceptos, durante cada año de la 
prórroga, un 30% más sobre las sumas establecidas en el primer párrafo de este artículo. 







 
Artículo 73º.- Para ejercer el derecho inherente de explotación, el concesionario de exploración y 
subsiguiente explotación, presentará un escrito a la Dirección General de Petróleo, indicando la 
extensión y ubicación de las áreas escogidas para explotación, acompañando un plano general de la 
concesión de exploración y planos especiales de cada una de las áreas escogidas para explotación. 
Los planos contendrán las características y especificaciones detalladas en el Reglamento. El escrito 
y los planos podrán presentarse en cualquier tiempo dentro del período de exploración o de  
cualquier prórroga del mismo. Una vez aprobados los planos, la Dirección General de Petróleo 
otorgará la constancia del derecho de explotación, la cual se protocolizará en la Notaría de Petróleo. 
 
Artículo 74º.- El área o áreas seleccionadas para explotación no podrán ser de una superficie mayor 
del límite señalado para cada zona por el artículo 35º, para concesiones de explotación directa 
podrán agruparse en la forma que más convenga al concesionario, con o sin solución de 
continuidad, y se sujetarán a las disposiciones reglamentarias en cuanto a forma, orientación y 
proporciones. 
 
El área seleccionada para explotación, en ningún caso excederá de la mitad del área o superficie 
concedida originalmente para exploración y subsiguiente explotación. Las extensiones no escogidas 
por el concesionario revertirán al Estado y podrán ser objeto de nueva concesión. 
 
Artículo 75º.-  Cuando una concesión de exploración  y subsiguiente explotación, pase del período 
de exploración al de explotación, el depósito de garantía a que se refiere el artículo 44º, subsistirá 
por todo el período de explotación, para responder del cumplimiento de las obligaciones que este 
Código y su Reglamento imponen al concesionario. 
 
El depósito de garantía será devuelto al concesionario que hubiera cumplido con sus obligaciones 
hasta la fecha correspondiente. Dicha devolución procederá en los casos siguientes: 
 
a) expiración del plazo de exploración. 
b) falta de la selección prevista en el artículo 73º. 
c) renuncia de la concesión. 
d) extinción de la concesión por vencimiento del plazo. 
 
En caso de que la renuncia fuera parcial, el depósito subsistirá en su totalidad. 
 
Artículo 76º.- Cuando el área concedida para exploración y subsiguiente explotación fuera mayor 
de trescientas mil hectáreas, el concesionario tendrá, la facultad de seleccionar, en dos etapas las 
áreas o superficies que desee retener para explotación, siempre que para la fecha de la primera 
selección el área retenida fuera de trescientas mil hectáreas por lo menos. El procedimiento a 
seguirse será el siguiente: 
 
a) La primera selección podrá hacerse durante el plazo de exploración o cualquier prórroga del 
mismo, pudiendo el  concesionario seleccionar y retener para fines de explotación, hasta el 25% de 
la concesión otorgada y seleccionar un otro 25% para su devolución al Estado. Sobre el 50% 
restante del área o superficie original, el concesionario conservará sus derechos de exploración, 
hasta efectuar la segunda selección. Si el concesionario seleccionara un área o superficie menor del 
límite del 25% la diferencia resultante, hasta este porcentaje también revertirá al Estado. 
 







b) Una segunda selección de hasta la mitad de la superficie o área retenida para exploración, 
después de haber seguido el procedimiento descrito en el inciso anterior, que se hará antes de 
finalizar el sexto año a partir de la fecha de la primera selección, revirtiendo por tanto al Estado las 
superficies no seleccionadas. 
 
Esta facultad de selección en dos etapas será aplicable solamente a concesiones ubicadas en la Zona 
II y III. En caso de que el concesionario hubiera previamente hecho uso del derecho de renuncia 
previsto por el artículo 89º, los porcentajes de selección se aplicarán solamente sobre las 
extensiones entonces retenidas. 
 
Artículo 77º.- El plano topográfico de la concesión de explotación directa se presentará dentro del 
plazo que fije el Poder Ejecutivo al expedir la Resolución Suprema que autorice la extensión del 
título de la concesión; plazo que no podrá ser mayor de cinco años computables desde la fecha de la 
Resolución Suprema inserta en dicho título. 
 
Artículo 78º.- Los planos deberán certificarse por un ingeniero o agrimensor titulado, que 
personalmente los haya levantado o que haya dirigido efectivamente en el terreno su levantamiento; 
se orientarán por el Norte Sur astronómico, en escala fijada para cada caso por el Reglamento; uno 
de los ángulos o vértices será referido a un punto conocido o fijo en el terreno. Podrán también  
aceptarse planos aerofotogramétricos levantados por instituciones oficiales, por personas idóneas o 
por el concesionario mismo, de acuerdo a disposiciones legales y reglamentarias aplicables, en cuyo 
caso el concesionario acompañará al plano general un mosaico fotográfico de la concesión, en la 
escala  fijada por el Reglamento. 
 
Artículo 79º.- Presentados los planos en la forma prescrita, la Dirección General de Petróleo dará 
aviso mediante publicación en un diario de la sede del Gobierno.  Dentro los treinta días siguientes, 
todo interesado podrá oponerse a su aprobación, en caso de sostener que difieren de la solicitud o 
del croquis en que se basaron, invadiendo por tanto alguna concesión del opositor. 
 
Artículo 80º.-  Vencido el término para fines de oposición, dentro de los treinta días siguientes, la 
Dirección General del Petróleo, haya o no oposición, ordenará la corrección de las irregularidades o 
errores de que pudieran adolecer los planos; para cuyo fin concederá un plazo no mayor de seis 
meses y dictaminará sobre su aprobación y las oposiciones que se hubieran presentado. Una vez 
corregidas las irregularidades o errores, los planos deberán presentarse a la Dirección General  de 
Petróleo y está dictará dentro de los quince días siguientes, nueva Resolución para aprobarlos. 
 
Artículo 81º.-  Tanto la Resolución aprobatoria de los planos, como la que ordene corregirlos, 
podrán ser recurridas de nulidad ante la Corte Suprema de Justicia, dentro de los ocho días 
siguientes a su publicación. Si en virtud del fallo de la Corte se debiera proceder a corregir los 
planos, la Dirección General de Petróleo dictará nueva Resolución ordenando la ejecucion  de la 
sentencia, caso en el cual desde esta fecha correrán los términos a que se refiere el artículo 80º. 
 
Artículo 82º.-  Una vez ejecutoriada la Resolución aprobatoria de los planos, la Dirección General 
de Petróleo expedirá para el interesado copia certificada de los mismos. 
 
En caso de concesiones de exploración y subsiguiente explotación  se entregarán al interesado 
copias certificadas del plano general y de los planos de las áreas escogidas para explotación. 
 







Artículo 83º.- En su concesión de exploración y/o explotación, el concesionario podrá efectuar 
trabajos de exploración.  Dentro o fuera de sus límites, podrá levantar edificios, campamentos, 
depósitos, instalaciones de almacenamiento, tender  líneas telefónicas y demás medios de 
comunicación; instalar sistemas de transporte terrestre, marítimo, fluvial y aéreo, oleoductos y/u 
otras vías de transporte; construir muelles y otros sistemas de embarque y en general, realizar todos 
los trabajos necesarios o convenientes para el desarrollo de sus actividades, sujetándose a las 
disposiciones legales vigentes. 
 
Artículo 84º.- La concesión de explotación directa confiere los mismos derechos mencionados en el 
artículo anterior, por el plazo de 40 años, a contar de la fecha prevista en el inciso a) del artículo 
90º. 
 
Artículo 85º.- Para el ejercicio de los derechos que confiere la concesión, el concesionario llegará a 
acuerdos directos con los propietarios del suelo, y de no ser ello posible, recurrirá a los medios 
legales autorizados para los casos de ocupación temporal, expropiación o servidumbre. 
 
Artículo 86º.- El concesionario deberá cumplir con las siguientes obligaciones mínimas: 
 
a) Durante los primeros siete años, contados a partir del comienzo del período de explotación, con 
la perforación de uno o mas pozos con una profundidad total de cinco mil metros por lo menos, por 
cada cien mil hectáreas concedidas. 
 
b) Durante los ocho años siguientes al período nombrado en el inciso anterior, con la perforación de 
dos o más pozos con una profundidad de diez mil metros, por lo menos, por cada veinte mil 
hectáreas o fracción. 
 
Esta disposición se refiere a perforación de pozos de exploración y explotación, que no sean de 
diámetro pequeño, ni destinados exclusivamente a obtener informaciones de carácter geológico. 
 
Artículo 87º.- Si el área o áreas o la fracción respectiva escogidas para explotación fuera menor a 
las extensiones previstas en el artículo anterior, el concesionario practicará una o más perforaciones 
en un total proporcional, el que, en ningún caso, podrá ser inferior a dos mil quinientos metros 
durante los primeros siete años, por cada fracción de cien mil hectáreas y a cinco mil metros durante 
los ocho años siguientes, por cada fracción de veinte mil hectáreas 
 
Artículo 88º.- Dentro de los tres años de la fecha de la resolución aprobatoria de los planos 
respectivos, el concesionario de explotación demarcará dos de los vértices de su concesión, en la 
forma prevista por el Reglamento. 
 
Artículo 89º.- En cualquier momento el concesionario podrá renunciar total o parcialmente a su 
concesión, dando aviso a la Dirección General de Petróleo y acompañando, en caso de renuncia 
parcial, el nuevo plano.  El concesionario pagará previamente todo impuesto o contribución 
devengado, quedando sus derechos y obligaciones ulteriores reducidos al área o superficie retenida. 
 
La persona natural o jurídica que hubiese obtenido sus derechos mediante licitación, no podrá 
ejercer la facultad de renuncia sin antes haber cumplido con las obligaciones emergentes de su 
oferta y exigibles hasta la fecha de aquella. 
 
Artículo 90º.- La vigencia de las concesiones se computará en la siguiente forma: 







 
a) El plazo de exploración, en caso de tratarse de concesiones de exploracion y subsiguiente 
explotación y el plazo de explotación en caso de tratarse de explotación directa, a partir de la fecha 
de la Resolución Suprema prevista en el artículo 52º. 
 
b) El plazo de explotación, en caso de tratarse de concesiones de exploración y subsiguiente 
explotación, a partir de la fecha de la notificación escrita al concesionario con la constancia del 
derecho de explotación, otorgado por la Dirección General de Petróleo. 
 
Artículo 91º.- Toda substancia mineral que fuera encontrada en combinación o suspensión con los 
hidrocarburos, queda sujeta al régimen del presente Código, pudiendo ser susceptible de extracción 
o aprovechamiento por parte del concesionario, quien para ejercer dicha facultad, para interrumpirla 
o dejar de ejercerla, notificará al Poder Ejecutivo a través de la Dirección General de Petróleo. 
 
CAIPITULO V I 
 
DE LA REFINACION 0 MANUFACTURA 0 TRANSFORMACION Y TRANSPORTE 
 
Artículo 92º.- En caso de que el concesionario de exploración y subsiguiente explotación o de 
explotación directa, desee hacer uso de su facultad subsidiaria de refinar o manufacturar o 
transformar y o transportar las substancias a que se refiere este Código, lo manifestará así a la 
Dirección General de Petróleo, adjuntando los proyectos y planos de las obras e instalaciones que se 
proponga realizar y la memoria descriptiva de las mismas. 
 
Dentro de sesenta días de recibida la solicitud, la Dirección General de Petróleo, hará las 
observaciones técnicas que juzgare convenientes sobre el Proyecto y planos o aprobará la solicitud. 
De haber observaciones dentro de los 30 días de serle comunicadas, el concesionario hará las 
explicaciones o aclaraciones necesarias y la Dirección General de Petróleo se pronunciará en el 
término de treinta días, aprobando el proyecto y planos o manteniendo las objeciones.  En este 
último caso el concesionario dispondrá de sesenta días para salvar las observaciones, bajo pena de 
tenerse abandonada la solicitud.  Bajo igual pena, se comenzarán los trabajos en el término de un 
año, computado desde la aprobación del proyecto y planos. 
 
Presentado el proyecto y planos, el concesionario podrá iniciar sus trabajos sin perjuicio de estar 
obligado a dar cumplimiento a las modificaciones introducidas por la Dirección General de 
Petróleo. 
 
En todo caso,  bajo su exclusiva responsabilidad, el concesionario tendrá la obligación de adoptar 
las medidas de previsión adecuadas, a fin de que, en caso de siniestro, sus instalaciones y obras no 
constituyan peligro para poblaciones. 
 
Artículo 93º.- Los que no siendo concesionarios de explotación, pretendan obtener concesiones 
autónomas de refinación o manufactura o transformación y  o transporte, las solicitarán 
especialmente a la Dirección General de Petróleo, acompañando los planos, proyectos y memorias, 
e indicando el término en que comenzarán los trabajos. De no ser observada la solicitud, se elevará 
al Poder Ejecutivo con el respectivo informe, para que, por Resolución Suprema, se otorgue la 
concesión y el título respectivo. De ser observada, se seguirá el procedimiento descrito en el artículo 
anterior. 
 







El concesionario deberá comenzar sus trabajos en el plazo máximo de un año, que se computará a 
partir de la fecha de la Resolución Suprema. 
 
Artículo 94º.- Cuando las concesiones a que se refiere este capítulo tengan el carácter de 
autónomas, durarán cuarenta años, contando desde la fecha de la Resolución Suprema de su 
otorgamiento, y una duración igual a la de la concesión principal, si se tratase de derechos 
subsidiarios. En ningún caso se entenderán como un privilegio exclusivo que impida otorgamientos 
similares en favor de otras personas. 
 
Artículo 95º.- La concesión de refinación o manufactura o transformación, sea de carácter 
autónomo o subsidiario, confiere al concesionario la facultad de refinar o manufacturar o 
transformar las substancias a que se refiere este Código; de construir acueductos, estaciones de 
bombeo, tanques, depósitos, edificios, hospitales; de construir caminos y ferrocarriles que unan sus 
establecimientos entre sí o con los centros a donde tenga que transportarse las substancias; de 
instalar los aparatos necesarios para la industria y para producir y regenerar las materias que fueran 
empleadas en las operaciones y en general, de ejecutar las obras necesarias para la refinación o 
manufactura o transformación del petróleo y sus derivados. El concesionario tendrá también la 
facultad de elaborar y refinar los productos de otros concesionarios y los que adquiera de terceros 
con dicha finalidad. 
 
Artículo 96º.- La concesión de transporte, autónoma o subsidiaria, confiere al concesionario la 
facultad de transportar las substancias a que se refiere esto Código; de construir vías especiales, 
oleoductos, estaciones de bombeo, obras portuarias, depósitos, edificios; de manejar  maquinarias, 
buques y demás vehículos y, en general de construir y operar todos los medios y obras relacionados 
con la concesión y requeridos para el transporte de dichas substancias. El concesionario podrá 
también adquirir de terceros dichas substancias para transportarlas. 
 
En conformidad con lo dispuesto por la segunda parte del artículo 15º cuando el oleoducto esté 
destinado al transporte internacional, el concesionario tendrá la facultad de utilizar los terrenos que 
requiera dentro de la faja de los 50 kms. fronterizos, pudiendo en dicha área o superficie ejecutar los 
trabajos necesarios para el transporte y paso del petróleo y derivados. 
 
Artículo 97º.- Las concesiones autónomas de transporte se reputan de servicio público. Cuando sus 
instalaciones tengan suficiente capacidad, los concesionarios estarán obligados a prestar sus 
servicios a terceros, sin discriminación de personas y de acuerdo a tarifas uniformes en igualdad de 
condiciones, las que se fijarán de común acuerdo entre las partes, con la intervención de la 
Dirección General de Petróleo. 
 
La anterior obligación se limita a los oleoductos principales y sus líneas troncales y laterales, con 
sus correspondientes anexos, sin incluir las líneas de recolección y sus anexos, que el concesionario 
utilice para la explotación de sus concesiones. 
 
Artículo 98º.- Cuando la capacidad de sus plantas y medios de transporte lo permita y sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 118º, el concesionario de exploración y subsiguiente explotación o 
de explotación directa y el concesionario autónomo de refinación o manufactura o transformación y 
transporte, estará obligado a refinar, almacenar y transportar el petróleo y derivados que el Estado o 
terceros le entreguen con tal objeto, cobrando las tarifas que sean fijadas de mutuo acuerdo, con la 
intervención de la Dirección General de Petróleo. 
 







En ningún caso podrá obligarse al concesionario a construir o establecer obras e instalaciones 
adicionales para refinar, transportar y almacenar el petróleo y sus derivados que provengan de 
terceros o del Estado. Tampoco se le podrá obligar a recibir ni entregar las substancias extraídas y/o 
los productos en otras estaciones que las existentes, ni a transportarlas o almacenarlas, cuando sean 
de características diferentes a las que el concesionario refine, almacene o transporte, ni a hacerlo de 
modo distinto al que habitualmente emplee. 
 
Artículo 99º.- El Poder Ejecutivo reservará a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, en total 
o en parte, de acuerdo a sus posibilidades, la refinación destinada al consumo interno y la 
distribución de los derivados con igual fin; en este caso los concesionarios solamente podrán ejercer 
tales derechos con fines de exportación y o de propio consumo. 
 
La extracción de la gasolina natural no se considerará como refinación o manufactura o 
transformación, sino como actividad de explotación. 
 
 
CAPITULO VII 
 
TRIBUTACION 
 
Artículo 100º.- La exploración y explotación de las substancias a que se refiere este Código, su 
refinación, almacenaje y transporte, se sujetarán al régimen especial de tributación aquí establecido, 
que es independiente y autónomo del régimen tributario general de la Nación, salvo lo dispuesto en 
el artículo 107º. 
 
Artículo 1O1º.- El concesionario de exploración y subsiguiente explotación, pagará anualmente, 
durante el lapso fijado para la exploración, por cada hectárea o fracción de hectárea que mida la 
concesión respectiva, los siguientes patentes, en moneda de los Estados Unidos de América: 
 
a) Una patente anual, durante el lapso de exploración, conforme a la escala que sigue: 
 
Zona I, cinco centavos de dólar. 
Zona II, tres centavos de dólar.  
Zona III, dos centavos de dólar. 
 
b) Durante cualquier prórroga del lapso de exploración prevista por el artículo 68º. 
 
Cinco centavos de dólar en la Zona II. 
Tres centavos de dólar por la primera prórroga y cuatro centavos de dólar por la segunda prórroga, 
en la Zona III. 
 
c) Una patente anual de siete y medio centavos de dólar, por cada hectárea que retenga en el período 
de exploración, conforme a lo establecido en el artículo 76º. 
 
Artículo 102- Tanto el concesionario de exploración y subsiguiente explotación, como el 
concesionario de explotación directa, pagarán en moneda de los Estados Unidos de América, por 
cada hectárea que midan las superficies concedidas o escogidas para explotación: 
 
a) Una patente inicial de explotación, como sigue: 







 
Zona I, cuarenta centavos de dólar.  
Zona II, treinta centavos de dólar.  
Zona III, veinte centavos de dólar. 
 
b) Una patente anual de explotación por hecárea: 
 


Zona I  Zona II  Zona III 
1º al 5 año $us. 0.15  0.10  0.08 
6º al 10º año  $us.  0.45  0.30   0.15 
11º al 15º año  $us. 1.25  0.80  0.50 
16º al 20º año  $us. 1.50  1.00  0.60 
21º al 30º año  $us.  1.25  0.80  0.50 
31º al 40º año  $us.  1.00  0.50  0.30 
 
Artículo l03º.-  En caso de existir participación o regalía del Estado, de acuerdo con el artículo 104º 
y haber sido pagada por el concesionario durante el trimestre anterior, de su monto será deducido el 
de las patentes de explotación pagaderas trimestralmente. En todo caso, el concesionario deberá 
siempre pagar como patente mínima, en moneda de los Estados Unidos de América, las siguientes 
sumas: 
 
Quince centavos de dólar en la Zona I; diez centavos de dólar en la Zona II y ocho centavos de 
dólar en la Zona III, por año y por hectárea. ~ 
 
Artículo 104º.- Corresponderá al Estado una participación o regalía del once por ciento del petróleo 
crudo, gas natural, asfalto natural y demás substancias extraídas y aprovechadas por el 
concesionario. Dicha participación será medida en el campo de producción. 
 
Artículo 105º.-  La regalía o participación del Estado y las patentes fijadas en los artículos que 
anteceden, son inherentes a la concesión y su pago será obligatorio aún cuando el concesionario 
sufriera pérdidas financieras. 
 
Artículo 106º.- Además de la participación o regalía del Estado y de las patentes establecidas en los 
artículos que anteceden, todo concesionario de exploración y explotación, pagará anualmente un 
impuesto fijo del treinta por ciento sobre las utilidades líquidas que arrojen sus balances anuales de 
operación en Bolivia. Las utilidades líquidas disponible se determinarán conforme a lo dispuesto en 
los artículos 121º a 127º. 
 
Artículo 107º.- El concesionario autónomo de refinación y o transporte, pagará el impuesto sobre 
utilidades establecido por las disposiciones impositivas ordinarias y en uso, pago que se hará 
efectivo en la moneda en que se perciban dichas utilidades. 
 
Artículo 108º.- El concesionario que efectuara el transporte del petróleo y derivados, por oleoducto 
u otra obra o medio especial, pagará por el transporte que haga por cuenta de terceros, el impuesto 
que señale el Poder Ejecutivo que no excederá del dos y medio por ciento sobre las sumas que 
perciba en retribución de dicho servicio. 
 
Artículo 109º.- La transferencia de concesiones de exploración o de explotación, pagará un 
impuesto especial de cinco por ciento, adicional a todo otro impuesto y gravamen aquí establecido. 







Este impuesto se calculará sobre el precio pactado entre las partes interesadas o sobre el valor fijado 
por sus peritos, en caso de ser la cesión gratuita. Las transferencias entre filiales de la misma 
empresa, pagarán la mitad del  impuesto antes mencionado. 
 
El abono respectivo se hará en la moneda en que se hubiera efectuado la transacción.   
 
Artículo 110º.-  La primera anualidad de la patente de exploración establecida en el inciso a) del 
artículo 101º, se abonará dentro de los quince días siguientes a la notificación escrita del 
concesionario con la Resolución Suprema que otorga la concesión, y todas las demás anualidades 
dentro de los quince días siguientes a la fecha aniversario de dicho título. Las patentes de los incisos 
b) y c) del mismo artículo, se pagarán igualmente dentro de los quince días posteriores a la fecha 
aniversario del título respectivo. 
 
Artículo 111º.- La patente inicial de explotación prevista en el inciso a) del artículo 102º, se pagará 
por una sola vez, dentro de los treinta días siguientes a la notificación escrita del concesionario con 
la vigencia de tal derecho, computado de acuerdo con el artículo 90º. 
 
Artículo 112º.- La patente anual de explotación prevista por el inciso b) del artículo 102º, se pagará 
trimestralmente y por adelantado, dentro de los primeros diez días del trimestre respectivo. 
 
Artículo 113º.- Si el concesionario no completara las perforaciones prescritas por el artículo 86º 
pagará la cantidad de veinte dólares (moneda de los Estados Unidos de América) por cada metro no 
perforado durante los primeros siete años y treinta dólares (moneda de los Estados Unidos de 
América) por cada metro no perforado durante los ocho años siguientes. 
 
Artículo 114º.- La participación o regalía del Estado prevista en el artículo 104º, se pagará total o 
parcialmente en especie o en dinero a elección del Poder Ejecutivo.  Si éste optara por recibirla en 
dinero, se calculará el precio del petróleo y demás substancias extraídas, en el lugar de su 
producción, según su calidad y precio v¡gente durante el mes anterior. 
 
El precio de venta será fijado mensualmente en base a la cotización del petróleo boliviano y demás 
substancias en el mercado internacional; a falta de dichas cotizaciones, los productos bolivianos se 
equipararán con otros petróleos y substancias similares de mercado amplio y cuyo precio haya sido 
aceptado en la industria petrolera como patrón de valor para substancias de calidad y características 
similares. También se tendrá en cuenta los demás factores determinantes del precio en el lugar de 
producción. 
 
Artículo 115º.- El Poder Ejecutivo notificará el concesionario si opta por recibir su participación o 
regalía total o parcialmente en especie o en dinero, y mientras no lo haga  se entenderá que opta por 
el pago total en dinero. Se notificará igualmente, con la anticipación que determina el Reglamento, 
cuando decida percibir en especie la totalidad o parte de la regalía o participación que se hubiera 
estado pagando en dinero o viceversa. 
 
Articulo 116º.- Si el Poder Ejecutivo optase por !a participación o regalía en dinero, su pago deberá 
hacerse dentro de los diez días de recibida la respectiva liquidación de la Dirección General de 
Petróleo en dólares americanos o en otra moneda de libre convertibilidad, siempre que la venta del 
petróleo y demás substancias se hubiera efectuado en dichas monedas. 
 







Si determinado volumen de la exportación de hidrocarburos se efectuara a uno de los países vecinos 
con destino a su consumo interno, y si alguna parte de la exportación fuera pagada en la moneda de 
dicho país, el Poder Ejecutivo podrá aceptar el pago de la participación o regalía en la misma 
moneda y en igual proporción. 
 
Artículo 117º.- Para determinar la participación o regalía del Estado, se excluirán los volúmenes de 
petróleo y sus productos que el concesionario utilice en sus propias operaciones, quedando dicho 
consumo libre de todo impuesto. 
 
Artículo 118º.- Cuando el Poder Ejecutivo opte por recibir la participación o regalía en especie, el 
concesionario entregará, libre de costo y de gravámenes, el porcentaje correspondiente, en tanques 
de almacenaje del campamento de su producción. 
 
El concesionario tendrá la obligación de transportar y entregar la participación del Estado en la 
estación terminal de embarque que el mismo haya establecido para su propia producción o en 
cualquier instalación intermedia de recibo, ubicada en el trayecto, entre el campo de producción y la 
estación terminal, a indicación del Poder Ejecutivo, que en este caso pagará el costo del transporte. 
 
En caso de que el Estado tomara su participación o regalía en especie, no pagará almacenaje durante 
los primeros treinta días, transcurridos los cuales, el concesionario podrá vender las substancias o 
cobrar almacenaje, conforme al Reglamento de este Código. 
 
Artículo 119º.- La participación o regalía sobre el gas natural extraído, se limitará al gas natural 
enajenado por el concesionario, tratado en plantas para la extracción de gasolina natural o destinado 
a otros tratamientos industriales.  En estos dos últimos casos, la regalía o participación del Estado se 
fijará por convenio especial entre el Poder Ejecutivo y el concesionario, por un término fijo, que no 
podrá ser mayor de quince años.  El Estado no percibirá participación o regalía sobre el gas 
devuelto al yacimiento o utilizado en cualquier procedimiento cuyo objeto sea estimular la 
producción del petróleo, ni sobre el gas no aprovechable, que deberá quemarse en mecheros 
apropiados. 
 
Articulo 120º.- Cuando convenga a los intereses nacionales, el Poder Ejecutivo tendrá la facultad 
de rebajar la regalía o participación del Estado hasta el siete y medio por ciento, por un tiempo no 
mayor de quince años, a contarse desde la iniciación del período de explotación. Esta facultad, 
regirá únicamente en lo que respecta a las Zonas II y III, no pudiendo por tanto aplicarse en la Zona 
I. 
 
Artículo 121º.- Para los fines de los artículos 106º y 128º, el concesionario presentará sus 
declaraciones y pagará sus impuestos correspondientes dentro de los noventa días siguientes a la 
finalización del año gravable. 
 
Artículo 122º.- Para los fines del articulo 106º el balance de operaciones será preparado con 
sujeción a reconocidas normas de contabilidad utilizadas en la industria petrolífera, pudiendo 
seguirse cualquier sistema contable generalmente empleado en ella, siempre que fuera usado de año 
en año, sin variaciones de consideración. 
 
Podrá deducirse como gastos de operación, el monto de todos o cualesquiera de los siguientes 
conceptos: gastos de exploración; costos intangibles de perforación y o gastos de perforación de 







pozos improductivos o productores de volúmenes no explotables en cantidades comerciales, casos 
en los cuales dichos montos no serán incluidos en la cuenta capital de la correspondiente gestión. 
 
Artículo 123º.- Por utilidad líquida imponible a los efectos del articulo 106º, se entiende el monto 
de los ingresos obtenidos por el concesionario por la venta de sus productos y por las operaciones 
accesorias de manufactura, almacenaje, transporte y o comercialización del petróleo y demás 
hidrocarburos, menos los gastos de operación, entre los cuales se incluyen los gastos generales de 
administración, cualquiera que sea el lugar donde se realicen, los castigos por depreciación del 
activo tangible y amortización del activo intangible y todos los demás gastos y costos que fueran 
necesarios para obtener dichos ingresos, comprendidas las pérdidas de operación y los provenientes 
de daños, destrucción, extravío o pérdida de bienes. Con respecto a los últimos cuatro casos, se hará 
el correspondiente abono a tiempo de cobrarse el seguro. En dichos gastos y costos no se incluirán 
los gastos por cuenta capital, como ser las nuevas instalaciones, ampliaciones o mejoras, ni en 
general, todas las inversiones susceptibles de valorización. 
 
Además, se deducirá por concepto de factor agotamiento, una suma que estará libre de todo 
impuesto y que será igual al veintisiete por ciento del valor bruto de la producción del gas natural, 
asfalto natural y demás substancias extraídas y comercializadas. Este veintisiete por ciento se 
aplicará después de restarse los gastos de transporte de los hidrocarburos desde el lugar de 
producción al de venta. 
 
La deducción por agotamiento tendrá como límite el cincuenta por ciento de la utilidades líquidas, 
que sean computadas en el respectivo balance anual del concesionario, sin considerar dicho factor. 
 
Artículo 124º.- Los premios pecuniarios y la patente inicial de explotación conforme el artículo 63º 
y al inciso a) del artículo 102º, así como el valor de las multas o sanciones económicas impuestas al 
concesionario, no serán deducibles a los fines de la determinación de la utilidad líquida para los 
efectos de los artículos 106º y 128º, pero podrán ser consideradas como de adquisición de las 
respectivas concesiones. 
 
Las patentes de exploración tampoco serán deducibles, pero podrán ser consideradas como gastos 
de exploración para los fines del artículo siguiente. 
 
Artículo 125º.- Salvo que el concesionario ejerza la opción prevista en el artículo 122º, los gastos e 
inversiones realizados durante el período de exploración y antes del comienzo de la explotación 
comercial, serán contabilizados en la cuenta capital y amortizados mediante cuotas anuales. 
 
Artículo 126º.- Las pérdidas netas de operación que dentro del año gravable sufra el concesionario, 
podrán diferirse a los años subsiguientes y restarse como cantidades deducibles; dichas pérdidas no 
se podrán diferir a más de siete períodos de imposición sucesivos, ni deducirse en ninguna forma 
después de siete años de ocurrida la pérdida. 
 
Artículo 127º.- Los capitales incorporados al país por el concesionario, podrán ser amortizados, a 
opción de éste, en anualidades no mayores a un veinte por ciento a contar del comienzo de la 
explotación comercial de las substancias a que se refiere este Código. 
 
Artículo 128º.- Salvo lo previsto en el artículo siguiente y siempre que después de deducido el 
impuesto del 30%, la utilidad líquida imponible determinada de acuerdo a lo dispuesto en los 
artículos 121º al 127º inclusive, excediera de la suma de las patentes, participación o regalía y 







cualquier otro impuesto o contribución pagado por el concesionario durante el año gravable, dicho 
excedente estará sujeto a un impuesto adicional del cincuenta por ciento. 
 
Artículo 129º.- Estará exento del impuesto adicional a que se refiere el artículo anterior: 
 
a) El concesionario cuya utilidad líquida después de deducido el impuesto a que se refiere el 
artículo 106º, no excediera del diez por ciento del saldo no amortizado del capital invertido. 
 
b) Cuando dicha utilidad líquida fuera mayor del diez por ciento y no excediera del quince por 
ciento del capital invertido, solo estará sujeta a este impuesto la mitad del excedente a que se refiere 
el artículo anterior. 
 
Para determinar el capital invertido se tomará el promedio de su monto al principio y al fin del año 
gravable. 
 
Artículo 130º.- En caso de retardo en el pago de patentes, participación o regalía, impuestos sobre 
utilidades y demás gravámenes previstos en este capítulo, el concesionario pagará el interés 
moratorio del uno por ciento mensual, en la misma moneda en que deban pagarse las cantidades en 
mora.   
 
Artículo 131º.- La exportación que efectúe el concesionario del  petróleo extraído, sus derivados, el 
gas natural y los productos obtenidos de la refinación, será libre, quedando por tanto exonerada de 
impuestos, cargos, recargos, derechos aduaneros y cualquier otra clase de gravamen que incida 
sobre la exportación. 
 
Artículo 132º.- Durante toda la vigencia de la concesión, el concesionario gozará del derecho de 
libre importación, extensivo a los derechos consulares, sobre los útiles, enseres, equipos, 
maquinarias, herramientas, tuberías, materiales y demás elementos que destine a sus trabajos de 
exploración, explotación, refinación, almacenaje y transporte de hidrocarburos. 
 
Estará asimismo liberado de toda contribución o impuesto que grave o pueda gravar las 
construcciones e instalaciones o equipamiento de edificios y obras que deba realizar en 
cumplimiento de las leyes sociales, pudiendo importar libre de derechos todas las maquinarias, 
herramientas, implementos y materiales necesarios destinados a dichas obras. 
 
Podrá internar temporalmente, libre de todo derecho, los equipos especiales requeridos por sus 
actividades. La obligación de reexportarlos vencerá a los dos años, prorrogables por dos años más. 
 
El concesionario pagará las tasas legales siempre que use los servicios correspondientes. 
 
Artículo 133º.- En caso de que el concesionario vendiera o enajenara cualquier clase de material o 
equipo que hubiera introducido libremente al país, el comprador pagará previamente los derechos e 
impuestos aduaneros correspondientes. 
 
Los artículos de pulpería y otros importados para la venta a los trabajadores del concesionario, no 
gozarán de ninguna liberación. 
 
En igualdad de condiciones y calidad, el concesionario preferirá materias primas y artículos 
nacionales para el desarrollo de sus trabajos y el aprovisionamiento de sus pulperías. 







 
Artículo 134º.- El concesionario podrá convertir libremente las divisas extranjeras provenientes de 
sus inversiones de capital o de la venta y exportación de sus hidrocarburos. Podrá asimismo, retener 
en el exterior, las divisas provenientes de dichas ventas y exportación, todo ello sin perjuicio de 
proporcionar al Poder Ejecutivo las declaraciones o comprobantes de depósito o cambio. Podrá 
también, libremente y en cualquier tiempo, convertir a moneda extranjera, la moneda boliviana que 
tenga en exceso. 
 
En caso de suprimirse el mercado libre de divisas extranjeras, vigente en la Nación a la fecha de 
este Código, el concesionario tendrá derecho a convertir las referidas divisas a moneda nacional por 
medio de las instituciones bancarias autorizadas al efecto y al tipo de cambio más favorable para 
cualquier otro vendedor de divisas en el país; dicho tipo de cambio también regirá en caso de 
convertirse moneda boliviana a divisas extranjeras. 
 
Debiendo el concesionario pagar patentes, participación o regalía o impuestos sobre utilidades, en 
moneda extranjera, no estará sujeto al régimen de venta obligatoria de divisas a que están obligados 
los demás exportadores. 
 
Artículo 135º.- El pago de patentes, participación o regalía y demás impuestos, derechos y 
contribuciones establecidos en este capítulo, libera las actividades, bienes, derechos y rentas del 
concesionario, durante el plazo de la concesión, de todo otro impuesto, derecho o contribución, 
creado o por crearse, cualquiera que sea su carácter o denominación, ya sea nacional, 
departamental, municipal o universitario, así como de cualquier otro gravamen adicional sobre la 
concesión o sobre los productos y substancias que se obtengan de ella. Dicha liberación se 
extenderá también a los div¡dendos pagados o distribuciones de reservas efectuadas por el 
concesionario que sea una persona jurídica. 
 
Artículo 136º.- Salvo lo dispuesto en el artículo 105º, y con excepción de la patente inicial de 
explotación y la prima pecuniaria, contemplados en el artículo 124º la suma global de la 
participación o regalía, patentes y demás impuestos, derechos o contribuciones pagados por el 
concesionario en cualquier año, nunca excederá del cincuenta por ciento de la utilidad líquida 
correspondiente al mismo año. Si dicha suma global excediera, será considerada como pago 
adelantado de la participación o regalía, patentes y demás impuestos, derechos o contribuciones, 
que tenga que pagar el concesionario en el año o años inmediatamente siguientes. 
 
No se comprenden en esta disposición las tasas legales, correspondientes a servicios prestados en 
favor del concesionario y a las cuales se refiere la última parte de artículo 132º. 
 
CÁPITULO VIII 
 
DERECHOS Y OBLIGACIONES COMPLEMENTARIOS 
 
Articulo 137º.- El concesionario proveerá todo el capital, personal, equipo, maquinaria, 
instalaciones, materiales y suministros requeridos para sus trabajos y actividades. 
 
Artículo 138º.- El concesionario estará obligado: 
 
a) A sujetarse a los principios técnicos aplicables en la ejecución de todos los trabajos de 
explotación, refinación, almacenaje y transporte. 







 
b) A tomar todas las medidas necesarias a fin de proteger las mantos de agua que encuentre en sus 
labores de perforación. 
 
c) A tomar todas las medidas que aconseje la técnica con motivo de la perforación de pozos o de su 
abandono, para evitar daños a los yacimientos, en perjuicio de la Nación o de terceros informando a 
la Dirección General de Petróleo todo lo que al respecto ocurriere. 
 
d) A ejercer la debida vigilancia a fin de evitar la pérdida de las substancias extraídas y a ejecutar 
los trabajos de modo que no ocurra desperdicio de éstas, responsabilizándose de los daños y 
perjuicios emergentes causados a la Nación o a terceros. 
 
e) A tomar las medidas adecuadas para evitar y combatir incendios u otros siniestros y cuando estos 
ocurran, a participar inmediatamente a las autoridades competentes y a los concesionarios 
colindantes, requiriendo de ambos la cooperación necesaria. 
 
f) A llevar en el país cuentas especiales de las operaciones de perforación, producción, refinación, 
transporte y almacenaje, independientemente de la contabilidad comercial exigida por las leyes 
pertinentes. 
 
g) A adoptar todas las medidas necesarias para procurar la conservación del agua y la tierra 
cultivable y de los cultivos existentes en la zona comprendida dentro de la concesión, o en la que 
fuera afectada por sus trabajos, evitando en lo posible daños que ocasionen o puedan ocasionar 
merma en la producción agrícola, pecuaria, forestal y en la vida silvestre. 
 
Artículo 139º.- El concesionario remitirá a la Dirección General de Petróleo: 
 
a) Durante el mes de febrero de cada año, un informe relativo a sus trabajos y actividades realizadas 
el año inmediatamente anterior, en la forma y de acuerdo a lo prescrito por el Reglamento. 
 
b) Anualmente, las estadísticas y balances relativos al movimiento financiero de la empresa; las 
informaciones solicitadas por la Dirección General de Petróleo respecto a los trabajos, operaciones 
y producción; las informaciones geológicas o geofísicas referentes a la concesión y toda otra 
información señalada por el Reglamento.  En caso de solicitarlo el concesionario, toda esta 
información tendrá el carácter de estrictamente confidencial. 
 
c) Dentro de los primeros quince días de cada mes, una relación de las substancias explotadas 
durante el mes anterior y la información necesaria para determinar su precio de venta. 
 
Artículo 140º.- Para los fines del artículo 139º y los que estime necesario dentro de las previsiones 
de este Código, la Dirección General de Petróleo designará los delegados o inspectores que crea 
necesario y por el tiempo que lo juzgue conveniente.  El concesionario tendrá la obligación de 
prestar máxima colaboración a estos funcionarios. 
 
Artículo 141º.- Cuando lo requiera el Poder Ejecutivo, el concesionario estará obligado a 
proporcionar para el consumo del país, el petróleo crudo y/o derivados que necesitase éste, no 
pudiendo exportar sino el excedente.  Dicho suministro se hará a prorrata entre los diferentes 
productores de petróleo crudo o derivados, de acuerdo a la producción de cada uno y, a las 







necesidades del consumo interno. Los precios de venta serán fijados de común acuerdo entre el 
productor y el Poder Ejecutivo. 
 
En caso de emergencia y de acuerdo a las disposiciones que dicte el Poder Ejecutivo, el 
concesionario estará especialmente obligado a satisfacer las necesidades de la defensa nacional. 
 
Artículo 142º.- En el servicio superior de sus dependencias el concesionario estará obligado a 
emplear personal boliviano en una proporción del treinta por ciento cuando menos, y del ochenta y 
cinco por ciento, tratándose del resto de empleados y obreros. Toda vez que no fuera posible llenar 
estas proporciones, por la carencia de trabajadores bolivianos, recabará una constancia de la 
Dirección General de Petróleo. 
 
Asimismo, el concesionario estará obligado a cumplir las disposiciones concernientes a contratación 
de trabajadores, horario de labores, días domingos y feriados, indemnizaciones por riesgo 
profesional y cesación de servicios, subsidios, asistencia médica, farmacéutica y dental, vivienda, 
pulpería, fuero sindical y a todo cuanto se halle previsto en las leyes sociales en vigencia. 
 
Artículo 143º.- Con sujeción a las normas legales pertinentes concesionario podrá ejercer los 
siguientes derechos: 
 
a) Ocupar gratuitamente en cualquier región del territorio nacional, los terrenos fiscales necesarios 
para sus obras y trabajos. 
 
b) Utilizar el agua, madera, leña y materiales de construcción que se encuentren dentro o fuera de su 
concesión, debiendo a tal fin efectuar los arreglos correspondientes con los propietarios, si se tratara 
de terrenos pertenecientes al dominio privado o proceder conforme a las leyes y reglamentos 
pertinentes en el caso de tratarse de tierras del dominio fiscal. El concesionario no podrá destinar o 
aprovechar estos elementos en propósitos o finalidades distintas a las de su concesión. 
 
c) Ocupar, expropiar o gravar con servidumbres los terrenos de particulares y de otros 
concesionarios, que fueran necesarios para su industria, pagando las indemnizaciones 
correspondientes. Las servidumbres que para sus obras y trabajos precise establecer el 
concesionario sobre terrenos fiscales, se constituirán gratuitamente, a menos que en dichos terrenos 
hubiera mejoras de particulares, en cuyo caso aquel celebrará con estos los convenios necesarios.  
En las concesiones sobre terrenos cubiertos por aguas lacustres o fluviales, las servidumbres podrán 
establecerse sobre la costa colindante o sobre los terrenos mas próximos a la concesión. 
 
d) Construir, adquirir, poseer y operar, para su propio servicio, líneas telefónicas, estaciones de 
radio y demás medios de comunicación, de los que el Estado podrá usar libremente, 
 
e) Instalar y operar sistemas de transporte marítimo, fluvial y aéreo; construir, adquirir, poseer y 
operar líneas férreas, tranvías, canales de navegación, caminos, andariveles, muelles y 
embarcaderos. 
 
f) Usar gratuitamente de una faja de cincuenta metros de ancho en los terrenos fiscales, como zona 
de seguridad para las vías férreas, oleoductos y canales. 
 
CAPITULO IX 
 







M U L T A S 
 
Artículo 144º.- Cualquier infracción de las obligaciones legales o reglamentarias por parte del 
concesionario, que no se halle específicamente sancionada por disposición de este Código o que no 
se halle incursa dentro de las causales de caducidad, será penada con una multa de dólares cien a 
cinco mil (moneda de los Estados Unidos de América), de acuerdo a lo determinado por el 
Reglamento, pudiendo elevarse al duplo en caso de reincidencia. 
 
Artículo 145º.- Por desperdicios que no se deban a caso fortuito o de fuerza mayor, el 
concesionario pagará, además de la multa que se le imponga, la participación o regalía del Estado, 
correspondiente al volumen de dichas substancias. 
 
Artículo 146º.- Las sanciones establecidas en este capítulo se aplicarán por la Dirección General de 
Petróleo, sin perjuicio de la consiguiente responsabilidad civil, fiscal o penal, de acuerdo a las leyes 
de la República. 
 
CAPITULO X 
 
NULIDAD, CADUCIDAD Y EXTINCION 
 
Articulo 147º.-Son nulas: 
 
a) Las concesiones otorgadas a personas impedidas o legalmente inhábiles de adquirirlas o 
poseerlas; como también las cesiones o transferencias en favor de las mismas, o las que se hubieren 
realizado sin llenar los requisitos de este Código. 
 
b) Las concesiones de exploración y subsiguiente explotación o de explotación directa, cuando se 
superpongan sobre concesiones otorgadas anteriormente, pero solamente en la parte superpuesta. 
 
Artículo 148º.- Caducarán los derechos del concesionario: 
 
a) Por no haber pagado la primera anualidad de la patente de exploración dentro de los treinta días 
fijados en el artículo 110º. 
b) Por no pagar dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que sean exigibles, las patentes de 
exploración correspondientes a la segunda o a cualquier anualidad posterior, de acuerdo a los 
artículos 102º y 110º. 
c) Por no presentar los planos previstos en el artículo 73º o por dejar de hacer la selección del área o 
superficie destinada a explotación, de acuerdo y dentro de los plazos determinados por el mismo 
artículo. 
d) Por no pagar la patente inicial de exploración dentro del mes siguiente a la fecha establecida en el 
artículo 111º. 
e) Por no cumplir con las obligaciones emergentes de la licitación, conforme a lo prescrito en el 
artículo 64º. 
f) Por haberse vencido una anualidad sin haber sido pagada la correspondiente patente de 
explotación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 112º. 
g) Por no haber hecho las perforaciones obligatorias establecidas en el articulo 86º, salvo que se 
subsanara dicha omisión mediante el pago de los derechos a que se refiere el artículo 113º. 
 







Artículo 149º.- Las concesiones autónomas de refinación, manufactura o transformación y/o de 
transporte, caducarán por no comenzarse los trabajos dentro del plazo fijado en los artículos 92º y 
93º. 
 
Artículo 150º.- Cuando se deje de pagar durante un año las patentes, participación o regalía y o el 
impuesto fijo sobre utilidades, podrá declararse caduca la concesión. Mientras no haya tal 
declaratoria, el concesionario podrá pedir la gracia de que se le admita el pago del total de las sumas 
devengadas hasta la fecha de petición, con más el interés del uno por ciento mensual; en cuyo caso, 
el Poder Ejecutivo declarará la caducidad en suspenso y accederá a la petición de gracia, sin 
perjuicio de ex¡gir en tal eventualidad ventajas especiales para el Estado. 
 
El concesionario pagará los impuestos adeudados y sus intereses, dentro de diez días de notificado 
con la Resolución pertinente. luego de efectuado el pago, se celebrará el contrato de ventajas 
especiales y el Poder Ejecutivo dictará la Resolución Suprema correspondiente. 
 
Si no se accediera a la gracia solicitada, el concesionario solo estará obligado a pagar los impuestos 
devengados correspondientes a un año y sus intereses respectivos, cualquiera que fuera la fecha en 
que la Dirección General de Petróleo hubiera declarado la caducidad. 
 
El retardo en el pago de la participación o regalía o de los impuestos establecidos en los artículos 
106º y 128º, no será causal de caducidad cuando se deba a desacuerdo entre la Dirección General de 
Petróleo y el concesionario, respecto al precio de venta u otras bases integrantes de la respectiva 
liquidación, y siempre que, hasta llegar a un avenimiento, hubiera el concesionario empozado por lo 
menos la cantidad que a su juicio sea exigible, de acuerdo a las bases de liquidación propuestas por 
el mismo, o en caso de que hubiera afianzado su obligación satisfactoriamente. 
 
Artículo 151º.- Las concesiones se extinguirán por el vencimiento de sus plazos o por renuncia 
expresa hecha por el concesionario en escrito presentado a la Dirección General de Petróleo. 
 
Artículo 152º.- La nulidad prevista en el inciso a) del artículo 147º, podrá declararse aún de oficio; 
la que prevé su inciso b), solamente a instancia de parte. En ambos casos la nulidad surtirá sus 
efectos a partir de la fecha de la Resolución Suprema respectiva. 
 
Artículo 153º.- La nulidad, caducidad o extinción de las concesiones se declarará por Resolución 
Suprema del Poder Ejecutivo, la que será personalmente notificada al interesado o su representante 
legal y publicada por una vez en un diario de la sede del Gobierno.  Dentro de los 30 días de su 
notificación, el concesionario podrá reclamar administrativamente la Resolución, y si fuese 
mantenida o confirmada, podrá recurrir de nulidad contra esta última decisión, ante la Corte 
Suprema de Justicia, en el término perentorio de ocho días, desde su notificación. 
 
Artículo 154º.- En el plazo igualmente perentorio de treinta días, el concesionario podrá también 
recurrir de nulidad, ante la misma Corte, en todo otro caso en que no se conformare con las 
decisiones del Poder Ejecutivo, relativas a derechos u obligaciones emergentes de la concesión. 
 
Artículo 155º.- El Poder Ejecutivo tendrá la facultad de terminar  transaccionalmente las 
controversias suscitadas con los concesionarios toda vez que ellas no se refieran a materias 
específicamente  por  este Código. 
 







Artículo 156º.- La nulidad, caducidad  y extinción, no excluye el ejercicio por parte del Poder 
Ejecutivo o de terceros, en defensa de sus derechos, de la acción pertinente, de acuerdo a las leyes 
de la República. 
 
Artículo 157º.- Declarada nula, caduca o extinguida la concesión, pasarán a propiedad del Estado, 
sin obligación de pago, todos los pozos, equipos permanentes de operación y conservación de los 
mismos y cualquier otra obra estable de trabajo incorporada de modo permanente al proceso de la 
explotación de la concesión, exceptuando los oleoductos troncales y laterales, refinerías, plantas de 
gasolina, equipos móviles. 
 
Los campamentos e instalaciones y cualquier otra obra estable de trabajo, ubicada dentro de la 
concesión e incorporada de modo permanente al proceso de la explotación y que, conforme a lo 
establecido en este capítulo, deba pasar a propiedad del Estado, podrá continuar siendo usada por el 
concesionario, si al tiempo de la reversión estuviera sirviendo para desarrollar otras concesiones de 
exploración o de explotación  vecinas y pertenecientes al mismo; en dicho caso se llegará a un 
acuerdo entre el Poder Ejecutivo y el concesionario, a fin de convenir las bases consiguientes. 
 
Los edificios de carácter administrativo y hospitales, en caso de que estuvieran situados fuera del 
perímetro de la concesión de explotación, podrán ser adquiridos por el Estado mediante el pago de 
su valor justipreciado. 
 
El Estado tendrá también derecho a adquirir los oleoductos principales, refinerías, plantas de 
gasolina y equipos móviles, a su valor justipreciado. En caso de no ejercitarse esta opción en el 
término de noventa días de haberse producido la nulidad, caducidad o extinción, el concesionario 
podrá retirar toda propiedad móvil, siempre que hubiese cumplido sus obligaciones relacionadas 
con la concesión. 
 
Artículo l58º.- Si conviniese a los intereses nacionales, el Poder Ejecutivo podrá otorgar 
nuevamente la concesión cuyo plazo haya expirado, a cuyo efecto el anterior concesionario será 
preferido a otros proponentes en igualdad de condiciones. 
 
CAPITULO XI 
 
DEL REGIMEN DE VACIMIENTOS PETROLIFEROS  FISCALES BOLIVIANOS 
 
Artículo 159º.- Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (Y. P. F. B.), en su carácter de entidad 
autárquica tendrá el derecho exclusivo de explorar y explotar las substancias a que se refiere el 
artículo 1º dentro de la Zona que tiene asignada y que se halla delimitada en el artículo 20º. Por 
tanto, en dicha zona, ninguna persona natural o jurídica podrá presentar solicitudes de concesión. 
 
Artículo 160º.- La organización, desenvolvimiento y trabajos de Y.P.F.B., se rigen por su Ley 
Orgánica y Estatutos. 
 
Artículo l6lº.-  Previa autorización del Poder Ejecutivo mediante Resolución Suprema para cada 
caso, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, tendrá la facultad de constituir sociedades o 
celebrar contratos de arrendamiento u operación con personas naturales o jurídicas, para la 
exploración y/o explotación  de las superficies o áreas comprendidas en su zona y para el 
aprovechamiento de las substancias extraídas de aquellas. 
 







En las sociedades que se constituyan, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, retendrá como 
mínimo el 51% de las acciones. 
 
Artículo 162º.- Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos podrá efectuar libremente la 
comercialización, transporte y exportación del petróleo y derivados. 
 
Artículo 163º.- Si Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos decidiera obtener concesiones en 
otras zonas diferentes a la que tiene asignada, presentara su solicitud como cualquier otro 
peticionario, sin gozar de ningún privilegio o ventaja especial, debiendo cumplir con todos los 
preceptos y obligaciones consiguientes. 
 
CAPITULO XII 
 
DISPOSICIONES FINALES 
 
Artículo 164º.- Las solicitudes para reconocimiento superficial podrán presentarse desde el 10 de 
noviembre de 1955. 
 
Artículo 165º.- Dentro de los noventa días siguientes a la fecha de promulgación de este Código, se 
dictará el Reglamento correspondiente. 
 
Artículo 166º.- Treinta días después de dictado el Reglamento entrará en plena vigencia este 
Código para la recepción de solicitudes de exploración y subsiguiente explotación, de explotación 
directa y/o refinación y transporte. 
 
Articulo 167º.- Se levanta toda reserva sobre áreas o superficies petrolíferas establecidas por leyes 
y disposiciones gubernamentales anteriores. 
 
Artículo 168º.- Se deroga la Ley de 20 de Junio de 1921 y toda otra disposición contraria a este 
Código. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo, y Hacienda y Estadística, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiseis días del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y cinco años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.-  Mario Torres Calleja.-  Alberto Mendieta Alvarez.- Walter 


Guevara Arce.- Federico Fortún Sanjinés.-Gualberto Olmos.- Federico Alvarez Plata.- Augusto 
Cuadros Sánchez.- Angel Gómez García.- Miguel Calderón Lara.- Alcibiades Velarde Cronenbold.- 


Julio Manuel Aramayo.- Ñuflo Chávez Ortíz. 
 








DECRETO SUPREMO Nº 4277 
 


La Paz, 27 de diciembre de 1955 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que las Resoluciones Supremas Nos. 66717 y 67506 de 12 de mayo y 25 de agosto del presente 
año, norman los pagos que debe hacer el Banco Central de Bolivia a Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos, por concepto de sus exportaciones de petróleo crudo y derivados a las 
Repúblicas del Brasil, Chile, Argentina y Paraguay; 
 
Que dichas disposiciones establecen que el Banco Central de Bolivia efectuará a Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos, anticipos a la sola presentación de las copias de las facturas 
emitidas por sus exportaciones, en las cantidades equivalentes al valor de las mismas que 
devengarán un interés del 3/4 % anual; 
 
Que en la práctica se estableció que tal sistema de anticipos representa e involucra una acreencia 
del Banco Central de Bolivia figurando Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos como 
deudor siendo así que en la realidad esta última entidad, en todo caso, es acreedora de las sumas 
que representan sus exportaciones a los países con los que se tiene suscritos convenio de 
provisión de petróleo y derivados; 
 
Que es necesario dar una nueva norma de contabilización de las sumas que Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos percibe del Banco Central de Bolivia por dichas exportaciones. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.-  Se modifica las Resoluciones Supremas Nos. 66717 y 67506 de 12 de mayo y 25 
de agosto del presente año, en sentido de que el Banco Central de Bolivia pagará a Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos el valor de sus exportaciones que figuren en las facturas 
respectivas, y la citada institución bancaria debitará las cantidades pagadas a la cuenta del 
respectivo país.  Con dichos asientos contables Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos 
terminará su ciclo de operación de exportaciones, siendo resorte del Banco Central de Bolivia 
activar el pago por parte de los clientes estatales de la Argentina a través del Banco Central de 
este país. 
 
Artículo 2º.-  Igual procedimiento que el establecido en el artículo 1º del presente Decreto, se 
seguirá para todas las exportaciones que efectúa Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos a 
los otros países vecinos y las que en el futuro exportare en cumplimiento de convenios, modus 
vivendi, contratos y otros acuerdos. 
 
Artículo 3º.- Para todas las importaciones que realice Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos a través de los diferentes Convenios, el Banco Central de Bolivia cargará a la citada 
entidad los mismos sobreprecios que de acuerdo a Resolución Suprema Nº 66717 le son 
otorgados por sus exportaciones de petróleo y derivados. 
 
Artículo 4º.- Los sobreprecios que, de acuerdo a Resolución Suprema Nº 66717, otorga el Banco 
Central de Bolivia a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, por sus exportaciones de 







hidrocarburos serán pagados al Banco Central de Bolivia con el producto íntegro de los 
sobreprecios de las importaciones que realice la entidad petrolera, de acuerdo al artículo 3º del 
presente Decreto, y con el producto íntegro de los recargos C.I.F. creados por Resolución 
Suprema Nº 66894 de 24 de mayo de 1955, aplicados sobre aquellos artículos que los soporten y 
que fueran internados al país para consumo general a través de los diferentes Convenios, como 
igualmente con el valor de los revertibles que fueran aplicados a las mercaderías internadas a 
Bolivia dentro de los citados Convenios. 
 
Artículo 5º.- Al término de estas operaciones, si quedare un saldo acreedor en la cuenta de 
referencia, éste será revertido por el Banco Central de Bolivia al Tesoro General de la Nación. 
 
Si por el contrario el saldo en la cuenta fuera deudor, el Banco Central de Bolivia, a través del 
Ministerio de Hacienda, deberá obtener la suma equivalente con cargo a "Obligaciones del 
Estado", reconociendo al Banco Central de Bolivia el interés de 3/4 anual por los saldos deudores 
a cierre de cada gestión anual 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo, Hacienda y Estadística, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintisiete días del mes de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Mario Torrez Calleja.- Alberto Mendieta A. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 4278 
 


La Paz, 29 de Diciembre de 1955 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO, 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, para la eficiente atención de sus servicios 
aduaneros, ha creado, dentro de su organización, el Departamento de Aduanas, cuya específica 
función será la de atender despachos aduaneros, de importación y de exportación, funcionando en 
consecuencia como Agencia fiscal Despachadora de Aduanas; 
 
Que, el Departamento de Despachos Oficiales de la Contraloría General de la República, por la 
acumulación de trabajo en la atención que presta a las diferentes reparticiones  estatales, no 
atiende como fuera de desear los despachos de Y.P.F.B. 
 
Que es procedente autorizar el funcionamiento de dicha oficina, sin el requisito de la fianza de 
ley. 
 
En Consejo de Ministros. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.-  Créase el departamento de Aduanas de Y.P.F.B., que funcionará como Agencia 
Fiscal de Despachos Aduaneros, para importaciones y exportaciones que realice dicha Entidad, 
debiendo prestarse la fianza fijada por Ley. 
 
Artículo 2º.- Las Aduanas de la República, en casos de urgencia, autorizarán despachos 
provisionales que por su naturaleza solicita Y.P.F.B., debiendo cancelar todos esos despachos 
concedidos por las Administraciones de Aduana en el término improrrogable de 30 días de 
concedido. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Hacienda y Estadística, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de  Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintinueve días del mes de 
diciembre del mil novecientos cincuenta y cinco años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Alberto Mendieta A.- Walter Guevara A.-  Mario Torrez 


C.- F. Alvarez Plata.- Julio Ml. Aramayo.- Angel Gómez G.- Miguel Calderón L.- Alcibiades 
Velarde. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 4284 
 


La Paz, 29 de diciembre de 1955 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante Decreto Supremo Nº 4278 de 29/XII/55 se autoriza a Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos, la creación del Departamento de Aduanas para fines de despacho de sus 
importaciones y exportaciones, disponiéndose en el artículo 1º del Decreto referido que para el 
legal funcionamiento de la Agencia Fiscal de Despachos Aduaneros, es condición indispensable 
que la Entidad nombrada, preste la fianza prevista por ley. 
 
Que, por obvias razones de orden económico, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, no 
está en condiciones de cumplir con el requisito de fianza. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA:  
 
Artículo único.- Modifícase el artículo 1º del Decreto Supremo Nº 4278 de 29/XII/55, 
disponiéndose que el Departamento de Aduanas de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, 
queda eximido de prestar fianza. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Hacienda y Estadística, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz a los veintinueve días del mes de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Alberto Mendieta A.- Mario Torrez C.- F. Alvarez Plata.- 
Ñuflo Chávez 0.- Angel Gómez García.- A. Cuadros Sánchez.- Miguel Calderón L.- Alcibiades 


Velarde. 
 


 








Decreto Supremo Nº 4298 
 


24 de enero de 1956 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que es necesario dar cumplimiento al artículo 165º del Código de Petróleo de 26 de octubre de 
1955, que dispone la dictación del Reglamento correspondiente al término de noventa días. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1º.- Para los efectos del Código y este Reglamento, se entiende por petróleo toda mezcla 
natural de hidrocarburos y los hidrocarburos que lo componen, lo acompañan o se derivan de él, 
cualquiera que sea su estado físico.  La denominación demás hidrocarburos, comprende todo 
producto o substancia que se encuentre asociada con el petróleo o de composición química similar 
al mismo, excluyendo el carbón y el gas helio. 
 
En cuanto a los minerales que no se hallen en combinación, mezcla o suspensión con los 
hidrocarburos, serán considerados como materias minerales, de acuerdo con el artículo 91º del 
Código, quedando su extracción, explotación y aprovechamiento sujetos al Código de Minería. 
 
Artículo 2º.- Sin perjuicio de las responsabilidades consiguientes, son nulos los convenios que 
tiendan a eludir en todo o en parte, directa o indirectamente, el cumplimiento de los preceptos del 
Código y este Reglamento o a burlar las limitaciones que en ellos se establecen. 
 
Artículo 3º.-  Los trabajos de exploración y explotación no podrán efectuarse en las calles, plazas, 
edificios públicos, poblaciones y cementerios; tampoco en las casas sin permiso de los dueños, ni en 
sus patios o jardines, aunque estuvieran situados dentro de los límites de la concesión otorgada.  En 
resguardo de los derechos del concesionario, tampoco podrá concederse a terceros la facultad de 
realizar tales trabajos. 
 
En casos especiales y siempre que el dueño haya consentido, podrá la Dirección General de 
Petróleo permitir trabajos en poblaciones, previo informe de su departamento técnico y de acuerdo 
con las autoridades locales. 
 
Artículo 4º.-  Siendo la industria petrolera de utilidad pública, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 2º del Código, gozará de derecho preferente sobre cualquier aprovechamiento del terreno 
superficial, cuando sus necesidades lo requieran. 
 
La ocupación temporal, expropiación o servidumbre sobre terrenos del dominio privado, se limitará 
a la superficie estrictamente necesaria para los trabajos del concesionario.  El propietario de la 
superficie ocupada, expropiada o gravada con servidumbre, tendrá solamente derecho a percibir la 







indemnización que fije la Dirección General de Petróleo, cuando las partes no hubieran llegado a un 
acuerdo directo.  No se considerará en el justiprecio la valorización del terreno por los trabajos que 
vayan a ejecutarse en su superficie. 
 
La Parte que no esté de acuerdo con la tasación podrá recurrir a los tribunales ordinarios de justicia, 
sin interrumpir el trámite administrativo antes establecido. 
 
Artículo 5º.-  En conformidad con los artículos 3º y 4º del Código, el Poder Ejecutivo podrá formar 
sociedades mixtas o celebrar contratos en sociedad, con las personas que tengan capacidad, 
conforme a las leyes pertinentes y a las disposiciones del Código y este Reglamento.  Dichas 
sociedades y contratos tendrán por objeto la exploración, explotación, refinación y/o transporte del 
petróleo y demás hidrocarburos y cumplirán los requisitos y obligaciones exigidos a todo 
concesionario, sin ninguna clase de prioridad o preferencia. 
 
En tales sociedades corresponderá al Estado el porcentaje de acciones que en cada caso fije el Poder 
Ejecutivo, en la respectiva Resolución Suprema. 
 
Los contratos de sociedad para la exploración y explotación conjunta del petróleo y demás 
hidrocarburos, se autorizarán, en cada caso, por Resolución Suprema que deberá ser aprobada por el 
Congreso Nacional. 
 
El Poder ejecutivo podrá encomendar a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos la 
representación del Estado para los fines contemplados en este artículo. 
 
Artículo 6º.-  A los fines del artículo 8º del Código, el concesionario queda autorizado a efectuar 
las aludidas exportaciones en su propio nombre, sin permiso especial, formalidad, ni más limitación 
que la prevista en el artículo 141º del mismo. 
 
Para los fines del mismo artículo 8º y de la segunda parte del artículo 96º del Código, el Poder 
Ejecutivo gestionará las facilidades consiguientes, conforme a los tratados de libre tránsito relativos 
a la construcción de oleoductos, al establecimiento de las instalaciones necesarias y al libre tránsito 
del petróleo y sus derivados.  De no haber dichos tratados corresponderá al Poder Ejecutivo 
negociar el libre tránsito y demás facilidades, a cuyo objeto el concesionario presentará una 
solicitud ante la Dirección General de Petróleo, para su elevación al Supremo Gobierno, 
acompañando la documentación prevista en los artículos 99º y 101º de este Reglamento. 
 
Artículo 7º.-  El concesionario cumplirá las obligaciones del artículo 11º de Código en cuanto al 
domicilio legal, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 30º de este Reglamento y en cuanto a la 
constitución del representante, presentando ante la Dirección General de Petróleo los respectivos 
poderes, en el plazo de diez días de dictada la Resolución Suprema de concesión, si no la hubiera 
hecho antes.  Vencido dicho plazo la Dirección General de Petróleo le concederá uno nuevo, no 
inferior a treinta días, bajo apercibimiento de caducidad. 
 
Artículo 8º.-  Conforme a la segunda parte de los artículos 15º y 96º del Código, el concesionario 
que precise utilizar los terrenos comprendidos dentro de la faja de los cincuenta kilómetros 
fronterizos, recurrirá a la Dirección General de Petróleo, especificando las superficies requeridas, su 
extensión y la clase de trabajos a ejecutarse. Dentro de quince días aquella informará al Poder 
Ejecutivo, que se pronunciará mediante Resolución Suprema. 
 







Artículo 9º.-  Cuando el concesionario deseara solucionar por las vías que prevé la primera parte 
del articulo 19º del Código, alguna controversia de la naturaleza de las referidas en dichos artículos, 
dirigirá una representación o memorial al Poder Ejecutivo, por conducto de la Dirección General de 
Petróleo.  El Poder Ejecutivo responderá dentro de los sesenta días. 
 
Artículo 10º.- Para el cumplimiento pericial a que se refiere el segundo párrafo del artículo 19º del 
Código, cualquiera de las partes expresará en un escrito a la Dirección General de Petróleo, la 
controversia que desea someter al juicio de peritos y designará su árbitro, cuyas generales hará 
conocer. La notificación del Estado se efectuara en la persona del Director General de Petróleo y en 
ausencia de éste, de su substituto, la del concesionario en su persona o en la de su representante 
legal. En el término de quince días de la notificación, la otra parte designará su perito y de no 
hacerlo se conformará con la del perito contrario. 
 
Desde la fecha de notificación de la designación del último perito, quedará abierto un término de 
treinta  días, en el que las partes producirán sus pruebas y a  los treinta días de producido aquel  
pronunciará el fallo.  Si el pronunciamiento no fuese unánime, los peritos nombrarán un dirimidor 
en el plazo de quince días y de no hacerlo así, cualquiera de ellos pedirá a la Dirección General de 
Petróleo que se dirija al Presidente de la Rama del Petróleo del Instituto Americano de Ingenieros 
de Minas y Metalurgistas  (AIME), para que este designe al dirimidor.  La Dirección General de 
Petróleo oficiará en tal sentido, en el término de quince días. 
 
Artículo 11º.- Los límites de área a que se refiere el artículo 21º del Código,  son los siguientes: 
 
De San Juan del Piray, sobre el río Parapetí, seguirá el curso de este río aguas abajo hasta el punto 
denominado La Angostura, sobre el mismo río; de ahí, en línea recta, hacia el norte, hasta la 
localidad denominada “El Bajío”; de aquí en línea recta, hasta el noroeste, hasta la población de 
Buena Vista, luego en línea recta, hacia el noroeste, hasta la confluencia de los ríos Moile e Ichilo; 
después seguirá el curso del río Ichilo, aguas arriba, hasta su confluencia con el río San Mateo; de 
este punto continuará el curso de este río, aguas arriba, hasta la población de San Mateo; de allí 
seguirá en línea recta, hacia el suroeste, hasta la población de Pojo; luego en línea recta, hacia el 
sureste, hasta la población de Pulquina; de aquí en línea recta hacia el sureste, hasta la ciudad de 
Valle Grande; y, finalmente, en línea recta, hacia el sur, hasta encontrar de nuevo el punto inicial de 
San Juan del Piray. 
 
Se excluye  del área mencionada en el párrafo anterior, la estructura Camiri-Choreti, en una 
extensión de veinte kilómetros al Norte del Río Parapetí, la misma que ha sido ya asignada a 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos. 
 
CAPITULO II 
 
PROCEDIMIENTOS 
 
Artículo 12º.- Toda solicitud, manifestación, aviso y demás escritos se presentará a la Dirección 
General de Petróleo en papel sellado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 164º de este 
Reglamento, con firma de abogado matriculado en las Cortes del país, en un original y dos copias 
destinadas, una para su devolución al interesado con el cargo que corresponda y la otra para fines de 
publicación, si esta fuera procedente.  Las copias se faccionarán en papel común. 
 







Artículo 13º.-  Quien actúe por poder presentará el respectivo testimonio debidamente legalizado, 
acompañando además la traducción si no estuviere otorgado en español.  La traducción será 
necesaria de todo otro documento escrito en idioma extranjero. 
 
Artículo 14º.- Si el peticionario fuera persona jurídica, acompañará sus escrituras de constitución 
social y estatutos debidamente legalizados y declarará no existir dependencia o sujeción respecto de 
estados extranjeros o sociedades dependientes de éstos. 
 
Artículo 15º.-  Las solicitudes serán recibidas en la Dirección General de Petróleo por un empleado 
designado al efecto, quien hará constar en la copia destinada al interesado, de su puño y letra, el día 
y hora de presentación, firmando el cargo y anotando al pie su nombre y apellido en letra clara y 
legible.  La solicitud se registrará además en el libro destinado al efecto, debiendo firmarse esta 
partida por el empleado receptor y el interesado. 
 
Artículo 16º.-  Los libros de control que lleva la Dirección General de Petróleo serán foliados y en 
su primera página constará el acta respectiva, levantada por el Director General de Petróleo y el 
Notario de Petróleo, en que se acredite la fecha de apertura y el número de sus hojas.  Las partidas 
se anotarán por orden cronológico, una después de otra. 
 
Artículo 17º.-  La Dirección General de Petróleo otorgará copias certificadas de cualquier 
documento que solicite el interesado, corriendo los gastos por cuenta de éste. 
 
Artículo 18º.-  Toda vez que haya de efectuarse publicaciones, se visarán por la Dirección General 
de Petróleo y se pagarán por el interesado, para cuyo fin este presentará el certificado de haber 
efectuado el depósito correspondiente. 
 
Cuando fuera necesario acompañar la constancia de haberse realizado la publicación del caso, el 
interesado adjuntará el número o ejemplar completo del diario en que haya aparecido dicha 
publicación. 
 
Artículo 19º.- Las resoluciones y providencias se notificarán a los interesados o a sus apoderados 
legales, dentro de las veinticuatro horas de haberse expedido. Al pie del documento, objeto de la 
notificación, firmarán el interesado y el notificador, debajo de la constancia de fecha y hora de 
haberse practicado la diligencia.  Cuando no fuera posible la notificación personal, se practicará 
mediante cedulón, colocado con intervención del juez parroquial, en la puerta del domicilio 
señalado. El Procedimiento Civil se aplicará en todo cuanto no se hallare previsto en el Código de 
Petróleo o en este Reglamento. 
 
Artículo 20º.- Los términos de treinta días o más se computarán como días naturales; los términos 
menores de treinta días, como días hábiles. 
 
Articulo 21º.- Los recursos contra las resoluciones de la Dirección  General de Petróleo o del Poder 
Ejecutivo, que no tengan un plazo específicamente  establecido por los artículos pertinentes del 
Código y éste su Reglamento, se interpondrán dentro de cinco días y se diligenciarán en igual plazo. 
 
Artículo 22º.-  Cuando en una resolución, título o plano, se hubiera deslizado errores materiales, de 
mera escritura o de imprenta,  la Dirección General de Petróleo los salvará de oficio o a petición del 
interesado, mediante otra resolución, en que se hará constar los errores de que se  trata y la forma de 
su corrección,. 







 
CAPITULO III 
 
DEL RECONOCIMIENTO SUPERFICIAL 
 
Artículo 23º.- Ninguna persona, podrá hacer trabajos de reconocimiento superficial sin el permiso 
dispuesto por el artículo 22º del Código.  El permiso se pedirá por escrito a la Dirección, General de 
Petróleo, precisando la zona, lugar y naturaleza de los trabajos a realizar, métodos que se emplearán 
y personal que intervendrá, en los mismos. Se acompañará el respectivo croquis y la documentación 
que acredite la capacidad  técnica y financiera. 
 
Artículo 24º.-  La Dirección General de Petróleo no podrá demorar más de quince días para 
conceder o negar el permiso. La negativa será apelable, en única instancia, ante el Ministerio de 
Minas y Petróleo, que resolverá el  recurso dentro de quince días. 
 
Artículo 25º.- El reconocimiento superficial comprende todos los métodos geológicos, geofísicos y 
de prospección, aéreos y terrestres, incluyendo la perforación de pozos de poco diámetro para 
estudios estructurales, estratigráficos y de muestreo. 
 
Artículo 26º.-  Una copia legalizada de la resolución que otorga el permiso servirá al interesado de 
suficiente credencial, a objeto de que las autoridades políticas y de policía se hallen debidamente 
informadas. 
 
Artículo 27º.-  Los trabajos de reconocimiento superficial no podrán realizarse dentro de las 
poblaciones ni cementerios, ni en tierras cultivadas de propiedad privada sin autorización del dueño, 
usufructuario o arrendatario, salvo que se tratara de simples reconocimientos aéreos o prospecciones 
puramente superficiales que no causen daño alguno.  En caso de negativa, el interesado podrá 
solicitar permiso a la Dirección General de Petróleo para la ocupación temporal, a cuyo efecto se 
concederá al propietario, usufructurario o arrendatario, el plazo de quince días para que exprese sus 
objeciones; escuchadas éstas, la Dirección General de Petróleo se pronunciará en quince días, 
pudiendo, en caso justificado, exigir la fianza prevista en el artículo 30º del Código. 
 
Artículo 28º.-  No podrá considerarse daño ni perjuicio sujeto a indemnización, el simple hecho de 
realizar los trabajos de prospección dentro de una propiedad privada, sin autorización del dueño, 
usufructuario, arrendatario u ocupante, salvo el caso de daños materiales debidamente 
comprobados. 
 
CAPITULO IV 
 
DE LA ADJUDICACION DE LA CONCESION DE EXPLORACION Y EXPLOTACION 
 
Artículo 29º.-  Quien pretenda obtener las concesiones a que se refieren los incisos a) y b) del 
artículo 31º del Código, además de ceñirse a lo prescrito por sus artículos 39º a 45º, se sujetará a las 
disposiciones que siguen. 
 
Artículo 30º.- En un otrosí del escrito de petición el interesado indicará la casa en que deben 
hacérsele las notificaciones; y expresará además que, para el caso de otorgársele la concesión, 
constituye desde luego domicilio legal en la sede del Gobierno.  No obstante, si el concesionario 







tuviese sucursales o agencias en distintos lugares de la República, tendrá también domicilio en 
todos ellos, para el cumplimiento de las obligaciones allí contraidas por sus agentes locales. 
 
Artículo 31º.-  Las solicitudes se acomodarán al mapa oficial, que divide el territorio de la 
República en las zonas a que se refiere el artículo 20º del Código. 
 
Artículo 32º.-  La concesión tendrá la forma y orientación prevista en el artículo 41º del Código.  
Su punto de partida podrá estar situado en  uno de sus vértices o en un punto cualquiera de su 
perímetro y deberá ser referido a un punto fijo y perfectamente determinado del terreno, que será el 
punto de referencia.  Dicho punto de referencia no estará a una distancia mayor de diez kilómetros 
del punto de partida, salvo en terrenos pantanosos y cubiertos por agua, en cuyo caso podrá ser 
elegido en la ribera o costa más cercana. 
 
La posición de los puntos de partida y referencia se definirá por grados, minutos y segundos de 
latitud y longitud. 
 
En las zonas II y III o lugares de difícil acceso, la concesión podrá ser trazada mediante meridianos 
y paralelos, conforme a lo previsto en el artículo 88º de este Reglamento. 
 
Los lados de la concesión estarán en la proporción de uno a uno hasta uno a cinco.  Para determinar 
la proporción de los lados en las concesiones de forma irregular, se dividirá el área en metros 
cuadrados por la distancia en metros lineales entre los extremos más apartados de la concesión, a fin 
de obtener el ancho promedial.  La proporción entre éste y la referida distancia deberá ser de uno a 
uno hasta uno a cinco. 
 
Artículo 33º.-  El croquis que no constare de mosaicos aereofotográficos, deberá presentarse en 
material que permita sacar copias heliográficas o por métodos análogos, y contendrá la escala 
aproximada, nombre o número de la concesión solicitada, su ubicación de acuerdo a la distribución 
zonal de artículo 20º del Código, nombre del peticionario, fecha en que fue faccionado y una 
explicación de los símbolos convencionales usados. 
 
Artículo 34º.-  Cuando el solicitante prometa al Estado determinada ventaja especial, como 
contraprestación al otorgamiento de una o varias concesiones, lo manifestará en su escrito de 
solicitud, además de presentar un pliego anexo, especificando la concesión o conjunto de 
concesiones a que se refiere la ventaja y a la cual se hará referencia en cada solicitud de concesión. 
 
Aceptada que fuera la ventaja especial, el Poder Ejecutivo cuidará de que conste en los títulos para 
que en caso de cesión, el cesionario se comprometa a cumplir dicha contraprestación en la parte que 
le corresponda. 
 
Artículo 35º.-  De acuerdo a los artículos 7º, 42º y 43º del Código, la Dirección General de Petróleo 
podrá exigir al peticionario datos adicionales o pruebas de su capacidad técnica y financiera.  Estos 
documentos podrán consistir en referencias de entidades de reconocida solvencia, bancarias o de 
otra índole, en cartas de crédito, en certificaciones de experiencia en la industria petrolera y en 
cualquier clase de documentos fehacientes que tiendan a demostrar plenamente el extremo que se 
trate de probar. 
 
Artículo 36º.-  En el plazo de quince días, la Dirección General de Petróleo despachará las 
solicitudes que se hallen en orden, devolverá las que tengan omisiones subsanables, para que se 







salven en el término de tres días, o rechazará de plano las que no reúnan los requisitos legales o 
reglamentarios.  De no haber sido atendido en tal término, el peticionario podrá recurrir al 
Ministerio de Minas y Petróleo pidiendo el despacho inmediato. 
 
Artículo 37º.-  Las resoluciones que rechacen una solicitud, serán apelables ante el Poder Ejecutivo 
por conducto del Ministerio de Minas y Petróleo, contra cuya decisión no cabrá recurso alguno, en 
virtud de lo dispuesto por el artículo 5º del Código. 
 
Artículo 38º.-  Si se diese curso favorable a la solicitud, sea por la Dirección General de Petróleo o 
por el Poder Ejecutivo en grado de apelación, aquella ordenará que se publique el extracto a que 
alude el artículo 46º del Código. 
 
El interesado presentará un escrito a la Dirección General de Petróleo, acompañando el diario de la 
publicación y pidiendo la prosecución de los trámites de adjudicación.  Desde la publicación del 
extracto correrán quince días, para que otras personas tengan opción a solicitar la misma concesión, 
de acuerdo con el artículo 47º del Código, y treinta días, conforme al artículo 54º del mismo, para 
fines de oposición. 
 
En todo caso, los colindantes o sus apoderados legales serán notificados con la solicitud de 
concesión. 
 
Artículo 39º.-  Transcurridos los términos  a que se refiere el artículo anterior, sin oposición o 
petición de la misma superficie, la Dirección General de Petróleo elevará la solicitud con informe 
detallado al Ministerio de Minas y Petróleo, de acuerdo con lo prescrito por el artículo 47º del 
Código.  El Poder Ejecutivo se pronunciará en quince días, mediante Resolución Suprema 
otorgando o negando la concesión.  En caso de oposición, se suspenderá el trámite de adjudicación 
hasta que se resuelva aquella, salvo lo previsto en el artículo 55º del Código. 
 
Artículo 40º.-  La Resolución Suprema que otorgue la concesión, ordenará la extensión del 
respectivo título ejecutorial, en el término de quince días y será publicada en la forma dispuesta en 
el artículo 52º del Código.  El registro del título en Derechos Reales será de la exclusiva 
incumbencia del interesado. 
 
La Resolución Suprema que otorgue como la que niegue la concesión, será inapelable e inamovible, 
y se notificará al interesado dentro de tercero día. 
 
Artículo 41º.-  De conformidad al artículo 49º del Código, el derecho preferente a concesiones de 
explotación directa incidirá únicamente sobre el área superpuesta. 
 
Cuando se presenten dos o más solicitudes de explotación directa sobre la misma área o parte de 
ella, se procederá en la forma prevista por el artículo 48º del Código. 
 
Artículo 42º.-  La solicitud de la misma concesión a que se refiere la primera parte del artículo 47º 
y el 48º del Código, se entenderá ser aquella cuya área o superficie coincida o corresponda 
exactamente al de otras anteriormente  presentadas.  En tal caso y en igualdad de condiciones, el 
otorgamiento se hará preferentemente al peticionario que acredite mayor solvencia técnica y 
financiera. 
 







Artículo 43º.-  El plazo de quince días a que se refiere el artículo 47º antes citado, no será aplicable 
a las solicitudes presentadas conforme al artículo 51º del Código. 
 
Artículo 44º.-  En el caso del segundo párrafo del artículo 51º del Código, el Poder Ejecutivo con 
independencia de la superposición y las superficies solicitadas, podrá ofrecerlas en licitación, en su 
integridad o dividiéndolas en parcelas. 
 
Artículo 45º.-  Si para obtener un conjunto de concesiones se ofreciese ventajas especiales y otro 
peticionario solicitara una o más de las mismas concesiones pero no todas, el Poder Ejecutivo podrá 
rechazar ambas solicitudes y resolverá el otorgamiento del conjunto por licitación, sobre bases o 
condiciones no inferiores a las ofrecidas por el solicitante de todo el conjunto. 
 
Artículo 46º.-  En las peticiones sobre áreas de concesiones renunciadas, caducas o anuladas, se 
observarán las disposiciones precedentes, más no será necesario acompañar nuevo croquis, bastando 
que el interesado haga referencia en su solicitud al plano o croquis existente en la Dirección General 
de Petróleo. 
 
Artículo 47º.-  Las demasías podrán solicitarse en cualquier tiempo, llenando los requisitos de todo 
pedimento.  La notificación de colindantes a que se refiere la segunda parte del artículo 38º del 
Código, se hará en el término de ocho días de presentada la solicitud, y en los quince días siguientes 
el colindante notificado hará uso de la opción; de no hacerlo, caducará su derecho y se dará curso a 
la solicitud. 
 
Si dos o más colindantes hicieran uso de su opción, tendrá derecho al otorgamiento el que ofreciera 
condiciones más favorables.  En igualdad de condiciones el otorgamiento se hará en conjunto, salvo 
que los colindantes acordaren dividir la demasía, caso en el cual presentarán a la Dirección General 
de Petróleo copia legalizada del instrumento de transacción. 
 
El concesionario de la demasía presentará el plano previsto en el artículo 77º del Código, en el plazo 
de un año desde la fecha de adjudicación. 
 
Artículo 48º.-  Cuando una concesión para la cual se hubiese hecho el depósito de garantía prescrito 
por el artículo 44º del Código, quede sujeta a licitación, los postulantes reintegrarán la diferencia 
que hubiera con relación al depósito de su artículo 59º. 
 
Artículo 49°.-  Las propuestas previstas en el artículo 59° del Código, se presentarán a la Dirección 
General de Petróleo en sobre cerrado y sellado, en cuyo anverso el proponente indicará su nombre, 
domicilio, nombre y extensión superficial del pedimento.  La Dirección General de Petróleo 
registrará en libro especial las propuestas presentadas, con los datos anotados en el anverso del 
sobre y otorgará al interesado el correspondiente recibo. 
 
Las propuestas presentadas deberán sujetarse estrictamente a las bases fijadas para la licitación. 
 
Artículo 50°.-  Intervendrán en la licitación solamente los que estén capacitados para obtener 
concesiones.  Para que proceda la apertura de los sobres cerrados, será indispensable que por lo 
menos dos de los postores tengan dicha capacidad.  Si no llegaran a presentarse dos postores, se 
publicará nuevamente las bases de licitación, por tres días consecutivos, fijándose un plazo 
adicional de quince días para la concurrencia de otros interesados.  De haber un solo postor, se le 
otorgará la concesión a base de su oferta en pliego cerrado. 







 
En todo caso y sin perjuicio de la publicación de ley, la Dirección General de Petróleo notificará a 
los proponentes, en el domicilio que hubieran señalado en La Paz. 
 
Artículo 51°.-  La puja abierta que menciona el artículo 63° del Código, tendrá lugar a más tardar 
quince días después de la reapertura de la subasta a que se refiere el mismo artículo. 
 
CAPITULO V 
 
DE LA OPOSICION 
 
Artículo 52°.-  Desde la publicación del extracto aludido en el artículo 46° del Código, correrán 
treinta días para fines de oposición.  Esta podrá formularse alegando la falta de terreno franco y 
consiguiente superposición o cualquiera de los impedimentos señalados en los artículos 16° y 17° 
del Código, o la falta de capacidad de su artículo 7°.  El opositor acompañará los documentos que 
prueben fehacientemente la oposición planteada. 
 
Artículo 53°.-  Presentado el escrito de oposición, el empleado receptor de la Dirección General de 
Petróleo procederá en la forma descrita en el artículo 15 de este Reglamento. 
 
Artículo 54°.-  Dentro de tercero día de admitida la oposición, la Dirección General de Petróleo 
correrá traslado al peticionario para que la contradiga dentro de los treinta días de su notificación, 
abriendo luego un término probatorio de ocho días, siempre que fuera pertinente.  La Dirección 
General de Petróleo, para mejor proveer, podrá prorrogar el término de prueba, de oficio o a 
petición de parte, por un lapso máximo de treinta días. 
 
Artículo 55°.-  Si el peticionario se allanara a la oposición o no contestara el traslado 
oportunamente, o estuviera vencido el término de prueba, y el de mejor proveer en su caso, la 
Dirección General de Petróleo se pronunciará en diez días.  Notificadas las partes podrán recurrir de 
nulidad ante la Corte Suprema en el plazo de ocho días:  de no hacerlo la resolución quedará 
inamovible. 
 
Si durante el término de prueba fuera denegada la recepción de alguna prueba, se podrá apelar ante 
el Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Minas y Petróleo.  La apelación no impedirá 
que se continúen recibiendo otras pruebas. 
 
Artículo 56°.-  En el caso del artículo 50° del Código no será necesario formular una nueva 
solicitud, ni la publicación de ésta.  Se considerará al solicitante como peticionario desde la fecha de 
su solicitud original. 
 
CAPITULO VI 
 
DE LA EXPLORACION Y EXPLOTACION 
 
Artículo 57°.-  Se entiende por exploración el conjunto de operaciones y trabajos que se realicen, 
tanto en la superficie como en el subsuelo, en busca de yacimientos de petróleo y demás 
hidrocarburos, por medio de estudios geológicos y geofísicos, perforación de pozos o cualquier otra 
labor conducente a dicho fin. 
 







Se entiende por explotación, el conjunto de operaciones y trabajos que se realicen, tanto en la 
superficie como en el subsuelo, con el fin de lograr la extracción y aprovechamiento del petróleo y 
demás hidrocarburos que se descubran.  Los trabajos de explotación comprenden el desarrollo de 
yacimientos por medio de la perforación de pozos; los sistemas utilizados para ponerlos en 
producción; los procedimientos de recuperación secundaria por medio de la inyección de aire, gas o 
agua a los yacimientos o formaciones del subsuelo; las diversas instalaciones requeridas en estos 
trabajos, como ser oleoductos, tanques, estaciones de bombeo y las instalaciones que se utilicen 
para extraer el gas natural, la gasolina natural y los diversos subproductos; y todas aquellas 
operaciones necesarias para facilitar y hacer más eficiente la producción del petróleo, gas natural y 
substancias que lo acompañen. 
 
Artículo 58°.-  El concesionario de explotación gozará del derecho exclusivo de extraer y 
aprovechar el petróleo y demás hidrocarburos que se encuentren dentro de los límites de su 
concesión o áreas de explotación. 
 
Los trabajos y actividades inherentes a los concesionarios de explotación, enumerados en el artículo 
83° del Código, son meramente enunciativos, pudiendo llevarse a cabo todas las operaciones y 
actividades permitidas por las leyes del país que, directa o indirectamente, tiendan al mejor y mayor 
desarrollo de sus actividades. 
 
Artículo 59°.-  Durante el período de exploración y cualquiera de sus prórrogas, el concesionario 
efectuará los trabajos de exploración por el valor anual mínimo previsto en el artículo 72° del 
Código, pudiendo para la estimación de las inversiones anuales promediarse el total de las 
realizadas durante el lapso de exploración y cada una de las prórrogas. 
 
Si el concesionario convirtiera la concesión de exploración en una de explotación, antes del 
vencimiento del lapso de exploración o su respectiva prórroga, se promediarán las inversiones 
realizadas desde el comienzo del período de exploración o la prórroga respectiva, hasta la fecha de 
la conversión, en la cual dejará de estar obligado a realizar los trabajos a que se refiere el artículo 
72°. 
 
Por sumas invertidas en trabajos de exploración se entenderán además de los gastos propios de 
exploración efectuados dentro o fuera de la concesión, los costos e inversiones realizados en el 
establecimiento y conservación de vías de acceso y perforación de pozos; en el establecimiento y 
mantenimiento de campamentos provisionales o semipermanentes; y demás costos e inversiones 
realizados o relacionados con los trabajos de exploración, incluyendo los costos de administración. 
 
Artículo 60°.-  Si durante el plazo de exploración o cualquiera de sus prórrogas, no se invirtiesen 
las sumas mínimas previstas en el artículo 72° del Código, podrá subsanarse la omisión pagando al 
Estado el remanente no invertido, más un veinticinco por ciento en concepto de multa.  Este 
veinticinco por ciento se aplicará sobre el monto de la inversión original establecida por dicho 
artículo 72° y su pago se hará dentro de los treinta días de vencido el plazo de exploración o la 
prórroga del mismo. 
 
Artículo 61°.-  El plazo para iniciar los trabajos, establecido en el artículo 72° del Código, se 
entenderá prorrogado en caso fortuito o de fuerza mayor; prórroga que se extenderá por igual 
tiempo al de duración del caso fortuito o de fuerza mayor, siempre que el concesionario lo 
manifieste y pruebe ante la Dirección General del Petróleo. 
 







Artículo 62°.-  La prórroga del plazo de exploración prevista en el artículo 68° del Código, se 
pedirá dentro de los noventa días anteriores a su vencimiento y no podrá negarse a quien hubiera 
cumplido con las inversiones establecidas en el artículo 72° del Código o con lo dispuesto por el 
artículo 60° de este Reglamento. 
 
Artículo 63°.-  Si con justa causa se negare la prórroga, el concesionario, dentro de los sesenta días 
de notificado con la denegatoria, podrá convertir la concesión de exploración en concesión de 
explotación, conforme al artículo 73° del Código, aunque por demora en el otorgamiento de la 
prórroga hubiese vencido el plazo de exploración. 
 
Artículo 64°.-  La devolución del depósito de garantía conforme a los incisos a) y b) del artículo 
75° del Código, procederá únicamente en caso de concurrir ambas causales, es decir, cuando haya 
expirado el plazo de exploración sin haberse hecho la selección prevista. 
 
En el caso del artículo 76° del Código, no se devolverá el depósito de garantía sino después de 
vencido el plazo para la segunda selección. 
 
Artículo 65°.-  Si la superficie de la concesión resultase mayor que la expresada en su título, el 
concesionario escogerá y hará trazar en el plano general de la concesión, la parte que baste a cubrir 
el número de hectáreas concedidas, con la mitad de las cuales como máximo podrá formar sus áreas 
de explotación, de acuerdo con el artículo 73° del Código. 
 
Artículo 66°.-  De acuerdo con el artículo 74° del Código, las áreas seleccionadas para explotación 
y derivadas de una misma concesión de exploración y subsiguiente explotación, constituirán una 
sola concesión de explotación, aún en el caso de no ser contiguas. 
 
Artículo 67°.-  El concesionario podrá acogerse a la facultad del artículo 76° del Código, siempre 
que, inmediatamente antes de hacerse la primera selección, el área de exploración y subsiguiente 
explotación fuera de trescientas mil hectáreas por lo menos; oportunamente podrá hacer una 
segunda selección, limitándola a la mitad del área retenida para exploración y sin perjuicio de la 
devolución efectuada en virtud de la primera o de cualquier renuncia parcial. 
 
Artículo 68°.-  Siendo inherente el derecho subsiguiente de explotación del área seleccionada para 
este fin, el concesionario gozará de exclusividad para explotar y aprovechar el petróleo y demás 
hidrocarburos que se encuentren dentro de dicha área.  A partir de la fecha de selección, el 
concesionario podrá comenzar los trabajos de explotación de la misma, no obstante cualquier 
demora que ocurra en la aprobación de los planos o la expedición de la constancia del derecho de 
explotación. 
 
Artículo 69°.-  El perímetro del área o áreas seleccionadas para explotación, conforme a los 
artículos 73° y 76° del Código, tendrá forma rectangular, salvo el caso previsto en el artículo 41° 
del mismo.  Podrá tener la orientación que más convenga al concesionario.  La relación del lado 
más largo y el más corto no excederá de seis a uno. 
 
Ningún área de explotación será de una extensión menor de mil hectáreas, conforme lo previsto en 
el artículo 38° del Código. 
 
Artículo 70°.-  El concesionario podrá cumplir las obligaciones mínimas del artículo 86° del 
Código, mediante la perforación de uno o varios pozos a los efectos del inciso a) de dicho artículo o 







mediante la perforación de dos o más pozos en el caso del inciso b) del mismo, siempre que la 
totalidad de metros perforados alcance por lo menos a cinco mil metros, previsto en el primer caso o 
a diez mil metros previsto en el segundo.  A los efectos del cómputo de la totalidad de metros 
perforados en cada caso, se tomará en cuenta la profundidad de todos los pozos perforados durante 
los lapsos respectivos, inclusive los pozos que se tuviera que abandonar por razones técnicas o por 
haber encontrado formaciones impenetrables, quedando excluidos solamente los pozos a que se 
refiere el último párrafo de dicho artículo 86°. 
 
Si en la perforación de pozos el concesionario se anticipase a los plazos obligatorios, los metros así 
perforados quedarán incluidos en los cinco y diez mil metros establecidos en este artículo. 
 
Artículo 71°.-  La perforación obligatoria durante el período de explotación a que se refiere el 
artículo 86° del Código, podrá realizarse en cualquier área de la concesión.  Si la superficie 
concedida excediera de cien mil o de veinte mil hectáreas, respectivamente, el total de metros de 
perforación se aumentará proporcionalmente, de acuerdo al área de la respectiva concesión. 
 
Las demasías que adquiera el concesionario conforme al artículo 38° del Código, se considerarán 
formando parte de la concesión colindante, a los efectos del artículo 86° del mismo. 
 
Artículo 72°.-  El plazo para la perforación obligatoria en las concesiones de exploración y 
subsiguiente explotación, sea que el concesionario haya usado o no de la facultad de la segunda 
parte del artículo 68° de este Reglamento, se computará a partir de la fecha de la constancia del 
derecho de explotación.  Se computará en igual forma, para cada selección, cuando el concesionario 
haga uso de la facultad a que alude el artículo 76° del Código. 
 
Artículo 73°.-  Cuando el concesionario opte por la selección en dos etapas, conforme al artículo 
76° del Código, presentará a tiempo de la primera selección el plano general de la concesión, el que 
indicará las áreas escogidas para explotación, las retenidas en exploración y las devueltas al Estado.  
Al efectuar la segunda selección, presentará un plano general del área retenida para exploración, el 
cual indicará las áreas escogidas para explotación y las devueltas al Estado.  En ambos casos se 
acompañarán los planos especiales de las áreas escogidas conforme al artículo 73° del Código; en lo 
demás los planos se sujetarán a lo dispuesto en el siguiente capítulo. 
 
Artículo 74°.-  Una vez fijados dos vértices de conformidad al artículo 88° del Código, la 
demarcación de los vértices restantes se completará dentro de los dos años siguientes.  Dentro de los 
mismos plazos deberán demarcarse los vértices del área o áreas escogidas para explotación, de 
acuerdo con los artículos 73° y 76° del Código. 
 
Artículo 75°.-  A los fines del artículo 89° del Código, la renuncia se formulará mediante escrito 
presentado a la Dirección General de Petróleo.  Siendo parcial, se acompañará copia del plano 
original en el que se demostrará la superficie original, la renunciada  y la retenida.  El escrito deberá 
indicar las obras incorporadas de modo permanente al proceso de explotación, que por efecto de la 
renuncia pasen al dominio del Estado, conjuntamente con el área devuelta, conforme lo dispuesto 
por la última parte del artículo 202 de este Reglamento. 
 
 
CAPITULO VII 
 
DE LOS PLANOS DE LAS CONCESIONES 







 
Artículo 76°.-  Los planos previstos en los artículos 73° y 77° del Código, podrán dibujarse en 
forma de originales o copias, en tela transparente, de buena calidad, que permita obtener copias 
heliográficas o por métodos análogos.  Sus leyendas o inscripciones se dibujarán con tinta china, 
pudiendo también litografiarse. 
 
Artículo 77°.-  Los planos serán de forma rectangular, con dos de sus lados marginales laterales 
orientados paralelamente al Norte Sur astronómico. 
 
Artículo 78°.-  Los planos se dibujarán a una escala relacionada con la extensión del terreno, en la 
siguiente forma: 
 
1 a 10.000, hasta 5.000 hectáreas 
1 a 20.000, hasta 10.000 hectáreas 
1 a 50.000, más de 10.000 hectáreas 
 
La escala se indicará en el plano por su correspondiente fracción y por una escala gráfica no menor 
de diez centímetros. 
 
Artículo 79°.-  La diferencia máxima tolerable entre las longitudes de las líneas en el plano y las 
distancias que ellas representen, reducidas a escala, será de un milímetro, considerando la expansión 
o contracción del material del plano. 
 
La diferencia máxima aceptable entre rumbos o azimuts calculados y dibujados, será de un cuarto 
de grado sexagesimal. 
 
Artículo 80°.-  No obstante lo dispuesto en el artículo 76° de este Reglamento, los planos podrán 
presentarse en forma de mosaicos aereofotográficos, en la escala de las fotografías originales.  Los 
sistemas de coordenadas estarán diseñados sobre los mosaicos. 
 
Artículo 81°.-  En el caso del artículo anterior, deberá acompañarse además: 
 
a)  Un plano de todas las operaciones topográficas efectuadas como auxiliares del trabajo 
fotogramétrico, con indicación de la red de puntos obtenidos y sus respectivas coordenadas. 
 
b)  Copia de la hoja de los cálculos efectuados para determinar las coordenadas de los puntos 
básicos de referencia. 
 
Artículo 82°.-  En el plano deberá indicarse el punto de referencia y el de partida para delimitar la 
concesión; ambos coincidirán con los indicados en el escrito de petición.  Se dibujará la línea que 
una los dos puntos. 
 
Cuando no sea práctico señalar en el plano de la concesión los detalles para colocar la poligonal, 
esta se presentará en un plano o planos separados, en escala adecuada. 
 
En las zonas II y III y lugares de difícil acceso, en los que al solicitar una concesión no sea exigible 
el señalamiento de los puntos de partida y referencia en el terreno, se procederá conforme al artículo 
83° de este Reglamento. 
 







El plano indicará las coordenadas geográficas de los puntos de referencia y partida, la dirección 
Norte astronómico y magnética, con la declinación y la fecha en que fueron observadas en las 
cercanías de dichos puntos. 
 
Contendrá en línea continua el perímetro cerrado del área concedida, con anotación de cada 
alineamiento recto, de su respectiva medida y de su rumbo o azimut, en grados, minutos y 
segundos.  Cada vértice de la concesión o de las áreas escogidas para explotación, llevará una letra 
para facilitar la descripción del área o áreas respectivas.  Cuando el perímetro del área representada 
en el plano, sea en todo o en parte irregular, se indicarán a lo largo de dicho perímetro las 
poligonales que le sirvieron de base.  Si no fuese práctico indicar esos detalles, se presentará un 
plano o planos separados en escala adecuada. 
 
De existir hitos situados sobre el lindero común de las concesiones colindantes el plano indicará su 
posición, nombre y número.  Mostrará las ciudades, pueblos, principales vías de comunicación, 
cursos de agua y campos de aterrizaje que se hallen dentro de dicho perímetro.  Indicará la zona de 
ubicación del área respectiva, el nombre del concesionario y el nombre o número del área concedida 
o escogida para explotación; contendrá finalmente, una leyenda completa de los símbolos 
convencionales usados, la fecha en que fue dibujado y la firma del ingeniero o agrimensor que lo 
levantó o que dirigió su levantamiento. 
 
Artículo 83°.-  Si el concesionario escogiera varias áreas de explotación dentro de una misma 
concesión, cada una de ellas tendrá un punto de partida que reúna los requisitos del artículo 82° de 
este Reglamento y que esté relacionado con el punto de referencia de la concesión, en caso de 
existir este último.  El plano de cada área reunirá los requisitos exigidos para los planos de la 
concesión. 
 
Artículo 84°.-  Las coordenadas de un punto podrán obtenerse por observación astronómica directa 
o deducirse por mediaciones de una posición geográfica establecida y aceptable.  El Norte 
verdadero se determinará por observación astronómica directa o se calculará de azimut conocido, y 
el error probable en dirección no deberá exceder de treinta segundos.  El Norte magnético y la 
declinación se determinarán por observación directa y el error probable no deberá exceder de diez 
minutos. 
 
El error tolerable de cierre horizontal para el levantamiento del perímetro de una concesión no 
deberá exceder de 1/1000; el de cierre vertical del perímetro no excederá de un metro por la raíz 
cuadrada de la distancia en kilómetros. 
 
Los levantamientos por triangulación o cualquier otro sistema de poligonales, se realizarán por 
métodos que arrojen la misma exactitud que la establecida por mensura de la concesión. 
 
Artículo 85°.-  Para realizar las observaciones, poligonales, triangulación, etc., podrá usarse 
cualquier instrumento y método científico conocido que asegure la precisión requerida. 
 
Las observaciones para posiciones geográficas se harán con instrumentos, métodos de cálculo u 
otros procedimientos de suficiente exactitud, que permitan encontrar dichas posiciones dentro de un 
límite de error de dos segundos de arco terrestre.  En los cálculos no será necesario tener en cuenta 
la desviación local. 
 







Artículo 86°.-  Todos los cálculos relativos a observaciones astronómicas, poligonales, 
triangulación, etc., ajuste y resultados finales, se presentarán nítidos y completos.  Los cálculos de 
las áreas irregulares podrán hacerse por el método de meridianos dobles, planímetro en caso de 
linderos sinuosos u otros métodos aceptables y generalmente conocidos. 
 
Artículo 87°.-  Cuando sea necesario erigir un hito para marcar el punto de referencia o de partida, 
deberá construirse de concreto armado, en forma de una pirámide truncada de sección cuadrada, con 
base superior de veinte por veinte centímetros, inferior de cuarenta por cuarenta centímetros y altura 
de ciento veinticinco centímetros, de los cuales setenta y cinco centímetros deberán enterrarse, salvo 
cuando se coloquen sobre roca viva. 
 
En cada vértice de la concesión se erigirá un hito con las características indicadas en el párrafo 
anterior.  Cuando alguno fuese inaccesible, se colocarán dos hitos testigos en lugar próximo y 
adecuado.  Todos los hitos llevarán marcado el nombre del concesionario, nombre de la concesión, 
número y símbolos de identificación.  En los hitos testigos, el azimut y la distancia al vértice 
deberán marcarse encima del hito. 
 
Loa hitos de los vértices de la concesión y de cada una de las áreas escogidas para explotación, se 
colocarán en los plazos fijados en el artículo 88° del Código y 74° del Reglamento y conforme a lo 
dispuesto en ellos. 
 
Artículo 88°.-  Los planos de concesiones sobre terrenos pantanosos o cubiertos por lagos o ríos, se 
levantarán y trazarán mediante meridianos y paralelos o refiriéndose a puntos fijos y conocidos de 
la costa, ribera o tierra firme. 
 
Artículo 89°,-  Al presentarse los planos previstos en los artículos 73° y 77° del Código, el 
empleado receptor sentará cargo al pie del escrito respectivo y dará recibo al presentante, conforme 
al artículo 15° de este Reglamento. 
 
Artículo 90°.-  Hecha la presentación en tiempo hábil, la Dirección General de Petróleo dispondrá 
que se publique el aviso prescrito por el artículo 79° del Código.  En caso contrario se declarará 
caduco el derecho del concesionario. 
 
Artículo 91°.-  Publicado el aviso a que se refiere el artículo anterior, el Departamento Técnico de 
la Dirección General de Petróleo estudiará los planos e informará sobre ellos, en un plazo no mayor 
de sesenta días. 
 
Artículo 92°.-  De no haber oposición  y siendo favorable el informe a que se refiere el artículo 
anterior, la Dirección General de Petróleo aprobará los planos.  De haber objeción, el informe se 
transcribirá al interesado, para que, dentro de los quince días, manifieste si acepta las objeciones o 
hace las aclaraciones pertinentes.  Vencido el plazo sin manifestación o aclaración del presentante, 
se dispondrá la rectificación de los planos. 
 
De ser aceptadas las objeciones por el interesado, se ordenará la respectiva corrección y según que 
las aclaraciones sean o no suficientes, los planos serán aprobados o se dispondrá su corrección.  
 
Artículo 93°.-  Habiendo oposición, el presentante de los planos la contestará dentro de los diez 
días de su notificación; procediéndose en lo demás conforme a los artículos 54° y 55° de este 
Reglamento.  Evacuado el informe técnico del Departamento respectivo de la Dirección General de 







Petróleo conforme al artículo 80° del Código, dentro de los diez días de conocerlo, podrán las partes 
hacer las aclaraciones pertinentes. 
 
Artículo 94°.-  Cuando se ordene la corrección de los planos, estos no se devolverán al interesado 
sino después de que la Resolución haya quedado ejecutoriada. 
 
Si la concesión apareciera en circunscripción territorial distinta a la expresada en el título, no será 
causal para objetar los planos si se ajustan al croquis en que se basaron y si por tanto se hallara la 
concesión perfectamente identificada; en tal caso se hará constar simplemente dicha circunstancia. 
 
Rectificadas las irregularidades o errores, los planos corregidos deberán presentarse a la Dirección 
General de Petróleo, la que en previo informe de su Departamento Técnico, dictará resolución 
aprobatoria. 
 
Si dentro del recurso de nulidad prevista en el artículo 81° del Código, ordénase la Corte Suprema 
corregir los planos, la Dirección General de Petróleo proveerá el decreto de “cúmplase”, desde cuya 
fecha correrá el plazo establecido en dicho artículo. 
 
Artículo 95°.-  Ejecutoriada la resolución aprobatoria de los planos y dentro de los diez días 
siguientes, la Dirección General de Petróleo franqueará copia legalizada de ella, a cuyo pie se hará 
constar la fecha de ejecutoria.  Este documento, extendido en el papel sellado de ley, se entregará al 
concesionario con las copias certificadas del plano de conjunto y de los planos de las áreas 
escogidas para explotación, para su inscripción en Derechos Reales.  La resolución aprobatoria se 
publicará por una vez, en un diario de la sede del gobierno y por cuenta del concesionario. 
 
Artículo 96°.-  La Dirección General de Petróleo conservará en sus archivos copia de los planos 
cuya corrección se hubiera ordenado y de los planos definitivamente aprobados. 
 
CAPITULO VIII 
 
DE LA REFINACION O MANUFACTURA O TRANSFORMACION Y TRANSPORTE 
 
Artículo 97°.-  El concesionario que desee refinar, manufacturar y/o transportar hidrocarburos, 
presentará a la Dirección General de Petróleo la manifestación prevista en el artículo 92° del 
Código, acompañada de la información necesaria para dar una idea clara y precisa de las obras a 
emprenderse. 
 
Artículo 98°.-  La persona que conforme el artículo 93° del Código, pretenda obtener una 
concesión autónoma de refinación y/o transporte, presentará solicitud escrita a la Dirección General 
de Petróleo, con las generales del solicitante y la información a que hacen referencia los artículos 
97° y 99° de este Reglamento.  Demostrará además su capacidad económica y técnica, de acuerdo a 
los artículos 42° y 43° del Código. 
 
Artículo 99°.-  La manifestación y solicitud previstas en los artículos que anteceden, se 
acompañarán necesariamente de la siguiente documentación: 
 
a)  Los planos relativos al proyecto.  En caso de transporte el plano indicará el trazado de la vía de 
transporte y un perfil de la zona atravesada. 
 







b)  La memoria descriptiva de los aspectos técnicos concernientes a las obras proyectadas. 
 
c)  Relación de las medidas de seguridad que se tomarán a fin de que el funcionamiento de las 
instalaciones no constituya peligro para la integridad física o la salud de los trabajadores. 
 
Artículo 100°.-  La memoria descriptiva, en caso de tratarse de refinación, especificará lo siguiente: 
 
a)  Ubicación de la obra, con indicación del departamento, provincia y cantón en que será instalada. 
 
b)  Descripción razonada del funcionamiento general, con especificación de los sistemas de 
refinación a emplearse; capacidad de trabajo, naturaleza y porcentaje de los derivados a obtenerse y 
cualquier otro dato de importancia. 
 
c)  Presupuesto de las obras de que conste el proyecto. 
 
d)  Fecha de iniciación y terminación de los trabajos. 
 
Artículo 101°.-  La memoria descriptiva, en caso de tratarse de transporte, contendrá además de los 
elementos establecidos en los incisos a), c) y d) del artículo anterior, lo siguiente: 
 
a)  Descripción de las características topográficas de la región atravesada por la vía de transporte y 
las facilidades o dificultades que esta ofrezca en su ejecución. 
 
b) Descripción de las instalaciones de que constará la obra.  Cuando se trate de una tubería se 
especificará su capacidad de operación, sus características, número, localización y capacidad de las 
estaciones de bombeo y almacenamiento e indicación del procedimiento que se usará para la 
protección de la tubería. 
 
Artículo 102°.-  Presentada la manifestación o escrito de petición a la Dirección General de 
Petróleo, el empleado receptor procederá en la forma descrita en el artículo 15° de este Reglamento. 
 
Artículo 103°.-  En el término de sesenta días de recibida la manifestación o solicitud, la Dirección 
General de Petróleo hará las observaciones técnicas que juzgue pertinentes sobre el proyecto y 
planos o los aprobará, conforme al artículo 92° del Código.  De no haber resolución en el plazo 
señalado, se entenderá como aprobación tácita.  El concesionario absolverá las observaciones 
formuladas o las aclaraciones requeridas en el término de treinta días desde su notificación, vencido 
el cual y dentro de otros treinta días, la Dirección General de Petróleo aprobará el proyecto o 
mantendrá sus objeciones.  En este último caso el concesionario cumplirá lo requerido dentro de 
sesenta días de su notificación; de no hacerlo así, se tendrá la solicitud por abandonada, y de no 
cumplir fielmente con las observaciones formuladas incurrirá en responsabilidad, sin perjuicio de 
que la Dirección General de Petróleo, pueda prohibir el funcionamiento de los servicios e 
instalaciones. 
 
Artículo 104°.-  Las observaciones de la Dirección General de Petróleo no podrán desconocer el 
derecho subsidiario de refinar y/o transportar hidrocarburos, debiendo recaer únicamente sobre 
aspectos de carácter técnico, relacionados con la naturaleza y métodos a emplearse en los proyectos 
y obras concernientes o a la protección y seguridad de los trabajadores, poblaciones, edificios e 
instalaciones en general.  Contra el auto definitivo que las mantenga, el concesionario podrá apelar 







ante el Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Minas y Petróleo y entablar ante la Corte 
Suprema el recurso previsto en el artículo 154° del Código. 
 
Artículo 105°.-  En el caso del artículo 93° del Código, de no haber observaciones o salvadas que 
hayan sido, la Dirección General de Petróleo elevará la solicitud con informe detallado ante el 
Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Minas y Petróleo.  El Poder Ejecutivo se 
pronunciará en el término de quince días, mediante Resolución Suprema.  En su caso, aquella 
dispondrá la extensión del título respectivo.  La Resolución se publicará por cuenta del interesado, 
por una sola vez, en un diario de la sede del gobierno, dentro de los ocho días de dictada. 
 
Artículo 106°.-  El concesionario dará comienzo a sus trabajos en el plazo de un año, a contar de la 
fecha de la respectiva resolución.  Terminadas las obras e instalaciones, lo comunicará por escrito a 
la Dirección General de Petróleo, para que ésta inspeccione y compruebe dentro de treinta días, la 
conformidad de las obras con el proyecto y planos aprobados.  No existiendo observaciones, la 
Dirección General de Petróleo dictará resolución autorizando el funcionamiento de las 
instalaciones, y de no hacerlo en el plazo de treinta días, se entenderá como autorización tácita. 
 
Artículo 107°.-  Lo dispuesto en los artículos 98°, 99° y 100° de este Reglamento se aplicará 
también a los proyectos de las fábricas o plantas de industrialización o de aprovechamiento de gas 
natural. 
 
Artículo 108°.-  El concesionario podrá ejercer los derechos del artículo 95° del Código, por si o 
mediante asociación con otros concesionarios, cualquiera que sea la naturaleza de la concesión.  De 
igual modo, dos o más concesionarios de explotación podrán refinar y/o transportar por intermedio 
de una sola entidad.  En todo caso el concesionario dará el aviso respectivo a la Dirección General 
de Petróleo. 
 
Artículo 109°.-  Previa autorización del Poder Ejecutivo, los derechos inherentes o autónomos de 
refinación y/o transporte podrán cederse total o parcialmente, siempre que el cesionario llene los 
requisitos legales y reglamentarios.  La solicitud se elevará con el informe del caso por conducto del 
Ministerio de Minas y Petróleo ante el Poder Ejecutivo, el que dictará la respectiva Resolución 
Suprema en el término de quince días.  Las transferencias así autorizadas se registrarán en la 
Dirección General de Petróleo, en el libro destinado al efecto. 
 
Toda transferencia seguirá los términos y condiciones de la concesión original. 
 
Artículo 110°.-  Para los efectos del artículo 98° del Código, el propietario de la planta de 
refinación o medio de transporte, gozará en todo tiempo de prioridad para el uso de dichos 
elementos.  Su exceso de capacidad de distribuirá entre los interesados que deseen utilizarlo, de lo 
cual se dará previo aviso a la Dirección General de Petróleo. 
 
Artículo 111°.-  Las tarifas que se establezcan conforme al artículo 97° del Código y las que deban 
establecerse a falta de acuerdo directo de partes, siguiendo el artículo 98° del mismo, deberán 
cubrir: 
 
a) Todos los costos de sostenimiento, explotación y administración del concesionario en sus 
actividades de refinación y/o transporte, determinados según sus libros de contabilidad que estarán 
sujetos al artículo 122° del Código. 
 







b)  La amortización del activo fijo del concesionario, efectuada sobre la vida probable y útil de los 
elementos que lo integran, debiendo tomarse como base el valor de reposición del activo menos la 
depreciación física y efectiva calculada sobre dicho valor, siempre que las tarifas se fijen con 
posterioridad a la iniciación de sus actividades. 
 
c)  Los intereses del capital invertido. 
 
d)  El monto de los impuestos que tenga que pagar el concesionario. 
 
e)  Una utilidad equitativa acorde a la obtenida corrientemente por empresas petroleras en 
operaciones de la misma naturaleza. 
 
Tanto el concesionario como su cliente podrán pedir la revisión de las tarifas establecidas.  
Estudiados los antecedentes, la Dirección General de Petróleo se pronunciará dentro de treinta días. 
 
Las mermas que se produzcan en los procesos de refinación y/o transporte serán de cuenta del 
propietario del petróleo, y a tiempo de fijarse las tarifas podrán establecerse normas para determinar 
su monto, siguiendo las prácticas usuales en la industria del petróleo. 
 
Los costos o gastos adicionales, debidamente justificados, en que incurriera el concesionario en la 
refinación y/o transporte de hidrocarburos pertenecientes al Estado o a terceros, serán de cuenta de 
éstos. 
 
Artículo 112°.-  Cuando la capacidad de sus medios de transporte lo permita, Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos transportará el petróleo y derivados que terceros le entreguen con 
tal objeto, conforme a las condiciones y tarifas establecidas en este Capítulo y el Art. 98 del Código. 
 
Artículo 113°.-  El transporte del petróleo por oleoducto, conforme a los artículos 97° y 98° del 
Código, se sujetará a las normas siguientes: 
 
a)  El que deseara usar un oleoducto del concesionario, construirá el respectivo ramal de tubería, los 
anexos y demás instalaciones para el transporte de su petróleo hasta las instalaciones de la línea 
principal o lateral correspondiente.   El propietario del oleoducto principal controlará el 
funcionamiento de estas instalaciones auxiliares. 
 
b)  El petróleo podrá entregarse en cualquiera de las estaciones de bombeo del oleoducto o sus 
ramales y no contendrá más del dos por ciento de agua y sedimento, ni tendrá una presión 
vaporífica Reid mayor de dos kilogramos por centímetro cuadrado a 37.78° C., salvo convenio de 
partes. 
 
c)  Cuando el petróleo que reciba el concesionario de transporte para su conducción por oleoducto, 
fuera mezclado con otro petróleo, debido a razones propias al funcionamiento de las instalaciones, 
se entregará en su cantidad equivalente en forma de mezcla, no pudiendo el propietario exigir que se 
le entregue precisamente el mismo petróleo original. 
 
d)  El propietario del oleoducto no estará obligado a transportar petróleo o derivados que puedan 
dañar las tuberías y sus anexos, o que debido a contaminación normal en el oleoducto, puedan 
rebajar considerablemente el valor de los demás petróleos transportados por la misma vía. 
 







e)  Cuando la capacidad diaria de los transportes disponibles para terceros, fuera inferior al volumen 
total del petróleo entregado diariamente por éstos, el concesionario solo estará obligado a 
transportar por día una cantidad proporcional al volumen entregado por cada interesado. 
 
f)  El propietario del oleoducto podrá deducir del petróleo recibido para transporte, las pérdidas por 
volatilización que se produzcan, mientras dicho petróleo se halle bajo su responsabilidad; estas 
mermas se determinarán experimentalmente y su porcentaje será establecido entre las partes.  El 
porteador también podrá deducir las mermas relativas a contenido de agua, sedimentos y otras 
impurezas. 
 
g)  Toda responsabilidad del porteador cesará al ser entregado el petróleo a su propietario en los 
tanques o barcos cisternas dispuestos por éste.  El porteador no responderá por pérdidas que se 
produzcan, por causas ajenas a su voluntad o que no puedan imputarse a su negligencia. 
 
h)  El concesionario no estará obligado a transportar cantidades inferiores a mil quinientos metros 
cúbicos de petróleo por cada entrega, ni a efectuar el transporte mientras no sean acumuladas 
cantidades suficientes de un mismo tipo de petróleo con destino a un mismo punto salvo convenio 
de partes. 
 
i)  Siempre que los interesados hubieran pagado el importe de la tarifa en vigor, el concesionario 
autónomo estará en la obligación de mantener el oleoducto en trabajo regular y no podrá rehusar el 
transporte del petróleo que le sea entregado en alguna de las estaciones de bombeo o de 
almacenamiento de la línea troncal o de las líneas laterales, salvo caso fortuito, de fuerza mayor, 
reparación o los previstos en los incisos d) y h) de este artículo. 
 
El transporte de los derivados del petróleo se regirán por las disposiciones que anteceden, en cuanto 
sean aplicables, y por el reglamento que establezca la empresa transportadora para el transporte de 
cada derivado, reglamento que deberá ser aprobado por la Dirección General de Petróleo. 
 
El concesionario no autónomo se atendrá a lo dispuesto por el artículo 98° del Código. 
 
j)  Cuando el dueño del petróleo almacenado quiera ponerlo a bordo de una embarcación o vagón en 
el embarcadero del concesionario, el embarque se efectuará de acuerdo a la tarifa aprobada y a las 
disposiciones del presente artículo. 
 
k)  El almacenaje del petróleo en los tanques del concesionario durante los primeros siete días, 
contados desde la fecha de recepción en dichos tanques, quedará incluido en la tarifa de transporte; 
por cada día de exceso se cobrará el derecho que fije la tarifa. 
 
l) El concesionario tomará todas las medidas adecuadas a fin de prevenir incendios en sus 
instalaciones. 
 
Artículo 114°.-   La localización de tanques de almacenamiento en general, salvo lo que se 
consideran como de trabajo en una refinería, se hará de acuerdo a las siguientes distancias mínimas, 
medidas desde el punto más cercano de su circunferencia de planta: 
 
a)  Hasta el borde de una carretera, una diámetro. 
 
b)  Hasta el riel más próximo de una vía de ferrocarril, un diámetro y medio. 







 
c) Hasta edificios y bodegas, dos diámetros. 
 
d)  Hasta habitaciones y lugares donde haya fuegos abiertos, tres diámetros. 
 
Todo tanque de almacenamiento deberá rodearse con diques de tierra o muros de mampostería o 
concreto, de modo que el volumen encerrado por estos sea igual a vez y media al del tanque.  La 
distancia que separará el tanque del pie del talud interior del dique o muro será, por lo menos, igual 
a la altura del tanque.  Las defensas deberán llenar las condiciones de estabilidad y resistencia 
requeridas y tanto el terreno comprendido entre el tanque y el muro de defensa, como el que los 
circunda, estarán libres de vegetación, pajas, madera o cualquier otro material combustible.  Dichas 
defensas serán previstas también de dispositivos convenientes para dar salida a las aguas de lluvia. 
 
El establecimiento de varios tanques dentro de un mismo muro de protección solo se permitirá 
cuando el volumen total del grupo no exceda de 15.000 metros cúbicos.  En los casos de agrupación 
no existirán limitaciones en cuanto a la distancia entre tanques del mismo grupo; pero el muro de 
protección deberá encerrar también una capacidad mínima de vez y media al volumen total 
almacenable.  Cada tanque del grupo deberá quedar a una distancia mínima del talud interior del 
muro de protección igual a la altura del tanque, y las distancias mínimas establecidas en la primera 
parte de este artículo, se basarán en el tanque de mayor diámetro. 
 
Los grupos de tanques que se destinen a recibir petróleo crudo y vayan a ser establecidos en la 
proximidad del patio de tanques de una refinería, deberán situarse a la mayor distancia posible de 
ésta y en la zona exterior a dicho patio. 
 
Si por circunstancias especiales fuera aconsejable alterar alguna de las especificaciones a que se 
refiere el presente artículo, el interesado dirigirá una representación a la Dirección General de 
Petróleo, precisando las razones por las cuales considera justificada su pretensión y acompañando 
los planos y otros documentos que fuera menester.  El Director General de Petróleo previo estudio 
del caso decidirá lo conducente. 
 
CAPITULO IX 
 
DE LA TRIBUTACION 
 
Artículo 115°.-  Las patentes, impuestos, participación o regalía del Estado, premios pecuniarios y 
demás contribuciones establecidas en el Capítulo VII del Código, se liquidarán por la Dirección 
General de Petróleo, en la sede del Gobierno, y se pagarán en el Banco Central de Bolivia, en las 
cuentas destinadas al efecto. 
 
Artículo 116°.-  Las patentes previstas por los artículos 101° y 102° del Código, se liquidarán de 
oficio por la Dirección General de Petróleo.  En su defecto los concesionarios deberán pedir 
oportunamente dichas liquidaciones. 
 
Artículo 117°.-  Si el concesionario deseara acogerse a la deducción de la patente anual de 
explotación prevista en el artículo 103° del Código, presentará solicitud a la Dirección General de 
Petróleo, con los datos necesarios para la liquidación. 
 







Artículo 118°.-  El artículo 103° del Código, se aplicará cuando la regalía sea mayor a las patentes 
pagaderas por el concesionario sobre el área total de sus concesiones; en caso contrario se rebajará 
en una suma igual al monto de la regalía pagada por el mismo concesionario en el trimestre anterior, 
y correspondiente al petróleo y demás hidrocarburos extraídos de todas sus concesiones en 
explotación.  En ningún caso, por virtud de tal rebaja, las patentes de explotación a pagarse podrán 
ser inferiores al mínimo establecido para cada caso por dicho artículo 103°.  Si el concesionario 
fuera titular de dos o más concesiones, podrá indicar a cual de ellas se imputará el pago de la 
regalía. 
 
Artículo 119°.-  El Estado no reembolsará las patentes de exploración anualmente pagadas, si antes 
del vencimiento del año respectivo se hiciera la selección prevista en los artículos 73° y 76°  del 
Código o se renunciara total o parcialmente la concesión.  Tampoco reembolsará las de explotación, 
si antes del vencimiento del trimestre respectivo se renunciara total o parcialmente la concesión o 
esta fuera declarada nula, caduca o extinguida. 
 
En el caso del artículo 76° del Código, la patente anual prevista por el inciso c) del artículo 101° del 
mismo, será exigible a partir de la siguiente fecha aniversario, siempre que el concesionario hiciera 
la primera selección antes del vencimiento del respectivo año o de dicha fecha aniversario. 
 
Artículo 120°.-  La regalía del artículo 104°  del Código, se liquidará mensualmente desde el 
comienzo de la extracción de las substancias.  La primera liquidación podrá comprender solamente 
los días corridos del respectivo mes. 
 
Cuando el Poder Ejecutivo resuelva percibir total o parcialmente la regalía en especie, 
indefinidamente o por tiempo determinado, la Dirección General de Petróleo lo notificará al 
concesionario con tres meses de anticipación.  En igual forma le notificará cuando el Poder 
Ejecutivo modifique el modo de percibirla o cuando opte por recibirla en lugar distinto al de 
producción. 
 
Artículo 121°.-  Para el cálculo de la regalía además de los volúmenes de petróleo y sus derivados 
que el concesionario utilice en sus propias operaciones, se excluirá también el petróleo y demás 
hidrocarburos inyectados al mismo yacimiento u otro del cual sea titular el mismo concesionario y 
cuando estas operaciones tengan por objeto acelerar o aumentar la producción.   
 
Artículo 122°.-  Dentro de los primeros cinco días de cada mes, el concesionario presentará a los 
inspectores de la Dirección General de Petróleo, para su conformidad, la relación de las cantidades 
explotadas durante el mes anterior. 
 
Artículo 123°.-  Los tanques donde debe efectuarse la medición del petróleo y sus derivados, se 
elegirán de común acuerdo entre la Dirección General de Petróleo y el concesionario. 
 
Cuando vaya a procederse a la calibración o cubicación de dichos tanques, el concesionario lo 
participará a la Dirección General de Petróleo, a fin de que designe el funcionario que la presencie, 
y autorice con su firma la validez oficial de las tablas que sean elaboradas al efecto.  El 
concesionario consignará tres copias de dichas tablas en la inspección técnica respectiva. 
 
La medición del petróleo y demás hidrocarburos para determinar la regalía, se hará de acuerdo a las 
prácticas establecidas en la industria.  Para el cálculo de hidrocarburos gaseosos, la norma de 
referencia será la temperatura, 15,5° C., y para la presión, 1.03 kilogramos por centímetro cuadrado. 







 
Artículo 124°.-  Cuando la regalía se perciba en dinero, su liquidación se sujetará a las siguientes 
normas: 
 
Dentro de los quince primeros días de cada mes, el concesionario presentará a la Dirección General 
de Petróleo, separadamente, una relación de cada producto y tipo de petróleo explotado durante el 
mes anterior, con los datos necesarios para determinar el precio de venta de cada uno de ellos, 
proponiendo además el precio que servirá de base para la liquidación de la regalía. 
 
Artículo 125°.-  El precio d venta del petróleo y demás hidrocarburos, previsto en el artículo 114° 
del Código, será el promedio de las cotizaciones del mes anterior al de la extracción, conforme a 
dicho artículo. 
 
Cuando no existan en el mercado internacional, cotizaciones del petróleo boliviano y demás 
substancias, podrá determinarse su precio, aplicándoles los precios de petróleo extranjeros, de 
calidad y características similares, que se coticen de modo libre y abierto y que se vendan en 
cantidades comerciales.  De los precios así convenidos, se deducirán los gastos de transporte y 
demás elementos que afecten, efectivamente, para la determinación del precio del petróleo 
boliviano en el campo de producción. 
 
Artículo 126°.-  Para el caso de la última parte del artículo 116° del Código, el concesionario 
consultará previamente al Poder Ejecutivo por intermedio de la Dirección General de Petróleo, a fin 
de convenirse con anterioridad la forma de pago de la regalía correspondiente. 
 
Artículo 127°.-  Previa autorización del Poder Ejecutivo, en cada caso, la Dirección General de 
Petróleo podrá acordar convenios con el concesionario para determinar el precio de venta del 
petróleo y demás hidrocarburos.  Estos convenios no podrán pactarse por tiempo fijo, excepto en el 
caso del artículo 119° del Código, quedando tanto la Dirección General de Petróleo como el 
concesionario en libertad de denunciarlos en cualquier tiempo.  La denuncia no tendrá carácter 
retroactivo. 
 
Artículo 128°.-  Dentro de los quince días de recibida la relación a que se refiere el artículo 124° de 
este Reglamento, la Dirección General de Petróleo deberá aceptar o rechazar el precio propuesto por 
el concesionario como base para liquidar la regalía.  en este último caso, la Dirección General de 
Petróleo procurará dentro de los treinta días siguientes a la notificación del rechazo, establecerlo de 
común acuerdo con el concesionario, sobre cuya base aquella liquidará la regalía. 
 
A falta de avenimiento sobre las bases o métodos de calculación, la controversia se resolverá por un 
experto designado de común acuerdo entre la Dirección General de Petróleo y el concesionario, o 
por tres expertos, uno de los cuales será designado por la Dirección General de Petróleo, otro por el 
concesionario y el tercero por los dos expertos antes mencionados.  Si tampoco hubiera acuerdo 
entre ellos para la designación del tercero, su nombramiento se hará conforme a la última parte del 
artículo 19° del Código. 
 
Artículo 129°.-  Establecidas las bases para el cálculo de la regalía la Dirección General de Petróleo 
determinará el monto correspondiente y entregará al concesionario la liquidación respectiva. 
 







Artículo 130°.-  Para liquidar la regalía sobre gas natural se seguirá un procedimiento análogo al 
establecido en los artículos anteriores.  Si dicha regalía se percibiese en efectivo, el precio de venta 
del gas natural se determinará de acuerdo con las siguientes normas: 
 
a)  De efectuar el concesionario ventas de gas natural, la liquidación se basará sobre el precio 
realmente recibido en el campo de producción. 
 
b)  Cuando el gas natural sea tratado en plantas de gasolina natural o destinado a otros tratamientos 
industriales, se acordará conforme al artículo 119° del Código. 
 
Artículo 131°.-  Cuando la regalía del gas natural se perciba en especie, el Poder Ejecutivo podrá 
recibirla en el campo de producción o en alguna de las instalaciones adecuadas del concesionario, 
pagando en este último caso el costo del transporte.  La obligación de almacenar la participación del 
Estado no será extensiva al gas natural. 
 
Artículo 132°.-  El costo de transporte, a los efectos del artículo 118° del Código, se determinará 
conforme al artículo 111° de este Reglamento, con exclusión de su inciso e), y comprenderá los 
gastos de embarque, desembarque y seguro.  Si existieran tarifas de transporte, serán aplicadas 
preferentemente.  El almacenaje previsto en la última parte del artículo 118° del Código, se 
determinará de acuerdo con los principios del mismo artículo 111° sin exclusión de su inciso e). 
 
Artículo 133°.-  El impuesto que de acuerdo con el artículo 108° del Código, debe satisfacer el 
concesionario de transporte, se liquidará conforme a la reglamentación especial que oportunamente 
se dicte. 
 
Artículo 134°.-  Para el pago de las sumas previstas en el artículo 113° del Código, el concesionario 
presentará su declaración dentro de quince días de vencido el respectivo término.  Verificado el 
caso, la Dirección General de Petróleo liquidará dichas sumas dentro de los treinta días siguientes.  
Si el concesionario deseara subsanar la omisión a que alude el artículo 60° de este Reglamento, 
pagando la suma prevista al pedir la prórroga o al presentar los planos de la concesión, solicitará la 
liquidación suministrando todos los datos necesarios. 
 
Artículo 135°.-  El solicitante o concesionario que desee acogerse a la rebaja del artículo 120° del 
Código, podrá solicitarla, sea a tiempo del pedimento o dentro del período de exploración o 
explotación, siempre que no haya vencido el término fijado en dicho artículo 120°.  Al efecto 
presentará solicitud ante el Poder Ejecutivo, por conducto de la Dirección General de Petróleo. 
 
Artículo 136°.-  A los fines del artículo 121° del Código y una vez iniciada la extracción de 
hidrocarburos, los concesionarios de exploración y subsiguiente explotación o de explotación 
directa, presentarán dentro de los setenta y cinco días de fenecido el respectivo año gravable, que 
coincidirá con el año calendario, la declaración jurada de sus utilidades líquidas e imponibles, 
determinadas conforme a normas previstas en los artículos 122° a 127° inclusive y, en su caso, de 
los artículos 128° y 129° del Código y disposiciones correlativas de este Reglamento. 
 
Los impuestos establecidos en los artículos 106° y 128° del Código, se pagarán en la moneda en que 
se perciban las utilidades.  Si estas provienen de ventas efectuadas en diversas monedas extranjeras, 
el impuesto se pagará en cada una de estas monedas, en proporción al monto bruto de tales ingresos. 
 







Artículo 137°.-  En base a las declaraciones aludidas en el artículo anterior, y dentro de los quince 
días de presentadas, la Dirección General de Petróleo practicará la liquidación provisional del 
impuesto a que se refiere el artículo 106° del Código y, en su caso, del artículo 128° del mismo.  
Examinadas las declaraciones y dentro de los ciento ochenta días siguientes, formulará los reparos 
del caso y practicará la liquidación definitiva. 
 
Todo reparo se notificará al concesionario o a su representante legal.  Dentro de los treinta días de 
su notificación, estos manifestarán su conformidad o harán las aclaraciones pertinentes.  Dentro de 
los quince días de vencido el término anterior, la Dirección General de Petróleo resolverá lo que 
corresponda. 
 
Artículo 138°.-  Las deducciones previstas por el artículo 123° del Código comprenderán las 
reparaciones ordinarias, las patentes y demás impuestos y contribuciones pagados, siempre que no 
sean capitalizables conforme a lo previsto en los artículos 123°, 124° y 125° del mismo.  No 
comprenderán los impuestos a que se refieren los artículos 106° y 128° del Código, ni tampoco los 
aludidos en el artículo 124° del  mismo. 
 
En caso de pagarse la regalía en efectivo, su monto será considerado como costo de adquisición de 
los respectivos volúmenes de petróleo y demás hidrocarburos, y como tal deducible a los efectos del 
artículo 123° del Código.  La venta de dicho petróleo por el concesionario se considerará, a su vez, 
como ingreso para fines tributarios. 
 
Las reparaciones mayores que restablezcan la condición original de cualquier elemento del activo o 
lo mejoren, serán susceptibles de valorización, a los efectos de dicho artículo 123°. 
 
La deducción por agotamiento prevista por la última parte del citado artículo 123°, se aplicará sobre 
el valor bruto de la producción de petróleo, gas natural, asfalto natural y demás substancias 
extraídas y comercializadas, que, conforme a los artículos 104° y 120° del Código, correspondan al 
concesionario, una vez deducida la regalía o participación del Estado, conforme a estos artículos. 
 
No se permitirá que una misma deducción se haga más de una vez. 
 
Artículo 139°.-  Se aclaran los alcances del artículo 124° del Código, en sentido de que las multas o 
sanciones económicas, no se considerarán como costos de adquisición, no siendo tampoco 
deducibles para determinar la utilidad líquida imponible. 
 
Artículo 140°.-  Todos los gastos que deban capitalizarse, conforme a los artículos 123° a 125º del 
Código, se amortizará durante la vida probable, útil y económica de los respectivos rubros del 
activo, de manera que, en todo caso, al expirar el plazo de la concesión, el concesionario recupere la 
totalidad del capital invertido.  Para la amortización, el concesionario podrá utilizar cualquier 
procedimiento contable aceptado en la industria petrolera pudiendo hacer las amortizaciones 
mediante cuotas anuales iguales, en base de la unidad de producción o conforme a cualquier otro 
procedimiento usual en la industria petrolera. 
 
Artículo 141°.-  El sistema contable que adopte el concesionario, de acuerdo con el artículo 122° 
del Código y los artículos 138° y 141° de este Reglamento, deberá ser empleado permanentemente, 
de año en año, sin cambios de consideración, excepto cuando las circunstancias determinen la 
necesidad de hacerlo, lo que previamente deberá autorizarse por la Dirección General de Petróleo. 
 







Artículo 142°.-  A los efectos del límite de la deducción por agotamiento previsto en la última parte 
del artículo 123° del Código, se tomará como base la utilidad líquida de la gestión anual computada 
antes del traslado de las pérdidas netas de operación, provenientes de gestiones anteriores. 
 
Artículo 143°.-  A los efectos del artículo 123° del Código, se permitirá la deducción de los cargos 
para proveer reservas para gastos futuros normales y necesarios, tales como:  erogaciones que se 
originen en la legislación social o en los contratos de trabajo, jubilaciones y otros análogos; toda vez 
que la eventualidad de su empleo y su monto puedan ser razonablemente estimados.  Siempre que 
se les dé otro destino, deberán incluirse como ingresos. 
 
Cuando las reservas para gastos futuros requieran reajustes, los abonos y cargos correspondientes se 
considerarán como ingresos y gastos, respectivamente, de la gestión anual en que se realizaron los 
reajustes. 
 
De ocurrir cualquier gasto para el cual se hubiera hecho provisión, conforme a las normas que 
anteceden, dicho gasto podrá únicamente cargarse a la reserva destinada al efecto y en ningún caso 
considerarse como gasto deducible. 
 
Si el concesionario hiciera provisión de reservas para cubrir determinados riesgos, los cargos 
respectivos podrán también deducirse con sujeción a lo dispuesto en este artículo. 
 
Artículo 144°.-  En caso de cubrirse las pérdidas previstas en el artículo 123° del Código, por 
seguro u otra indemnización, el monto de este se considerará como ingreso en la gestión anual en 
que fue cobrado. 
 
Artículo 145°.-  En caso de nulidad, caducidad o renuncia total de concesiones, el saldo o esa época 
de gastos e inversiones capitalizados, después de haberse hecho los abonos correspondientes al 
valor de las maquinarias y equipos que el concesionario hubiera retirado de la concesión o vendido, 
deberá deducirse en el año de la nulidad, caducidad o renuncia.  si la renuncia fuera parcial, podrá 
mantenerse como inversión de la concesión original, caso en el que la amortización se hará en lo 
que reste del término de la respectiva concesión. 
 
Artículo 146°.-  El concesionario que contribuyera con dinero o servicios materiales o gastos 
realizados fuera de su concesión, en exploración o perforación de pozos a cambio de informaciones 
o participación en los productos o utilidades, podrá capitalizar su inversión o considerarla como 
gasto, conforme a lo previsto en la segunda parte del artículo 122° del Código. 
 
Artículo 147°.-  Cuando el concesionario celebre contratos con otro concesionario o persona capaz 
de adquirir concesiones para la exploración o explotación de una o más concesiones, contribuyendo 
los asociados en los gastos y participando en los productos o utilidades, la Dirección General de 
Petróleo podrá autorizar a los interesados que lo soliciten a considerar el área o áreas objeto del 
contrato como una sola unidad gravable.  En tal caso, el impuesto del artículo 106° del Código se 
impondrá sobre el íntegro de la utilidad gravable, que resulte de la aplicación de los artículos 122° 
al 127° del mismo, incluyendo la deducción por factor agotamiento.  Con la salvedad del impuesto 
adicional previsto en los artículos 128° y 129° del Código, la repartición de utilidades no estará 
sujeta a otros impuestos, por estar ya gravada con el establecido por su artículo 106°.  Los 
interesados podrán hacer la declaración prevista en el artículo 121° del Código, individualmente, 
con respecto al interés indiviso de cada uno, forma de proceder que no podrá alterarse sin previo 
permiso de la Dirección General de Petróleo. 







 
Artículo 148°.-  El factor agotamiento establecido por el artículo 123° del Código, no tendrá 
relación con el monto de los capitales invertidos, con el valor de los yacimientos descubiertos y por 
consiguiente no podrá contabilizarse como reserva, no teniendo otro límite en el tiempo que la 
duración de la concesión de explotación. 
 
Artículo 149°.-  Las pérdidas netas de operación previstas en el artículo 126° del Código, serán las 
resultantes de la aplicación de las disposiciones de los artículos 122° al 125° y el 127° del mismo y 
de los artículos correlativos de este Reglamento, sin considerar ni computar el factor agotamiento a 
que se refiere el artículo 123° del Código. 
 
Artículo 150°.-  El concesionario que opte por amortizar los capitales incorporados al país, 
conforme al artículo 127° del Código, lo comunicará por escrito a la Dirección General de Petróleo, 
antes de finalizar el año en que comenzó la explotación comercial, indicando el porcentaje de 
amortización anual escogido. 
 
En el período de amortización, el concesionario podrá capitalizar los nuevos gastos e inversiones 
conforme a los artículos 123° a 125° del Código y disposiciones correlativas de este Reglamento, o 
deducirlos como gastos. 
 
Artículo 151°.-  A los efectos de los artículos 128°, 129° y 136° del Código, los concesionarios de 
exploración, explotación, refinación y/o transporte, controlados por una misma persona o empresa, 
afiliados a ella, subsidiarios de otro concesionario o de la empresa de que este dependa, serán 
considerados como un solo contribuyente.  Presentarán en consecuencia una sola declaración para el 
pago del impuesto adicional. 
 
El Poder Ejecutivo podrá excluir alguno de esos contribuyentes, cuando lo considere justificado.  
Igual separación podrá hacer respecto a ingresos provenientes de empresas no controladas. 
 
Lo contribuyentes considerados como uno solo, para el impuesto adicional, deberán indicar a la 
Dirección General de Petróleo, a objeto de su aprobación, el nombre de la empresa que presentará la 
declaración y pagará el impuesto correspondiente al grupo. 
 
Se entenderá estar el concesionario así controlado, existir una subsidiaria o la situación de 
dependencia cuanto pertenezca a la persona, empresa o concesionario que ejerza el control o a la 
cual se halle en relación de dependencia o filiación, por lo menos el cuarenta y nueve por ciento de 
las acciones. 
 
Artículo 152°.-  Para el cómputo de la suma global a que se refieren los artículos 128° y 136° del 
Código, se tomarán en cuenta las patentes, regalía y todo otro impuesto o contribución pagado 
durante el respectivo año, aunque dichos montos deban capitalizarse, salvo los mencionados en la 
primera parte del artículo 124° del Código. 
 
Artículo 153°.-  A los efectos del artículo 120° del Código, estará en mora el concesionario que no 
pague el monto de las liquidaciones respectivas, dentro de diez días de haberlas recibido, salvo el 
caso previsto en la primera parte del artículo 161° de este Reglamento. 
 
Artículo 154°.-  La libre importación establecida en el artículo 132° del Código, comprende todos 
los materiales, maquinarias, equipos, todos ellos con accesorio y repuestos, herramientas, útiles, 







implementos y demás efectos para el desenvolvimiento de los trabajos de exploración, explotación, 
refinación, almacenaje y transporte del petróleo y demás hidrocarburos, salvo lo establecido en el 
cuarto párrafo del artículo 132° del Código y en la segunda parte del artículo 133° del mismo.  
Comprende, asimismo, la liberación de todo impuesto, cargo, recargo, sobrecargo, derechos 
aduaneros y cualquier otra clase de gravamen que incida directa o indirectamente sobre la 
importación, incluyendo los derechos consulares. 
 
Artículo 155°.-  El concesionario que proponga importar los elementos que precise, conforme al 
referido artículo 132° del Código, lo manifestará por escrito a la Dirección General de Petróleo, 
haciendo constar uso, destino y aduanas de internación y despacho.  Acompañará por triplicado las 
listas de los materiales, maquinarias, instrumentos, útiles y demás efectos, con designación de sus 
nombres técnicos y denominación arancelaria. 
 
Artículo 156°.-  Entre concesionarios podrán cederse y transferirse los efectos que hayan importado 
libremente, sin quedar sujetos al pago de ninguna contribución o gravamen, siempre que se empleen 
en la misma industria petrolera.  Si el adquirente no gozara de liberación de derechos por no ser 
concesionario, pagará los gravámenes consiguientes. 
 
Artículo 157°.-  En el caso de la primera parte del artículo 133° del Código y, cuando por haber 
transcurrido largo tiempo  por otra circunstancia, no pudiera obtenerse la lista original aludida en el 
artículo 155° de este Reglamento u otros documentos de identificación o no fuera posible relacionar 
los materiales con los de las listas existentes, el Ministerio de Hacienda, a pedido de la Dirección 
General de Petróleo, designará un perito para que, previo examen de las maquinarias, materiales, 
útiles y demás efectos, determine el monto de los respectivos impuestos y derechos aduaneros 
conforme al Arancel del ramo.  Para facilitar al perito el cumplimiento de su misión, el 
concesionario le suministrará todos los datos necesarios. 
 
Artículo 158°.-  Durante la vigencia de la concesión, el concesionario podrá importar todo el 
equipo, maquinaria, materiales, implementos y demás efectos destinados a sus operaciones y al 
sostenimiento y bienestar de sus trabajadores, sin necesidad de permiso de importación o 
autorización especial.  En caso de solicitar la liberación prevista por el artículo 132° del Código, 
cumplirá con lo establecido en el artículo 155° de este Reglamento y de no solicitarlo, dará 
únicamente cumplimiento a los requisitos ordinarios de importación. 
 
Artículo 159°.-  Para la refinación del petróleo y demás hidrocarburos, a objeto de mejorar la 
calidad de los productos y derivados refinados, el concesionario podrá importar conforme al artículo 
132° del Código y con goce de liberación, el petróleo crudo y derivados, materias primas y otros 
elementos que se empleen en la refinación. 
 
Artículo 160°.-  Sea que se trate de compañía constituida y creada en Bolivia o de sucursal de una 
compañía constituida y creada en el extranjero, que realice actividades propias de la industria 
petrolera, la remisión o transferencia de fondos al exterior, provenga o no de utilidades, no estará 
sujeta a impuesto alguno, de acuerdo a la exoneración establecida por el artículo 135º del Código. 
 
Artículo 161°.-  Los impuestos establecidos por los artículos 106° y 128° del Código, de cuya 
liquidación reclame el concesionario en la vía administrativa, no se harán efectivos mientras duren 
dichos trámites.  Para recurrir ante la Corte Suprema deberán previamente pagarse o afianzarse 
satisfactoriamente. 
 







Artículo 162°.-  Si la suma de las patentes, regalía y demás contribuciones o impuestos, excediera 
del cincuenta por ciento de la utilidad líquida, conforme al artículo 136° del Código, el excedente se 
imputará al pago de las primeras patentes, regalía y demás gravámenes que sean exigibles en el año 
o años siguientes, salvo convenio especial entre el Poder Ejecutivo y el concesionario, respecto a la 
imputación del exceso.  Esta situación no podrá prolongarse por un tiempo mayor de cinco años, 
debiendo el Estado al cumplimiento de dicho lapso devolver el excedente a solicitud del interesado. 
 
Artículo 163°.-  La utilidad líquida a que se refiere el artículo 136° del Código, será la que se 
determina a los efectos del artículo 106° del mismo y que se establece siguiendo las normas de los 
artículos 122° al 127° del Código y las disposiciones correlativas de este Reglamento. 
 
Artículo 164°.-  En la tramitación administrativa de concesiones petrolíferas y todas sus 
emergencias, se usará papel sellado de Cien Bolivianos, sin otro timbre que el de transacciones de 
Diez Mil Bolivianos, que se adherirá en el título ejecutorial del concesionario.  En actos judiciales y 
otros se estará a lo dispuesto en la Ley de Papel Sellado y Timbres. 
 
 
CAPITULO X 
 
DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES COMPLEMENTARIAS 
 
Artículo 165°.-  El concesionario gozará de la libre administración de los yacimientos de petróleo, 
gas natural, asfalto y demás hidrocarburos que descubra, sin otra limitación que la aconsejada por 
los principios técnicos y económicos de un buen desarrollo petrolífero.  El que realice actividades 
de refinación y/o transporte, gozará de igual libertad para administrar sus plantas y podrá usar los 
métodos de operación y producción que considere técnica y económicamente convenientes. 
 
Artículo 166°.-  El informe previsto en el inciso a) del artículo 139° del Código, deberá 
necesariamente contener una relación: 
 
a)  De las concesiones, con indicación de su clase, extensión, estado y ubicación y las concesiones 
adquiridas, traspasadas, renunciadas o caducas, así como de aquellas que hubieran pasado durante el 
año del período de exploración al de explotación. 
 
b)  De las operaciones de perforación efectuadas durante el año. 
 
c)  De las actividades de refinación y/o transporte realizadas durante el año. 
 
d)  De las patentes, regalía y demás contribuciones pagadas durante el año, con expresión de sus 
causas, concepto y monto y, de igual manera, con respecto a los mismos conceptos anteriores que 
fueran adeudados. 
 
e)  Del número de empleados y obreros en trabajo, su nacionalidad, condiciones de vida y la 
asistencia médica y educacional que se les presta. 
 
Artículo 167°.-  El concesionario deberá comunicar inmediatamente a la Dirección General de 
Petróleo de todo cambio de representante legal en Bolivia, acompañando testimonio de los nuevos 
poderes; de no hacerlo, se estará a lo dispuesto en la última parte del artículo 7° del Reglamento. 
 







Artículo 168°.-  Para determinar la parte de producción que, en su caso, el concesionario debe 
suministrar al mercado nacional, se considerará la producción total de petróleo crudo en el país, en 
relación al que produzca el concesionario, también en todo el país.  Al efecto, la regalía entregada 
en especie al Estado se excluirá de la producción de aquel. 
 
A falta de avenimiento sobre el precio del petróleo que debe suministrarse al mercado nacional, 
dicho precio se establecerá sobre las bases entonces vigentes para la determinación de la regalía del 
Estado en efectivo. 
 
Artículo 169°.-  Para los efectos del artículo 141° del Código, se considerarán como derivados del 
petróleo, exclusivamente, la gasolina, el kerosene, el petróleo diesel y el petróleo combustible. 
 
Artículo 170°.-  Para los mismos fines del artículo 141° del Código y dando aviso a la Dirección 
General de Petróleo, dos o más concesionarios podrán celebrar convenios pertinentes, sin afectar las 
cuotas con que deben contribuir los demás productores.  A falta de acuerdos, o si algunos 
productores no se adhiriesen a ellos, el Ministerio de Minas y Petróleo, respetando los convenios 
existentes, fijará las respectivas cuotas mediante Resolución Ministerial. 
 
Artículo 171°.-  La Resolución Ministerial a que se refiere el artículo anterior, de acuerdo con el 
141° del Código, fijará las cantidades de petróleo crudo y productos refinados que el concesionario 
debe suministrar para el consumo del país, por cada semestre calendario, basándose en la 
producción de petróleo crudo del semestre inmediatamente anterior.  La Resolución se notificará a 
los interesados con anticipación mínima de tres meses. 
 
Artículo 172°.-  La obligación de suministrar los derivados del petróleo para el consumo interno, 
no implicará para el concesionario la de establecer refinerías en el país, ni ampliar las existencias.  
Aquel podrá cumplir con el suministro mediante arreglos para la refinación de su petróleo crudo, 
adquiriendo los derivados en el país o importándolos, casos en los que podrá exportar las cantidades 
equivalentes de petróleo crudo.  Podrá cumplir esa obligación entregando las cuotas que le 
correspondan a una empresa refinadora o distribuidora establecida en el país o poniéndolas a 
disposición del Estado o de la entidad fiscal que éste designe, si él mismo no efectuara directamente 
la distribución y venta.  Se hará la entrega o se pondrá las cuotas a disposición, en el lugar en que el 
concesionario efectúe usualmente el embarque de sus productos, salvo convenio especial. 
 
Artículo 173°.-  Los concesionarios tendrán el derecho de producir y utilizar energía eléctrica para 
sus propios trabajos o el de los otros concesionarios. 
 
Artículo 174°.-  Cuando el concesionario precise derivar a sus trabajos las cantidades necesarias de 
aguas del dominio público, lo comunicará previamente a la Dirección General de Petróleo mediante 
escrito, acompañado de un croquis de la obra y pormenores concernientes; dicho escrito se tramitará 
conforme al artículo 15 de este Reglamento. 
 
Artículo 175°.-  Cuando el concesionario precise dotar a sus concesiones de los medios de 
comunicación referidos en el inciso d) del artículo 143° del Código o instalar los sistemas de 
transporte y demás obras de su inciso e), procederá conforme a las leyes y reglamentos pertinentes, 
y presentará solicitud al Poder Ejecutivo por conducto de la Dirección General de Petróleo, la que la 
transmitirá con el informe del caso al Ministerio competente.  El Ministerio del ramo se pronunciará 
en treinta días mediante Resolución Suprema. 
 







Artículo 176°.-  El Estado podrá usar de los medios de comunicación a que se refiere el inciso d) 
del artículo 143° del Código, dentro de las horas ordinarias de servicio y respetando las necesidades 
del concesionario, salvo convenio especial o caso de emergencia. 
 
Artículo 177°.-  De no llegar el concesionario al acuerdo directo previsto en el artículo 85° del 
Código, solicitará a la Dirección General de Petróleo la ocupación temporal, expropiación o 
establecimiento de servidumbre.  De la solicitud se correrá al traslado al propietario y se abrirá 
luego un término de treinta días para que las partes hagan valer sus derechos; cumplido dicho 
término, la Dirección General de Petróleo elevará lo obrado y el informe consiguiente ante el 
Ministerio de Minas y Petróleo.  El Poder Ejecutivo dictará la Resolución Suprema que corresponda 
en el término de treinta días.  Se observará igual procedimiento cuando se trate de terrenos 
pertenecientes a comunidades, en cuyo caso se notificará al representante legal de la comunidad. 
 
Artículo 178°.-  Si la solicitud de ocupación temporal o expropiación se refiriese a terrenos ya 
adjudicados para explotación minera, y no habiendo avenimiento de partes, el concesionario 
ocurrirá a la Dirección General de Petróleo y se imprimirá a su solicitud el trámite descrito en el 
artículo anterior.  Si se tratara de peticiones mineras sobre áreas anteladamente concedidas para 
explotación petrolera, se seguirá igual procedimiento.  En ambos casos se oirá la opinión del 
Director General de Petróleo y del Director General de Minas y se tomarán las medidas adecuadas a 
fin de evitar daños o causarlos en el menor grado posible. 
 
 
CAPITULO XI 
 
DE LOS TRABAJOS DE EXPLOTACION 
 
Artículo 179°.-  El concesionario de explotación presentará a la Dirección General de Petróleo 
durante el mes de enero de cada año, el programa de trabajos proyectados para dicho año, el cual 
tendrá un carácter simplemente informativo, pudiendo variarse según las circunstancias y 
requerimientos de las operaciones. 
 
Artículo 180°.-  Las maquinarias y en general cualquier clase de equipo utilizado por el 
concesionario en sus trabajos, deberán hallarse en condiciones de perfecto funcionamiento y de 
garantía para la salud e integridad física de los trabajadores. 
 
Artículo 181°.-  Los pozos no podrán situarse a distancias inferiores a las siguientes: 
 
a)  Cien metros, de los linderos de la concesión. 
 
b)  Sesenta metros, de otros pozos en perforación o producción cuando sean destinados a producir 
de un mismo estrato. 
 
c)  Cincuenta metros, de los talleres y calderos, incluidos los que formen parte del equipo de 
perforación. 
 
d)  Quince metros, de las líneas troncales o laterales de los oleoductos o gaseoductos. 
 
e)  Cien metros, de las casas destinadas a vivienda. 
 







Artículo 182°.-  Si por cualquier circunstancia necesitara reducir las distancias especificadas en el 
artículo anterior, el concesionario pedirá el correspondiente permiso a la Dirección General de 
Petróleo, precisando las razones que justifiquen su solicitud y acompañando en tres ejemplares los 
planos y otros datos necesarios.  La Dirección General de Petróleo podrá acceder a la solicitud 
siempre que se compruebe la necesidad de la reducción o no se opongan a ella razones técnicas o de 
interés público.  La Dirección General de Petróleo despachará la solicitud dentro de treinta días de 
presentada, con apelación ante el Ministerio de Minas y Petróleo.  El Poder Ejecutivo se 
pronunciará dentro de los quince días siguientes:  Haya o no alzada, una copia del expediente 
deberá archivarse en la Dirección General de Petróleo. 
 
En todo caso el concesionario responderá de cualquier daño o perjuicio proveniente de la reducción. 
 
Artículo 183°.-  Podrán reducirse las distancias del inciso a) del artículo 181° de este Reglamento, 
cuando los concesionarios colindantes celebren convenios de explotación con respecto a la faja de 
doscientos metros formada por las dos de cien metros de ambas concesiones contiguas.  Al efecto se 
presentará a la Dirección General de Petróleo un escrito acompañando copia legalizada del 
convenio.  Se devolverá al interesado la copia de su escrito con el respectivo cargo, bastando ello 
para que puedan iniciarse los trabajos en la citada foja. 
 
Artículo 184°.-  El concesionario que se proponga perforar un pozo, dará aviso escrito a la 
Dirección General de Petróleo, informando sobre: 
 
a)  La denominación del pozo y lugar en que será ubicado con relación a un vértice de la concesión 
o a otro pozo conocido; se adjuntará un croquis demostrativo. 
 
b)  Objeto, elevación aproximada y profundidad del pozo. 
 
c)  Programa de entubamiento y acabado. 
 
d)  Fecha aproximada de la iniciación de los trabajos. 
 
Presentado el aviso, el concesionario podrá iniciar sus trabajos de perforación, sin más trámite. 
 
Cuando el concesionario desee profundizar un pozo ya completo, lo comunicará de la misma 
manera, suministrando la información pertinente. 
 
Artículo 185°.-  Cuando un pozo sea abandonado por razones técnicas o por no haberse encontrado 
petróleo en cantidad comercial, el concesionario cuidará de que el abandono se haga en 
conformidad a la técnica petrolera. 
 
Artículo 186°.-  El concesionario llevará una relación exacta de los trabajos, incluyendo la 
profundidad, espesor y naturaleza de los estratos, así como las manifestaciones de agua, petróleo y 
gas, la misma que estará a disposición de la Dirección General de Petróleo. 
 
Artículo 187°.-  El concesionario deberá controlar la producción de gas y aprovechamiento o 
devolverlo al yacimiento, en cuanto esta segunda posibilidad sea económica y técnicamente 
factible.  Del gas húmedo que se produzca en cantidad comercial, extraerá la gasolina natural que 
contenga, siempre que la operación se justifique económicamente.  El exceso de gas que se 
desprenda de la formación y no pueda ser aprovechado ni devuelto al yacimiento, se quemará en 







mecheros apropiados.  Sólo se permitirá el escape directo a la atmósfera del gas proveniente de 
pozos de muy baja presión, en cuyo caso se usará tubos en posición vertical, de altura suficiente, 
para evitar el peligro de concentración en el aire. 
 
Artículo 188°.-  Para los efectos del artículo 145° del Código, no se considerará desperdicio aquello 
que solamente pueda evitarse por métodos y equipo de costo antieconómico. 
 
Artículo 189°.-  Cuando en un pozo por abandonarse se encontrare agua dulce, el Poder Ejecutivo 
podrá disponer que el concesionario realice los trabajos necesarios para que el pozo sea completado 
como productor de dicho elemento, en cuyo caso los trabajos se harán a costa del Estado. 
 
CAPITULO XII 
 
TRANSFERENCIA Y CESION 
 
Artículo 190°.-  Tanto las concesiones originales como las áreas seleccionadas para explotación 
podrán transferirse total o parcialmente. 
 
Toda transferencia, arrendamiento, hipoteca, contrato en sociedad o constitutivo de derechos reales, 
se otorgará por escritura pública, ante la Notaría de Petróleo o se protocolizará en ella si se 
extendiese en el exterior o fuera de la sede del Gobierno. 
 
Artículo 191°.-  La persona que desee transferir sus concesiones con la persona que desee 
adquirirlas, se presentarán a la Dirección General de Petróleo adjuntando a la solicitud de 
autorización, la minuta del contrato de transferencia, que expresará sus condiciones, términos y 
demás elementos. 
 
El cesionario declarará que es capaz de adquirir concesiones en conformidad con las leyes de la 
República y comprobará ante la Dirección General de Petróleo, su capacidad técnica y financiera, 
conforme a lo exigido en el Código y este Reglamento. 
 
Si el cesionario fuera persona jurídica, proporcionará todos los datos que la Dirección General de 
Petróleo requiera con respecto a sus estatutos, organización interna y convenios celebrados con 
otras empresas o Estados. 
 
Artículo 192°.-  Dentro de treinta días de presentada la solicitud, la Dirección General de Petróleo 
la elevará al Poder Ejecutivo con el informe pertinente.  El Poder Ejecutivo dictará Resolución 
Suprema autorizando o negando la transferencia y, en su caso, señalará el impuesto que deba 
pagarse conforme al artículo 109° del Código. 
 
Artículo 193°.-  La negativa del Poder Ejecutivo a autorizar la transferencia de una concesión, solo 
podrá fundarse en su inconveniencia para los intereses del país o en que el cesionario no reúne los 
requisitos legales y reglamentarios. 
 
Artículo 194°.-  En la minuta de transferencia deberá estipularse expresamente la obligación 
solidaria de las partes para el pago de las patentes, impuestos y demás contribuciones que se 
adeudaren a la fecha de la escritura de transferencia. 
 







Artículo 195°.-  Las transferencias por documento privado, las que no fueran autorizadas por el 
Poder Ejecutivo, que no se otorgaran o protocolizaran ante la Notaría de Petróleo, o que no se 
inscribieran en Derechos Reales, no surtirán efecto alguno con relación al Estado, ni a terceros. 
 
Artículo 196°.-  Por virtud de la transferencia quedan subrogados los derechos y obligaciones del 
transferente en favor del adquirente, salvo lo previsto en el artículo 194° de este Reglamento.  Sin 
perjuicio de ello, el contrato podrá acomodarse a todas las modalidades previstas en el Código Civil. 
 
Si se estipulara cláusula resolutoria, las partes deberán avisar a la Dirección General de Petróleo, 
dentro de quince días de producida la causa, que la concesión ha vuelto o está en vías de volver al 
patrimonio del transferente, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria establecida por el citado 
artículo 194°, por las sumas adeudadas a la fecha de la reversión. 
 
Artículo 197°.-  Para la cesión o transferencia de concesiones de empresas principales o 
subsidiarias o viceversa de subsidiarias o filiales entre sí; o de una compañía subsidiaria a otra del 
mismo carácter, será necesaria la autorización previa del Poder Ejecutivo, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 12° del Código y al procedimiento indicado en este Capítulo. 
 
Artículo 198°.-  El Notario de Petróleo estará obligado a remitir a la Dirección General de Petróleo 
dos testimonios de la escritura de transferencia, para su inscripción en el Registro de Concesiones 
Petroleras.  La inscripción se hará dentro de tercero día de recibidos los testimonios, debiendo la 
Dirección devolver uno de ellos al Notario con la constancia del registro, para que aquel se halle en 
condiciones de certificarlo. 
 
Artículo 199°.-  Cuando no se trate de transferencias, los concesionarios podrán celebrar entre sí o 
con terceros, toda clase de actos o contratos lícitos y necesarios para una exploración y explotación 
más conveniente de sus concesiones, siempre que se conserve la individualidad de cada una de las 
partes y no impliquen enajenación de derechos sobre la concesión.  Dichos contratos no precisarán 
de autorización, pero deberán comunicarse a la Dirección General de Petróleo dentro de quince días 
de celebrados, acompañando el respectivo testimonio o copia legalizada. 
 
Artículo 200°.-  El embargo de una concesión, sus instalaciones o productos por causa de ejecución 
u otros litigios, en ningún caso dará lugar a la suspensión de los trabajos.  El depositario que se 
designe se limitará a llevar cuenta exacta de la producción, ingresos y gastos de la empresa e 
impedir que se distraiga fondos y otros bienes en objetos extraños a la concesión. 
 
Los emolumentos del depositario serán de cuenta del litigante perdidoso y no excederán del dos por 
ciento de las utilidades. 
 
Artículo 201°.-  Antes de rematarse judicialmente una concesión, el ejecutante deberá pedir 
autorización al Poder Ejecutivo por conducto de la Dirección General de Petróleo; a su vez, los 
postores acreditarán ante dicha Dirección su capacidad jurídica, técnica y económica para adquirir 
la concesión.  El Poder Ejecutivo concederá o denegará la autorización dentro de treinta días de 
presentada la solicitud.  En el remate se procederá de acuerdo al derecho común. 
 
Rematada la concesión, el adjudicatario estará obligado a notificar su adquisición a la Dirección 
General de Petróleo, acompañando copia certificada del acta de remate. 
 
 







CAPITULO XIII 
 
DE LA REVERSION DE LAS CONCESIONES DE EXPLORACION Y EXPLOTACION 
 
Artículo 202°.-  Al renunciar total o parcialmente una concesión de exploración y subsiguiente 
explotación o de explotación directa, el concesionario tendrá el derecho de retirar de ella o de la 
parte que hubiera sido renunciada, toda la maquinaria, equipos y demás bienes movibles, así como 
todas las obras incorporadas provisionalmente para fines de exploración o los trabajos preliminares 
de explotación, salvo que por su naturaleza no pudieran removerse o retirarse sin causar daño a los 
yacimientos o a los estratos petrolíferos. 
 
Artículo 203°.-  A los efectos de la segunda parte del artículo 157° del Código, la incorporación al 
patrimonio del Estado de las obras establecidas especialmente para servir dos o más concesiones del 
mismo concesionario, tendrá lugar cuando revierta al Estado la última de las concesiones servidas 
por dichas obras. 
 
Artículo 204°.-  En caso de ejercer el Estado la opción prevista por la tercera parte del citado 
artículo 157° del Código, nombrará un perito tasador haciéndolo saber al concesionario, el que a su 
vez designará el suyo dentro de los quince días siguientes.  Los dos peritos podrán nombrar un 
dirimidor que, en caso de desacuerdo, se designará conforme a la última parte del artículo 19° del 
Código. 
 
Artículo 205°.-  Los peritos harán el inventario y tasarán los bienes que el Estado resuelva adquirir, 
teniendo en cuenta su costo original, costo de reposición, factores de depreciación física, que 
permitan establecer el valor equitativo de los bienes en el momento de tasarlos. 
 
Artículo 206°.-  Dentro de los sesenta días siguientes al justiprecio, el Estado deberá pagar al 
concesionario su importe en la misma moneda en que éste efectuó su adquisición.  De no hacerlo 
así, se entenderá que ha desistido de adquirir las obras e instalaciones, en cuyo caso el 
concesionario podrá libremente disponer de dichos bienes. 
 
CAPITULO XIV 
 
DE LAS MULTAS 
 
Artículo 207°.-  Las multas previstas por el artículo 144° del Código, se aplicarán por la Dirección 
General de Petróleo,  al efecto, esta Oficina notificará al concesionario o a su representante legal 
con la respectiva papeleta. 
 
Artículo 208°.-  El concesionario podrá reclamar la multa ante la propia Dirección General de 
Petróleo, en el término de cinco días y apelar ante el Ministerio de Minas y Petróleo, acompañando 
certificado de depósito de su importe en el Banco Central de Bolivia.  Dicha Secretaría resolverá el 
caso por simple Resolución Ministerial. 
 
Artículo 209°.-  Si el Ministerio levantase la multa, esta se devolverá al concesionario en el término 
de quince días. 
 
Artículo 210°.-  Ejecutoriada que sea la multa y en caso de no hacerse efectiva, procederá el 
apremio. 







 
ARTICULO XV 
 
DISPOSICIONES FINALES 
 
Artículo 211°.-  El presente Reglamento regirá desde su fecha. 
 
Artículo 212°.-  La recepción de solicitudes de acuerdo con el artículo 166° del Código, se hará a 
partir de las nueve horas (a.m.) del día veinticinco de febrero de mil novecientos cincuenta y seis.  
El plazo de treinta días previsto por el artículo 51° del Código, vencerá a las dieciocho horas (p.m.) 
del día veintiseis de marzo de mil novecientos cincuenta y seis. 
 
Artículo transitorio.-  Los depósitos a que se refieren los artículos 44° y 59° del Código tendrán el 
carácter de provisionales, mientras el Congreso Nacional no apruebe el Decreto Supremo N° 4210 
de 26 de octubre de 1955. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo, y Hacienda y Estadística, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinticuatro días del mes de enero 
de mil novecientos cincuenta y seis años. 
 


(Fdo.)  VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Mario Torrez C.- Alberto Mendieta A.- A. Cuadros 
Sánchez.- Federico Fortún S.- Angel Gómez G.- Gral. Gualberto Olmos.- Julio Ml. Aramayo.- F. 


Alvarez Plata.- Alcibiades Velarde.- Miguel Calderón. 
 


 








Decreto Supremo Nº 4345 
 


La Paz, 21 de marzo de 1956 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, el día 19 del mes en curso han presentado renuncia de sus altas funciones los señores 
Ministros de Estado y el Subsecretario de Prensa, Informaciones, y Cultura; 
 
Que son atendibles las razones en que se fundamentan  las mencionadas dimisiones; 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.-  Acéptase la renuncia formulada por !os ciudadanos Manuel Barrau Peláez, 
Federico Fortún Sanjinés, Gualberto Olmos,  Alberto Mendieta Alvarez,  Federico Alvarez Plata, 
Angel Gómez Garcia, Mario Torrez Calleja, Alcibiades Velarde Cronembold, Julio Manuel 
Aramayo, Miguel Calderón Lara, Ñuflo Chávez Ortíz y José Fellman Velarde, de los Ministerios de 
Relaciones Exteriores y Culto, Gobierno, Justicia e Inmigración, Defensa Nacional, Hacienda y 
Estadística, Educación, Obras Públicas y Comunicaciones, Minas y Petróleo, Agricultura, 
Ganadería y Riegos, Higiene y Salubridad, del Trabajo y Provisión Social, Asuntos Campesinos y 
de la Subsecretaria de Prensa, Informaciones y Cultura, respectivamente, agradeciéndoseles por los 
servicios prestados a la Nación. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiún días del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y seis años. 
 


(Fdo.) VICTOR  PAZ ESTENSSORO. 
 
Es conforme: (Fdo.) Manuel Frontaura Argandoña, Secretario General de la Presidencia de la 
República. 
 
 








Decreto Supremo Nº 4346 
 


La Paz, 21 de marzo de 1956 
 


VlCTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
Que por haber renunciado los señores Ministros de Estado y el Subsecretario de Prensa, 
Informaciones y Cultura, es necesario proceder a la organización del Poder Ejecutivo.   
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Desígnase Ministros de Estado y Subsecretario de Prensa, Informaciones y Cultura, a 
los siguientes ciudadanos: 
 
De Relaciones Exteriores y Culto, Manuel Barrau Peláez; de Gobierno, Justicia e Inmigración, 
Federico Fortún Sanjinés; de Defensa Nacional, General de Brigada Julio Prado Montaño; de 
Hacienda y Estadística, Alberto Mendieta  Alvarez; de Educación y Bellas Artes, Fernando Diez de 
Medina; de Obras Públicas y Comunicaciones, Angel Gómez García; de Agricultura, Ganadería y 
Riegos,  Alcibiades Velarde Cronembold; de Higiene y Salubridad, Julio Manuel Aramayo; de 
Economía Nacional, Alberto Arze Quiroga; de Minas y Petróleo, Severo Vargas; de Trabajo y 
Previsión Social, Abel Ayoroa; de Asuntos Campesinos, Alvaro Pérez del Castillo; Subsecretario de 
Prensa, Informaciones y Cultura, Marcial Tamayo. 
 
Artículo 2º.- Los señores Ministros nombrados, tomarán posesión de sus cargos a horas 18 y 30 del 
día veintiuno del corriente mes. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiún días del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y seis años. 
 


(Fdo,) VICTOR PAZ ESTENSSORO. 
 
Es conforme: (Fdo.) Manuel Frontaura Argandoña, Secretario General de la Presidencia de la 
República. 
 
 








Decreto Supremo Nº 4363 
 


La Paz, 5 de abril de 1956 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, el Decreto Supremo de 27 de diciembre de 1955, Nº 4277, en sus artículos 1º, 2º y 3º, fija las 
normas mediante las cuales Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos realiza a través del Banco 
Central de Bolivia las cobranzas de sus exportaciones de petróleo y derivados a los países vecinos; 
 
Que, como consecuencia del Decreto de 25 de febrero de 1956, sobre elevación de tarifas, fletes y 
salarios, los costos del petróleo y derivados han sufrido una elevación  procediendo modificación en 
los precios que fueron otorgados a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, con la Resolución 
Suprema No. 66717 de 12 de mayo de 1955. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Se  modifica las Resoluciones Supremas Nos. 66717 y 67506 de 12 de mayo y 25 de 
agosto de 1955, en sentido de que el Banco Central de Bolivia, pagará a Y.P.F.B. el valor de sus 
exportaciones que figuren en las facturas respectivas y la citada institución bancaria debitará las 
cantidades pagadas a la cuenta del respectivo país. Con dichos asientos contables, Y.P.F.B., 
terminará su ciclo de operación de exportaciones. 
 
Artículo 2º.- El Banco Central de Bolivia pagará a Y.P.F.B. por sus exportaciones de hidrocarburos 
a las Repúblicas del Brasil, Argentina, Chile y Paraguay a razón de Bs. 1060.- por dólar; sobre el 
tipo de cambio oficial, a partir del 25 de febrero de 1956. 
 
Artículo 3º.- Los pagos que de acuerdo al Art. 2º del presente Decreto, efectúe el Banco central de 
Bolivia a Y.P.F.B. por sus exportaciones de hidrocarburos, le serán reembolsados por el Ministerio 
de Economía Nacional, de acuerdo al Decreto Supremo de 28 de marzo del presente año, con el 
producto íntegro de los recargos CIF. De las importaciones que realice el comercio y la industria a 
través de los diferentes convenios c/ los países anteriormente citados. 
 
Artículo 4º.- Para todas las importaciones que Y.P.F.B. realice  directamente a través de los 
diferentes Convenios, el Banco Central de Bolivia cargará a la citada entidad los mismos precios 
que de acuerdo al presente Decreto le son otorgados por sus exportaciones de petróleo y derivados. 
 
Artículo 5º.-  Al término de estas operaciones si quedara un saldo acreedor en la cuenta de 
referencia, este será revertido por el Banco Central de Bolivia  al Tesoro General de la Nación.  Si 
por el contrario el saldo de la cuenta fuera deudor, el Banco Central de Bolivia, a través del 
Ministerio de Hacienda deberá obtener la suma equivalente con cargo a Obligaciones del Estado. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda y Estadística, Minas y Petróleo, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 







Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los cinco días del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y seis años. 
 


(Fdo.)  VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Alberto Mendieta A.-  Severo Vargas. 
 








Decreto Supremo N° 4403  
 


La Paz, 21 de mayo de 1956 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos ha cumplido plenamente la primera etapa del plan 
de política petrolera del Gobierno de la Revolución Nacional, con el abastecimiento del mercado 
interno, habiendo iniciado, además, exportaciones en pequeña escala a los países vecinos;  
 
Que la segunda etapa del mencionado plan de expansión de la industria petrolera tiene por objeto la 
exportación en vasta escala, a fin de una nueva fuente de divisas, para equilibrar nuestra balanza de 
pagos y a la vez contar con recursos en moneda extranjera que permitan acelerar el plan de 
desarrollo y diversificación de nuestra economía; 
 
Que, para explotar petróleo en grandes volúmenes y a corto plazo, se requiere de considerables 
inversiones iniciales, para el tendido de oleoductos de mayor capacidad desde los yacimientos 
productores hasta puertos marítimos a fin de alcanzar el mercado mundial así como, para la 
perforación de pozos de exploración y de explotación que aumenten extraordinariamente los 
actuales rendimientos, además de la determinación de reservas que justifiquen, desde el punto de 
vista financiero, la construcción de oleoductos de tal magnitud; 
 
Que como consecuencia del sistema de explotación de los recursos minerales del país, así como del 
régimen feudal agrario, antes vigentes, Bolivia no ha podido acumular los capitales que permitan 
emprender una obra de esas proporciones, lo cual hace necesario recurrir tanto a créditos como a 
inversiones del extranjero; 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que en el contrato que suscribió Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos con la Empresa 
Williams Brothers Sudamericana Limitada, para la construcción del oleoducto Cochabamba – 
Oruro - La Paz, se contempló un sistema de financiación del costo de mano de obra de un oleoducto 
desde Sicasica hasta el puerto de Arica, cuyos estudios habían sido encomendados a la misma firma 
de ingenieros; 
 
Que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos ha realizado negociaciones con la Bolivian Gulf 
Oil Company conducentes a obtener un crédito de cinco millones de dólares moneda americana, con 
cuya base se podrá llevar a cabo la construcción del oleoducto Sicasica-Arica, al contarse también 
con créditos de la empresa constructora Wlliams Brothers Sudamericana Limitada y la adquisición 
de tubería mediante el sistema de pagos diferidos, cubriéndose así el costo total de la obra, estimado 
en once millones de dólares para una exportación inicial de seis mil barriles diarios; 
 
Que a fin de que el petróleo juegue un papel decisivo en nuestra economía, significando un monto 
equivalente a las exportaciones de estaño, como fuente de divisas, es indispensable alcanzar una 
exportación mínima de cincuenta mil barriles diarios, lo que a su vez hace necesario construir un 







oleoducto de diámetro mayor, que vaya directamente desde Camiri hasta Sicasica y cuyo costo se 
calcula en treinta y cinco millones de dólares; 
 
Que por no disponer Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos del capital en moneda extranjera 
que se requiere para llevar a cabo, por sí solo y a breve plazo, esas obras de gran magnitud, ha 
negociado, al amparo de la facultad que le confiere el artículo 161° del Código del Petróleo de 26 
de octubre de 1955, un contrato de Operación con la Bolivian Gulf Oil Company, para explorar y 
explotar determinada área dentro de la zona que le ha sido asignada por el artículo 20° del mismo 
Código, habiendo convenido, asimismo, una opción para financiar, en una segunda etapa, el 
oleoducto Camiri-Sicasica; 
 
Que es procedente conceder la autorización previa del Poder Ejecutivo que requiere Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos, de conformidad al antes citado artículo 161° del Código del 
Petróleo, ya que los términos acordados con la Bolivian Gulf Oil Company resguardan debidamente 
los intereses nacionales; 
 
En Consejo de Ministros y con cargo de aprobación legislativa, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1°.-  Autorízase a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos a celebrar con la Bolivian 
Oil Company, Sociedad Anónima organizada en el Estado de Delaware, de los Estados Unidos de 
América y dependiente de la Gulf Oil Corporation, un contrato de operación, de acuerdo a las 
siguientes bases: 
 
a)  Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos autorizará a Bolivian Gulf Oil Company para 
realizar trabajos de exploración dentro de la “Zona Y.P.F.B.”, a que se refiere el artículo 20° del 
Código del Petróleo, en la extensión de un millón quinientas mil hectáreas (1.500.000 hs.), 
superficie que de acuerdo al croquis que formará parte del Contrato respectivo, tendrá los límites 
siguientes: 
 
Partiendo de la intersección del meridiano 62°00’00” de longitud Oeste de Geenwich con el 
paralelo 20°00’00” de latitud sur, siguiendo por el meridiano mencionado hacia el Norte hasta la 
latitud 19°37’30”; siguiendo por este paralelo hacia el Oeste hasta alcanzar la longitud de 
62°07’30”; siguiendo por este meridiano hacia el Norte hasta alcanzar la latitud de 19°22’30”;  
siguiendo por este paralelo hacia el Oeste hasta alcanzar la longitud 62°15’00” ; siguiendo por este 
meridiano hacia el Norte hasta alcanzar la latitud 19°07’30”; siguiendo por este paralelo hacia el 
Oeste hasta alcanzar la longitud 62°22’30”; siguiendo por este meridiano hacia el Norte hasta 
alcanzar la latitud de 19°00’00”.  Por este paralelo hacia el Oeste hasta su intersección con el límite 
oriental de la Comisión Mixta Petrolera Boliviana-Brasileña; siguiendo por este límite hacia el Sud 
Sudeste hasta alcanzar la margen Sur del río Parapetí, siguiendo por la misma margen de este río 
Parapetí hacia el Oeste Suroeste, hasta alcanzar la longitud de la localidad de Huateovi, que se 
encuentra en la margen norte del río Parapetí, según figura en el mapa escala 1:1.000.000 del año 
1934, edición compilada por la Comisión Cartográfica del Ministerio de Guerra y Colonización.  
Desde este punto y siguiendo el meridiano alcanzado, directamente hacia el Sur, hasta alcanzar la 
latitud de la pequeña localidad denominada Camatindi, que se encuentra a unos doce kilómetros al 
Norte de la localidad de Boyuibe, según el mapa mencionado anteriormente.  Alcanzada la latitud 
de Camatindi, el límite sigue directamente hacia el Este hasta alcanzar la localidad de Camatindi.  
Desde este punto en línea recta hasta alcanzar el eje de la vía del Ferrocarril en el eje de la estación 







Boyuiba.  Desde este punto y siguiendo el eje de la vía del ferrocarril hacia el Sur hasta alcanzar la 
latitud de la Quebrada Ibamirante, (que se encuentra entre las localidades de Carandaití y 
Mandeyapecua) en el punto de dicha Quebrada corta el eje superficial del anticlinal allí presente.  
Alcanzada dicha latitud, siguiendo al Este hasta alcanzar el Meridiano 63°00’00” de longitud; 
siguiendo por este meridiano hacia el Norte hasta alcanzar el paralelo de 20°30’00”; siguiendo por 
este paralelo hacia el Este por una distancia de 41 kilómetros.  Alcanzado este punto, directamente 
al Norte hasta alcanzar el paralelo 20°00’00”, desde este punto directamente al Este por el mismo 
paralelo hasta alcanzar la intersección de este paralelo con el meridiano 62°00’00”, cerrando de esta 
manera el circuito. 
 
b)  La Bolivian Gulf Oil Company tendrá derecho exclusivo para explorar dicha área, salvo las 
exploraciones que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos necesite hacer dentro de la misma 
superficie. 
 
c)  La Bolivian Gulf Oil Company iniciará los trabajos de exploración en un término máximo de 
seis meses computables desde la vigencia del Contrato, obligándose a invertir en dichos trabajo, el 
mínimo de OCHENTA CENTAVOS ($us 0.80) moneda de los Estados Unidos de América, anuales 
por hectárea, pudiendo para la estimación de dichas inversiones promediar el total de las que realice 
en el período de exploración.  El incumplimiento de la inversión mínima al finalizar los cuatro años 
del período de exploración, obligará a la Bolivian Gulf Company a pagar al Estado, en dólares 
americanos, la diferencia que hubiera dejado de invertir con relación al monto total de la inversión 
obligatoria.  Si la Bolivian Gulf Oil Company no cumpliese con este pago en el término de treinta 
días desde que fuese requerida por carta, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, podrá 
rescindir el Contrato de pleno derecho y sin necesidad de formalidad alguna, judicial ni 
extrajudicial. 
 
d)  Del área de un millón quinientas mil hectáreas (1.500.00 hs.) para exploración, la Bolivian Gulf 
Oil Company seleccionará para explotación un máximo de cuatrocientas cincuenta mil hectáreas  
(450.000 hs.) pudiendo hacerlo en cuatro bloques o áreas parciales, que sumados en total no 
excedan de dicho máximo de cuatrocientas cincuenta mil hectáreas. 
 
e)  En dicha área, la Bolivian Gulf Oil Company tendrá el derecho exclusivo de explotar, almacenar 
y transportar los hidrocarburos que encuentre dentro de las áreas seleccionadas de acuerdo a las 
normas aplicables por analogía establecidas por el Código del Petróleo, que no sean contrarias a las 
estipulaciones del Contrato.  Asimismo, podrá refinar los hidrocarburos en las condiciones 
establecidas por el artículo 99° del Código del Petróleo.  Podrá también la Bolivian Gulf Oil 
Company, en cualquier tiempo, acogerse a la facultad establecida por el artículo 89° del Código del 
Petróleo, en cuyo caso, el aviso a que se refiere dicho artículo deberá hacerse por la Bolivian Gulf 
Oil Company a Yacimientos Petrolíferos Fiscales mediante carta. 
 
f)  La Bolivian Gulf Oil Company gozará de autonomía para realizar sus trabajos de exploración y 
explotación, siendo todo costo de su exclusiva cuenta, obligándose a desarrollar los yacimientos 
comercialmente explotables que descubra, con la debida diligencia, empleando todos los recursos 
necesarios y siguiendo las mejores prácticas de eficiencia y la más avanzada técnica petrolera 
adoptada internacionalmente.  A tal efecto, la Bolivian Gulf Oil Company se obligará a perforar 
dentro de los primeros cinco años después de la selección de las área o bloques, un mínimo de cinco 
mil metros en uno o más pozos, por cada cien mil hectáreas y, durante los seis años siguientes, a 
perforar un mínimo de diez mil metros en dos o más pozos por cada veinte mil hectáreas o fracción. 
 







Si la Bolivian Gulf Oil Company no llevara a cabo dichas perforaciones, podrá satisfacer esta 
obligación pagando la cantidad de veinte dólares ($US 20.-) moneda de los Estados Unidos de 
América, por cada metro no perforado durante los primeros cinco años y treinta dólares ($US 30.-) 
moneda de los Estados Unidos de América por cada metro no perforado durante los seis años 
siguientes. 
 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos podrá destacar sus Ingenieros para verificar el 
cumplimiento por parte de la Bolivian Gulf Oil Company de las anteriores obligaciones. 
 
g)  Con aviso previo de noventa días a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, la Bolivian 
Gulf Oil Company tendrá el derecho de rescindir el contrato en cualquier tiempo, pagando al Estado 
la diferencia entre lo gastado en exploración a tiempo de rescindir el contrato y los OCHENTA 
CENTAVOS, moneda de los Estados Unidos de América, por año y por hectárea antes citados.  Si 
la Bolivian Gulf Oil Company, hubiera gastado una suma mayor a dicha cantidad, tales gastos serán 
de su exclusiva cuenta y riesgo. 
 
h)  La Bolivian Gulf Oil Company pagará al Estado Boliviano una regalía del once por ciento sobre 
la producción de petróleo crudo, gas natural, asfalto natural y demás hidrocarburos extraídos y 
aprovechados por ella.  Dicho once por ciento se entregará al Estado en especie, en boca de pozo o 
si aquel lo requiere, en las condiciones establecidas por el Artículo 118 del Código del Petróleo,  
Además la Bolivian Gulf Oil Company pagará al Estado Boliviano un impuesto único equivalente 
al diecinueve por ciento del valor de la producción total en boca de pozo. 
 
En caso de que el Estado optara por percibir dicho impuesto en especie y no en dinero, se hará 
efectivo mediante la entrega del diez y nueve por ciento de la producción total, en boca de pozo, y 
en iguales condiciones a las arriba establecidas para la regalía del once por ciento.  El impuesto 
único del diecinueve por ciento se pagará en sustitución del Impuesto sobre Utilidades Comerciales 
e Industriales creado por Ley de 3 de mayo de 1928 y modificado por los Decretos Supremos de 20 
de julio de 1936 y de 16 de enero de 1953, y en lugar de todo otro impuesto sobre utilidades o 
rentas generalmente aplicables, creado o por crearse. 
 
i)  La Bolivian Gulf Oil Company no pagará ninguna otra regalía, patente, depósito de garantía, 
impuesto, contribución o gravamen, creado o por crearse, cualquiera sea su carácter o 
denominación, ya sea nacional, departamental, municipal o universitario, como consecuencia de sus 
actividades emergentes del cumplimiento del Contrato de Operación, salvo lo dispuesto en el último 
Párrafo del Artículo 132º del Código del Petróleo. 
 
j)  Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos y la Bolivian Gulf Oil Company intercambiarán 
obligatoria y gratuitamente los estudios realizados y los que realizaren, así como toda otra 
información técnica, relativa a la exploración y/o explotación en la zona, materia del contrato. 
 
k)  La Bolivian Gulf Oil Company, gozará por analogía de los derechos especificados por los 
artículos 83°, 131°, 132° y 134° del Código del Petróleo y 154°, 156°, 158° y 159° del Reglamento.  
Asimismo la Bolivian Gulf Oil Company como los terceros dependientes de ella, que vengan a 
Bolivia a realizar trabajos especiales relacionados con el Contrato, gozarán de liberación de 
impuestos de importación y libre reexportación para todas las maquinarias, equipos de perforación y 
demás implementos legalmente previstos. 
 







l)  La Bolivian Gulf Oil Company representará al Estado Boliviano en la exportación del petróleo 
crudo y sus derivados que como emergencia del Contrato de Operación le pertenezcan. 
 
m)  La Bolivian Gulf Oil Company podrá ocupar gratuitamente, para sus obras y trabajos, los 
terrenos sobre los cuales Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, tiene derecho de propiedad y 
ocupación, siempre que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos no los necesite para sus 
propias obras y trabajos. 
 
Las ocupaciones temporales, expropiaciones y servidumbres que la Bolivian Gulf Oil Company, por 
intermedio de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, necesite imponer sobre la propiedad 
privada de terceros para la construcción de oleoductos y otros trabajos y obras que se aparten de la 
ruta o lugares ocupados por Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, serán pagados por la 
Compañía.  Podrá también la Bolivian Gulf Oil Company, a su costo y por intermedio de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, ejercer todos los derechos estipulados en el artículo 
143° del Código del Petróleo. 
 
n)  La Bolivian Gulf Oil Company quedará expresamente prohibida de transferir parcial o 
totalmente el contrato de Operación sin previo acuerdo con Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos, ratificado por el Gobierno de Bolivia; cualquier transferencia que contravenga esa 
disposición será nula de pleno derecho y no surtirá efecto jurídico alguno.  La Bolivian Gulf Oil 
Company se somete expresamente a las leyes y tribunales bolivianos, renunciando a toda 
reclamación diplomática sobre cualquier controversia emergente de la ejecución de este Contrato de 
Operación. 
 
ñ)  Toda duda o controversia sobre aplicación o cumplimiento de las cláusulas del Contrato de 
Operación se procurará resolver de común acuerdo entre Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos y la Bolivian Gulf Oil Company; a falta de avenimiento entre las partes, se someterá al 
fallo de la Corte Suprema de Justicia de Bolivia, en única instancia. 
 
Si las dudas o controversias que se suscitaren fueran de carácter técnico, en caso de no resolverse 
amigablemente por las partes, se someterán al juicio de peritos, debiendo cada una de las partes 
designar al suyo; si éstos no llegaran a un acuerdo, las partes designarán un perito dirimidor cuyo 
fallo será inapelable.  A falta de avenimiento en la designación del perito dirimidor, éste será 
nombrado por el Presidente de la Rama del Petróleo del Instituto Americano de Ingenieros de Minas 
y Metalurgistas (AIME). 
 
o)  A falta de disposición expresa en este Decreto, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, 
aplicará por analogía las disposiciones del Código del Petróleo que sean pertinentes. 
 
p)  La duración del contrato de Operación será de cuarenta años, computables a partir del día en que 
entre en vigencia. 
 
Si conviniere a los intereses nacionales, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, con 
autorización del Poder Ejecutivo, podrá renovar el Contrato a su finalización, por un nuevo período 
cuya duración se convendrá entre las partes.  La Bolivian Gulf Oil Company será preferida a otros 
proponentes en igualdad de condiciones. 
 
Artículo 2°.-  Autorízase igualmente a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos a suscribir con 
Bolivian Gulf Oil Company un contrato de Préstamo por cinco millones de dólares, moneda 







americana, para la construcción del oleoducto Sicasica-Arica, reembolsable en cuotas fijas que 
comprendan la amortización del capital y los intereses pagaderos en dólares o en petróleo. 
 
Artículo 3°.-  El capital con sus intereses se amortizará aproximadamente en el término de ocho 
años, comenzando el pago de las respectivas cuotas después del primer trimestre de entrar en 
operación el oleoducto Sicasica-Arica. 
 
Artículo 4°.-  Se autoriza al Banco Central de Bolivia para avalar o garantizar los documentos de 
obligación que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos emita en favor de Bolivian Gulf Oil 
Company, para el pago de las referidas cuotas fijas. 
 
Artículo 5°.-  Autorízase a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos conceder a Bolivian Gulf 
Oil Company la opción para financiar, en una segunda etapa y en igualdad de condiciones con 
terceros, la construcción del oleoducto Camiri-Sicasica con un costo estimado en Treinticinco 
Millones de dólares y una capacidad de 50.000 barriles diarios. 
 
Artículo 6°.- Los contratos de operación y de financiación a que se refiere el presente Decreto 
entrarán en vigencia cuando se cumplan las siguientes formalidades que los condicionan: 
 
a)  Aprobación por el Congreso Nacional del Código del Petróleo de 26 de Octubre de 1955; 
 
b) Aprobación por el Congreso del presente Decreto Supremo; 
 
c)  Perfeccionamiento de los acuerdos suscritos entre Bolivia y Chile para la construcción de uno o 
más oleoductos de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos a la costa del Pacífico. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Derechos de Minas y Petróleo y Hacienda y Estadística, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiún días del mes de Mayo de 
mil novecientos cincuenta y seis años. 
 
(Fdo.)  VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Severo Vargas.-- Alberto Medieta A.-- Manuel Barrau P.-- 
F. Diez de Medina.--  Gral. Julio Prado M.--  Angel Gómez García.--  Julio Ml. Aramayo.-- A. Arze 


Quiroga.-- A. Pérez del Castillo.-- Alcibiades Velarde.-- Abel Ayoroa. 
 


 








Decreto Supremo N° 4459  
 


La Paz, 20 de julio de 1956 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por Decreto Supremo N° 3806 de 12 de agosto de mil novecientos cincuenta y cuatro años se 
prorrogan los efectos de la Ley de 5 de diciembre de 1941, Decreto Supremo N° 3461 de 28 de julio 
de 1953, hasta el 30 de junio de 1956, en favor de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos. 
 
Que, a la fecha, subsisten los fundamentos que determinaron la necesidad de dictar el Decreto 
Supremo N° 3806 de 12 de agosto de 1954. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.-  Prorrógase los efectos del Decreto Supremo N° 3806 de 12 de agosto de 1954, en 
sus artículos 1° y 2°, hasta el 31 de diciembre del presente año. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda, Economía Nacional y Minas y 
Petróleo, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de julio de mil 
novecientos cincuenta y seis años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.-  Alberto Mendieta A.- A. Arze Quiroga.- Severo Vargas.- 


Manuel Barrau P.- F. Diez de Medina.- Carlos Tovar.- Alcibiades Velarde.-  Abel Ayoroa. 
 


 








Decreto Supremo N° 4467  
 


La Paz, 4 de agosto de 1956 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos ha suscrito en 23 de Mayo de 1956 un contrato de 
operación con Bolivian Gulf Oil Company, en el área que le tiene asignada el Código del Petróleo y 
dentro de las facultades que le confiere el artículo 161 del mismo; 
 
Que dicho contrato estipula en su cláusula séptima, que Bolivian Gulf Oil Company pagará al 
Estado, una regalía del 11% sobre la producción de petróleo crudo y demás hidrocarburos extraídos 
y un impuesto adicional único del 19% sobre la misma producción bruta. 
 
Que al propio tiempo de facilitar la inversión de capitales privados en la industria del petróleo, es 
necesario establecer condiciones para que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos pueda 
desarrollar sus actividades en forma ascendente, dotándola de los recursos financieros que requiere. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1°.-  Del impuesto único del 19% sobre el valor de la producción total en boca de pozo 
que la Bolivian Gulf Oil Company debe pagar al Estado Boliviano de acuerdo al inciso h) del 
artículo 1° del Decreto Supremo N° 4403 de 21 de mayo de 1956, se destina el 10% a Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos, debiendo la Bolivian Gulf Oil Company pagar el 9% restante en la 
forma prescrita por el citado Decreto Supremo  N° 4403 de 21 de Mayo de 1956 y la cláusula 
séptima del Contrato de Operación suscrito entre la entidad petrolera fiscal y la mencionada 
compañía en fecha 24 de mayo de 1956. 
 
Artículo 2°.-  Las sumas que perciba Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos en virtud de lo 
dispuesto por el artículo anterior, irán a incrementar su capital. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo y Hacienda y Estadística, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los cuatro días del mes de Agosto de 
mil novecientos cincuenta y seis años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Severo Vargas.- Alberto Mendieta A.-Manuel Barrau P.- 
Gral. Julio Prado M.- F. Diez de Medina.-  Julio Ml. Aramayo.- A. Arze Quiroga.- Alcibiades 


Velarde.-  Abel Ayoroa. 
 


 








Decreto Supremo N° 4472  
 


La Paz, 6 de agosto de 1956 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por haberse iniciado en la fecha un nuevo período Constitucional, se hace necesario proceder a 
la organización del Poder Ejecutivo. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1°.-  Desígnase Ministros de Estado a los siguientes ciudadanos: 
 
MANUEL BARRAU PELAEZ,  de Relaciones Exteriores  y Culto; 
ARTURO FORTUN SANJINES,  de Gobierno, Justicia e Inmigración; 
HUGO MORENO CORDOVA, de Hacienda y Estadística; 
GENERAL JULIO PRADO MONTAÑO, de Defensa Nacional; 
FERNANDO DIEZ DE MEDINA, de Educación y Bellas Artes; 
CARLOS MORALES GUILLEN, de Economía Nacional; 
CARLOS F. TOVAR BALDIVIESO, de Obras Públicas y Comunicaciones; 
ABEL AYOROA ARGANDOÑA, de Trabajo y Previsión Social; 
JOSE CUADROS QUIROGA,  de Agricultura, Ganadería y Colonización; 
JULIO MANUEL ARAMAYO, de Higiene y Salubridad; 
JORGE TAMAYO,  de Minas y Petróleo; 
ALVARO PEREZ DEL CASTILLO, de Asuntos Campesinos; 
MANUEL FRONTAURA ARDANDOÑA, Strio. Gral. de la Presidencia; 
MARCIAL TAMAYO, Sub-Strio. de Prensa, Informaciones y Cultura. 
 
Artículo 2°.- Se señala el día de hoy, a horas 19, para el juramento y posesión de los señores 
Ministros nombrados. 
 
El señor Secretario General de la Presidencia de la República, queda encargado de la ejecución y 
cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de gobierno de la ciudad de La Paz, a los seis días del mes de Agosto de mil 
novecientos cincuenta y seis años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO. 
 
Es Conforme: (Fdo.) Manuel Frontaura Argandoña, Secretario General de la Presidencia de la 
República. 
 
 








Decreto Supremo N° 4494  
 


La Paz, 10 de septiembre de 1956 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo V del Convenio Comercial suscrito entre Bolivia y el Brasil el 24 de diciembre de 
1953, ha creado una Comisión Mixta Permanente con sede en La Paz, compuesta por representantes 
de cada uno de los dos Gobiernos, encargada de estudiar el fomento del intercambio comercial 
boliviano-brasileño, de informarse periódicamente sobre la ejecución del Convenio y de proponer la 
renovación o ampliación de las mercaderías consignadas en las listas anexas a dicho instrumento 
internacional. 
 
Que la Embajada de los Estados Unidos del Brasil mediante nota dirigida al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, fechada el 15 del presente mes en curso, ha informado la nómina de la 
Delegación brasileña integrante de dicha Comisión Mixta. 
 
Que la Comisión Mixta Comercial boliviano brasileña se reunirá en La Paz en la segunda quincena 
del mes de septiembre próximo, debiendo ser nombrada la Delegación Boliviana integrante de 
aquella. 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.-  La Delegación boliviana integrante de la Comisión Mixta Comercial boliviano-
brasileña estará constituida por las siguientes personas: 
 
Presidente:  Eduardo Arze Quiroga 
 
Miembros:  Gustavo Sánchez Cronembold 
   Javier Santivañez 
   Ing. Miguel Gisbert 
   Gral. de Brigada René Gonzáles T. 
   Ing. Eduardo Hinojosa 
   José Morales Guillén 
   Luis Reyes 
   Alfredo Alvarez 
   Walter Aramayo 
   Jorge Soriano 
   Jorge Rivero Vargas 
   Max Torrico del Castillo 
   Humberto del Villar 
 
Secretario:  Hugo López 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Relaciones Exteriores queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 







 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los diez días del mes de septiembre de 
mil novecientos y cincuenta y seis años. 
 
(Fdo.)  HERNAN SILES ZUAZO.- Manuel Barrau P. 








Decreto Supremo N° 4526  
 


La Paz, 15 de noviembre de 1956 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, en fecha 21 de mayo de 1956, con autorización 
del Supremo Gobierno, mediante Decreto Supremo número 4403, ha suscrito con la Bolivian Gulf 
Oil Company, Sociedad Anónima organizada en el Estado de Delaware, de los Estados Unidos de 
Norte América, los contratos de Operación, Financiación y el Convenio de Préstamo anexo a este 
último, de acuerdo a bases establecidas en el indicado Decreto Supremo; 
 
Que es conveniente a los intereses nacionales la modificación de algunas cláusulas de los contratos 
suscritos entre Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos y la Bolivian Gulf Oil Company, en 
cuanto a la salida de los hidrocarburos bolivianos al mercado internacional; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1°.-  Se modifican las bases especificadas en el artículo 1° del Decreto Supremo 4403, de 
21 de mayo de 1956, en la siguiente forma: 
 
a)  Los incisos c), d) y p) del artículo 1° del mencionado Decreto Supremo, como sigue: 
 
El plazo obligatorio para el cumplimiento de las inversiones en trabajos de exploración 
determinando en el inciso c), el plazo de selección de las áreas de explotación establecido en la 
cláusula Cuarta del Contrato de Operación a que se refiere el inciso d) y el plazo de duración del 
Contrato de Operación contemplado en el inciso p) se computarán desde la fecha del 
perfeccionamiento de un acuerdo internacional para la construcción de un oleoducto de Bolivia a la 
Costa del Pacífico. 
 
Las inversiones que ha realizado y que realice la Bolivian Gulf Oil Company, antes del 
perfeccionamiento del acuerdo internacional, se reputarán efectuadas durante el período de 
exploración, de acuerdo al inciso c) del artículo 1° del Decreto Supremo número 4403 ya 
mencionado. 
 
b)  Se deroga el inciso c) del artículo 6° del Decreto Supremo 4403 de 21 de mayo de 1956. 
 
Artículo 2°.-  Las palabras “Sicasica-Arica” que aparecen en la parte considerativa del mencionado 
Decreto Supremo número 4403 y en sus artículos 2° y 3° se sustituyen por las palabras “Bolivia-
Puerto Pacífico”. 
 
Artículo 3°.-  Si por cualquier razón el Gobierno de Bolivia no perfeccionara un acuerdo 
internacional para la construcción de un oleoducto a un lugar de la costa del Pacífico, en el término 
de doce meses, computados desde la presente fecha, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos y 







la Bolivian Gulf Oil Company, entrarán en conversaciones para la construcción y financiación de un 
oleoducto al Atlántico, de acuerdo a lo previsto en la cláusula Octava del Contrato de Financiación, 
suscrito entre ambas entidades en 23 de mayo de 1956. 
 
Artículo 4°.-  Se autoriza a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos a suscribir con la Bolivian 
Gulf Oil Company las enmiendas necesarias previstas en este Decreto Supremo, a los Contratos de 
Operación, Financiación y su anexo de Préstamo, firmado entre ambas partes en fecha 23 de mayo 
de 1956. 
 
Los señores Ministros de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo y Hacienda y Estadística, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los quince días del mes de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y seis años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.-  Jorge Tamayo Ramos.- Hugo Moreno Córdova.- Manuel 
Barraú P.- Arturo Fortún S.- F. Diez de Medina.- C. Morales Guillén.- Carlos Tovar B.- Julio Ml. 


Aramayo.- A. Pérez del Castillo.- José Cuadros Quiroga.- Abel Ayoroa A. 
 


 








Ley de 23 de noviembre de 1956 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
Por Cuanto:  El Honorable Congreso Nacional ha sancionado la siguiente Ley: 
 
El Congreso Nacional, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.-  Se tendrá como leyes de la República los Decretos Supremos números 4403 de 21 
de mayo de 1956, que autorizó a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos a suscribir con 
Bolivian Gulf Oil Company, un contrato de Operación de Financiación y de Préstamo, para el 
incremento de sus actividades; y 4526 de 15 de noviembre del presente año, que autorizó a la 
misma entidad a suscribir nuevos Acuerdos que permitan la plena ejecución de los Contratos 
anteriormente mencionados. 
 
Comuníquese al Poder Ejecutivo para los fines constitucionales. 
 
Sala de sesiones del H. Congreso Nacional. 
 
La Paz, 22 de noviembre de 1956. 
 
(Fdo.)  Renán Castrillo J.- Ovidio Barbery I.-  Ciro Humboldt B., Senador Secretario.- Eufronio 
Hinojosa, Senador Secretario.- Luis F. Oropeza, Diputado Secretario.- Zenón Barrientos M., 
Diputado Secretario. 
 
Por Tanto:  La promulgo para que se tenga y cumpla como Ley de la República. 
 
Palacio de Gobierno, en la ciudad de La Paz, a los veintitrés días del mes de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y seis años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.-  Jorge Tamayo R., Ministro de Minas y Petróleo. 
 


 








Decreto - Ley Nº 4358 
 


La Paz, 4 de abril de 1956 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos tiene necesidad de ampliar  sus instalaciones de 
almacenamiento de  carburantes en la Avenida Entre Ríos de esta ciudad; 
 
Que, para el fin indicado, requiere la ocupación de terrenos que son de propiedad municipal, 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA : 
 
Artículo único.- Autorízase a la H. Municipalidad de La Paz para transferir en venta a Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos la superficie de 10.000 m2. de terreno que posee en el camino al 
Alto, contiguo a la propiedad de Yacimientos colindante con el Cementerio General y con la 
propiedad de la Caja Nacional de Seguro Social. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Gobierno, Justicia e Inmigración y de Obras 
Públicas y Comunicaciones, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente 
Decreto-Ley. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los cuatro días del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y seis años. 
 
VICTOR PAZ ESTENSSOR0,-  Federico Fortún S.- Angel Gómez García.- Alberto Mendieta A.-  


Gral. Julio Prado M.- Julio MI. Aramayo.- F. Diez de Medina- Manuel Barrau P.- A. Arze 
Quiroga.-  Severo Vargas.- A. Pérez del Castillo- Alcibiades Velarde.-  Abel Ayoroa. 


 
 








18 de enero de 1957 
 


Decreto Supremo Nº 4555 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por haber renunciados los señores Ministros de Estado, se hace necesario proceder a la 
organización del Poder Ejecutivo. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Desígnase Ministros de Estado a los siguientes ciudadanos:  Manuel Barraú Peláez.- de 
RELACIONES EXTERIORES Y CULTO; Roberto Méndez Tejada, de GOBIERNO, JUSTICIA E 
INMIGRACION; Hugo Moreno Córdova, de HACIENDA Y ESTADISTICA; General de Brigada 
Julio Prado Montaño, de DEFENSA NACIONAL; Carlos Morales Guillén, de EDUCACION Y 
BELLAS ARTES; Jorge Tamayo Ramos, de ECONOMIA NACIONAL; Ramón Claure, de 
OBRAS PUBLICAS Y COMUNICACIONES; Félix Lara, de TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL;  José Cuadros Quiroga, de AGRICULTURA, GANADERIA Y COLONIZACION; 
Gabriel Arze, de HIGIENE Y SALUBRIDAD; Mario Torrez Calleja, de MINAS Y PETROLEO; 
Alvaro Pérez del Castillo, de ASUNTOS CAMPESINOS; Marcial Tamayo, SECRETARIO 
GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA. 
 
Artículo 2º.-  Los señores Ministros nombrados, jurarán la posesión de sus cargos, a horas once y 
treinta del día 19 del mes en curso. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los dieciocho días del mes de enero de 
mil novecientos cincuenta y siete años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO 
 
Es Conforme: (Fdo.) Marcial Tamayo, Secretario General de la Presidencia de la República. 
 
 








24 de enero de 1957 
 


Decreto Supremo Nº 4565 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante Decreto Supremo Nº 4135 de 11 de agosto de 1955, se estableció el recargo del 
precio de la gasolina de producción nacional, tanto corriente como extra, en la proporción (de dos 
bolivíanos por litro, con destino a los excombatientes, chóferes y trabajadores petroleros, sin que 
este recargo constituya obligación ni gravamen para el Estado ni para Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Créase el impuesto del 6% sobre el precio de venta de gasolina de producción 
nacional, tanto corriente como extra, y su rendimiento se destina por parte iguales a los siguientes 
fines: 
 
a) El 2% para los Beneméritos de la Guerra del Chaco con destino al seguro de enfermedad-
maternidad y de invalidez, vejez y muerte. 
 
Del rendimiento total de este porcentaje se deducirá el 2% con destino a la construcción de 
mausoleos y adquisición de albergues para las Federaciones Departamentales de ex-soldados del 
Chaco. 
 
b) El 2% para los chóferes con destino al seguro de riesgos profesionales. Del rendimiento total de 
este porcentaje se deducirá el 2% con destino a la construcción de sedes sociales. 
 
c) El 2% para los trabajadores petroleros destinado al Régimen Complementario Facultativo de 
Invalidez y Vejez establecido en el Capítulo III del Código de Seguridad Social, a los efectos de la 
mejora de las prestaciones de invalidez y vejez. 
 
Las prestaciones de los seguros sociales indicados se aplicarán de acuerdo a las normas del Código 
de Seguridad Social. 
 
Artículo 2º.- La recaudación del impuesto establecido en el artículo anterior corre a cargo de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos. En caso de incumplimiento, la entidad recaudadora 
será pasible de las sanciones previstas en el Código de Seguridad Soc¡al a los efectos del pago de 
cotizaciones en caso de mora. 
 
Artículo 3º.- El impuesto creado en el presente Decreto Supremo entrará, en vigencia el primero de 
enero de 1958 y no motivará el alza ni variación de las tarifas de transportes motorizados. 
 







Artículo 4º.- Queda derogado el Decreto Supremo Nº 4135 de 11 de Agosto de 1955, desde la 
fecha de aplicación del impuesto a que se refiere el artículo anterior. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo y de Trabajo y Seguridad 
Social quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto, 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinticuatro días del mes de enero 
de mil novecientos cincuenta y siete. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.- Mario Torrez C.- Félix Lara.- Hugo Córdova M.- Gral. Julio 
Prado M.- G. Arze Quiroga.- Jorge Tamayo R.- Carlos Morales G.- Ramón Claure.—J. Cuadros 


Quiroga. 
 


 








13 de mayo de 1957 
 


Decreto Supremo Nº 4615 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente, Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que en fecha 21 de Mayo de 1956, el Gobierno do la Revolución Nacional, autorizó a 
YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES BOLIVIANOS, mediante Decreto Supremo Nº 
4403, posteriormente elevado a rango de Ley en fecha 23 de Noviembre de 1956, a suscribir con la 
Bolivian Gulf Oil Co., un contrato de financiación del Oleoducto al Pacífico, así como un contrato 
de operación para explorar y explotar determinada área dentro de la zona que le fue asignada por el 
Artículo 20º del Código del Petróleo, contratos cuya finalidad fué permitir a la institución fiscal, 
poder alcanzar el mercado internacional mediante un sistema económico de transporte y facultarle 
además a disponer, sola o conjuntamente con la Bolivian Gulf Oil Co., de las reservas y producción 
que justifiquen el desarrollo de sus planes de exportación en escala apreciable. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, la limitación de recursos estatales no permite dotar a Y.P.F.B. de suficientes fondos que le 
posibiliten desarrollar con carácter de urgencia, algunas estructuras situadas en la zona de Y.P.F.B., 
para conseguir una mayor producción y determinar suficientes reservas cuyo desarrollo posterior, 
pueda garantizar la regularidad en el suministro de las necesidades cada vez mayores del mercado 
interno-regularidad Subordinada a la declinación normal de los campos productores, que deben ser 
reemplazados por producción y reservas de otros, así como llegar en breve plazo a la gran 
exportación. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que es preciso adoptar medidas inmediatas que permitan a Y.P.F.B, financiar directamente los 
recursos para incrementar sus trabajos, complementando y actualizando en esta forma, la finalidad 
de los contratos suscritos con Bolivian Gulf Oil Co., en Mayo de 1956. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que entre las estructuras que por las razones anotadas no pueden ser desarrolladas directamente por 
Y.P.F.B., se encuentran la denominada Yacuiba (Madrejones, sector boliviano) cuyas características 
demandarán fuertes inversiones para su exploración y explotación, ya que se trata de perforaciones 
de gran profundidad, así como la necesidad de dotar de costosas instalaciones para el 
aprovechamiento del hidrocarburo gaseoso, por ser yacimientos de tipo condensado. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que es procedente, en conformidad a lo establecido en el primer párrafo del artículo 161º del 
Código del Petróleo, conceder autorización a Y.P.F.B. para convocar a propuestas públicas a fin de 
conseguir mediante contratos el rápido desarrollo del área donde se encuentra la referida estructura, 







bajo las bases generales que en la parte dispositiva se mencionan y que resguardan debidamente los 
intereses nacionales. 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Autorízase a Y.P.F.B. a convocar a propuestas públicas para el desarrollo, en 
operación conjunta, de la estructura Yacuiba (Madrejones, sector boliviano) y cualquier otra que 
pueda existir dentro del área cuya superficie es de aproximadamente 43.800 hectáreas, mediante la 
concurrencia del capital privado. Los límites del área materia de la presente, autorización, son: 
 
Oeste- La vía del ferrocarril Yacuiba-Boyuibe en el tramo comprendido entre su intersección con el 
Paralelo 22 latitud sur y el Punto Nº15 del límite sur del área del Contrato McCarthy (Gráfico 
General "Glenn McCarthy") escala, 1:100.000 -1.G.M. 31 de Mayo de 1956. 
 
Sur.- El Paralelo 22º latitud sur desde su intersección con la vía del ferrocarril Yacuiba-Boyuibe 
hasta el Hito 8 del límite internacional con la República Argentina. 
 
Este.- Una línea de rumbo sur-norte que arrancando del Hito 8 (Paralelo 22º latitud sur) se extiende 
10 kilómetros al norte hasta interceptar el límite sur del área Glenn McCarthy a 1.100 metros al 
Oeste del kilómetro 59 del mismo (Gráfico General "Glenn McCarthy" escala 1:100.000 -I.G.M.- 
31 de Mayo de 1.956). 
 
Norte.- Una línea de rumbo Oeste-Este que parte del Punto Nº15 (Intersección límite sur área 
"Glenn McCarthy" con la vía del ferrocarril Yacuiba-Boyuibe), y se extiende hasta el Punto Nº 16, 
distante 12.350 metros al Este. Desde el punto Nº 16 se baja 6.000 mts. hacia el sur hasta el Punto 
Nº 17.- Desde el Punto Nº 17 se continúa 7.000 mts. hacia el Este hasta el Punto Nº 18 y desde éste 
se sube 6.000 mts. hacia el Norte hasta el Punto Nº 19.- Desde el Punto Nº 19 se continúa 26.900 
mts. hacia el Este hasta cerrar con el límite Este 1.100 metros al Oeste del Km. 59. 
 
Artículo 2º- Las bases generales, a las que deberán sujetarse los proponentes y cuyo detalle será 
proporcionado a los mismos por Y.P.F.B. serán las siguientes: 
 
a) Los proponentes serán exclusivamente Compañías dedicadas a trabajos petrolíferos y su 
solvencia, tanto técnica como financiera, la calificará Y.P.F.B. 
 
b) La participación o regalía, en especie en boca de pozo, o su equivalente en moneda de los 
EE.UU. de Norteamérica, que estarán dispuestos a entregar a Y.P.F.B., -una vez obtenida la 
producción-, la que será ofrecida teniendo como base una reserva recuperable calculada de hasta 
50.000.000 de barriles, y premios en especie y/o pecuniarios, por cada 10.000.000 de barriles de 
reserva recuperable que se determine adicionalmente a la base anterior, 
 
c) Anticipos en moneda de los Estados Unidos de Norteamérica que ofrecerán a, Y.P.F.B. a cuenta. 
de su futura participación o regalía, así como forma y fecha de pago de los mismos, 
 
d) Los proponentes igualmente presentarán a Y.P.F.B. su programa de trabajo, tan(o de exploración 
como posterior explotación que comprenda en lo posible, 
 







Brigadas geológicas y geofísicas a emplear. 
Número y clase de equipos de perforación. 
Sistemas de producción y aprovechamiento de gas. 
Capital inicial a emplearse, 
Programa de inversiones. 
Plazo máximo para iniciar sus operaciones. 
 
e) Los proponentes podrán ofrecer a Y.P.F.B. ventajas y/o mejoras no establecidas expresamente en 
los incisos anteriores. 
 
Artículo 3º.- Y.P.F.B. calificará las propuestas de acuerdo a los mejores intereses nacionales, 
pudiendo además rechazarlas, en caso de no reunir los requisitos convenientes a dichos intereses. 
 
Artículo 4º.- El capital necesario será provisto a entero riesgo de la Compañía, que habiendo 
ofrecido las condiciones más ventajosas para los intereses nacionales, fuera favorecida. con el 
otorgamiento del contrato de operación conjunta, aportando Y.P.F.B. solo los yacimientos. Dicha 
Compañía tendrá autonomía para la ejecución de sus trabajos, siendo de su cuenta todos los gastos, 
para el desarrollo integral de las estructuras comprendidas en el área materia del contrato que 
suscribirá Y.P.F.B. 
 
Artículo 5º.- La duración del contrato de Operación Conjunta, será de 35 años a partir de su 
suscripción, no perdiendo, el Estado durante la vigencia de dicho Contrato su derecho de propiedad 
sobre el subsuelo. 
 
Artículo 6º.- Durante la vigencia del contrato, la Compañía gozará para sus importaciones, de todas 
las franquicias previstas en el Código del Petróleo para el caso de Concesionarios. 
 
Artículo 7º- Durante la vigencia del contrato, la Compañía estará liberada de todo impuesto, 
nacional, departamental, municipal, y otros existentes o por crearse, comprendiendo la participación 
o regalía a Y.P.F.B. todos los que sustituye, calificándose dicha participación o regalía como 
"Impuesto Unico". 
 
Artículo 8º.- Y.P.F.B. elevará a consideración del Supremo Gobierno el resultado de la calificación 
de propuestas. El Poder Ejecutivo autorizará la suscripción del Contrato de Operación Conjunta 
señalando sus bases y condiciones de conformidad al artículo 161º del Código del Petróleo. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo y Hacienda quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los trece días del mes de Mayo de mil 
novecientos cincuenta y siete años. 
 
(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.- Mario Torrez C.- H. Moreno Córdova,- Manuel Barraú P.- Gral. 
Julio Prado M.- F. Diez de Medina- Jorge Tamayo R.- Gabriel Arze Q.- J. Cuadros Quiroga.- Félix 


Lara. 
 


 








1º de agosto de 1957 
 


Decreto Supremo Nº 4698 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el ciudadano Mario Torrez Calleja ha formulado renuncia de las altas funciones de Ministro de 
Minas y Petróleo; 
 
Que mientras se designe al titular de la mencionada Cartera y para mantener normal el 
desenvolvimiento de la Administración Pública, se hace necesario encomendar a otro Ministro en 
funciones la atención del indicado Despacho. 
 
DECRETA: 
 
Artículo  único.-  Desígnase Ministro Interino de Minas y Petróleo, al titular de la Cartera de 
Trabajo y Seguridad Social, señor Abel Ayoroa Argandoña. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los un días del mes de agosto de mil 
novecientos cincuenta y siete años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO. 
 
Es conforme:  Marcial Tamayo, Secretario General de la Presidencia de la República. 
 
 








11 de septiembre de 1957 
 


Decreto Supremo Nº 4727 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por haber renunciado el señor Mario Torrez Calleja de las altas funciones de Ministro de Minas 
y Petróleo, se hace necesario designar al titular de la mencionada Cartera. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Desígnase Ministro de Minas y Petróleo al ciudadano José F. del Solar. 
 
Artículo 2º.- El Ministro nombrado jurará la posesión de su cargo a horas once y treinta del día 
doce del mes en curso. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la, ciudad de La Paz, a los once días del mes de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y siete años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO. 
 
Es Conforme: (Fdo.) Marcial Tamayo, Secretario General de la Presidencia de la República. 
 
 








18 de septiembre de 1957 
 


Decreto Supremo Nº 4739-2 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que la situación actual de desequilibrio de la balanza estatal de pagos, ha obligado a reducir, los 
presupuestos en moneda americana de las entidades dependientes del Estado; 
 
Que por ese motivo se ha disminuido transitoriamente  el presupuesto de divisas de Y.P.F.B. para 
1957, hecho que impide a la entidad fiscal del petróleo efectuar el total de sus adquisiciones en el 
mercado norteamericano, indispensables para su normal desenvolvimiento; 
 
Que Y.P.F.B. ha consultado la posibilidad de adquirir tractores, vehículos automotores, grupos 
electrógenos y otros, pagaderos en moneda boliviana, de las casas importadoras radicadas en 
Bolivia; 
 
Que en atención a los resultados obtenidos, la entidad petrolera fiscal sigue una política de 
unificación de sistemas y marcas en sus equipos y materiales, habiendo adoptado la marca 
¨International¨ para vehículos de transporte pesado, ¨Willys¨ para transporte liviano y "Caterpillar" 
para los equipos pesados de movimiento de tierra y provisión de energía eléctrica; 
 
Que siendo impostergable la necesidad que tiene Y.P.F.B. de adquirir determinados equipos y 
materiales para  cumplir los planes de desarrollo en la presente gestión, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Autorízase a Y.P.P.B. a efectuar compras en moneda boliviana, sin llenar el 
requisito de llamamiento a propuestas públicas, de las firmas importadoras Mac Donald y 
Compañía; S.A.C.I. Suc. de S. F. Bedoya; y Compañía Importadora Boliviana S.A. "CIBO", de los 
equipos y materiales que requiera para la atención de sus necesidades industriales y de acuerdo a 
sus posibilidades presupuestarias en la citada moneda. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda y de Minas y Petróleo, quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los dieciocho días del mes de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y siete años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.- José F. del Solar.- H. Moreno Córdova. 
 


 








12 de diciembre de 1957 
 


Decreto Supremo Nº 4799 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Código del Petróleo reconoce como regalía en favor del Estado, el 11% de la producción de 
petróleo crudo, gas natural, asfalto natural y demás substancias petrolíferas que se extraigan y 
aprovechen comercialmente; 
 
Que el artículo 112º  de la Constitución Política del Estado determina que por Ley se destinarán las 
rentas nacionales, departamentales y municipales de las rentas del Estado; 
 
En uso de las facultades extraordinarias otorgados por Ley de 22 de noviembre de 1956, prorrogada 
en sus efectos por Ley de 11 de diciembre de 1957, con el dictamen afirmativo del Consejo de 
Ministros y con fuerza de Ley, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.-  De la regalía del 11% de la producción bruta de las empresas privadas que el artículo 
104º del Código del Petróleo reconoce en favor del Estado como renta nacional, se, destina el 
45.46%, equivalente al 5% de la producción total, como renta permanente en favor de los Tesoros 
de los distritos productores de petróleo, para la financiación, pago y mantenimiento de sus obras 
públicas, tanto de los capitales como de las provincias, así como para el fomento agrícola, ganadero 
e industrial. 
 
Artículo 2º.- El 54,54% de dicho regalía equivalente al 6% de la producción total, se destina a la 
atención, de las obligaciones del Estado, emergentes de la realización de obras públicas de 
vinculación nacional en los distritos productores. Una vez cubiertas esas obligaciones este 
porcentaje quedará como renta nacional permanente. 
 
Artículo 3º.- La liquidación y pago de esta regalía se ejecutará de acuerdo a lo previsto por los 
artículos 114º a 119º del Código del Petróleo, 
 
Artículo 4º.-  De la producción total de petróleo crudo, gas natural,  asfalto natural y demás 
substancias extraídas y aprovechadas comercialmente por Y.P.F.B., sea en forma directa o mediante 
la concurrencia del capital privado, en la zona que le asigna el artículo 20º del Código del Petróleo, 
se destina el 11% como renta permanente en favor de los Tesoros de los distintos productores de 
petróleo.  Dicha participación será establecida de acuerdo a las estadísticas y contabilidad oficiales 
de producción de Y.P.F.B. 
 
Artículo 5º.- La entrega del valor de su participación  a que se refiere el artículo anterior, será 
efectuada por Y.P.F.B. mediante los pagos correspondientes en moneda nacional. 
 







Artículo 6º.- El cálculo y el procedimiento para la liquidación de la participación a que se refiere el 
artículo 4º serán estudiados conjuntamente por Y.P.F.B. y una comisión compuesta por tres 
representantes del Colegio Nacional de Economistas que deberán ser designados por esa entidad, 
 
Las conclusiones a que se arriben Y.P.F.B. y la Comisión a que se refiere este artículo deberán ser 
elevadas, en el plazo de sesenta días, a consideración del Poder Ejecutivo, el mismo que 
determinará en definitiva su aplicación. 
 
Artículo 7º.- Sí el Estado juzgare conveniente gestionar la financiación anticipada de obras 
públicas, departamentales o provinciales, en los distritos productores con la garantía de estas 
regalías, lo hará de acuerdo a las previsiones del Decreto Supremo Nº 4469 de 4 de agosto de 1956, 
o sea previo dictamen del Consejo Nacional de Estabilización Monetaria. 
 
Artículo 8º.- Autorízase a Y.P.F.B. a realizar los estudios a que se refiere el artículo 6º del presente 
Decreto. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo queda encargado de la ejecución y 
cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de In ciudad de La Paz, a los doce días del mes de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y. siete años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO- José del Solar A. - Manuel Barraú P. J. Cuadros Quiroga- F. 
Diez de Medina.- Ramón Claure C.- Alvárez Plata.- E. Sandóval Morón.- Abel Ayoroa A. 


 
 








Ley de 9 de marzo de 1957 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
POR CUANTO:  El Honorable Congreso Nacional ha sancionado la siguiente Ley: 
 
El Congreso Nacional, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Apruébanse los convenios sobre oleoductos y abastecimientos de petróleo, 
suscritos con la República del Paraguay, el 16 de, noviembre de 1943 en Villa Montes; y el 21 de 
diciembre de 1956 en esta capital. 
 
Comuníquese al Poder Ejecutivo para los fines constitucionales. 
 
Sala de sesiones del H. Congreso Nacional. 
 
La Paz, 28 de febrero de 1957. 
 
(Fdo.) Juan Lechín 0., Presidente de la H. Cámara de Senadores.- Renán Castrillo J., Presidente de 
la H. Cámara de Diputados.- Eufronio Hinojosa G., Senador Secretario.- Ciro Humboldt B., 
Senador Secretario- Ignacio Callaú B., Diputado Secretario- Luis F, Oropeza, Diputado Secretario. 
 
POR TANTO: La promulgo para que se tenga y cumpla como Ley de la República. 
 
Palacio de Gobierno, en la ciudad de La Paz, a los nueve días del mes de marzo de mil novecientos 
cincuenta y siete años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO, Manuel Barraú P., Ministro de Relaciones Exteriores y Culto. 
 


 








10 de febrero de 1958 
 


Decreto Supremo Nº 4856 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Boliviano tiene en existencia algunos vehículos que, por su 
prolongado uso, se hallan en estado precario y con deficiencias muy acusadas al extremo de tornar 
antieconómico su mantenimiento; 
 
Que, otros vehículos retirados del servicio por su oneroso costo de conservación constituyen una 
carga adicional para Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos. 
 
Que, la Federación Nacional de Trabajadores Petroleros de Bolivia de Y.P.F.B. ha solicitado la 
adjudicación de estos vehículos en forma preferencial; 
 
Que, de acuerdo a las normas vigentes que imponen la subasta pública para la enajenación de bienes 
del Estado, son personas con capacidad económica ventajosa las que se benefician en los remates, 
marginando a los trabajadores que por su lealtad y honradez son acreedores al reconocimiento del 
Estado, siendo este beneficio para los trabajadores y no para terceras personas; 
 
Que, el Gobierno de la Revolución Nacional está empeñado en beneficiar a las clases trabajadoras 
del país y desea corresponder al esfuerzo que, en bien de la economía nacional, desarrollan los 
obreros de la industria petrolera; 
 
Que, por otra parte, es necesario fomentar los transportes particulares a fin de vincular los centros 
de producción y consumo y cuyos servicios utiliza Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos; 
 
Que los beneficiados servirán obligatoriamente como transportistas por un tiempo prudencial, y en 
condiciones favorables a Y.P.F.B. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.-  Autorízase a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos para que cuando sea 
conveniente a sus intereses, enajene en venta directa los camiones cuyo costo de operación sea 
negativo para la economía de la entidad, en favor de los trabajadores de la empresa de su 
dependencia, con la obligación de parte de los beneficiarios de prestar sus servicios por el tiempo 
que Y.P.F.B. determinaría al firmarse los respectivos contratos. 
 
Artículo 2º.-El precio de cada vehículo se establecerá por tasación de Y.P.F.B. con intervención de 
un representante de la Contraloría General de la República. 
 
Los señores Ministros de Hacienda y Minas y Petróleo quedan  encargados de la ejecución y 
cumplimiento del presente Decreto Supremo. 
 







Es dado en el Palacio de Gobierno a los diez días del mes de febrero de mil novecientos cincuenta y 
ocho años. 
 
(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.- José del Solar A.— Manuel Barraú P.—H. Moreno Córdova.—
F. Diez de Medina.—Julio Ml. Aramayo.—V. Alvarez Plata.—Ramón Claure C.—Jorge Tamayo 


R.—E. Sandóval Morón. 
 


 








20 de febrero de 1958 
 


Decreto Supremo Nº 4868 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que en conformidad con lo acordado en el Capítulo (IV) del Acta de la Entrevista Especial de los 
Ministros de Relaciones Exteriores de Bolivia y del Brasil, celebrada en Corumbá y Roboré del 24 
al 28 de enero del presente año, debe reunirse en la ciudad de La Paz, en el mes de marzo próximo, 
la Comisión Mixta Comercial Boliviano-Brasileña, prevista por el artículo V del Tratado Comercial 
de 24 de diciembre de 1953, con el objeto de adoptar acuerdos para regular el intercambio 
comercial entre Bolivia y Brasil; 
 
Que dicha Comisión estudiará, además, proyectos de convenios sobre intercambio fronterizo; 
tránsito; zonas francas en Santos Manaos y Corumbá y otros importantes aspectos; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Constitúyese la Delegación Boliviana para la formación de la Comisión-Mixta 
Comercial Boliviano-Brasileña, la cual estará integrada por los siguientes ciudadanos: 
 
Presidente: Ingeniero Miguel Gisbert 
Delegados: Dr. Wenceslao Gonzáles Cortés 
Sr. Luis Peñaloza 
Sr. Guillermo Bedregal 
Dr. Hugo Lanza Ordoñez 
Sr. Víctor Romero- 
Sr. Jorge Salazar Mostajo 
Ing. Gustavo Méndez 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Relaciones Exteriores, de Hacienda y 
Estadística y de Minas y Petróleo, quedan encargados de la ejecución del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.- Manuel Barraú P.- H. Moreno Córdova.- José F. del Solar.- 
Julio MI. Aramayo.- Ramón Claure C.- V. Alvarez Plata- E. Sandóval Morón. 


 
 








17 de marzo de 1958 
 


Decreto Supremo Nº 4889 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que es conveniente organizar la Delegación Especial Boliviana a fin de que, con la Delegación 
Especial Brasileña, sean preparados los instrumentos que materialicen los acuerdos alcanzados en la 
Reunión de los Ministros de Relaciones Exteriores de Bolivia y el Brasil, celebrada en Corumbá y 
Roboré del 24 al 28 de enero del presente año, sobre abastecimiento y explotación de petróleo, 
Ferrocarril Corumbá-Santa Cruz, límites, relaciones comerciales y económicas e intercambio 
cultural; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Constitúyese la Delegación Especial Boliviana encargada de preparar los 
instrumentos de los acuerdos de Corumbá y Roboré, en la siguiente forma: 
 
Jefe  Doctor Wenceslao González Cortés 
Delegados: Honorable Senador Nacional Ovidio Barbery 
  Honorable Diputado Nacional Alfredo Ibáñez Franco 
  Ingeniero Miguel Gisbert - 
  Ingeniero José Paz Estenssoro 
  Señor Luis Peñaloza 
  General René González Tórres 
  Señor Guillermo Bedregal 
  Doctor Santiago Sologuren 
  Ingeniero Gustavo Méndez 
  Doctor Antonio Mogro Moreno 
  Doctor Hugo Lanza Ordoñez 
  Doctor Walter Suárez Landívar 
  Señor Jorge Salazar Mostajo 
  Ingeniero Alfonso Romero Loza 
  Doctor Humberto Fossati 
  Ingeniero Humberto Dorakis 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Relaciones Exteriores, de Minas y Petróleo, 
de Hacienda y Estadística y Economía Nacional, quedan encargados de la ejecución del presente 
Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los diecisiete días del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho años. 
 







(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.- Manuel Barraú-P.- José del Solar A.- H. Moreno Córdova.- 
Jorge Tamayo R.-  F. Diez de Medina.- Ramón Claure C.- E. Sandóval Morón.- Abel Ayoroa A. 








8 de abril de 1958 
 


Decreto Supremo Nº 4912 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que es de impostergable necesidad definir la licitación del área petrolífera de Yacuiba (Madrejones, 
sector boliviano), para obtener el oportuno aprovechamiento de esa estructura, a la vez que arbitrar 
recursos que permitan resolver los problemas emergentes de la situación económica que confronta 
el país; 
 
Que de acuerdo al artículo 19 de la Constitución Política del Estado, es previo que el Poder 
Legislativo declare la necesidad nacional de autorizar la explotación de la referida estructura 
mediante el concurso de capitales privados y extranjeros, por hallarse situada dentro de los 50 
kilómetros de la frontera; 
 
Que el artículo 47 de la misma Constitución faculta al Poder Ejecutivo para convocar al Honorable 
Congreso Nacional a sesiones extraordinarias; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Convócase a Congreso Extraordinario que deberá reunirse en la ciudad de La Paz, 
a partir del 15 del presente mes de abril, al solo fin de considerar el Proyecto de ley que declara la 
necesidad nacional de autorizar la explotación de la estructura petrolífera de Yacuiba (Madrejones, 
sector boliviano), con el concurso de capitales privados extranjeros y en operación conjunta con 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos. 
 
El señor Ministro de Gobierno y Justicia queda encargado de la ejecución y cumplimiento del 
presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los ocho días del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y ocho años. 
 
(Fdo).- HERNAN SILES ZUAZO.- J. Cuadros Quiroga.- Manuel Barraú P.- H. Moreno Córdova.- 


Jorge Tamayo R.- Ramón Claure C.- V. Alvarez Plata.- E. Sandóval Morón.- Abel Ayoroa A. 
 


 








22 de septiembre de 1958 
 


Decreto Supremo Nº 5042 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que Yacimientos Petrolíferos Fiscales bolivianos ha suscrito en fecha 18 de mayo de 1957, previa 
autorización gubernamental por Resolución Suprema número 73460 de 16 de mayo de 1957, un 
Contrato de Arrendamiento para el desarrollo de un área de aproximadamente 359.700 Hs., 
ubicadas dentro de la zona asignada por el Artículo 20 del Código del Petróleo, con las empresas 
Chaco Petroleum S.A., Monsanto Bolivia Inc., Murphy Oil de Bolivia S. A. y Unión Petrolera 
Boliviana S. A., contrato debidamente ratificado por Resolución Suprema número 73758 de 24 de 
junio de 1957; 
 
Que la cláusula 14º de dicho contrato estipula que las citadas empresas pagarán al Estado, una 
regalía del 11% sobre la producción de petróleo crudo y demás hidrocarburos extraídos y un 
impuesto adicional único del 19%, sobre la misma producción bruta de petróleo y 22,33% sobre la 
producción bruta de gas y/o sus derivados; 
 
Que la suscripción del contrato citado, fué autorizada a Y.P.F.B. como un medio de posibilitarle la 
financiación de recursos que permitan su expansión, con la concurrencia del capital privado a cuyo 
fin debe señalarse la participación que del impuesto, adicional único le corresponda por asignación 
especial del Estado. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Del total del impuesto único del 19% sobre el valor a producción íntegra de petróleo y 
otros hidrocarburos líquidos y/o sólidos y del 22,33% sobre la producción bruta de gas y/o 
derivados que las Compañías Chaco Petroleum S. A., y Unión Petrolera Boliviana S.A. deben pagar 
al Estado Boliviano en conformidad a lo estipulado en Contrato suscrito por esas compañías y 
Y.P.F.B. en fecha 18 de mayo de 1957, se destina a la entidad fiscal del petróleo el 10%, sobre los 
hidrocarburos líquidos y/o sólidos y, el 13.33% sobre los hidrocarburos gaseosos y/o sus derivados. 
 
ArtícuIo 2º.- EI 9% restante tanto sobre hidrocarburos líquidos y/o sólido como sobre 
hidrocarburos y/o sus derivados, constituirán renta nacional ordinaria. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo y de Hacienda y Estadística, 
quedan encargados de la ejecución y, cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintidos días del mes de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho años. 
 







(Fdo).- HERNAN SILES ZUAZO.- Jorge Tamayo R.- Walter Guevara A.- M. Diez de Medina.- 
Eufronio Hinojosa.-Germán Monroy B.- Julio Ml. Aramayo- V. Alvarez Plata.- Jorge Antelo.- 


Aníbal Aguilar P. 
 


 








22 de septiembre de 1958 
 


Decreto Supremo Nº 5043 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos ha suscrito con Bolivian Oil Co. S. A., en fecha 
29 de mayo de 1958, previa autorización gubernamental mediante Resolución Suprema número 
77006 de 23 de mayo de 1958, un Contrato de Operación Conjunta para el desarrollo de la 
estructura Yacuiba, (Madrejones, sector boliviano) y cualquier otra que pudiera existir en un área de 
43.800 hectáreas; 
 
Que la cláusula 9a. de dicho contrato estipula que Bolivian Oil Co. S. A. entregará a Y.P.F.B. una 
participación del 50% (cincuenta por ciento) sobre toda la producción bruta del petróleo crudo, 
asfalto natural y otros hidrocarburos líquidos o sólido, en boca de pozo, libre de todo gasto; 
 
Que la suscripción del citado contrato obedeció a necesidad nacional, dada la situación y 
características del yacimiento, así como a razones de orden económico tendientes a posibilitar a 
Y.P.F.B. la financiación de recursos que permitan su expansión, a la vez de contar con rentas 
destinadas al Tesoro General de la Nación; 
 
Que dadas las características económicas especiales por las que atraviesa el país, es necesario 
otorgar un tratamiento especial a Y.P.F.B. en su participación de regalías. 
 
 En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- De la Participación estatal del 50% que menciona la cláusula 91 del contrato 
suscrito entre Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos y Bolivian Oil Co. S. A., se dispone la 
siguiente distribución: 
 
a) 11% como regalía departamental. 
 
b) 25% de participación en boca de pozo, libre de todo gasto, con destino al desarrollo industrial de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos. 
 
c) 14% como renta nacional ordinaria. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo y de Hacienda y Estadística, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintidós días del mes de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho años. 
 







(Fdo).—HERNAN SILES ZUAZO.-  Jorge Tamayo R.—Walter Guevara A.-  M. Diez de Medina.-  
Eufronio Hinojosa.— Julio Ml. Aramayo.—Jorge Antelo.—V. Alvarez  Plata.-  Aníbal Aguilar P. 


 
 








31 de octubre de 1958 
 


Decreto Supremo Nº 5075 
 


HERNAN SILEZ ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que como consecuencia de la baja sufrida en el precio de los minerales y nuevas restricciones 
impuestas a los productos básicos de exportación, el Supremo Gobierno se ha visto en la necesidad 
de reducir sus gastos en moneda extranjera, a modo de contrarrestar el fuerte impacto ocasionado 
por estos factores al Presupuesto de Divisas de la Nación; 
 
Que dentro de estas limitaciones, establecidas por Decreto Supremo número 5049 de fecha 1º de 
octubre del presente año, se ha dispuesto la reducción, en un veinte por ciento (20%), de los haberes 
de los técnicos nacionales que prestan servicios en las diferentes entidades dependientes del Estado, 
sin compensación de ninguna índole;  
 
Que de acuerdo a la solicitud formulada por Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, 
institución que por la índole de sus actividades requiere necesariamente del concurso de técnicos 
nacionales y extranjeros de probada capacidad profesional, corresponde establecer una diferencia de 
trato en el pago de los honorarios que éstos perciben, con objeto de coadyuvar al encausamiento de 
los planes que el Gobierno de la Revolución Nacional le ha trazado para lograr un mayor y 
acelerado incremento de sus labores productivas; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Dispónese que a partir de la fecha y en compensación del descuento del veinte por 
ciento (20%) a que hace referencia el artículo 6º del Decreto Supremo número 5O49 de 1º de 
octubre del año en curso, con carácter excepcional, los técnicos nacionales que prestan servicios en 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, percibirán el indicado monto en moneda nacional de 
curso legal. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda y Estadística y Minas y Petróleo, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los treinta y un días del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y ocho años. 
 


(Fdo).- HERNAN SILES ZUAZO.- Eufronio Hinojosa- Víctor Andrade.- Walter Guevara Á.- 
Germán Monroy B.- Julio Ml. Aramayo.- Jorge Tamayo R.- Aníbal Aguilar P.- Jorge Antelo. 


 
 








10 de noviembre de 1958 
 


Decreto Supremo Nº 5083 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el sector de trabajadores de la industria petrolífera del país ha solicitado al Poder Ejecutivo la 
creación de una Caja profesional de seguro social que se encargue de la atención de los regímenes 
del seguro social integral establecidos por Ley de la República de 14 de diciembre de 1956; 
 
Que los estudios técnicos han evidenciado que esta institución de seguro social para los trabajadores 
petroleros pueda prestar las atenciones de seguridad social establecidas en la República, para lo cual 
su régimen de financiamiento y organización han sido debidamente compulsados de acuerdo a la 
realidad económica de la industria estatal y privada del petróleo; 
 
Que dentro la filosofía de la seguridad social integral establecida por la Revolución Nacional como 
conquista de los trabajadores la creación de una Caja de Seguro Social de carácter profesional no 
lesiona los principios generales del seguro integral si la misma se acomoda a la realidad jurídica del 
Código de Seguridad Social que es el instrumento de unificación de la seguridad social integral del 
país; 
 
Que es deber del Gobierno Revolucionario otorgar la calidad jurídica y económica que requiere la 
institución aseguradora de los trabajadores petroleros como instrumento para preservar el capital 
humano de este sector laboral; 
 
Con cargo de aprobación legislativa, en Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Créase la Caja de Seguro Social de Trabajadores Petroleros encargada de la gestión, 
aplicación y ejecución de los seguros de enfermedad-maternidad y de riesgos profesionales; seguro 
de invalidez, vejez y muerte; del régimen de asignaciones familiares y de vivienda popular, como 
institución de Derecho Público, con personería jurídica y autonomía de gestión, de acuerdo al 
Capítulo I del Título V del Código de Seguridad Social. A este fin, se amplía el artículo 162 del 
código de Seguridad Social en la siguiente forma: “d) Caja de Seguro Social de Trabajadores 
Petoleros". 
 
Artículo 2º.- El Seguro Social Obligatorio y los regímenes de asignaciones familiares y vivienda 
popular se regirán por el Código de Seguridad Social, que se aplicará a la Caja de Seguro Social de 
Trabajadores Petroleros en toda su extensión, salvo el Capítulo II del Título V y las excepciones que 
se señalan en los siguientes artículos. 
 
Artículo 3º.- Obligatoriamente se hallan comprendidos en los alcances de la Seguridad Social, a 
cargo de la Caja de Seguro Social de Trabajadores Petroleros, los trabajadores que prestan servicios 
en Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos y en las empresas privadas de la industria petrolera 
y de productos derivados, establecidas en el territorio de la República. 







 
Artículo 4º.- Los órganos de la Caja de Seguro Social de Trabajadores Petroleros son: 
 
El Directorio; 
La Gerencia y  
c) Las Agencias. 
 
Artículo 5º.- El Directorio estará constituído por un Presidente designado por el Poder Ejecutivo y 
por los siguientes miembros: 
 
a) Un representante del Estado; 
b Dos representantes patronales: uno de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos y otro de las 
empresas petroleras privadas; 
c) Tres representantes laborales, designados por la Federación  Sindical de Trabajadores 
Petroleros de Bolivia; 
d) Un Auditor representante de la Contraloría General de la República, sin voto; y 
e) El Gerente, sin voto. 
 
El Presidente y los otros miembros con voz y voto del Directorio durarán dos años en sus funciones, 
pudiendo ser reelegidos.  
 
Artículo 6º.- El Directorio tendrá las siguientes atribuciones: 
 
a) Dirigir la política económico-financiera y técnico-administrativa de la Caja; 
b) Estudiar y aprobar hasta el mes de diciembre de cada gestión el presupuesto general del año 
siguiente de acuerdo a los ingresos de la Caja, presupuesto que contendrá, los programas de gastos, 
prestaciones e inversiones en moneda nacional y extranjera, para su aprobación por las autoridades 
correspondientes; 
c) Considerar y aprobar dentro del primer trimestre de cada año, el balance general de la gestión 
anterior y aprobar por lo menos una vez, cada tres años el Balance Actuarial , para fines de Ley; 
d) Autorizar y aprobar las operaciones sobre inversiones, transacciones, adquisiciones y enajenación 
de valores y bienes muebles e inmuebles; 
e) Ejercer la supervigilancia y control sobre la labor del personal técnico y administrativo; 
f) Autorizar la creación de Agencias de la Caja; 
g) Conocer y decidir sobre las reclamaciones formuladas por los asegurados y empleadores contra 
las resoluciones de los organismos administrativos de la Caja; 
h) Nombrar al Gerente por dos tercios de votos de sus miembros; 
i) Nombrar a los Jefes de Departamento de las ternas que presente el Gerente; 
j) Aprobar los Estatutos y Reglamentos internos antes de someterlos a consideración del Ministerio 
del Trabajo y Seguridad Social; y 
k) Encomendar al Presidente, Gerente o cualesquiera de sus miembros, cuantos estudios y proyectos 
considera convenientes para la mejor aplicación de los regímenes de Seguridad Social. 
 
Artículo 7º.- Las atribuciones del Presidente y Gerente de la Caja, se regirán por el respectivo 
Estatuto Orgánico. 
 
Artículo 8º.- El Gerente nombrado por el Directorio durará en sus funciones cuatro años, pudiendo 
ser reelegido. 
 







El Gerente será necesariamente actuario-matemático, o auditor financiero titulado con experiencia 
en Seguridad Social. 
 
Es incompatible el cargo de Gerente con el ejercicio de cualquier otro cargo, público o privado, con 
excepción de Catedrático de Universidad. 
 
Artículo 9º.- La Caja de Seguro Social de Trabajadores Petroleros, organizará Agencias en los 
principales centros laborales de acuerdo a las necesidades de la Seguridad Social de Petroleros. 
 
Artículo 10º.- Se crea el Consejo Técnico como organismo de asesoramiento, presidido por el 
Gerente e integrado por los Jefes de Departamentos. 
 
Artículo 11º.- Se crea la Comisión de Prestaciones formada por el Gerente y por los Jefes de los 
Departamentos Matemático Actuarial y de Seguros, Servicios Médicos y Jurídico, cuyo 
funcionamiento y atribuciones se regirán por el Código de Seguridad Social, 
 
Artículo 12º.- La Caja tendrá los siguientes departamentos: 
 
a) Departamento Matemático-Actuarial y de Seguros; 
b) Departamento de Auditoría, Contabilidad y Servicios Administrativos; 
c) Departamento de Servicios Médicos;  
d) Departamento Jurídico; y 
e) Departamento de Construcciones. 
 
Artículo 13.- Los requisitos para ocupar el cargo de Jefe de Departamento son los siguientes: 
 
a) El Jefe del Departamento Matemático-Actuarial y de Seguro, deberá ser Actuario Matemático o 
Auditor Financiero titulado. 
b) El Jefe del Departamento de Auditoría, Contabilidad y Servicios Administrativos, deberá ser 
Auditor Financiero titulado.  
c) El Jefe del Departamento de Servicios Médicos deberá ser Médico especializado en Salud 
Pública con experiencia en Seguridad Social. 
d) El Jefe del Departamento Jurídico, deberá ser imprescindiblemente Ahogado con título en 
Provisión Nacional con experiencia en Seguridad Social; y 
e) El Jefe del Departamento de Construcciones, deberá ser Ingeniero Civil o Arquitecto con título 
en Provisión Nacional. 
 
Artículo 14º.- Los recursos financieros de la Caja de Seguro Social de Trabajadores Petroleros son 
los siguientes: 
 
a) Aporte de los asegurados activos con la contribución del 7,5% a calcularse del monto total de 
salarios sin limitación; 
b) Aporte de los asegurados pasivos con el 5% de las rentas que perciben, con destino al 
financiamiento de las prestaciones sanitarias; 
c) Aporte de los empleadores petroleros con la contribución del 30% a calcularse sobre el monto de 
salarios sin limitación; y 
d) Aporte estatal, con el rendimiento del impuesto del 2% creado por Decreto Supremo número 
4565 de 24 de enero de 1957, con destino al financiamiento de las prestaciones sanitarias. 
 







Artículo 15º.- Los déficits -eventuales que se originen en los seguros de enfermedad-maternidad y 
riesgos profesionales serán cubiertos por el Estado. 
 
A este fin, se autoriza a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos y a las empresas petroleras 
privadas, retener el importe necesario de las regalías y participaciones que corresponda al Estado, 
conforme a las disposiciones del Código del Petróleo y a depositar tales recursos en la cuenta 
bancaria de la Caja. 
 
La determinación de los déficits eventuales se efectuará en base a los procedimientos usuales de la 
Caja Nacional de Seguridad Social y su cobertura se hará dentro de las previsiones y marco 
señalados en el artículo 134 del Código de Seguridad Social. 
 
Artículo 16º.- Hasta que el estudio técnico-actuarial previsto por el artículo 17 del presente Decreto 
determine las tasas definitivas, se establece la siguiente distribución del total de los aportes 
laborales y patronales a que se refieren los incisos a) y c) del artículo 14º. 
 
I) Con destino a los seguros de enfermedad, maternidad y riesgos profesionales  17,5% 
II) Con destino a los seguros de invalidez, vejez y muerte 11 % 
III) Con destino al régimen de Asignaciones Familiares 7 % 
IV) Con destino al Régimen de Vivienda Popular 2 % 
TOTAL : 37,5% 
 
Artículo 17º.- En el plazo máximo de diez meses desde la fecha de su constitución, la Caja 
presentará al Poder Ejecutivo el balance técnico-actuarial acompañado del respectivo estudio e 
informe. Un Decreto Supremo, complementario del presente, determinará las primas definitivas, 
sistemas financieros, de reservas y otros para los regímenes de seguridad social de los trabajadores 
petroleros, de conformidad con los artículos 134 y 295 del Código de Seguridad Social. 
 
Artículo 18º.- El déficit del régimen de Asignaciones Familiares será cubierto íntegramente por 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos y por las empresas petroleras privadas a partir del 1º 
de enero de 1959. 
 
Artículo 19º.- Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos y las empresas petroleras privadas 
depositarán hasta el 31 de diciembre de 1958, en la cuenta corriente bancaria de la "Caja de Seguro 
Social de Trabajadores Petroleros” las sumas recaudadas de conformidad con lo establecido en el 
artículo 14º del presente Decreto. 
 
Artículo 20º.- En caso de incumplimiento de los aportes a que se refiere los artículos 14º y 19º del 
presente Decreto, la infractora se hará pasible a las sanciones previstas en el Código de Seguridad 
Social. 
 
Artículo 21º.- Mientras la "Caja de Seguro Social de Trabajadores Petroleros" se haga cargo directo 
de la gestión de los centros sanitarios de los seguros de enfermedad, maternidad y riesgos 
profesionales, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos continuará administrando dichos 
centros sanitarios, con cargo a sus contribuciones patronales, en el límite del costo contabilizado del 
mantenimiento de estos centros, en el ejercicio de 1957, y bajo los sistemas de control que 
establezca la Caja. 
 







Las empresas petroleras privadas, mientras no se haga efectiva por la Caja la aplicación de los 
seguros de enfermedad, maternidad y riesgos profesionales en lo que concierne a las prestaciones 
sanitarias, deberán cumplir con las disposiciones de la Ley General del Trabajo,relativas a estas 
prestaciones. 
 
Artículo 22º.- Los gastos de administración de la Caja de Seguro Social de Trabajadores Petroleros, 
se sujetará estrictamente a lo previsto por el artículo 149 del Código de Seguridad Social y 
disposiciones conexas. 
 
Artículo 23º.- La organización de la Caja de Seguro Social de Petroleros debe ser orientada a su 
integración en la Caja Nacional de Seguridad Social, cuando las condiciones económicas y sociales 
del país y las posibilidades Técnico-Administrativas de la Caja Nacional de Seguridad Social lo 
permitan. 
 
Artículo 24º.- El Estatuto Orgánico de la Caja de Seguro Social de Trabajadores Petroleros, será 
elevado por el Directorio a conocimiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el término 
de 90 días desde la fecha del presente Decreto para los efectos de su aprobación. 
 
ArtícuIo 25º.- La Caja de Seguro Social de Trabajadores Petroleros, -entrará en efectivo 
funcionamiento a partir del 19 de enero de 1959, para cuyo efecto el Directorio adoptará las 
medidas relativas a su organización, afiliación y cotizaciones. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Trabajo y Seguridad Social, de Hacienda y 
Estadística y de Minas y Petróleo, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente 
Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los diez días del mes de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho años. 
 


(Fdo).- HERNAN SILES ZUAZO.- Víctor Andrade.- Eufronio Hinojosa.- Aníbal Aguilar.- Jorge 
Tamayo.- Germán Monroy B.- Hernando Poppe- V. Alvarez Plata.- Jorge Antelo. 


 
 








Ley de 22 de mayo de 1958 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
POR CUANTO: El Honorable Congreso Nacional ha sancionado la siguiente Ley: 
 


EL CONGRESO NACIONAL 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.-  De acuerdo a lo preceptuado por el artículo 19 de la Constitución Política del 
Estado, se declara la necesidad nacional el desarrollo y explotación, mediante la concurrencia de 
capital privado extranjero, de la estructura Yacuiba (Madrejones sector boliviano) y cualquier otra 
que pudiera, existir en el área de 43.800 hectáreas delimitada en el Decreto Supremo Nº4645 de 13 
de mayo de 1957, y situada dentro de los cincuenta kilómetros de la frontera con la República 
Argentina. A este efecto, autorízase al Poder Ejecutivo, para que por intermedio de Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos, suscriba el correspondiente contrato para el desarrollo en 
operación conjunta, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 161 del Código del Petróleo. 
 
Comuníquese al Poder Ejecutivo para los fines constitucionales. 
 
Sala de sesiones del H. Congreso Nacional. 
 
La Paz, 20 de mayo de 1958. 
 
(Fdo) -- Federico Alvarez Plata, Presidente del H. Senado Nacional.- Juan. Sanjinés 0., Presidente 
de la H. Cámara de Diputados.-- Ciro Humboldt B., Senador Secretario.- Heberto Añez, Senador 
Secretario.- Manuel Paz Soruco, Diputado Secretario.- Alberto Mendoza López, Diputado 
Secretario. 
 
POR TANTO: La promulgo, para que se tenga y cumpla como Ley de la República. 
 
Palacio de Gobierno, en la ciudad de La Paz, a los veintidos días del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho años. 
 


(Fdo).- HERNAN SILES ZUAZO.- José F. del Solar A., Ministro de Minas y Petróleo. 
 


 








27 de abril de 1959 
 


Decreto Supremo Nº 5197 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO:  
 
Que por Decreto Supremo Nº 3570 de 27 de noviembre de 1953, se encomendó a Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos la administración de los fondos correspondientes al 14% del aporte 
patronal para la realización y construcción de Viviendas Populares Baratas, conforme lo establece el 
Decreto Supremo de 9 de Abril del mismo año; 
 
Que, al 31 de diciembre de 1958, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos retiene en su poder 
un saldo de Bs. 851.218.401.- por el concepto de referencia; 
 
Que el plan de adquisiciones de terrenos, en los diferentes distritos del país, destinados a la vivienda 
del trabajador petrolero está en vías de complementarse, no precisándose para ello el total de la 
suma antes consignada; 
 
Que la Federación Sindical de Trabajadores Petroleros de Bolivia necesita con carácter de urgencia 
una Sede Social en la ciudad de La Paz, que le permita instalar sus oficinas y dotar de alojamiento a 
los miembros del interior de la República que están en ejercicio de las diferentes Secretarías 
Sindicales; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Autorízase a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos a otorgar un préstamo de 
TRESCIENTOS MILLONES DE BOLIVIANOS (Bs. 300.000.000-) del 14% “ Fondo Nacional 
para la Construcción de Viviendas Populares Baratas” en favor de la Federación Sindical de 
Trabajadores Petroleros de Bolivia, para la construcción de un inmueble destinado a Sede social. 
 
Artículo 2º.- La forma de reembolso del préstamo a que se refiere el artículo anterior, será 
convenido entre Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos y la Federación Sindical de 
Trabajadores Petroleros de Bolivia, mediante el documento respectivo. 
 
Artículo 3º.- De conformidad a la Ley General del Trabajo, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social autorizará la ejecución de todo el trámite administrativo y fiscalizará la inversión de estos 
recursos. 
 
Los señores Ministros de Hacienda y Estadística y de Minas y Petróleo, quedan encargados de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintisiete días del mes de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve años. 
 







(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.- Jorge Tamayo.R.- Eufronio Hinojosa.- M. Diez de Medina.- 
Walter Guevara A.- Germán Monroy B.- Julio MI. Aramayo.-Hernando Poppe.- Aníbal Aguilar P.- 


Jorge Antelo.- José Rojas G. 
 


 








15 de mayo de 1959 
 


Decreto Supremo Nº 5221 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que en fecha 6 de diciembre de 1956 se dictó la Resolución Suprema Nº 72202 aprobando la 
resolución adoptada por la Junta de Almonedas del Ministerio de Hacienda en sus reuniones de 5, 8 
y 10 de noviembre de 1956 y adjudicando en favor de la firma Metalúrgica Walling S.A. la 
provisión de 20.000 metros de tubería de hierro fundido de 500 mm. de diámetro interno de 6 
metros de largo por unidad, al precio de $CBB. 39.45 CIF Santa Cruz por metro lineal, o sea por un 
monto total de $CBB. 789.000.- agregando a esta suma un 10% para accesorios e implementos. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que por Resolución Suprema Nº 75293 de 30 de octubre de 1957, se ha autorizado al Banco Central 
de Bolivia la entrega de documentos de embarque por importación de cañería para la instalación de 
aguas potables con destino a la ciudad de Santa Cruz y correspondiente al contrato suscrito entre el 
Comité de Obras Públicas de aquella ciudad y la firma Titeux Export, por un importe total de $us. 
605.808,90. 
 
CONSIDERANDO:   
 
Que las indicadas importaciones se han efectuado, en el primer caso, utilizando las propias 
disponibilidades en dólares convenio del Banco Central de Bolivia y, en el segundo caso, con la 
suscripción del Convenio firmado con la Titeux Export; siendo por lo tanto necesario adoptar las 
disposiciones pertinentes con el objeto de reembolsar al Banco Central de Bolivia el equivalente en 
bolivianos al cambio del día, con el producto de las regalías que corresponden al Comité de Obras 
Públicas de Santa Cruz sobre petróleo. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que mediante la Resolución Suprema Nº 78733 de 30 de octubre de 1958 se autorizó al Banco 
Central de Bolivia para que otorgue su aval en el pagaré suscrito por el Comité de Obras Públicas 
de Santa Cruz a favor de la Empresa Techint Compañía Técnica Internacional hasta la suma de 
$us.126.501- para la realización de los estudios de las obras urbanas de Ia ciudad de Santa Cruz de 
la Sierra. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que las anteriores disposiciones legales han dado lugar a ¡mportantes inversiones en beneficio del 
Departamento de Santa Cruz, siendo por lo tanto necesario regularizar el servicio de las 
obligaciones contraídas y resguardarlas con la garantía de las regalías que por exportaciones 
petrolíferas se ha reconocido a favor del Comité de Obras Públicas de Santa Cruz. 
 
En Consejo de Ministros, 







 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Se autoriza a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos a subrogarse al monto total 
a que asciende las obligaciones del Comité de Obras Públicas de Santa Cruz en el Banco Central de 
Bolivia y que son las siguientes: 
 
Ferro-Brasileiro S.A. 20.000 m. con accesorios.  $CBB. 855.990.95 
 
Titeux Export. 155,000 m. cañería galvanizada.   $us 606.906.33 
 
Techint Compañía Técnica Internacional.            $us.  126.500.— 
 
          $us. 1.589.397.28 
 
Importación de repuestos p. Usina Eléctrica.     Bs. 190.759.824 
 
  
Artículo 2º.- Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos garantizará la totalidad de las anteriores 
obligaciones y las que se crearán con motivo del cobro de comisiones bancarias, gastos, etc., con el 
producto de las regalías que por sus explotaciones petrolíferas corresponden al Comité de Obras 
Públicas de Santa Cruz. 
 
Artículo 3º.- Para la total cancelación de las anteriores obligaciones se fija el plazo de diez años, 
debiendo efectuarse el servicio de amortización en forma trimestral a partir del 31 de marzo de 
1960, con el interés anual del tres por ciento, para cuyo efecto el rendimiento de las regalías por 
explotaciones petrolíferas otorgadas a favor del Comité de Obras Públicas de Santa Cruz y que las 
recauda Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, se depositarán con regularidad en una cuenta 
especial en la Sucursal Nº1 del Departamento Monetario del Banco Central de Bolivia. 
 
Artículo 4º.- El Banco Central de Bolivia y Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos acordarán 
las demás condiciones que deben establecerse mediante escritura pública de la presente 
subrogación, comprendiendo intereses devengados a la fecha. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda y Estadística y Obras Públicas y 
Comunicaciones quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los quince días del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y nueve años. 
 
(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.- Víctor Andrade.- Eufronio Hinojosa.— Hernando Poppe M.— 
Jorge Tamayo R.—Julio Ml. Aramayo.—Germán Monroy B.—Jorge Antelo.—Aníbal Aguilar P. 


 
 








12 de junio de 1959 
 


Decreto Supremo Nº 5241 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que los señores Jorge Tamayo Ramos, Ministro de Economía Nacional e Interino de Minas y 
Petróleo y Aníbal Aguilar Peñarrieta, Ministro de Trabajo y Seguridad Social, han viajado a la 
ciudad de Bogotá para asistir en representación del Gobierno boliviano al Tercer Seminario de 
Asuntos Sociales y Agrarios que debe realizarse en esa capital; 
 
Que para mantener el normal desenvolvimiento de la Administración Pública, es necesario designar 
a los ciudadanos que se hagan cargo de la atención de los mencionados Despachos, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.-  Durante la ausencia de los Ministros titulares, atenderán los Despachos de 
Economía Nacional, Minas y Petróleo y Trabajo y Seguridad Social, los señores Ministros de 
Hacienda, Agricultura y Obras Públicas, respectivamente. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los doce días del mes de junio de mil 
novecientos cincuenta y nueve años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO. 
 


 








5 de agosto de 1959 
 


Decreto Supremo Nº 5270 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Ministerio de Minas y Petróleo se encuentra en acefalía, haciéndose por tanto necesario 
proceder a la designación del ciudadano que vaya a ocupar la indicada Secretaría de Estado, a fin de 
asegurar el normal, desenvolvimiento de la Administración Pública en lo que corresponde a las 
funciones específicas de dicho Despacho; 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Nómbrase Ministro de Estado en la Cartera de Minas y Petróleo, al ciudadano Carlos 
Guzmán Pereira. 
 
Artículo 2º.- El Ministro nombrado, jurará la posesión de su cargo el día 6 de los corrientes, a horas 
10 de la mañana. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los cinco días del mes de agosto de mil 
novecientos cincuenta y nueve años. 
 


(Fdo.).-  HERNAN SILES ZUAZO.- 
 


 








25 de agosto de 1959 
 


Decreto Supremo Nº 5281 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO:  
 
Que el Gobierno de la Revolución Nacional, viene cumpliendo un extenso  plan de protección 
social sanitaria en todo el territorio nacional, mediante la extensión de servicios públicos que 
beneficien a las clases populares; 
 
Que entre las calles Cochabamba, Grevaux y Ballivián del radio urbano de la población de Yacuiba, 
provincia del Gran Chaco del Departamento de Tarija, se encuentra el fundo destinado a la 
edificación de un hospital general a cargo de la "Bolivian Oil Company", de acuerdo a los trámites 
expropiatorios seguido por la H. Alcaldía de la indicada población, requiriendo para su efectividad 
y ejecución inmediata, la autorización correspondiente. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único-  Autorízase a la "Bolivian Oil Company" con residencia en Bolivia, la construcción 
de un Hospital para el servicio público en el área delimitada en la Resolución Expropiatoria 
Municipal de 4 de marzo último, que comprende las calles Cochabamba, Grevaux y Ballivián del 
radio urbano de la población de Yacuiba, provincia del Gran Chaco del Departamento de Tarija, de 
acuerdo al convenio suscrito por el Ministerio de Salud Pública. 
 
El señor Ministro en el Despacho de Salud Pública, queda encargado de la ejecución y 
cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinticinco días del mes de agosto 
de mil novecientos cincuenta y nueve años. 
 
(Fdo).- HERNAN SILES ZUAZO.- Víctor Andrade U.- Julio M. Aramayo.- H. Moreno Córdova.- 
Germán Monroy Block.- Jorge Tamayo R.- Aníbal Aguilar P.- Carlos Guzmán P.-  José Rojas G. 


 
 








25 de noviembre de 1959 
 


Decreto Supremo Nº 5354 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
El ofrecimiento formulado por Bolivian Oil Company S.A., por conducto del Presidente de su 
Directorio Ing. Guillermo Mariaca, para donar el usufructo de dos grupos electrógenos 
completamente instalados, en favor de la ciudad de Yacuiba, reservándose el derecho de propiedad; 
 
Que la sugerencia del donante en sentido de crearse una sociedad cooperativa de servicios, ajustada 
a las disposiciones legales que reglamentan estas organizaciones, concuerda con el artículo 126 de 
la Constitución Política que atribuye al Estado el deber de fomentar la organización de toda clase de 
cooperativas; 
 
Que es necesario resolver con carácter urgente el problema de suministro de energía eléctrica para 
atender las necesidades cada vez más crecientes de la población de Yacuiba, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Se acepta el ofrecimiento de Bolivian Oil Company S.A. de donar el usufructo por 
tiempo indefinido de dos grupos electrógenos debidamente instalados, para el servicio de luz 
eléctrica de Yacuiba, con la reserva del derecho de propiedad en su favor. 
 
Artículo 2º.-  Se autoriza a la Municipalidad de Yacuiba a proceder de inmediato a la formación de 
una Sociedad Cooperativa de Servicios de acuerdo a las disposiciones contenidas en la Ley General 
de Cooperativas de 13 de septiembre de 1958. 
 
Artículo 3º.- El fondo de operaciones de la Sociedad Cooperativa de Servicios estará constituido 
por el aporte de los particulares que les dará derecho a recibir este servicio. La escritura de 
constitución de la Sociedad determinará el número y valor de las acciones, además de establecer 
todas las condiciones y especificaciones para el caso (*). 
 
(*) NOTA.- En el original proporcionado por la Secretaría del Palacio de Gobierno, Sección 
Archivo, falta el Artículo 4º del presente Decreto. Lo reproducimos con el mismo contexto y 
numeración que lleva el original. 
 
Artículo 5º.-  Dicha Sociedad Cooperativa de Servicios gozará de todos los privilegios y 
exenciones establecidas en el artículo 39 de la citada Ley General de Cooperativas. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Obras Públicas y Comunicaciones y de 
Trabajo y Seguridad Social, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente 
Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinticinco días del mes de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve años. 







 
(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.- Hernando Poppe M.— Aníbal Aguilar P. 


 
 








Ley de 21 de diciembre de 1959 
 


RUBEN JULIO CASTRO 
Presidente del H. Congreso Nacional 


 
POR CUANTO: El Honorable Congreso Nacional ha sancionado la siguiente Ley: 
 
El Congreso Nacional, 
 
DECRETA:  
 
Artículo único.- Aclárase los términos del Artículo 104 del Código del Petróleo de la siguiente 
manera. 
 
"La regalía a que se refiere el Código del Petróleo en favor del Estado, corresponde a los 
Departamentos productores en cumplimiento de lo dispuesto por la Ley de 15 de julio de 1938". 
 
Comuníquese al Poder Ejecutivo para los fines constitucionales, 
 
Sala de sesiones del H. Congreso Nacional. 
 
La Paz, 15 de enero de 1957. 
 
(Fdo.) Juan Lechín 0, Presidente del H. Senado Nacional.- Juan Sanjinés Ovando, Presidente de la 
H. Cámara de Diputados.- Ciro Humbolt B., Senador Secretario.- Eufronio Hinojosa, Senador 
Secretario.- Luis F. Oropeza, Diputado Secretario.- Oscar Barbery, Diputado Secretario. 
 
POR TANTO: De conformidad con lo prescrito por el artículo 79 de la Constitución Política del 
Estado, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley de la República. 
 
Palacio Legislativo, en la ciudad de La Paz, a los veintiun días del mes de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y nueve 
 


(Fdo.) RUBEN JULIO CASTRO, Presidente del H. Congreso Nacional. 
 


 








DECRETO  LEY Nº 2981. 
 


La Paz, 21 de febrero de 1952 
 


Gral. de Brig. HUGO BALLIVIAN  R. 
Presidente de la Junta Militar  de Gobierno. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, en la práctica los negocios y convenios internacionales que se suscriben sobre asuntos 
mineros y petrolíferos, sufren dilaciones y observaciones de carácter técnico mientras se efectúan  
los estudios en el país con referencia a las proposiciones extranjeras; 
 
Que, por esta circunstancia es necesario crear el cargo de Consejero de Minas y Petróleos en la 
Embajada de Bolivia en Washington (Estados Unidos de Norte América), a fin de que los 
negocios internacionales sobre estas materias sean llevadas con asesoramiento técnico; 
 
Por tanto, la Junta Militar de Gobierno; 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Créase el cargo de Consejero de Minas y Petróleo en la Embajada de Bolivia en 
Washington (Estados Unidos de Norte América), cuyos emolumentos serán cancelados por el 
Ministerio de Economía Nacional con fondos provenientes del Banco Minero de Bolivia.  
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Economía Nacional y Relaciones 
Exteriores y Culto, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto-Ley. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiun días del mes de febrero de 
mil novecientos cincuenta y dos años. 
 
(Fdo.) GRAL. HUGO BALLIVIAN.- Gral. Donato Cardozo.- CnI. Carlos Montero .- Tcnl. Luis 


Martínez.- Tcnl. Facundo Moreno.- Gral. Antonio Seleme.- Gral. Francisco Careaga.- Tcnl. 
Carlos Ocampo.- Tcnl . Sergio Sánchez.- Valentín Gómez. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 03461 
 


La Paz, 28 de julio de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO:  
 
Que, por Decreto Supremo Nº 3097 de 27 de junio de 1952, se prorrogó, hasta el 30 de junio del 
año en curso, los efectos de la Ley de 5 de diciembre de 1941 que libera de derechos e impuestos 
a la internación de gasolina corriente, kerosene y gasolina de aviación; 
 
Que mediante Decreto Supremo Nº 03413 de 26 de mayo de 1953 se ha establecido en favor de 
Y. P. F. B., el monopolio de importación y distribución de petróleo crudo, gasolina de cualquier 
octanaje, kerosene, diesel y fuel-oil; 
 
Que, existiendo los motivos que originaron la dictación de estas disposiciones, es indispensable 
ampliar el plazo de liberación de derechos e impuestos en favor de Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales BoIivianos; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
D E C R E T A: 
 
Artículo único. - Prorrógase, hasta el 30 de junio de 1954, los efectos de la Ley de 5 de 
diciembre de 1941, ampliándose esta disposición para la importación de diesel y fuel-oil. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiocho días del mes de julio 
de mil novecientos cincuenta y tres años. 
 


(Fdo.) Víctor Paz Estenssoro, Juan Lechín Oquendo, Wálter Guevara Arze, Federico Gutiérrez 
Granier,  Federico Fortún S., Gral. Luis Ernesto Arteaga, Fernando Iturralde Chinel, Julio MI . 


Aramayo, Ñuflo Chávez Ortiz, 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3401 
 


La Paz, 12 de mayo de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos por una parte, y Glenn H. McCarthy, de la 
ciudad de Houston del Cantón Harris, Estado de Texas, por otra, en fecha 26 de septiembre del 
pasado año, han firmado un contrato por el cual la entidad primeramente citada, concede a Glenn 
H. McCarthy, en arrendamiento, determinadas extensiones de terreno situadas en el S.E. de la 
República, para su explotación, desarrollo y producción de petróleo crudo. 
 
Que en fecha 2 de febrero de este año, ambas partes firmaron un contrato complementario 
otorgándose mutuas garantías para mayor seguridad de la ejecución del contrato principal. 
 
Que en fecha 11 de mayo de 1953 ambas partes han suscrito un Convenio complementario por el 
cual se establece la provisión de petróleo crudo que hará Glenn H. McCarthy a Y.P.F.B., para su 
exportación. 
 
Que dichos contratos no comprometen zona territorial alguna cuya propiedad y dominio se 
mantienen inalterables en favor del Estado y responsabilidad de Y.P.F.B., sino simplemente 
derechos contractuales que Y.P.F.B. otorga a Gleen H. MacCarthy para el desarrollo petrolífero 
de la zona arrendada por un período limitado de tiempo, sin que ello importe riesgo, inversión o 
responsabilidad alguna ni para Y.P.F.B. o para el Estado boliviano. 
 
Que el Estado tiene la obligación de fomentar el incremento de la actividad económica del país 
con el objeto de crear nuevas fuentes de riqueza entre las que sobresale por su importancia la 
industria del petróleo en zonas cuya explotación intensiva escapa a las posibilidades de Y.P.F.B. 
 
Que la Ley de 17 de octubre de 1945 otorga garantías a la inversión de capitales privados 
extranjeros que quieran incorporarse a la economía nacional. 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Apruébanse y se ratifican los contratos suscritos entre Yacimientos  Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos y la Empresa Glenn H. McCarthy, de fechas 26 de septiembre de 1952, 2 de 
febrero de 1953 y 11 de mayo de 1953. 
 
Artículo 2º.- Durante la vigencia de los referidos contratos, en conformidad a las estipulaciones 
de los mismos, los bienes del arrendatario no serán expropiados ni nacionalizados. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo y Hacienda y Estadística, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad der La Paz, a los doce días del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y tres años. 







 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín Oquendo.- Federico Gutiérrez G.- Federico 
Fortún S.- Wálter Guevara Arze.- General Luis E. Arteaga.- Augusto Cuadros Sánchez.- Ñuflo 


Chávez Ortíz.- Fernando Iturralde Ch.-  Germán Butrón.- Germán Vera Tapia. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3410. 
 


La Paz, 19 de mayo de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que las Leyes de 1º de diciembre de 1943 y 30 de septiembre de 1948 han creado impuestos 
sobre el petróleo y sus derivados, producidos en el Departamento de Santa Cruz, con destino a 
obras públicas en la circunscripción del mismo Departamento; 
 
Que no obstante ser Camiri, en la Provincia Cordillera, el centro productor de petróleo, carece, 
hasta ahora de agua potable, elemento indispensable de vida para una población; 
 
Que el Gobierno de la Revolución Nacional considera un deber inaplazable el de remediar la 
injusta preterición de que ha sido objeto la localidad de Camiri, en la que reside un considerable 
número de trabajadores petroleros; 
 
En Consejo de Ministros,  
 
DECRETA: 
 
Articulo 1º.- De los fondos que mantiene en su poder Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos, que corresponden a los impuestos creados por las Leyes de 1º de diciembre de 1943 y 
30 de septiembre de 1948, y, descontada la participación que corresponde a la capital Santa Cruz 
y que ya está afectada al empréstito autorizado por el Decreto Supremo Nº 3188 de 20 de 
septiembre de 1952, se destina la suma de DIEZ MILLONES DE BOLIVIANOS (Bs. 
10.000.000.-), a las obras de captación de aguas potables para la localidad de Camiri. 
 
Artículo 2º.- Se encomienda a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos la ejecución de las 
obras de provisión de agua potable para la localidad de Camiri, de acuerdo con los estudios que 
ya ha realizado dicha institución, en cumplimiento del Decreto Supremo Nº 3115 de 8 de julio de 
1952. 
 
Los señores Ministros de Obras Públicas y Comunicaciones y de Minas y Petróleo quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presento Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los diecinueve días del mes de mayo 
de mil novecientos cincuenta y tres años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Adrián Barrenechea T.- Juan Lechín Oquendo.- Federico 
Gutiérrez Granier.- Fernando Iturralde Ch.- Gral. Luis Ernesto Arteaga.- Federico Fortún S.- Julio 


Manuel Aramayo.- Germán Butrón.- Germán Vera Tapia. 
 


 








DECRETO SUPREMA Nº 3413 
 


La Paz, 26 de mayo de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que es conveniente regularizar la importación de productos derivados del petróleo, con objeto de 
controlar la correcta inversión de las divisas que el Estado destina a tal fin. 
 
Que el artículo 19 de la Constitución Política establece que el Estado podrá regular el ejercicio 
del comercio y de la industria, cuando así lo requieran las necesidades públicas. 
 
Que el artículo segundo del Decreto-Ley de 21 de diciembre de 1936, concede a Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos, la misión de comercializar el petróleo crudo y sus derivados 
dentro del territorio de la República. 
 
En Consejo de Ministros y con cargo de aprobación Legislativa, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Establécese, en favor de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, el monopolio 
de importación y distribución de petróleo crudo, gasolina de cualquier octanaje, kerosene, diesel y 
fuel-oil. 
 
Artículo 2º.- Lo dispuesto en el artículo anterior, no comprende las importaciones de 
hidrocarburos que se despachen en las Aduanas de Cobija, Villa-Bella, Guayaramerín y Puerto 
Suárez, para el consumo exclusivo de los departamentos del Beni y Pando.  Estos hidrocarburos 
importados en el régimen de libre comercio y despachadas por las indicadas Aduanas, no podrán 
ser internados al resto del país so pena de comiso. 
 
Artículo 3º.- Desde la fecha del presente Decreto, quedan cancelados los permisos de 
importación de hidrocarburos otorgados a particulares cuyos acreditivos no hubiesen sido aún 
abiertos, excepto los que señala el artículo segundo.  Las importaciones en trámite con apertura 
de acreditivos ya efectuada, serán realizadas y concluidas por las  firmas interesadas debiendo la 
mercancía ingresar al país hasta el 15 de julio del presente año.  La mercadería consignada a 
particulares que no llegase hasta esa fecha deberá ser transferida a Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos. 
 
Artículo 4º.- Las firmas comerciales tenedoras de petróleo crudo, gasolina de cualquier octanaje, 
kerosene diesel y fuel oil, presentarán de inmediato, a Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos, un estado de cuenta de sus existencias actuales, lo que repetirán mensualmente hasta 
el agotamiento de sus provisiones, acreditando las salidas con documentación pertinente. La 
ocultación será penada con el comiso de las existencias. 
 
Artículo 5º.-  Las Aduanas de la República, salvo, las señaladas en el artículo segundo, no 
despacharán después del 15 de julio de 1953, importaciones de petróleo y subproductos 
mencionados en el artículo primero, que no sean efectuadas por Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos, decomisándose las que pretendan ser internadas por particulares. 







 
Artículo 6º.- El Banco Central de Bolivia en cuotas trimestrales, entregará a Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos, el monto de divisas que consigne el Presupuesto anual de 
importaciones de hidrocarburos, descontando las cantidades destinadas al consumo de las zonas 
determinadas en el artículo segundo. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo y de Hacienda y 
Estadística, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiseis días del mes de mayo 
de mil novecientos cincuenta y tres años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín Oquendo.- Federico Gutiérrez Granier.- 
Gral. Luis Ernesto Arteaga.- Adrián Barrenechea T.- Federico Fortún S.- Julio Manuel Aramayo.- 


Ñuflo Chávez Ortíz.- Germán Butrón.- Augusto Cuadros Sánchez.- Germán Vera Tapia. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3419. 
 


La Paz, 29 de mayo de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, por el artículo 5º del Decreto Supremo Nº 975 de 9 de diciembre de 1947, se ha dispuesto el 
pago, en divisas, de todos los haberes que perciben los empleados y obreros que trabajan en la 
región de Bermejo al servicio del Estado, en razón de ser una zona fronteriza y apartada de los 
centros del País;   
 
Que es necesario complementar la anterior disposición, en beneficio exclusivo de los trabajadores 
de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos que laboran en el campamento petrolífero de 
Bermejo, en atención a que todos los intercambios que realizan para satisfacer sus necesidades los 
efectúan imprescindiblemente, en moneda extranjera. 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- El personal de obreros y empleados de Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos que trabaja en el Campamento de Bermejo, tiene derecho a percibir en moneda 
argentina, además de sus sueldos y salarios, todos los beneficios sociales que le acuerdan las 
disposiciones legales en vigencia. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintinueve días del mes de mayo 
de mil novecientos cincuenta y tres años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín Oquendo.- Federico Gutiérrez Granier.- 
Federico Fortún S.-  Gral Luis Ernesto Arteaga.- Fernando Iturralde Chinel.- Adrián Barrenechea 


T.-  Ñuflo Chávez Ortíz.- Germán Butrón.- Germán Vera Tapia. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3448. 
 


La Paz, 3 de julio de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por Decreto-Ley de 10 de junio de 1936, se separaron del Portafolio de Industria y Comercio 
los servicios de Minas y Petróleo, para organizarse independientemente en un nuevo Despacho  
de Estado. 
 
Que no obstante la singular importancia que representaba la creación de la nueva Secretaría, 
fundamental para la economía del país, fué suprimida por Decreto Supremo de 12 de noviembre 
de 1940, que incorporó sus facultades al Ministerio de Economía Nacional. 
 
Que el Decreto Supremo Nº 3037, de 12 de agosto de 1952, enfocando el problema minero y 
petrolero en toda su amplitud, restableció la existencia del Ministerio de Minas y Petróleo, como 
organismo imprescindible para realizar la Revolución Nacional en el campo de la recuperación de 
las riquezas naturales. 
 
Que estando en funciones el Ministerio de Minas y Petróleo, las facultades y competencia del 
Superintendente Nacional de Minas deben pasar a formar parte de las atribuciones de aquél. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.-  El Ministerio de Minas y Petróleo, como organismo máximo de la política del 
Estado en lo referente a las industrias minera y del petróleo, asume las funciones de dirección, 
supervigilancia y control de la política económica y social en cuanto se relacione con estos 
renglones primordiales de la producción. 
 
Artículo 2º.-  El Ministerio de Minas y Petróleo dirigirá la alta política, con facultades de 
inspección y control en lo que a gestión y administración se refiere de la Corporación Minera de 
Bolivia, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, Banco Minero de Bolivia, Instituto 
Metalúrgico Boliviano en organización, y de cuantas instituciones autárquicas o semiautárquIcas 
se crearen en el futuro, como organismos estatales para el desarrollo e Incremento de la minería y 
de la Industria del petróleo. 
 
Artículo 3º.- Están dentro de la competencia y constituyen atribuciones del Ministerio de Minas 
y Petróleo: 
 
a) El fomento y control de la explotación minera y petrolera y determinación de su régimen 
y producción; 
 
b) La supervigilancia de la comercialización de minerales y de petróleo; 
 
c) Estudio de los costos de producción y normas para su abaratamiento; 
 







d) Condiciones de explotación interna y sus relaciones con otros países a fin de regular la 
producción; 
 
e) La supervigilancia de la importación, distribución y venta de materiales destinados a esas 
industrias, 
 
f) Implantación de nuevos regímenes de explotación. 
 
g) Cooperación y ayuda técnica a la industria privada; 
 
h) Establecimientos de Plantas de Fundición;  
 
i) Formación de Sociedades Mixtas y Cooperativas para la explotación y producción o para 
la industrialización de los productos; 
 
j) Levantamiento del mapa catastral de toda la república; 
 
k) Servicios de Prospección Geológica; 
 
y cuanto tenga relación con las industrias minera y petrolera en sus diversas manifestaciones de 
explotación, producción, industrialización, comercialización y aprovisionamiento. 
 
Artículo 4º.- Suprímese la Superintendencia  Nacional de Minas, cuya jurisdicción y facultades 
pasan al Ministerio de Minas  y Petróleo.  Los ítems presupuestarios de aquella dependencia 
oficial se traspasan a la Secretaría de Estado de Minas y Petróleo, 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo queda encargado de la ejecución 
y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los tres días del mes de julio de mil 
novecientos cincuenta y tres años. 
 


(Fdo.) Víctor Paz Estenssoro, Juan Lechin Oquendo, Wálter Guevara Arze, Federico Gutiérrez 
Granier, Augusto Cuadros Sánchez, Adrián Barrenechea Torres, Julio MI. Aramayo, Fernando 


Iturralde Chinel, Germán Vera Tapia, Germán Butrón. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3456. 
 


La Paz, 24 de julio de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO, 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que es necesario establecer normas que aseguren el normal abastecimiento de artículos de uso y 
consumo para las poblaciones fronterizas con la República Argentina; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
D E C R E T A: 
 
Artículo 1º.-  Encomiéndase al Banco Central de Bolivia y a Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos la compra y distribución de mercaderías, frutos y productos de procedencia argentina, 
con destino exclusivo al uso y consumo de las poblaciones fronterizas con la República 
Argentina, incluyendo al personal de las reparticiones públicas, semipúblicas, autárquicas y semi-
autárquicas de la zona. 
 
Artículo 2º.- El Comité de Comercio Exterior del Banco Central de Bolivia extenderá 
mensualmente permisos globales de importación, hasta las cantidades máximas que resuelva el 
Ministerio de Economía Nacional y sin derecho a uso de cambio, a nombre de Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos o del Banco Central de Bolivia, según corresponda, o de 
personeros autorizados por dichas instituciones para realizar las operaciones del artículo anterior. 
 
Artículo 3º.- Las importaciones autorizadas por el presente Decreto serán despachadas por las 
reparticiones aduaneras mediante Actas de Avalúo, en base a los valores consignados en las 
facturas de compra originales y con referencia al respectivo permiso global de importación. 
 
Artículo 4º.- Las entidades, comerciantes o personas interesadas en comerciar o comprar 
mercaderías, frutos y productos de origen argentino realizarán sus adquisiciones, exclusivamente, 
por intermedio de la Agencia del Banco Central de Bolivia o de la oficina de Y. P. F. B., de la 
zona, o de los personeros autorizados de estas entidades. 
 
Artículo 5º.- El Banco Central de Bolivia y Y. P. F. B., comunicarán mensualmente al Ministerio 
de Economía Nacional el detalle de las adquisiciones, los precios de sus compras y ventas y de la 
distribución de mercaderías, frutos y productos importados de la República Argentina.  
Igualmente, el Comité de Comercio Exterior y las oficinas aduaneras remitirán mensualmente, 
copias de los permisos globales de Importación y de las Actas  de Avalúo que extiendan. 
 
Artículo 6º.- Quedan derogadas las disposiciones contrarias al presente Decreto Supremo. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Economía Nacional y de Hacienda y 
Estadística, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinticuatro días del mes de julio 
de mil novecientos cincuentitres años. 
 







(Fdo.) Víctor Paz Estenssioro, Augusto Cuadros Sánchez, Federico Gutiérrez Granier, Julio MI. 
Aramayo, Juan Lechín Oquendo, Gral. Luis Ernesto Arteaga, Adrián Barrenechea Torres. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3517 
 


La Paz, 6 de octubre de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, por Decreto Supremo de 14 de mayo último se ha fijado la paridad del peso boliviano en Bs. 
190.- por dólar norteamericano, lo que ha incidido en el aumento del costo de importación de 
productos que se lo hacía al tipo de Bs. 60.- por dólar, así como para equipos y materiales 
destinados a la industria del petróleo. 
 
Que, como consecuencia de la variación del tipo de cambio, se ha otorgado a todos los 
trabajadores un subsidio mensual de compensación de Bs. 4.000.- 
 
Que, por Decreto Supremo de fecha 9 de abril pasado, se ha concedido a empleados y obreros de 
Y.P.F.B. el subsidio familiar como asimismo se ha dispuesto la acumulación de fondos con 
destino a la construcción de viviendas baratas para los trabajadores. 
 
Que el artículo 38 de los Estatutos de Y.P.F.B. faculta al Directorio de esa entidad a fijar los 
precios de sus productos, los que en ningún caso serán inferiores al costo, previa autorización del 
Poder Ejecutivo. 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros; 
 
DECRETA, 
 
Artículo 1º.- Apruébanse los siguientes precios de venta de los derivados del petróleo, en toda la 
República, los mismos que se encontraban en vigencia desde el 20 de mayo del presente año:  
 
Gasolina automotriz Bs 22.00 el litro. 
Gasolina de aviación de origen nacional Bs 27.00 
Kerosene en surtidores para uso doméstico Bs 10.00 
Kerosene en almacenes para uso industrial Bs 18 00 
Diesel nacional para el público, cooperativas eléctricas y otras reparticiones  Bs 18.00 
 
Artículo 2º.- Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos destinará desde la fecha, la suma de 
veinte centavos sobre litro de gasolina que se expenda con destino a Vivienda Propia del 
Trabajador Petrolero; veinte centavos en favor de los choferes de la República con destino a la 
construcción de sus sedes sociales y diez centavos para las necesidades urbanas de Camiri. 
 
Artículo 3º.- Se deja establecido que en él precio de Bs. 22.00 para gasolina automotriz fijado 
para el Departamento de Santa Cruz, se incluye el impuesto creado por Decreto Supremo de 20 
de septiembre último, con destino a la financiación de obras públicas de la ciudad de Santa Cruz, 
que alcanza a Bs. 1.20, y la contribución fijada en el artículo anterior. 
 
Artículo 4º.- Para aquellas localidades donde los precios señalados en el artículo 1º, le 
signifiquen pérdidas a Y. P. F. B., esta entidad queda facultada a recargar el precio básico de 
donde se hace el abastecimiento, con el costo de transportes y otros gastos que hubieren. 
 







Artículo 5º.- Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, queda expresamente autorizado a 
elevar los precios de sus productos en caso de que se crearen impuestos sobre la producción o el 
consumo. 
 
Artículo 6º.- Los precios de la gasolina de aviación, diesel y fuel oil de origen extranjero, estarán 
sujetos a las cotizaciones del mercado internacional, pudiendo por tanto ser modificados cuando, 
se produzcan dichas variaciones, "sin previa Resolución Suprema. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo, queda encargado del 
cumplimiento y ejecución del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los seis días del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y tres años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO, Juan Lechín Oquendo. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3518 
 


La Paz, 6 de octubre de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que las necesidades de la distribución de productos provenientes de la Refinería de Petróleo, en 
la ciudad de Cochabamba, han hecho indispensable la construcción de una nueva Estación de 
Servicio sobre la Avenida Oblitas, intersección de la Avenida Gualberto Villarroel, en la zona 
disputada por la Municipalidad de Cochabamba y Francisco Morató; 
 
Que para este efecto es de urgencia proceder a la expropiación de un solar apropiado donde 
puedan levantarse las construcciones por Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos; 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Declárase de necesidad y utilidad públicas la expropiación de 800 metros cuadrados 
de terreno existentes sobre la Avenida Oblitas de la ciudad de Cochabamba, para la instalación de 
una Estación de Servicio por cuenta de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos. 
 
Artículo 2º.- La Prefectura de Cochabamba organizará el respectivo proceso administrativo para 
el pago del justo precio a los que aparezcan como propietarios, con arreglo a lo dispuesto por la 
Ley de 30 de diciembre de 1884, pudiendo autorizar la ocupación inmediata, para iniciar las 
construcciones proyectadas. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo queda encargado de la ejecución 
y cumplimiento del presente decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los seis días del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y tres años. 
 


(Fdo.) VICTOR  PAZ  ESTENSSORO , Juan Lechín Oquendo. 
 


 








DECRETO  SUPREMO Nº 3536 
 


La Paz, 21 de octubre de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Revolución Nacional está operando una profunda transformación en la estructura 
económica y social del país, para cumplir sus objetivos básicos de elevar el nivel de vida de todos 
los bolivianos y consolidar la independencia económica de la Nación. 
 
Que la Nacionalización de las Minas y la Reforma Agraria, que constituyen las bases económicas 
y políticas indispensables para llevar a cabo esa transformación, requieren ser coordinadas y 
complementadas con otras medidas fundamentales. 
 
Que diversificar la producción, racionalizar y superar las etapas primarias en la industria minera, 
integrar económicamente las diferentes regiones del país, aumentar la producción de alimentos y 
materias primas indispensables, desarrollar las fuentes de energía, todo sin desperdicio de los 
escasos recursos fiscales y con un mejor aprovechamiento de las energías humanas, exige 
sistematizar, en un plan de conjunto los objetivos y los medios y prioridades de ejecución, de 
manera que el esfuerzo nacional se concentre, sucesivamente, en aquellas ramas de la economía 
que son vitales para la colectividad. 
 
Que la coordinación de las medidas ya adoptadas y el estudio y formulación de un plan de 
desarrollo de la economía nacional, sólo pueden llevarse a cabo por una comisión constituida con 
los más altos funcionarios políticos del Estado e integrada con los técnicos, expertos y 
especialistas nacionales y extranjeros de las diferentes ramas de la administración pública y los 
representantes obreros y patronales de las distintas actividades productivas. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Créase la Comisión Nacional de Coordinación y Planeamiento con las finalidades, 
el personal, la organización y el funcionamiento que se establece en este Decreto. 
 
CAPITULO 1.- DE LAS FINALIDADES 
 
Artículo 2º.- La Comisión se ocupará, en primer término, de coordinar el funcionamiento y los 
proyectos, planes y programas de desarrollo de las diferentes reparticiones públicas e 
instituciones autárquicas existentes. 
 
Artículo 3º.- Formulará simultáneamente, un plan de desarrollo de la economía nacional teniendo 
en cuenta: 
 
a) Los recursos naturales del país, su explotación racional y su reposición sistemática en el caso 
de riquezas renovables. 
 







b) Las fuentes de energía, su aprovechamiento y desarrollo, especialmente de las hidroeléctricas y 
petrolíferas. 
 
c) Las necesidades nacionales de elevar el nivel de bienestar y cultura del pueblo; de disminuir 
nuestra actual dependencia del extranjero, aumentar el volumen de la riqueza nacional, 
racionalizar e integrar la industria minera; diversificar la producción, desarrollando 
armónicamente los diferentes aspectos de nuestra, economía; distribuir apropiadamente la mano 
de obra; fomentar el establecimiento de industrias de transformación adecuadas a las condiciones 
generales del país. 
 
Artículo 4º.- Al estudiar y formular el plan general de desarrollo de la economía nacional, 
establecerá las prioridades de ejecución que juzgue necesarias y coordinará en un plan a corto 
plazo los proyectos de realización más urgente. 
 
Artículo 5º.- Estudiará y dictaminará sobre las proposiciones concretas que se presente al 
Gobierno para la inversión de capitales, concesión de créditos, organización de nuevas industrias 
y otros proyectos específicos, juzgándolos en función del plan general. 
 
Artículo 6º.- Verificará, periódicamente, los progresos realizados en la ejecución del plan general 
y de los proyectos específicos, pero no intervendrá en dicha ejecución, la cual quedará a cargo de 
las reparticiones del Estado, instituciones autárquicas o empresas privadas que en cada caso 
corresponda. 
 
CAPITULO II. - DEL PERSONAL 
 
Artículo 7º.- Esta Comisión estará integrada por el siguiente personal con derecho a voz y voto: 
 
a) El Presidente de la República; 
 
b) Los Ministros de Estado; 
 
c) Un Vicepresidente Ejecutivo; 
 
d) Los presidentes de la Corporación Minera de Bolivia, el Banco Minero, la Corporación 
Boliviana de Fomento, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, el Banco Central de 
Bolivia, el Banco Agrícola y el Consejo Nacional de Reforma Agraria. 
 
e) El Contralor General de la República; el Superintendente de Bancos; el Subsecretario de 
Prensa, Informaciones y Cultura; los Directores Generales de Minas, Agricultura, Ganadería, 
Riegos, Colonización, Ferrocarriles, Vialidad, Aeronáutica Civil, Estadística, Aduanas, 
Industrias, Planificación Militar, Higiene y Salubridad y el Director del Departamento de Política 
Económica del Ministerio de Relaciones Exteriores. 
 
f) Un representante de la Cámara Nacional de Industrias, uno de la Cámara Nacional de 
Minería, uno de la Sociedad Rural Boliviana, uno de la Cámara Nacional de Constructores, uno 
de la industria privada del transporte y uno de los Bancos privados. 
 
g) Siete representantes de la Central Obrera Boliviana elegidos en la siguiente forma: el 
primero, de una terna propuesta por la Federación Sindical de Trabajadores Mineros de Bolivia; 
el segundo, de una terna propuesta por la Confederación General de Trabajadores Fabriles de 
Bolivia; el tercero, de una terna propuesta por la Confederación Nacional de Ferroviarios y 







Ramas Anexas; el cuarto, de una terna propuesta por la Federación de Empleados Sindicalizados 
de Banca y Ramas Afines; el quinto, de una terna propuesta por la Federación Nacional de 
Trabajadores Petroleros; el sexto, de una terna propuesta por la Confederación Nacional de 
Trabajadores de la Construcción y el séptimo de una terna propuesta por la Confederación 
Sindical de Trabajadores del Volante. 
 
h) Un delegado de la Federación Nacional de Trabajadores Campesinos. 
 
Artículo 8º.- El Jefe de la Misión de Asistencia Técnica de las Naciones Unidas en Bolivia, los 
consultores técnicos y los expertos de dicha Misión y el representante de la Administración de 
Operaciones en el Extranjero con asiento en Bolivia, formarán parte de la Comisión, en calidad 
de asesores, con derecho a voz pero sin voto. 
 
CAPITULO III. - DE LA ORGANIZACION 
 
Artículo 9º.- La Comisión Nacional de Coordinación y Planeamiento estará presidida por el 
Presidente de la República. Será su vicepresidente Ejecutivo un funcionario especialmente 
designado por el Presidente de la República con categoría de Ministro de Estado. 
 
CAPITULO IV.- DE LAS SUBCOMISIONES PERMANENTES 
 
Artículo 10º.- La Comisión se organizará en las siguientes subcomisiones permanentes: 
 
1.- De Hacienda Pública, Moneda y Crédito. 
2.- De Minas. 
3.- De Desarrollo Económico. 
4.- De Asuntos Sociales, del Trabajo e Higiene y Salubridad. 
5.- De Educación. 
6.- De Organización Administrativa. 
 
Además, podrá organizar subcomisiones temporales para el estudio de problemas determinados. 
 
Artículo 11º.- Las Subcomisiones permanentes estarán constituídas por los funcionarios que más 
adelante se indica y podrán, a su vez, subdividirse en comités. Las subcomisiones y los comités 
tendrán la facultad de requerir la concurrencia de cualquier funcionario público o persona 
particular para informar en el estudio de problemas concretos. 
 
Artículo 12º.- La subcomisión de Hacienda Pública, Moneda y Crédito estará constituida por los 
Ministros de Hacienda y Economía; por el Contralor General de la República; por el 
Superintendente de Bancos; por los Directores Generales de Presupuesto, de Impuestos Internos, 
de Aduanas, de Estadística; por el Presidente del Banco Central de Bolivia, el Delegado de los 
Bancos privados; por el Representante de la COB, elegido a propuesta en terna de la Federación 
de Empleados Sindicalizados de Banca y Ramas Afines. 
 
Los consultores de la Misión de Asistencia técnica de las Naciones Unidas para Hacienda Pública 
y Finanzas, la Contraloría General y el Banco Central de Bolivia, y el experto en Legislación 
Tributaria de la mima Misión formarán parte de esta Subcomisión Permanente. 
 
Artículo 13º.- La Subcomisión de Minas estará constituida por los Ministros de Minas y 
Hacienda; por los Presidentes de la Corporación Minera de Bolivia, el Banco Minero y el Banco 
Central; por los Directores Generales de Minas y Estadística; por el Representante de la Cámara 







Nacional de Minería y por el Delegado de la COB, elegido a propuesta en terna de la Federación 
Sindical de Trabajadores Mineros de Bolivia. 
 
Los consultores técnicos para trabajo y previsión social y para seguridad social y los expertos en 
producción minera, costos de producción de minerales, fundición de minerales, metalurgia, 
ingeniero electricista para minas, experto en cuestiones hidroeléctricas y geólogo de minas de la 
Misión de Asistencia Técnica, formarán parte de esta Subcomisión. 
 
Artículo 14º.- La Subcomisión de Desarrollo Económico estará constituida por los Ministros de 
Economía, Agricultura, Ganadería y Riegos, Petróleo, Obras Públicas, Hacienda y Asuntos 
Campesinos; por los Presidentes de la Corporación Boliviana de Fomento, el Consejo Nacional 
de Reforma Agraria, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, los Bancos Central y 
Agrícola, por los Directores Generales de Hidráulica y Electricidad, Ganadería, Riegos, 
Colonización, Comunidades y Cooperativas Campesinas, Petróleo, Vialidad, Aeronáutica Civil, 
Planificación Militar y Ferrocarriles; por los representantes de la Cámara Nacional de Industrias, 
de la industria privada del transporte y de la Sociedad Rural Boliviana; por los delegados de la 
COB elegidos a propuesta en terna de la Confederación General de Trabajadores Fabriles de 
Bolivia, la Confederación Sindical de Trabajadores del Volante, la Confederación Nacional de 
Trabajadores Ferroviarios, la Federación Nacional de Trabajadores Petroleros; y por el delegado 
de la Federación Nacional de Trabajadores Campesinos. 
 
El consultor técnico para Agricultura y los expertos en geología petrolífera, economía petrolífera, 
legislación petrolífera, cuestiones hidroeléctricas, industria azucarera y en organización y costos 
industriales de la Misión de Asistencia Técnica y el Representante de la Administración de 
Operaciones en el extranjero con asiento en Bolivia, formarán parte de esta Subcomisión 
Permanente. 
 
Artículo 15º.- Esta Subcomisión Permanente se organizará en los Siguientes Comités: 
 
a) Desarrollo Agropecuario, con los Ministros de Agricultura, Economía y Asuntos 
Campesinos; los Presidentes de la Corporación Boliviana de Fomento, el Consejo Nacional de 
Reforma Agraria, el Banco Central y el Banco Agrícola; los Directores Generales de Agricultura, 
Ganadería, Economía Rural, Riegos, Colonización, Planificación Militar, de Comunidades y 
Cooperativas Campesinas, el Representante de la Cámara Nacional de Industrias; el delegado de 
la COB elegido a propuesta en terna de la Confederación Nacional de Trabajadores Fabriles de 
Bolivia; el Delegado del la Federación Nacional de Trabajadores Campesinos de Bolivia; el 
consultor técnico para agricultura, el experto en Industria azucarera y el Representante de la 
Administración de Operaciones en el Extranjero con asiento en Bolivia. 
 
b) Desarrollo Petrolífero, con el Ministro de Petróleo, el Presidente de Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos; un representante de la industria privada del petróleo; un 
representante de la COB, elegido a propuesta en terna de la Confederación Nacional de 
Trabajadores Petroleros y con los expertos en geología petrolífera, economía petrolífera y 
legislación petrolífera. 
 
c) Desarrollo Hidroeléctrico, con el Ministro de Obras Públicas, el Presidente de la 
Corporación Boliviana de Fomento, el Director General de Hidráulica y Electricidad, el 
Representante de la Cámara Nacional de Industrias, el delegado de la COB, elegido a propuesta 
en terna de la Confederación General de Trabajadores Fabriles de Bolivia y con el experto en 
cuestiones hidroeléctricas de la Misión de Asistencia Técnica. 
 







d) Desarrollo de la Vialidad y Transporte, con el Ministro de Obras Públicas, el Presidente 
de la Corporación Boliviana de Fomento, los Directores Generales de Vialidad, Ferrocarriles, 
Aeronáutica Civil y Planificación Militar, el Representante de la COB, elegido a propuesta en 
terna de la Confederación Nacional de Ferroviarios de Bolivia; el delegado de la Confederación 
Sindical de Trabajadores en Construcción y el delegado de la Cámara Nacional de Constructores. 
 
Artículo 16º.- El Ministro de Hacienda, el Presidente del Banco Central, el Subsecretario de 
Prensa, Informaciones y Cultura, el Director General de Estadística y el experto en organización y 
costos industriales de la Misión de Asistencia Técnica, concurrirán indistintamente a las 
reuniones de cualesquiera de estos comités, conforme sean requeridos. 
 
Artículo 17º.- La Subcomisión de Asuntos Sociales del Trabajo, Higiene y Salubridad estará 
constituida por los Ministros de Trabajo y Previsión Social, Higiene y Salubridad y Asuntos 
Campesinos; por los Directores Generales de Higiene y Salubridad, Sanidad Militar, Previsión 
Social; por el Inspector General del Trabajo; por el Director General de Legislación y Justicia 
Campesina; por el Director del Departamento de Seguridad Industrial; por los Presidentes de las 
Cajas Nacional de Seguro Social, de Jubilaciones Ferroviarias, de Jubilaciones Administrativas, 
Jubilaciones del Ramo de Educación, Jubilaciones del Ramo de Comunicaciones, de Pensiones y 
Jubilaciones Militares; un representante de la Caja de Jubilaciones Judiciales; por los 
representantes de la Cámara Nacional de Industrias, la Sociedad Rural Boliviana, los Bancos 
privados y la industria privada del transporte; por los siete delegados de la COB; por el delegado 
de la Cámara Nacional de Constructores; por el Delegado de la Federación Nacional de 
Trabajadores Campesinos de Bolivia. 
 
Los consultores técnicos para trabajo y previsión social y seguridad social de la Misión de 
Asistencia Técnica, formarán parte de esta Subcomisión Permanente. 
 
Artículo 18º.- Esta Subcomisión se organizará en los siguientes Comités: 
 
a) Trabajo, con el Ministro de Trabajo; con el Inspector Genera del Trabajo; con el Director 
General de Legislación y Justicia Campesina, con el de Seguridad Industrial, con los 
representantes de la Cámara Nacional de Industrias, con el de la Cámara Nacional de 
Constructores, el de la industria privada de transporte y los Bancos privados; con dos delegados 
de la COB y con el consultor Técnico para trabajo y previsión social de la Misión de Asistencia 
Técnica. 
 
b) Seguridad Social, con el Ministro de Trabajo y Previsión Social; con el Contralor 
General; con el Superintendente de Bancos; con el Director General de Previsión Social; con los 
Presidentes de las Cajas Nacional de Seguro Social, de Jubilaciones del Ramo de Educación, de 
Jubilaciones del Ramo de Comunicaciones, de Jubilaciones Ferroviarias, de Jubilaciones 
Administrativas, de Pensiones y Jubilaciones Militares; el representante de la Caja de 
Jubilaciones de Justicia; con el representante de la Cámara Nacional de Industrias, de la Cámara 
Nacional de Constructores, de la industria privada del transporte, de los Bancos privados; con dos 
delegados de la CCB y con el consultor técnico para seguridad social de la Misión de Asistencia 
Técnica. 
 
c) Vivienda Barata, con los Ministros del Trabajo, Obras Públicas y Asuntos Campesinos; 
con el Director General de Arquitectura; con el Jefe de Vivienda Campesina; con el Jefe de 
Vivienda Obrera; con el Representante de la Cámara Nacional de Constructores y un delegado de 
la Confederación Sindical de Trabajadores de la Construcción. 
 







d) Salubridad, con los Ministros de Higiene y Salubridad, Defensa Nacional y Asuntos 
Campesinos; con los Directores Generales de Higiene y Salubridad, Sanidad Militar y Jefe de 
Bienestar Social. 
 
Articulo 19º.- La Subcomisión de Educación estará constituida por los Ministros de Educación y 
Asuntos Campesinos, por los Directores Generales de Educación y de Educación Rural y 
Fundamental; por el Director General del S.C.I.D.E. y los Representantes de la UNESCO y la 
O.I.T. 
 
Artículo 20º.- La Subcomisión de Organización Administrativa estará constituida por los 
Ministros de Gobierno y Hacienda; por el Secretario General de la Presidencia de la República; 
por el Contralor General y por el Director General de Presupuesto. 
 
El Consultor para Administración Pública de la Misión de Asistencia Técnica formará parte de 
esta Subcomisión Permanente. 
 
CAPITULO V. - DEL VICEPRESIDENTE EJECUTIVO Y DE LOS OTROS FUNCIONARIOS 
DE LA COMISION 
 
Artículo 21º.- El Vicepresidente Ejecutivo, con categoría de Ministro de Estado a que se refiere 
el artículo 9º de este Decreto, tendrá a su cargo el funcionamiento general de la Comisión, la 
organización del trabajo de las Subcomisiones y los comités y la coordinación del programa de 
Asistencia Técnica de las Naciones Unidas. Será colaborado por un Secretario General, un 
Ingeniero, un Economista y un Abogado. 
 
Artículo 22º.- El Vicepresidente Ejecutivo proyectará la organización y el reglamento interno de 
la Comisión que serán aprobados por Decreto Supremo. 
 
Artículo 23º.- El Vicepresidente, los funcionarios a que se refiere este capítulo y el personal 
subalterno, serán remunerados con cargo al Presupuesto General de la Nación. 
 
Los señores Ministros de Estado en sus respectivos Despachos, quedan encargados de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiún días del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y tres años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Wálter Guevara Arze.- Federico Gutiérrez Granier.- 
Federico Fortún Sanjinés.- Tgral. Luis E. Arteaga.- Fernando Iturralde Chinel.- Julio Manuel 
Aramayo.- Adrián Barrenechea Torres.- Augusto Cuadros Sánchez.- Juan Lechín Oquendo.- 


Ñuflo Chávez Ortiz.- Germán Vera Tapia.- Germán Butrón Marquez. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3538 
 


La Paz, 22 de octubre de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por haber renunciado los Ministros de Estado, es necesario proceder a la organización del 
Poder Ejecutivo. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Nómbrase Ministros le Estado a los siguientes ciudadanos: 
 
De Relaciones Exteriores y Culto, señor Wálter Guevara Arze. 
De Gobierno, Justicia e Inmigración, señor Féderico Fortún Sanjinés. 
De Defensa Nacional, señor Coronel Armando Prudencio Prudencio. 
De Hacienda y Estadística, señor Alberto Mendieta Alvarez. 
De Minas y Petróleo, señor Juan Lechín Oquendo. 
De Educación y Bellas Artes, señor Federico Alvarez Plata. 
De Economía Nacional, señor Augusto Cuadros Sánchez. 
De Agricultura, Ganadería y Colonización, señor Alcibiades Velarde C.  
De Trabajo y Previsión Social, señor Fernando Antezana.  
De Obras Públicas y Comunicaciones, señor Ángel Gómez García  
De Higiene y Salubridad, señor Julio Manuel Aramayo. 
De Asuntos Campesinos, señor Ñuflo Chávez Ortiz. 
 
Artículo 2º.- Designase Subsecretario de Prensa, Informaciones y Cultura, al señor José Fellman 
Velarde, quien concurrirá a las reuniones de Gabinete con voz y voto. 
 
Articulo 3º.- Los Ministros nombrados, tomarán posesión de sus cargos a horas doce del día 
viernes veintitrés de los corrientes. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintidós días del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y tres años . 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Es conforme: Fdo. José Antonio Arze Murillo, Secretario 


General de la Presidencia de la República 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3568 
 


La Paz, 27 de noviembre de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley de 14 de, enero de 1941 inciso i), crea el impuesto de 0.5 centavos sobre litro de 
gasolina que se venda en el Departamento de Chuquisaca, con destino a obras de alcantarillado y 
pavimentación de la ciudad de Sucre; 
 
Que por Ley de 22 de diciembre de 1947 se establece los impuestos de 0.20 centavos por litro de 
gasolina, 0.10 centavos por litro de petróleo crudo y 0.5 centavos por litro de fuel-oil que le 
consuma en el Departamento de Chuquisaca, destinados a la construcción, conservación y 
mejoramiento de caminos en el mismo Departamento; 
 
Que el Decreto Supremo de 29 de noviembre de 1946, grava con la suma de 0.10 centavos por 
litro, al petróleo crudo que, transportado por oleoducto, atraviese el territorio de Chuquisaca, 
destinando su rendimiento a necesidades fiscales generales del Departamento; 
 
Que la variedad de impuestos sobre el mismo producto hace difícil su recaudación y consiguiente 
distribución en los plazos fijados por Ley, siendo, además, contrario a toda norma tributaria 
gravar el tránsito de la materia prima producida y utilizada por una industria del Estado; 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros, 
 
DECRETA:  
 
Artículo 1º.- Se deroga la Ley de 22 de diciembre de 1947; el Decreto Supremo Nº 640 de 29 de 
noviembre de 1946 y el inciso i) de la Ley de 14 de enero de 1941. 
 
Artículo 2º.- Establécese el impuesto único de UN BOLIVIANO, (BS. 1.-) sobre litro de gasolina 
que se consuma en el Departamento de Chuquisaca, quedando Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos autorizados para recargar con un boliviano El precio actual de dicho carburante. 
 
Artícuo 3º.- Las recaudaciones del impuesto que establece el artículo anterior serán efectuadas 
por Y.P.F.B., y su monto se distribuirá en la siguiente forma: 
 
Tesoro Departamental 40% 
Tesoro Municipal 30% 
Tesoro Universitario  30% 
 
Artículo 4º.- Las sumas devengadas hasta el presente, en virtud de lo establecido por el Decreto 
Supremo de 29 de noviembre de 1946, serán canceladas por Y.P.F.B. en el plazo de tres años a 
partir del 1º de enero de 1954. 
 
Los señores Ministros de Minas y Petróleo y Hacienda y Estadística, quedan encargados de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 







Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintisiete días de mes de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y tres años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín 0.- Alberto Mendieta A.- Federico Fortún S.- 
CnI. Armando Prudencio.- Julio ML. Aramayo.- A. Cuadros Sánchez- F. Alvarez Plata.- Ñuflo 


Chávez 0.- Alcibiades Velarde.- Fernando Antezana. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3569 
 


La Paz, 27 de noviembre de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Decreto Supremo de 29 de mayo del presente año establece que el personal de empleados  
y obreros de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, que trabaja en el Campamento de 
Bermejo, tiene derecho a percibir en moneda argentina, además de sus sueldos y salarios, todos 
los beneficios sociales que le asignan las disposiciones legales en vigencia; 
 
Que es necesario reglamentar el mencionado Decreto, en lo que se refiere al goce de beneficios 
sociales en moneda argentina. 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros, 
 
DECRETA.-, 
 
Artículo 1º.- Los empleados y obreros que laboran en el Campamento de Bermejo, en caso de 
cesación de servicios, percibirán sus beneficios sociales en moneda argentina en relación al 
tiempo que trabajaron en el distrito de Bermejo, debiendo Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos pagar en moneda boliviana lo que corresponde al lapso de servicios prestados en otros 
campamentos u oficinas de la entidad. 
 
Artículo 2º.- El pago de la prima y el aguinaldo se someterá al mismo régimen establecido por el 
artículo anterior, en forma proporcional a los meses trabajados en Bermejo o fuera de él. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintisiete días del mes de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y tres años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín 0.- Alberto Mendieta A.-  Federico Fortún 
S..- Cnl. Armando Prudencio.-  Julio Ml. Aramayo.- A. Cuadros Sánchez.- F. Alvarez Plata.- 


Ñuflo Chávez O.-Alcibiades Velarde.- Angel Gómez.- Fernando Antezana. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº  3570. 
 


La Paz, 27 de  noviembre de 1953 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 10 del Decreto Supremo de 9 de abril de 1953 crea el "Fondo Nacional para la 
Construcción de Viviendas Populares Baratas" al que, los empleadores de las industrias minera y 
petrolera, deberán aportar mensualmente con un monto equivalente al 14 % del total de sueldos y 
salarios pagados a los trabajadores de cada uno de los respectivos grupos. Estos aportes 
patronales se hallan destinados exclusivamente a la construcción de casas para trabajadores; 
 
Que, mientras se determine la creación del organismo encargado de la administración del Fondo y 
la construcción de viviendas, los empleadores deben depositar los aportes correspondientes al 
14%,en la Caja Nacional de Seguro Social, según dispone el artículo 11 del mismo Decreto; 
 
Que tanto la Corporación Minera de Bolivia como Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, 
dentro de su organización, cuentan con Departamentos Técnicos de Ingeniería Civil que pueden 
con ventaja ocuparse de la planificación y construcción de viviendas para los trabajadores 
mineros y petroleros, siendo conveniente que dichas entidades administren el porcentaje 
consignado por el Decreto de 9 de abril último. 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Articulo 1º.- Autorizase a la Corporación Minera de Bolivia y Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos para la administración de los fondos correspondientes al 14% de su aporte patronal 
para la realización y construcción de Viviendas Populares Baratas, conforme lo establece el 
artículo 10 del Decreto de 9 de abril del presente año, con la intervención de la Federación 
Sindical de Trabajadores Mineros y la Federación de Trabajadores Petroleros de Bolivia, 
debiendo para el efecto abrirse una cuenta corriente especial en el Banco Central de Bolivia. 
 
Artículo 2º.- La planificación y construcción de las viviendas a que se refiere el artículo anterior 
serán efectuadas por los Departamentos Técnicos de la Corporación Minera de Bolivia y 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos bajo el control de las Federaciones Sindicales 
respectivas. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo y de Trabajo Previsión 
Social, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintisiete días del mes de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y tres años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín 0.- Alberto Mendieta A.- Fernando 
Antezana.- CnI. Armando  Prudencio.- Federico Fortún S.- Julio MI. Aramayo- A. Cuadros 


Sánchez.- F. Alvarez Plata.- Ñuflo Chávez 0.- Alcibiades Velarde. 
 







 








DECRETO SUPREMO Nº 3602 
 


La Paz, 14 de enero de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 2º del Decreto Supremo Nº 3517 de 6 de octubre de 1953, sobre litro de gasolina 
que se expenda en la República, fija el impuesto de Bs. 0.20, con destino a la construcción de 
sedes sociales de los Sindicatos de Choferes de la República; 
 
Que, el Sindicato de Choferes "1º de Mayo" del Departamento de Santa Cruz, no cuenta con los 
recursos necesarios para iniciar la construcción de la sede en su capital. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Se autoriza al Banco Central de Bolivia, para conceder al Sindicato de Choferes "1º 
de Mayo" del Departamento de Santa Cruz, un préstamo de CINCO MILLONES DE 
BOLIVIANOS (5.000.000.-), con destino a la adquisición de terrenos y la consiguiente 
construcción de su sede social. 
 
Artículo 2º.- El préstamo de referencia queda garantizado con el impuesto de Bs.0.20 sobre litro 
de gasolina que se expenda en la República, imposición fijada por el artículo 2º del Decreto 
Supremo Nº 3517 de fecha 6 de octubre de 1953, debiendo Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos, depositar en el Banco Central de Santa Cruz el importe de las percepciones referidas, 
en una cuenta denominada, "Sede Social de Choferes". 
 
Artículo 3º.- El préstamo autorizado se hará efectivo, mediante entregas parciales y en la medida 
de las necesidades de la construcción, debiendo acordarse con el Banco, el tipo de amortización 
de capital, plazo, interés, de acuerdo a las normas usuales en esta clase de operaciones. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Hacienda y Estadística, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio  de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los catorce días del mes de enero de 
mil novecientos cincuenta y cuatro años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Alberto Mendieta A.- Walter Guevara A.- CnI. Armando 


Prudencio- Julio Ml. Aramayo.-  F. Alvarez Plata.- A. Cuadros Sánchez.- Angel Gómez G.- 
Alcibiades Velarde.- Fernando Antezana. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3609 
 


La Paz, 22 de enero de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos tiene en existencia algunos vehículos que, por 
su prolongado uso, se hallan en precario estado de construcción resultando su mantenimiento por 
demás oneroso para la citada entidad; 
 
Que, igualmente, varios otros vehículos retirados del servicio constituyen una carga adicional 
para Y.P.F.B. por no constituir un factor útil para la industria petrolera; 
 
Que, la Federación Nacional de Trabajadores Petroleros de Bolivia y algunos ex-trabajadores de 
Y.P.F.B. han solicitado la adjudicación de los mencionados vehículos en forma preferencia; 
 
Que, de acuerdo a las normas vigentes que imponen la subasta pública para la enajenación de 
bienes del Estado, son personas con capacidad económica superior las que se benefician en los 
remates marginando a los trabajadores que por su lealtad y honradez son acreedores al 
reconocimiento del Estado; 
 
Que, el Gobierno de la Revolución Nacional está empeñado en beneficiar a las clases trabajadoras 
del país y tiene el deber de corresponder al esfuerzo de los obreros de la industria petrolera en 
bien de la economía del pueblo; 
 
Que, por otra parte, es necesario fomentar los transportes particulares a fin de vincular los centros 
de producción y consumo y que Y.P.F.B. utiliza sus servicios; 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Autorízase, por esta única vez, a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos para 
que venda, en forma directa, todos los vehículos motorizados en mal estado y que a su juicio no 
sean ya necesarios o los en desuso existentes en sus diferentes agencias y campamentos, a los 
obreros y ex-trabajadores de esa industria que, por su conducta en su servicio a la entidad, sean 
merecedores de ese beneficio. 
 
Artículo 2º. - Los adquirentes de dichos vehículos quedan obligados a aceptar preferentemente 
los contratos de transporte de Y.P.F.B. y del Estado. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo queda encargado de la ejecución 
y cumplimiento del presente Decreto-Ley. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintidos días del mes de enero 
de mil novecientos cincuenta y cuatro años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.-  Juan Lechín O.-  Alberto Mendieta A.- Cnl. Armando 
Prudencio.- Federico Fortún S.- F. Alvarez Plata.- Angel Gómez G.- Ñuflo Chávez O.- 


Alcibíades Velarde.- Fernando Antezana. 







 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3650 
 


La Paz, 25 de febrero de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO:  
 
Que el artículo 2º del Decreto Supremo Nº 3517 de 6 de octubre de 1953, fija el impuesto de 0,20 
centavos sobre litro de gasolina, vendido, con destino a la construcción de sedes sociales de los 
Sindicatos de Choferes de la República; 
 
Que la Federación Sindical de Choferes "1º de Mayo" de La Paz, necesita recursos para concluir 
la construcción de su actual sede. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Autorízase al Banco Central de Bolivia, flotar un empréstito de quince millones de 
bolivianos (Bs. 15.000.000.-), en favor de la Federación Sindical de  Choferes “1º de Mayo” para 
la terminación de su sede en La Paz. 
 
Artículo 2º.- El empréstito será servido directamente por Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos, al Banco Central de Bolivia, con los fondos  provenientes de la recaudación de Bs. 
0.20, establecidos por Decreto Supremo Nº 3517 de 6 de octubre de 1953. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Hacienda y Estadística, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los 25 días de] mes de febrero de mil 
novecientos cincuenta y cuatro años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Alberto Mendieta A.- Federico Fortún S.- CnI. Armando 
Prudencio- F. Alvarez Plata- Julio MI. Aramayo- A. Cuadros Sánchez- Angel Gómez G.- Ñuflo 


Chávez 0.- Juan Lechín 0.- Alcibiades Velarde. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3706 
 


La Paz, 20 de abril de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el total de moneda extranjera proveniente de exportaciones debe venderse al Banco Central 
de Bolivia al tipo de cambio único, de acuerdo a lo establecido por el artículo 9º del Decreto 
Suprema Nº 3403 de 14 de mayo de 1953. 
 
Que los exportadores incluyendo a la Corporación Minera de Bolivia y al Banco Minero de 
Bolivia deben estar autorizados para deducir del valor exportado, solamente los gastos de 
realización en el exterior. 
 
Que complementando los planes económicos formulados por el Supremo Gobierno, es necesario 
regular el control y distribución de las disponibilidades en moneda extranjera a las necesidades 
del país. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.-  Todas las reparticiones fiscales y entidades autónomas de la República como ser 
Banco Agrícola de Bolivia, Ferrocarriles, Lloyd Aéreo Boliviano, Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos, Corporación Boliviana de Fomento, Universidades, Municipalidades, 
Empresas Privadas del Servicio Público, quedan sujetas al control y fiscalización del Banco 
Central de Bolivia en la utilización de moneda extranjera para pago de sus importaciones y 
servicios. 
 
Artículo 2º.-  Se deroga el artículo 15 del Decreto Supremo No. 1775 de 10 de octubre de 1949 y 
se establece, con carácter general para todas las reparticiones fiscales y entidades mencionadas en 
los artículos precedentes, la obligatoriedad del descargo de divisas en el plazo de 180 días a partir 
de la fecha de venta de moneda extranjera efectuada por el Banco Central de Bolivia. 
 
A la Corporación Minera de Bolivia se concede plazo hasta el 30 de septiembre del presente año, 
para efectuar el descargo de divisas obtenidas con anterioridad y cuyo plazo de descargo 
estuviese vencido. 
 
Artículo 3º.-  Las instituciones fiscales y entidades citadas en los artículos 1º y 2º del presente 
Decreto, no podrán efectuar ningún pago en moneda extranjera en el país o en el exterior por 
concepto de importaciones o servicios si no es por intermedio del Banco Central de Bolivia, 
mediante apertura de acreditivos o giro de cheques a la orden del proveedor o beneficiario. 
 
Artículo 4º.- Para obtener las divisas necesarias, las reparticiones, instituciones y entidades ya 
mencionadas, deberán llenar la solicitud  previa de “Ventas de Divisas". 
 
Artículo 5º.- Todas las reparticiones y entidades nombradas en el artículo 1º tienen la obligación 
de llenar los trámites de licencias previas de importación, excepto la Corporación Minera de 
Bolivia y el Banco Minero de Bolivia, que se sujetarán a lo dispuesto por los artículos 6º al 10º 
del presente Decreto. 







 
Artículo 6º.- Consultando las necesidades de la Corporación Minera de Bolivia, el Banco Central 
establecerá un “Fondo de Caja en Moneda Extranjera para Importaciones", destinado a la 
atención de las  importaciones de materiales para la explotación minera, que efectúe dicha 
entidad. Este fondo será manejado por la Corporación Minera de Bolivia, pero por intermedio del 
Banco Central de Bolivia, y mediante la presentación a este y en caja caso, de una “Papeleta de 
Aviso", refrendada por firmas autorizadas y que contenga datos suficientemente concretos sobre 
la operación de compra de divisas, su objeto y el destino que se dará a la moneda extranjera 
adquirida. 
 
La Lista de importaciones a efectuarse con cargo a este fondo de Caja, será confeccionada de 
acuerdo entre el Banco Central de Bolivia y lo Corporación Minera de Bolivia. 
 
Artículo 7º.- Consultando las necesidades del Banco Minero de Bolivia, el Banco Central 
establecerá un “Fondo de Caja en Moneda Extranjera para Importaciones”, destinado a la 
atención inmediata de sus materiales de explotación. El Banco Minero de Bolivia se pondrá de 
acuerdo con el Banco Central de Bolivia, sobre la lista de importaciones a efectuarse con cargo a 
este fondo. 
 
Artículo 8º.- El Banco Central de Bolivia, de acuerdo a las necesidades de la Corporación Minera 
de Bolivia y del Banco Minero de Bolivia, establecerá un "Fondo de Caja en Moneda Extranjera 
para Gastos de Realización”, con destino a la atención de los gastos de realización de las 
entidades citadas; este fondo será confeccionado de acuerdo con el Banco Central de Bolivia, 
Corporación Minera de Bolivia y Banco Minero. 
 
Artículo 9º.- El Banco Central de Bolivia, para efectuar las sucesivas provisiones al “Fondo de 
Caja en Moneda Extranjera para Gastos de Realización y Explotación" exigirá un detalle de las 
inversiones realizadas, las mismas que serán comprobadas mediante la presentación de 
documentos adecuados, sin cuyo requisito no se efectuará el descargo de las sumas entregadas en 
moneda extranjera. 
 
Artículo 10º.- Los requerimientos de divisas que la Corporación Minera de Bolivia y el Banco 
Minero de Bolivia, hicieran para otras necesidades de importación, no contempladas en los dos 
artículos precedentes, estarán sujetas al control previo del Banco Central de Bolivia. 
 
Artículo 11º.- Para la atención de las necesidades de importación o pagos de servicios de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, Lloyd Aéreo Boliviano y Empresas Privadas del 
Servicio Público, el Ministerio de Hacienda otorgará “Papeletas de Divisas", por sumas globales, 
contra las cuales solicitarán sus licencias de importación o pago de servicios. Cuando dicha 
papeleta esté cubierta o mantenga saldo reducido, el Banco Central de Bolivia dará aviso al 
Ministerio de Hacienda para que este Despacho autorice y otorgue la nueva papeleta. 
 
Artículo 12º.- Las entidades citadas en el artículo precedente, que a la fecha tuvieran en el 
exterior pedidos pendientes o en ejecución, los regularizarán, mediante la tramitación de licencias 
de importación, hasta el 30 de mayo próximo. 
 
Artículo 13º.- Las demás reparticiones y entidades citadas en el artículo 1º y siguientes de este 
Decreto, excluyendo a la Corporación Minera de Bolivia y al Banco Minero, tramitarán sus 
licencias de importación o pago de servicios, previa obtención de la Papeleta de Divisas del 
Ministerio de Hacienda y demás requisitos determinados por disposiciones legales vigentes. 
 







Articulo 14º.- En el plazo de treinta días, a partir de la fecha, todas las reparticiones, entidades y 
organismos mencionados en el artículo 1º de este Decreto, comunicarán al Banco Central de 
Bolivia, Departamento Monetario, si tienen o no disponibilidades en moneda extranjera haciendo 
conocer, en su caso, el monto respectivo. El incumplimiento de esta disposición motivará la no 
atención de sus solicitudes de divisas. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda, Minas y Petróleo, Economía y 
Obras Públicas y Comunicaciones, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del 
presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y cuatro años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Alberto Mendieta A.- Juan Lechín 0.- A. Cuadros 
Sánchez.- Angel Gómez G.- Walter Guevara A.- Federico Fortún S.-  F. Alvarez Plata.- 


Alcibiades Velarde.- Julio Ml. Aramayo.-Ñuflo Chávez 0.- Femando Antezana.- Cnl. Armando 
Prudencio. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3724 
 


6 de mayo de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, la Ley de 11 de noviembre de 1950, levantó la reserva fiscal de Yacimientos de petróleo en 
las zonas de Caupolicán e Iturralde del Departamento de La Paz, en los Departamentos del Beni y 
Pando y en las provincias Ayopaya y Chapare del Departamento de Cochabamba; 
 
Que, el Decreto Supremo de 12 de septiembre de 1952, estableció la reserva fiscal en las 
provincias Caupolicán e Iturralde del Departamento de La Paz; 
 
Que, el artículo 38 de la Ley Orgánica de Petróleos, faculta al Poder Ejecutivo, a declarar la 
reserva fiscal de petróleo en las extensiones que estime convenientes para destinarlas a la 
explotación directa por cuenta del Estado, para concederles en sociedad o para tenerlas como 
reserva; 
 
Que, el Decreto Supremo de 21 de diciembre de 1936, ha creado la entidad denominada: 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, cuya misión es la de explotar el petróleo y sus 
derivados, dentro de las zonas que se le asignaren; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Decrétase la reserva fiscal de Yacimientos de petróleo en todas las zonas en las 
cuales se la hubiera levantado, conforme a la Ley de 11 de noviembre de 1950 y se las asigna a 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos. 
 
Artículo 2º.- Todas las solicitudes de concesiones petrolíferas que se hallen en trámite en el 
Ministerio del ramo, serán archivadas. 
 
Artículo 3º.- Los propietarios de concesiones petrolíferas cuya caducidad no se hubiera 
decretado, las harán registrar en el Ministerio de Minas y Petróleo, en el plazo de treinta (30) días 
de la fecha. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los seis días del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y cuatro años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín 0.- Walter Guevara A.- Alberto Mendieta A.- 
Federico Fortún S.- F. Alvarez Plata.-  Julio MI. Aramayo.- A. Cuadros Sánchez.- Angel Gómez 


G.- Ñuflo Chávez 0.- Alcibiades Velarde.- Fernando Antezana. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3796-2 
 


La Paz, 2 de agosto de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
C 0 N S I D E R A N D 0: 
 
Que el Decreto Supremo Nº 3517, de 6 de octubre de 1953, destina la suma de diez centavos 
sobre el precio de venta de la gasolina, para las necesidades de la localidad de Camiri: 
 
Que es necesario crear un organismo que se encargue del manejo e inversión de las sumas 
asignadas conforme al anterior considerando; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Créase el Comité Pro-Camiri, con sede en dicha localidad, el mismo que tendrá la 
misión de administrar los diez centavos asignados para sus necesidades urbanas conforme al 
Decreto Supremo Nº 3517 de 6 de octubre de 1953. 
 
Artículo 2º.- Dicho Comité estará compuesto por los siguientes funcionarios con carácter ad-
honorem: Comandante de la Región Militar de Camiri, Alcalde Municipal, Superintendente y 
Administrador de. Y.P.F.B., los agentes del Banco Central y del L.A.B. y el Presidente de la 
Cámara de Comercio e Industria y un representante obrero. 
 
Artículo 3º El "Comité Pro-Camiri" someterá anualmente a la Comisión Nacional de 
Coordinación y Planeamiento, sus programas de obras e inversiones para Camiri de acuerdo con 
el Decreto Supremo de 21 de octubre de 1953. 
 
Los señores Ministros en los Despachos de Hacienda y Minas y Petróleo, quedan encargados de 
la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los dos días del mes de agosto de mil 
novecientos cincuenta y cuatro años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Alberto Mendieta A.- Juan Lechín 0.- Walter Guevara A.- 


Federico Fortún S.- F. Alvarez Plata.- A. Cuadros Sánchez.- Cnl. Armando Prudencio.- 
Alcibiades Velarde.- Fernando Antezana.- Angel Gómez G.- Julio Manuel Aramayo.- Ñuflo 


Chávez 0. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3798 
 


2 de agosto de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
C 0 N S I D E R A N D 0: 
 
Que, en fecha 30 de junio próximo pasado, han vencido los efectos de la Ley de 5 de diciembre 
de 1941 y del Decreto Supremo Nº 3461 de 28 de julio de 1953, que liberaban de derechos e 
impuestos arancelarios a la internación de productos derivados del petróleo para su uso como 
carburantes; 
 
Que, aun existe la necesidad de importar algunos derivados de petróleo que no se producen en el 
país, por falta de instalaciones, siendo conveniente continuar otorgando facilidades aduaneras de 
internación, para los mismos; 
 
Por otra parte, Y.P.F,B. mediante su producción ha cubierto las necesidades internas del país en 
gasolina automotriz, kerosenne, diesel y fuel oil, disponiendo de excedentes que deben ser 
exportados, para lo cual es preciso conceder facilidades en materia impositiva con objeto de que 
su rendimiento sea comercial; 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros, 
 
D E C R E T A: 
 
Artículo lº.-  Prorrógase los efectos de la Ley de 5 de diciembre de 1941 y del Decreto Supremo 
Nº 3461 de 2"8 de julio de 1953, hasta el 30 de junio de 1956 y por tanto queda liberada de 
derechos e impuestos arancelarios hasta dicha fecha, la internación y distribución de cualquier 
producto derivado del petróleo, que el país requiera para su consumo como carburante de acuerdo 
al Decreto Supremo Nº 3413 de 26 de mayo de 1953. 
 
Artículo 2º.- Asimismo, libérase de derechos e impuestos arancelarios hasta el 30 de junio de 
1956 la exportación de petróleo crudo y derivados producidos por Y.P.F.B. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda, Economía Nacional y Minas y 
Petróleo, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los dos días del mes de agosto de mil 
novecientos cincuenta y cuatro años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín 0.- A. Cuadros Sanchez.- Alberto Mendieta 
A.- Walter Guevara A.- Federico Fortún S.- F. Alvarez Plata.- Cnl. Armando Prudencio.- Angel 
Gómez G.- Julio Manuel Aramayo.- Ñuflo Chávez 0.- Alcibiades Velarde.- Fernando Antezana. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3807-2 
 


La Paz, 12 de agosto de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Ingeniero Jefe de la Comisión Mixta Boliviano-Brasileña de Estudios de Petróleo, señor 
Jorge Muñoz Reyes, ha hecho renuncia de su cargo, y que es necesario designar de inmediato al 
nuevo Representante de nuestro país en ese organismo internacional; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Desígnase al señor Alfonso Romero, Ingeniero Jefe de la Comisión Mixta 
Boliviano-Brasileña de Estudios de Petróleo, debiendo sujetarse en el desempeño de sus 
funciones a las normas establecidas en el Reglamento de la Comisión Mixta constituida de 
acuerdo al Tratado de 25 de febrero de 1938. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Relaciones Exteriores y Culto y de Minas y 
Petróleo, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los doce días del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y cuatro años. 
 


(Fdo.).- VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Walter Guevara A.- Alberto Mendieta A.- Cnl. 
Armando Prudencio.- Julio Manuel Aramayo.- F. Alvarez Plata.- Fernando Antezana.- Juan 
Lechín 0.- Ñuflo Chávez 0.- A. Cuadros Sánchez.- Alcibiades Velarde.- Federico Fortún S.- 


Angel Gómez. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3847 
 


La Paz, 7 de octubre de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, por Decreto Supremo de 11 de mayo de 1953, se dispuso que de los fondos que tiene 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos en su poder provenientes de los impuestos 
establecidos por las leyes de 19 de diciembre de 1943 y 30 de septiembre de 1948, se destina Bs. 
10.000.000 (diez millones de bolivianos), a la obra de captación de aguas potables de Camiri; 
 
Que, igualmente por Decreto Supremo de 8 de julio de 1952 y 11 de mayo de 1953, se 
encomendó a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos la ejecución de las obras necesarias 
para la provisión de agua potable a la población de Camiri; 
 
Que, la sumo autorizada de diez millones de bolivianos, resulta ser al presente, exigua para llevar 
adelante los trabajos de captación referidos por el alza operado en el precio de los materiales 
respectivos y de la mano de obra, lo cual no permite hacer presupuestos rígidos. 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Autorízase a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, a tomar de los 
fondos provenientes de los impuestos crecidos por Leyes de 30 de septiembre de 1948 y lº de 
diciembre de 1943 las sumas adicionales que sean necesarias para completar las obras de 
captación de aguas potables de la localidad de Camiri, debiendo la citada entidad munirse de la 
documentación necesaria para el descargo correspondiente. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda y Estadística y de Minas y 
Petróleo, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de  Gobierno de la ciudad de La Paz, a los siete días del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y cuatro años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín Oquendo.- Alberto Mendieta A.- Ñuflo 
Chávez Ortiz.- CnI. Armando Prudencio.- Angel Gómez.- F. Alvarez Plata. - Julio MI. Aramayo.- 


Alcibiades Velarde. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3849 
 


La Paz, 8 de octubre de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el día 7 del mes en curso ha presentado renuncia de las altas funciones de Ministro de Minas 
y Petróleo el señor Juan Lechín Oquendo; 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que a raíz de la dimisión del mencionado Secretario de Estado los demás miembros del Poder 
Ejecutivo, igualmente han elevado renuncia de sus elevados cargos; 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que son atendibles las razones en que se fundan las mencionadas dimisiones. 
 
DECRETA: 
 
Artículo único-  Acéptase la renuncia formulada por los ciudadanos Wálter Guevara Arze, 
Federico Fortún Sanjinés, Armando Prudencio, Alberto Mendieta Alvarez, Juan Lechín Oquendo, 
Angel Gómez García, Alcibiades Velarde  Cronembold, Federico  Alvarez Plata, Julio Manuel 
Aramayo, Fernando Antezana y Ñuflo Chávez Ortíz, de los Ministerios de Relaciones Exteriores 
y Culto; Gobierno, Justicia e Inmigración; Defensa Nacional; Hacienda y Estadística; Minas y 
Petróleo; Obras Públicas y Comunicaciones; Agricultura Ganadería y Colonización; Educación y 
Bellas Artes; Higiene y Salubridad; Trabajo y Previsión Social y Asuntos Campesinos, 
agradeciéndoles los eminentes servicios prestados a la Nación. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los ocho días del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y cuatro años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO 
 


ES CONFORME: 
 


(Fdo.) José Antonio Arze Murillo, 
Secretario General de la Presidencia de la República. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3850 
 


La Paz, 8 de octubre de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por haber renunciado los Ministros de Estado, es necesario proceder a la organización del 
Poder Ejecutivo. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Nómbrase Ministros de Estado a los siguientes ciudadanos: 
 
De Relaciones Exteriores y Culto, Dr. Walter Guevara Arze.  
 
De Gobierno, Justicia e Inmigración, Sr. Federico Fortún Sanjinés. 
 
De Hacienda y Estadística, Sr. Alberto Mendieta Alvarez.  
 
De Minas y Petróleo, Sr. Mario Tórrez Calleja. 
 
De Educación y Bellas Artes, Dr. Federico Alvarez Plata. 
 
De Agricultura,  Ganadería y Colonización, Sr. Alcibiades Velarde C. 
 
De Trabajo y Previsión Social, Sr. Miguel Calderón. 
 
De Obras Públicas y Comunicaciones, Sr. Angel Gómez García. 
 
De Higiene y Salubridad, Dr. Julio Manuel Aramayo. 
 
De Asuntos Campesinos, Dr. Ñuflo Chávez Ortíz. 
 
De Defensa Nacional,  Coronel Armando Prudencio Prudencio. 
 
Articulo 2º  Los Ministros nombrados, tomarán posesión de sus cargos a horas dieciocho del día 
miércoles trece de los corrientes. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los ocho días del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y cuatro años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- 
 


ES CONFORME: 
 


(Fdo.) -José Antonio Arze Murillo, 
Secretario General de la Presidencia de la República. 


 







 








DECRETO SUPREMO Nº 3889 
 


La Paz, 30 de noviembre de 1954 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que es de buena norma de administración financiera, la oportuna aprobación de presupuestos 
anuales que deben ser puestos en vigencia desde el 1º de enero de cada año; 
 
Que se hace necesario y conveniente que las entidades autárquicas del país se ajusten a dicha 
norma, para que sus egresos guarden relación con la situación económica del país y se coordinen 
con la política financiera general que desenvuelve el Ministerio de Hacienda. 
 
DECRETA:  
 
Artículo 1º.- Todas las instituciones autárquicas y autónomas del país, están obligadas a formular 
sus respectivos proyectos de presupuestos, tanto en moneda nacional como en divisas, hasta el 30 
de septiembre de cada año, fecha en que deberán someterlos al Ministerio de Hacienda, para su 
información. 
 
Artículo 2º.- Los sueldos en moneda extranjera de funcionarios nacionales o extranjeros 
contratados por las instituciones autárquicas deberán ser autorizados por Resolución Suprema, 
anualmente y para cada caso particular, por el Ministerio de Hacienda. 
 
Artículo 3º.- Excepcionalmente, por el presente año, los presupuestos a que se refieren los 
artículos precedentes serán presentados  hasta el 15 de diciembre próximo, como término 
improrrogable. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Hacienda y Estadística, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los treinta días del mes de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y cuatro años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO 
(Fdo.) Augusto Cuadros Sánchez. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 04040 
 


La Paz, 28 de abril de 1955 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 2º del Decreto Supremo número 3517, de 6 de octubre de 1953 establece el 
impuesto de veinte centavos sobre litro de gasolina automotriz vendido en el territorio de la 
República, con destino a la construcción de sedes sociales de los Sindicatos de Choferes, estando 
su recaudación a cargo de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos; 
 
Que por Decreto Supremo de 23 de marzo del año en curso se autorizó el reajuste del precio de  la 
gasolina automotriz, por lo que es procedente reajustar también la contribución antes señalada; 
 
Que, hasta tanto se apruebe el nuevo régimen integral, impositivo sobre petróleos y derivados, es 
necesario legalizar la presente contribución. 
 
Por tanto,  
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Elévase a cincuenta centavos por litro de gasolina automotriz, el impuesto 
destinado a la construcción de las sedes sociales de los choferes en las capitales de Departamento. 
Dicho impuesto estará incluido en el actual precio de la gasolina. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo, Trabajo y Previsión 
Social quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de Paz, a los veintiocho días del mes de abril de 
mil novecientos cincuenta y cinco años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Mario Torrez C.- Miguel Calderón L.- A. Cuadros 
Sánchez.- CnI. Gualberto Olmos.- Julio MI. Aramayo. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3943 
 


La Paz, 29 de Enero de 1955 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Interino de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que con motivo de la entrevista que celebrarán el Presidente de la República de Bolivia con el 
igual de la República de Chile; en vista de que deben ausentarse del país varios Ministros de 
Estado, y a fin de no interrumpir las labores administrativas. 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Mientras dure la ausencia de los Ministros titulares se harán cargo de los 
respectivos Ministerios los siguientes Secretarios de Estado: del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, Don Federico Fortún S.; del Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones, Don 
Alcibiades Velarde C.; del Ministerio de Economía Nacional, Don Alberto Mendieta A.; del 
Ministerio de Minas y Petróleo, Don Ñuflo Chávez 0. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Gobierno, queda encargado de la ejecución y 
cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintinueve días del mes de enero 
de mil novecientos cincuenta y cinco años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.  
Presidente Interino de la" República. 


(Fdo.) Federico Fortún S. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3964 
 


La Paz, 17 de Febrero de 1955 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO:  
 
Que, por Decreto Supremo No. 3773  de 24 de junio de 1954, se ha modificado el procedimiento 
del juicio coactivo para la recuperación de los dineros fiscales, en los casos de malversación y 
defraudación, encomendando su tramitación a la Contraloría General de la República y 
estableciendo además normas para la moralización de la función pública; 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que es urgente hacer expedito el procedimiento contenido en las disposiciones del Decreto 
Supremo de referencia, ampliando sus alcances a los funcionarios que sirven en las entidades 
autárquicas y autónomas y a las que se crearen en el futuro y a los particulares que tengan 
relación con las mismas, con el objeto de contener y sancionar los casos de apropiación ilegítima, 
distracción, malversación   y defraudación de fondos, así como atraso o falta de rendición de 
cuentas, y los delitos de dádivas maliciosas e interesadas, cohecho y soborno, precautelando la 
moral administrativa, los intereses económicos y el correcto desenvolvimiento de esas entidades 
de carácter público. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- El procedimiento de juicio coactivo establecido por el Decreto Supremo No. 3773, 
de 24 de junio de 1954, abarca a las entidades autárquicas y autónomas: Corporación Boliviana 
de Fomento, Banco Central de Bolivia, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, 
Corporación Minera de Bolivia, Barco Minero de Bolivia, Banco Agrícola de Bolivia, Lloyd 
Aéreo Boliviano, Caja Nacional de Seguro Social, así como las que pudieran crearse en el futuro. 
 
Artículo 2º.- Los personeros legales de las mencionadas entidades previo el respectivo proceso 
informativo incoado con arreglo a su régimen interno y resolución del Directorio, harán conocer 
por escrito al Sub-Contralor General de la República: 
 
a) Todos los casos de malversación, distracción, defraudación, apropiación  ilegal de 
dineros y bienes que ocurran en las citadas entidades; 
b) Percepción indebida de sueldos y salarios y falta de rendición de cuentas y sumas 
recibidas; 
c) Robos, hurtos, estafas, engaños, abusos de confianza; 
d) Operaciones y contratos ilícitos y dolosos sobre adquisiciones y venta de productos y 
mercaderías en general; 
e) Incumplimiento doloso de contratos sobre venta y provisión de productos, artículos, 
materiales, maquinarias, herramientas, y mercaderías de cualquier clase. 
 







Artículo 3º.- La denuncia señalará concretamente a las personas responsables comprendiendo a 
todos los elementos que hubiesen tenido participación en cualquier forma.  Además, determinará 
el monto líquido y exigible de las pérdidas, daños y perjuicios. 
 
Artículo 4º.- A base de dicha denuncia, el Interventor General, expedirá la respectiva Nota de 
Cargo, pasando los actuados al Departamento Jurídico, para la correspondiente tramitación. 
 
Artículo 5º.- Los demás trámites se substanciarán de acuerdo a lo prescrito por los artículos 5º y 
siguientes del citado Decreto Supremo No. 3773 de 24 de junio de 1954, cuyas disposiciones se 
hacen extensivas a las entidades autónomas y semi-autonómas del Estado. 
 
Artículo 6º.- Se asigna a la Contraloría General de la República, jurisdicción y competencia de 
carácter nacional, para conocer de estos juicios coactivos, 
 
Artículo 7º.- Independientemente del juicio coactivo, el Sub- Contralor General de la República, 
remitirá al Fiscal de Distrito, una copia autorizada de todos los antecedentes, para el ejercicio de 
la acción penal respectiva. 
 
Artículo 8º.- De igual manera, el Sub-Contralor de la República, cuando se trate de empleados y 
obreros que prestan sus servicios en las entidades autárquicas y autónomas nombradas en el 
artículo 1º, enviará un resumen del juicio coactivo a conocimiento del Ministerio  respectivo. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo, Economía Nacional, 
Trabajo y Provisión Social, Hacienda y Estadística, Agricultura, Ganadería y Riegos, y Gobierno, 
Justicia e Inmigración, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los diecisiete días del mes de febrero 
de mil novecientos cincuenta y. cinco años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Mario Torrez C.- A. Cuadros Sánchez.- Miguel 
Calderón.- Alberto Mendieta A.- Federico Fortún S.- Alcibiades Velarde.- Julio MI. Aramayo.- 


Ñuflo Chávez Ortiz. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 4039 
 


La Paz, 28 de abril de 1955 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que para la diversificación económica en que está empeñado el Gobierno de la Revolución 
Nacional, es necesario mantener en buen estado los caminos que unen los diferentes centros de la 
República; 
 
Que, la conservación y mejoramiento del sistema vial nacional, guarda directa relación con el 
desarrollo de la industria del petróleo, ya que con mejores rutas, se incrementa el consumo de 
combustibles. 
 
En Consejo de Ministros: 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Establécese el impuesto de Bs. 5.- sobre litro de gasolina automotriz que se vende 
en el territorio nacional, con destino a la conservación y mejoramiento de los caminos carreteros 
de la República.  El monto de dicho impuesto está incluido en el actual precio de venta de la 
gasolina, y su rendimiento será depositado en una cuenta Especial que se abrirá en el Banco 
Central de Bolivia. 
 
Artículo 2º.-  La Dirección General de Vialidad presentará al Supremo Gobierno en el término de 
sesenta dias, el plan detallado para la inversión de dichos fondos. 
 
Los señores Ministros de Estado en las Carteras de Minas y Petróleo y Obras Públicas y 
Comunicaciones, quedan  encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiocho días del mes de abril 
de mil novecientos cincuenta y ocho años 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Mario Torréz C.- Angel Gómez G.- A. Cuadros Sánchez.- 


Julio Ml. Aramayo.- Cnl. Gualberto Olmos.-  Miguel Caldérón. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 4135. 
 


La Paz, 11 de agosto de 1955 
 


HERNAN SILES ZUAZO 
Presidente Interino de la República. 


 
CONSIDERANDO. 
 
Que es deber del Estado y la Revolución Nacional satisfacer las necesidades colectivas mediante 
la concesión de beneficios sociales que signifiquen público reconocimiento a los méritos por 
servicios prestados a la Nación; 
 
Que los ex-combatientes de la Guerra del Chaco defendieron la integridad territorial de la 
República, y de modo especial su riqueza petrolífera, riqueza que merced a la adhesión y 
eficientes servicios de los actuales trabajadores petroleros constituye uno de los fundamentos más 
sólidos de la economía nacional en el programa de diversificación económica que se ha propuesto 
el Gobierno de la Revolución Nacional; 
 
Que los transportes motorizados absorben la producción de gasolina destinada al consumo interno 
del país; y que la Confederación de ex-combatientes del Chaco, integrada por los choferes que 
prestaron servicios en el Batallón Tren, y la Confederación Nacional de Choferes se han 
comprometido a no elevar las tarifas vigentes en los servicios de transportes, por efecto del 
presente Decreto; 
 
Que los trabajadores petroleros no disponen a la fecha de una Caja de Jubilaciones cuya creación 
y beneficios les son indispensables. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.-  Recárgase con dos bolivianos (Bs. 2.oo) el precio de venta por litro de gasolina de 
producción nacional, tanto corriente como extra, y su rendimiento se destina por partes iguales, a 
los siguientes fines sociales: 
a) a la creación de la Caja Nacional de ex-combatientes de la Guerra del Chaco; 
b) a la creación de la Caja de Seguro Social de los Choferes; y 
c) a la creación de la Caja de Jubilaciones de los trabajadores petroleros. 
 
Artículo 2º.-  Las entidades nombradas presentarán a consideración del Supremo Gobierno, en el 
término de sesenta días el respectivo proyecto de organización de la Caja concerniente. 
 
Articulo 3º.-  El sobreprecio que establece el presente Decreto no motivará el alza ni variación de 
las tarifas de transportes motorizados actualmente vigentes en todo el territorio de la República 
 
Artículo 4º.- Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos depositará en cuenta bancaria especial 
el producto del sobreprecio expresado, para  su distribución entre las entidades beneficiarias. 
 
Artículo 5º.- Quedan derogadas todas las disposiciones contrarias  al presente Decreto. 
 







El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo queda encargado de la ejecución 
y cumplimiento del presente Decreto. 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los once días del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y cinco años 
 
(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO.- Mario Torrez C.- Cnl., Gualberto Olmos.- A. Cuadros 
Sánchez.- Julio Ml. Aramayo.- Ñuflo Chávez Ortíz.- Alcibiades Velarde.-  Miguel Calderón. 








Decreto Supremo Nº 1874 
 


La Paz, 4 de enero de 1950 
 


MAMERTO URRIOLAGOITIA H. 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por Decretos Supremos Nos. 1073 y 1417 de 4 de marzo y 16 de diciembre de 1948, se ha 
dispuesto que los presupuestos de todas las entidades fiscales y semifiscales, autárquicas y 
semiautárquicas, en las que el Estado hubiese contribuido en su formación mediante aportes 
monetarios, que reciban subvenciones del Presupuesto Nacional o que contribuyan a su 
sostenimiento sumas emergentes de impuestos o contribuciones de afiliados, serán aprobados 
mediante disposición legal a expedirse por el Ministerio de Hacienda; 
 
Que es conveniente incorporar estos presupuestos a Ia Ley Financial de la Nación, como un 
apéndice de la misma, debiendo por tanto ser publicados en el volumen que edita el Ministerio de 
Hacienda; 
 
Que para la efectividad de esta medida se requiere de la cooperación económica de las entidades 
nombradas, en una proporción mínima que no afecte a su economía. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Los presupuestos de las entidades fiscales y semifiscales, autárquicas y 
semiautárquicas aprobados por el Ministerio de Hacienda de conformidad a la dispuesto por los 
Decretos Supremos Nos. 1073 y 1417 de 4 de marzo y 16 de diciembre de 1948, serán publicados 
como un apéndice de la edición de la Ley Financial. 
 
Artículo 2º.- Para los fines a que se refiere el artículo anterior, todos los organismos citados en el 
mismo contribuirán anualmente a la edición de la Ley Financial con el 0.10% del monto bruto de 
sus ingresos. 
 
Artículo 3º.- El porcentaje anterior que será consignado en sus presupuestos anuales, deberá ser 
empozado hasta e1 31 de enero del año fiscal a que corresponda, en una cuenta especial que abrirá 
el Tesoro Nacional bajo la denominación de "Edición de la Ley Financial" y se invertirá 
exclusivamente en el pago de las ediciones del Presupuesto General de la Nación que mandará 
efectuar la Dirección General de Presupuesto, Crédito Público y Amortizaciones con las 
formalidades legales del caso. 
 
Artículo 4º.- La Contraloría General de la República y la Tesorería General de la Nación, darán 
estricto cumplimiento a las determinaciones contenidas en el artículo 2º del Decreto Supremo Nº 
1417 de 16 de diciembre de 1948 a cuyo efecto las entidades comprendidas en esta disposición 
deberán hacer aprobar sus presupuestos precisamente en el curso del mes de enero de cada año. 
 
El hecho de no haberse publicado el presupuesto de una entidad por causa imputable a la misma, no 
lo inhibe de efectuar la respectiva contribución. 
 







El señor Ministro de Estado en el Despacho de Hacienda queda encargado de la ejecución y 
cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los cuatro días del mes de enero de mil 
novecientos cincuenta años. 
 


(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITIA.- (Rafael Parada Suárez). 
 


 








Decreto Supremo Nº 1877 
 


La Paz, 4 de enero de 1950 
 


MAMERTO URRIOLATOITIA H. 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por Decretos Supremos Nos. 1073 y 1417 de 4 de marzo y 16 de diciembre de 1948 se ha 
dispuesto que los presupuestos de las entidades fiscales y semifiscales, autárquicas y 
semiautárquicas sean aprobados por el Ministerio de Hacienda mediante Decreto; 
 
Que siendo los Decretos disposiciones de carácter general, por las que se reglamentan las leyes, 
corresponde aprobar los presupuestos citados mediante resolución suprema. 
 
DECRETA: 
 
Artículo Unico.- La aprobación de los Presupuestos de las entidades fiscales y semifiscales, 
autárquicas y semiautárquicas a que se refieren los Decretos Supremos Nos. 1073 y 1417, de 4 de 
marzo y 16 de diciembre de 1948, se efectuará anualmente por el Ministerio de Hacienda mediante 
Resolución Suprema en Consejo de Ministros. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Hacienda queda encargado de la ejecución y 
cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los cuatro días del mes de enero de mil 
novecientos cincuenta años. 
 


(Fdo)  MAMERTO URRIOLAGOITIA.- (Fdo.) Rafael Parada Suárez. 
 


 








Decreto Supremo Nº 1896 
 


La Paz, 24 de enero de 1950 
 


MAMERTO  URRIOLAGOITIA H. 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, por Ley de 5 de diciembre de 1941, se liberó de impuestos a la internación, circulación y venta 
de gasolina, kerosene y gasolina de aviación, hasta el 31 de diciembre de 1943, habiéndose 
prorrogado esta disposición hasta el 31 del presente mes; 
 
Que, no habiendo desaparecido las causales por las cuales se dictó la ley y las sucesivas prórrogas, 
es procedente ampliar el plazo de liberación, con lo cual se evitará el aumento del precio de venta 
de los productos indicados antes; y el encarec¡miento del costo de la vida; 
 
En Consejo de Ministros y con cargo de aprobación Legislativa; 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.-  Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 1950, los efectos de la Ley de 5 de 
diciembre de 1941, que libera de derechos e impuestos sobre gasolina, kerosene y gasolina de 
aviación. 
 
Los señores Ministros de Estado, en los Despachos de Hacienda y Estadística y Economía Nacional, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los 24 días del mes de enero de mil 
novecientos cincuenta años. 
 
(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITA.-  (Fdo.)  J. Romero Loza.- (Fdo.) R. Parada Suárez.- (Fdo) 
A. Saavedra Nogales.- (Fdo.) E. Granado.- (Fdo.) A. Benavides.- (Fdo.) A. Gutiérrez S. (Fdo.) A. 


Valdéz.- (Fdo.) A. Mollinedo. 
 


 








Decreto Supremo Nº 1984 
 


La Paz, 8 de abril de 1950 
 


MAMERTO URRIOLAGOITIA H. 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el país debe beneficiarse con la totalidad  de sus exportaciones de origen mineral, animal y 
vegetal, evitando que sus riquezas robustezcan economías extrañas; 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que las diversas disposiciones legales encaminadas a centralizar la entrega de divisas que no han 
dado en la práctica los resultados previstos, habiéndose establecido porcentajes que no comprenden 
la totalidad del valor de las exportaciones; 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que el sistema de entrega de divisas establecido por el Decreto Supremo Nº 280, de 3 de abril de 
1945, no satisface las necesidades nacionales, determinando en favor del Estado un escaso 
porcentaje de disponibilidades en moneda extranjera, y permitiendo en consecuencia, que la riqueza 
extractiva de la Nación se radique en el exterior; 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que para hacer efectivo el control del Estado sobre el valor total de las exportaciones, es 
indispensable concentrar la entrega obligatoria del ciento por ciento de las divisas provenientes por 
dicho concepto, sin que la fiscalización estatal constituya un recargo de impuestos n¡ menos incida 
en los costos de producción, 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que en defensa de la economía general y particularmente del pueblo consumidor, es necesario 
centralizar la totalidad de las divisas provenientes de las exportaciones en el Instituto Emisor con 
objeto de precautelar el valor adquisitivo de la moneda boliviana; 
 


EN CONSEJO DE MINISTROS, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Todos los exportadores de concentrados de minerales, metales fundidos, productos 
agropecuarios, materias primas no minerales y productos elaborados en general, quedan obligados a 
entregar al Banco Central de Bolivia el cien por ciento del valor total de sus exportaciones. Los 
industriales mineros presentarán, de inmediato al Banco Central sus contratos de venta para los 
efectos del presente Decreto. 
 







Artículo 2º.- El Ministerio de Hacienda ordenará al Banco Central de Bolivia la entrega de giros 
oro sobre el exterior a los exportadores de entidades públicas o privadas destinados exclusivamente 
al mantenimiento de la producción, de acuerdo al detalle contenido en el Artículo 2º del Decreto 
Supremo Nº 1934 de 25 de febrero del año en curso, no pudiendo, en ningún caso, ser dichas 
entregas mayores al porcentaje limitado establecido por disposiciones legales vigentes. 
 
Artículo 3º.- El Banco Central de Bolivia, abrirá cuenta especial para cada exportador, con objeto 
de fiscalizar dicho movimiento de divisas, garantizando de esta manera las entregas oportunas de 
moneda extranjera para sus necesidades. 
 
Artículo 4º.- A objeto de mantener y estimular la producción en general, el Estado reconocerá: 
 
a) En favor de los mineros chicos la entrega del veinte por ciento del valor de su producción en 
giros por divisas pagaderos por el Banco Minero al cambio de Bs. 100.- por dólar, en cumplimiento 
de disposiciones legales; 
 
b) Parte del valor de su producto a los explotadores de oro físico a Bs. 100.-, porcentaje que será 
fijado por el Ministerio de Hacienda; 
 
c) Por la mayor producción de empresarios exportadores de concentrados de estaño al cambio de 
Bs. 100.- por dólar, de acuerdo a contratos especiales que serán firmados por el Ministerio de 
Hacienda; 
 
d) Igualmente el valor de la producción minera no estañífera, mientras mejoren las cotizaciones. 
 
Artículo 5º.- Los Ministerios de Hacienda, de Economía Nacional y de Agricultura, en sus 
respectivos Despachos, coordinando  su acción, gestionarán contratos directos con los industriales 
mineros y productores agropecuarios, o entre estos y los industriales manufactureros, a fin de 
asegurar el fomento de producción nacional. Esta disposición no se refiere a los negocios que, como 
función peculiar y conforme a sus cartas orgánicas, cumplen los Bancos Minero y Agrícola. 
 
Artículo 6º.- Quedan derogadas las disposiciones contrarias al presente Decreto. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda, de Economía y de Agricultura, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los ocho días del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta años. 
 
(Fdo.) MAMERTO  URRIOLAGOITIA H.- (Fdo.) Pedro Zilveti Arce, (Fdo.) E. Fricke Lemoine.- 
(Fdo.) R. Gufiérrez Granier, (Fdo.) Ciro Félix Trigo.-  (Fdo.) Alfredo Mollinedo.- (Fdo.) Abraham 
Valdéz.- (Fdo.) H. Ernest Rivera.- (Fdo.) A.  Gutiérrez Salgar.- (Fdo.) Félix Veintemillas.-  (Fdo.) 


Ernesto Monasterio. 
 


 








Decreto Supremo Nº 2050 
 


La Paz, 2 de junio de 1950 
 


MAMERTO  URRIOLAGOITIA H. 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, es necesario establecer el estado de la cuenta Revertibles y de Compensación de Precios del 
Trigo y Harina de Trigo, para adoptar las medidas consiguientes; 
 
Que, para este efecto procede organizar una Comisión encargada del estudio correspondiente y 
elevar las sugerencias que considere necesarias; 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros; 
 
DECRETA: 
 
Artículo1º.- Organízase una Comisión compuesta por un representante del Colegio de Economistas, 
un representante de la Contraloría General de la República y otro de Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos, con objeto de estudiar el estado de la cuenta Revertibles y de Compensación de 
Precios del Trigo y Harina de Trigo, manejadas por las compañías molineras. 
 
Artículo 2º.-  La Comisión deberá elevar el informe pertinente y las sugerencias que crea 
convenientes para la mejor administración de dichas cuentas, dentro del término de treinta días de 
organizada. 
 
Artículo 3º.- Los gastos que demanden las labores de esta Comisión, serán imputados al 
Presupuesto de "Obligaciones del Estado", de la gestión en curso. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Economía Nacional, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los dos días del mes de junio de mil 
novecientos cincuenta años. 
 


(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITIA H.-  (Fdo.) Cnl. Jorge Rodríguez.-  (Fdo.) R. Gutiérrez 
Granier.-   (Fdo.)  Hugo Ernest Rivera.-  (Fdo.) Gral. Antenor Ichazo.- (Fdo.) Ciro Félix Trigo.- 
(Fdo.)  E. Fricke Lemoine.-  (Fdo.)  Félix Veintemillas.-   (Fdo.) Abraham Valdéz.- (Fdo.)  A. 


Gutiérrez Salgar. 
 


 








Decreto Supremo Nº 2097 
 


La Paz, 28 de junio de 1950 
 


MAMERTO URRIOLAGOITIA  H. 
 


Presidente Constitucional de la República. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que los honorarios percibidos por el Cuerpo de Ingenieros de la Dirección General de Minas y 
Petróleo, por concepto de trabajos de mensura y alinderamiento se hallan regidos por la escala 
establecida por Decreto Supremo de 18 de diciembre de 1941, modificatorio del artículo 84 del 
Reglamento para el Cuerpo de Ingenieros de la Dirección General de Minas y Petróleo, aprobado 
según Resolución Suprema de 20 de septiembre de 1940; 
 
Que desde esa fecha hasta principios del año 1950, se han realizado diversos reajustes de sueldos y 
salarios, tanto de los funcionarios públicos, como de los empleados y obreros de empresas 
particulares, en una proporción aproximada del 50%, sin modificar no obstante los honorarios de los 
ingenieros que realizan los trabajos de mensura de las propiedades mineras; 
 
Que los Decretos de 8 de abril y 25 de mayo de 1950, que reglamentan con carácter general los 
sueldos y salarios de empleados y obreros, tanto públicos como privados, tampoco han considerado 
los honorarios por trabajos de mensura del Cuerpo de Ingenieros de la Dirección General de Minas 
y Petróleo, los mismos, que resultan congelados desde el 18 de diciembre de 1941; 
 
Que es justo proceder al reajuste de los derechos de mensura para el Cuerpo de Ingenieros de la 
Dirección General de Minas y Petróleo; 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- La escala de derechos de mensura que cobrarán los Peritos Fiscales, queda modificada 
en la siguiente forma: 
 
De una a cinco, hectáreas.     Bs  850.- 
De la sexta a la treinta, por cada una     Bs    50.- 
De la treinta y una a la cien, por cada una    Bs    25.- 
De la ciento una a la doscientos, por cada una   Bs    17.- 
De la doscientos una a la quinientos, por cada una  Bs    14.- 
De la quinientos una a la mil, por cada una    Bs    12.- 
De la mil en adelante, por cada una     Bs      7.- 
 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Economía Nacional, se encargará de la ejecución y 
cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiocho días del mes de Junio de 
mil novecientos cincuenta años. 
 







(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITIA H.- (Fdo.) R. Gutiérrez Granier. 
 
 








Decreto Supremo Nº 2121 
 


La Paz, 14 de julio de 1950 
 


MAMERTO URRIOLAGOITIA H. 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, por Decreto Supremo de 21 de enero de 1949, se ha encomendado a Y.P.F.B. la preparación y 
consolidación del camino carretero Sucre-Uncía para asegurar el transporte del petróleo y 
derivados; 
 
Que, en el mismo Decreto se establece que tanto los estudios de consolidación y reparación del 
camino como la ejecución de los mismos, serán de responsabilidad exclusiva de Y.P.F.B. y se 
encomienda la supervigilancia a un personero de la Dirección de Vialidad; 
 
Que, la Ley de 4 de diciembre de 1941, al crear la Dirección General de Vialidad, le atribuye 
privativamente las facultades de practicar estudios de las rutas camineras a construirse o su 
reparación, conservación o rectificación; 
 
Que, de acuerdo con dicha Ley, la reparación y conservación del camino Sucre-Uncía, se halla 
dentro de la órbita de las atribuciones de la Dirección General de Vialidad, siendo por tanto 
procedente la modificación del Decreto Supremo de 21 de enero de 1949; 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros; 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Modifícase  el Decreto Supremo de 21 de enero de 1949 en sentido de que los estudios 
para la reparación y consolidación del camino carretero Surre-Uncía y su ejecución, correrán a 
cargo de la Dirección General de Vialidad.  As¡mismo, el manejo de los fondos asignados a este fin 
serán de exclusiva responsabilidad de dicha Dirección, que los invertirá en la forma prevista y se 
descargará documentadamente ante la Contraloría General por las sumas que aporte el Ministerio de 
Obras Públicas y ante Y.P.F.B. por las cantidades que reciba de esta entidad. 
 
Artículo 2º.- Y.P.F.B. supervigilará el desarrollo de los trabajos y la buena inversión de los fondos 
destinados al anterior fin. 
 
Los señores Ministros de Obras Públicas y Economía Nacional, quedan encargados de la ejecución 
y cumplimiento del presente Decreto, 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los catorce días del mes de julio de mil 
novecientos cincuenta años. 
 


(Fdo.)  MAMERTO URRIOLAGOITIA.- (Fdo.)  L. Nardín Rivas.- (Fdo.)  Félix Veintemillas.- 
(Fdo.)  Ciro Félix Trigo.- (Fdo.)  J. Rivero Torrez.- (Fdo.)  J. Romero Loza.- (Fdo.)  R. Pérez 


Patón.- (Fdo.)  C. Gonzalo de Saavedra. 
 







 








Ley Nº 289 de 11 de noviembre de 1950 
 


MAMERTO  URRIOLAG0ITIA H. 
Presidente Constitucional de la República. 


 
Por cuanto: el Honorable Congreso Nacional ha sancionado la siguiente Ley: 


 
DECRETA: 
 


EL CONGRESO NACIONAL, 
 
Artículo 1º.- Se levanta la reserva fiscal de Yacimientos de Petróleo en las zonas de Iturralde y 
Caupolicán del Departamento de La Paz, y en los Departamentos del Beni y Pando, declarada por 
Decreto-Ley de 5 de noviembre de 1937. Se comprende el levantamiento de la reserva fiscal 
petrolífera a las provincias de Ayopaya y del Chapare del Departamento de Cochabamba. 
 
Artículo 2º.- De conformidad con el artículo 4º del Decreto-Ley de 21 de diciembre de 1936, se 
autoriza a YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES BOLIVIANOS, para celebrar contratos 
con cargo de aprobación legislativa, toda vez que sociedades mixtas con el Estado deseen explorar y 
explotar petróleo en las indicadas zonas. 
 
Artículo 3º.-  El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley. 
 
Comuníquese al Poder Ejecutivo para los fines constitucionales. 
 
Sala de sesiones del H. Congreso Nacional. 
 
La Paz, 6 de noviembre de 1950. 
 


(Fdo.) Juan Manuel Balcazar- (Fdo.) Lucio Lanza Solares.- (Fdo.) Carlos López Arze, Senador 
Secretario.- (Fdo.), P. Saucedo Barbery, Senador Secretario.- (Fdo.) Julio Crespo, Diputado 


Secretario.- (Fdo.) A. Brito Miranda, Diputado Secretario. 
 
Por tanto: la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley de la República. 
 
Palacio de Gobierno, en la ciudad de La Paz, a los once días del mes de noviembre de mil 
novecientos cincuenta años. 
 


(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITIA H.- (Fdo.) Luis Nardín Rivas. 
 


 








Ley Nº 355 del 18 de noviembre de 1950 
 


MAMERTO URRIOLAGOITIA H. 
Presidente Constitucional de la República 


 
Por cuanto:  el Honorable Congreso Nacional ha sancionado la siguiente Ley: 


 
EL CONGRESO NACIONAL. 


 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Créase el impuesto de cincuenta centavos por cada litro de gasolina de procedencia 
nacional o extranjera que se consuma en el Departamento de Tarija y en la población de Villazón, 
con destino exclusivo a la reparación y mantenimiento de los siguientes caminos: Villazón-Tarija, 
Tarija-Villamontes y Tarija-El Puente. 
 
Artículo 2º.- Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos recaudará el anterior gravámen y su 
producto será depositado, mensualmente y a medida de su recaudación, en una cuenta especial 
que se abrirá en la Agencia del Banco Central de Tarija, bajo la denominación de Conservación 
de los caminos Villazón-Tarija, Tarija-Villamontes y Tarija-El Puente. 
 
Artículo 3º.- Un Comité especial, presidido por el Prefecto del Departamento de Tarija e 
integrado por el Jefe del Distrito Vial y el Tesorero Departamental, con intervención del 
Contralor Departamental, tendrá a su cargo la administración, manejo inversión de los 
mencionados recursos. 
 
Comuníquese al Poder Ejecutivo para los fines constitucionales: 
 
Sala de sesiones del H. Congreso Nacional. 
 
La Paz, 6 de noviembre de 1950. 
 
(Fdo.) Juan ML. Balcázar.- (Fdo.) L. Lanza Solares.-  (Fdo.) C. López Arce, Senador Secretario.- 


(Fdo.) P. Saucedo Barbery, Senador Secretario.- ( Fdo.) Julio Crespo, Diputado Secretario.- 
(Fdo.) Alberto Brito M., Diputado Secretario. 


 
Por tanto: la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley de la República. 
 
Palacio de Gobierno en la ciudad  de La Paz, a los dieciocho días del mes de noviembre de mil 
novecientos cincuenta años. 
 


(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITIA H.-   (Fdo.) Julio Alvarado. 
 
 
 








Decreto Supremo Nº 2394 
 


La Paz, 13 de febrero de 1951 
 


MAMERTO URRIOLAGOITIA H. 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERAND0: 
 
Que por las dificultades que aún tropieza Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos para el 
abastecimiento de hidrocarburos procedentes de la zona petrolífera en actual explotación, se hace 
necesario prorrogar los efectos de la Ley de 5 de diciembre de 1941, que libera de impuestos la 
internación de kerosene y gasolina de procedencia extranjera, hasta el 30 de junio del presente 
año, como un medio de prevenir la escasez y el alza de precios de tales combustibles. 
 
DECRETA : 
 
Artículo único. - La liberación de derechos e Impuestos aduaneros para la importación de 
kerosene y gasolina en general, concedida por Ley de 5 de diciembre de 1941, queda prorrogada 
hasta el  30 de junio del presente año. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda y Economía Nacional, se 
encargarán de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los trece días, del mes de febrero de mil 
novecientos cincuenta y un años. 
 


(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITIA.- (Fdo.) L. Nardin Rivas.- (Fdo.) Julio Alvarado. 
 


 








Decreto Supremo Nº 2398-2   
 


La Paz, 13 de febrero de 1951 
 


MAMERTO  URRIOLAGOITA H. 
Presidente Constitucional de la República, 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, entidad con personería jurídica y autonomía 
propias, ha sido creada con el objeto de que explore y explote el petróleo y sus derivados; para 
que comercialice dicho producto y se encargue de la distribución, transporte y exportación del 
mismo; funciones que le asignan un rol fundamentalmente comercial e industrial;  
 
Que para que pueda llenar debidamente sus fines en el campo industrial se le han acordado 
normas especiales, y tiene Estatutos aprobados a los que debe sujetar su desenvolvimiento; por lo 
que en consecuencia no le comprenden los alcances del Decreto Supremo Nº 2346 de 18 de enero 
de 1951; 
 
Por tanto, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Y.P.F.B. queda exceptuado y no le comprenden los alcances del Decreto 
Supremo Nº 2346 de 18 de enero de 1951 y seguirá sujeta esta Entidad a los Estatutos y 
disposiciones legales y administrativas que han normado su desenvolvimiento. 
 
El señor Ministro de Estado en la Cartera de Economía Nacional, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno a los trece días del mes de febrero de mil novecientos 
cincuenta y un años de la ciudad de La Paz. 
 


(Fdo.)  MAMERTO URRIOLAGOITIA.-  (Fdo.) L. Nardín Rivas. 
 








Decreto Supremo Nº 2493  
 


La Paz,12 de abril de 1951 
 


MAMERTO URRIOLAGOITIA H. 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley de 17 de noviembre de 1947 ha creado un gravámen de diez centavos sobre el litro de 
petróleo bruto que se extraiga de la Provincia Gran Chaco del Departamento de Tarija; 
 
Que entre los destinos que se ha dado a estos recursos por la mencionada ley, figuran entre otros, 
los señalados en los incisos a), b) y c), la apertura de pozos surgentes, una Granja Experimental e 
internados para granjeros, respectivamente; 
 
Que estas finalidades incumben a las funciones del Banco Agrícola de Bolivia, entidad que 
mediante su Agencia en la ciudad de Tarija debe realizar dichas obras; 
 
Que el artículo 4º de la Ley de referencia faculta al Poder Ejecutivo para la reglamentación de la 
misma;  
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Los fondos recaudados hasta la fecha y los que se recaudaren en el futuro por 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, en virtud del artículo 17 de la Ley de 17 de 
noviembre de 1947, serán depositados en el Banco Agrícola de Bolivia en una cuenta especial 
hasta alcanzar la suma de Bs. 30.000.000.-. 
 
Artículo 2º.- Con cargo de dichos fondos, el Banco Agrícola realizará las obras a que se refieren 
los incisos a), b) y c) indicados en el mismo artículo 1º de la citada Ley, previo el estudio de un 
plan adecuado debiendo ser extensiva la apertura de pozos surgentes a otras provincias del 
Departamento de Tarija, que requieran de éstos pozos para su incremento agropecuario. 
 
Artículo 3º.- Terminadas estas obras, el indicado Banco dará cumplimiento a las comprendidas 
en el inciso d). 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Hacienda, Economía Nacional y 
Agricultura, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del  presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los doce días del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y un años. 
 


(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITIA.- (Fdo.) Julio Alvarado.- (Fdo.) J. Saavedra Suárez.- 
(Fdo.) L. Ponce Lozada.- (Fdo.) Domingo L. Ramírez.- (Fdo.) R. Pérez Patón,  (Fdo.) V. 


Mendoza López.- (Fdo.) A. Salamanca. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 2501. 
 


La Paz, 19 de abril de 1951 
 


MAMERTO URRIOLAGOITIA H. 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos ha solicitado autorización para proceder al 
reajuste de salarios y sueldos de sus obreros y empleados, de acuerdo con el actual costo de vida, 
para lo que no cuenta con recursos especiales debido al desequilibrio económico y financiero que 
confronta por diversas causas, entre ellas la disminución de la producción y los gastos de 
explotación superiores a sus ingresos y al precio de venta de sus productos; 
 
Que, es de justicia mejorar la economía de los trabajadores al servicio de la entidad fiscal 
mencionada, en igualdad de condiciones con otros sectores de trabajo, autorizando a su vez la 
elevación del precio de venta de sus principales productos a fin de cubrir con ello, por lo menos, 
el costo de explotación de los mismos; 
 
Que, tanto Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, como los trabajadores a su servicio se 
hallan de acuerdo en fijar el porcentaje de reajuste de un 30%  de aumento; 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.-  Autorízase a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos para reajustar las 
remuneraciones básicas de sus obreros y empleados, vigentes al 31 de diciembre de 1950, en la 
proporción del 30% de aumento, con efecto desde el 1º de marzo del presente año. No se hallarán 
comprendidos en el reajuste las primas, gratificaciones, comisiones y salarios por trabajos 
extraordinarios, ni otros beneficios sociales, 
 
Artículo 2º.- Asimismo, se autoriza a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos a elevar el 
precio de la gasolina en dos bolivianos por litro en toda la República, y cincuenta centavos el de 
kerosene por litro. Los nuevos precios entrarán en vigencia simultáneamente con el reajuste de 
tar¡fas en vehículos motorizados. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Trabajo y Previsión Social y de Economía 
Nacional, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los diecinueve días del mes de abril de 
mil novecientos cincuenta y un años. 


 
(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITIA.- (Fdo.) A. Salamanca.-  (Fdo.) L. Ponce Lozada.- (Fdo.) 
Julio Alvarado.- (Fdo.) R. Pérez Patón.- (Fdo.) J. Saavedra Suárez.- (Fdo.) V. Mendoza López.- 


(Fdo.) Domingo L. Ramírez.-  (Fdo.)  J. Gil Soruco.- (Fdo.) Félix Veintemillas. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 2502 
 


La Paz, 19 de abril de 1951 
 


MAMERTO URRIOLAGOITIA 
Presidente Constitucional de la República. 


 
COSIDERANDO: 
 
Que, mediante Ley de 22 de noviembre de 1947, se ha establecido impuestos sobre litro de 
gasolina, petróleo crudo y fuel oil que se consuma en el departamento de Chuquisaca con destino 
a la construcción, conservación y mejoramiento de caminos del mismo departamento, 
facultándose a su vez a Y.P.F.B. la recaudación y depósito en una cuenta especial en el Banco 
Central de Bolivia a orden de la Prefectura respectiva; 
 
Que, para la efectividad del destino de las sumas recaudadas, es necesario designar un empleado 
que se encargue del control de las recaudaciones, cuya remuneración deberá ser pagada con cargo 
a los mismos fondos; 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- La Prefectura del Departamento de Chuquisaca designará un empleado encargado 
del control en las recaudaciones y su depósito en la cuenta respectiva, de los impuestos creados 
por Ley de 22 de noviembre de 1947. 
 
Artículo 2º.- Los emolumentos del funcionario  mencionado será fijado por la Prefectura 
indicada y con cargo a los fondos a recaudarse. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Economía Nacional, Gobierno y Justicia, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los diecinueve días del mes de abril de 
mil novecientos cincuenta y un años. 
 
(Fdo.) MAMERTO URRIOLAG0ITIA.- (Fdo.) J. Gil Soruco.- (Fdo.) (Fdo.) L. Ponce Lozada.- 
(Fdo.) J. Saavedra Suárez.- (Fdo.) R. Pérez Patón.- (Fdo.) V. Mendoza López.- (Fdo.) Domingo 


L. Ramírez.- (Fdo.) Félix Veintemillas.- (Fdo.) A. Salamanca.- (Fdo.) Julio Alvarado. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 2617 
 


12 de julio de 1951 
 


Gral de Brig. HUGO BALLIVIAN R. 
Presidente de la H. Junta Militar  de Gobierno. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley de 5 de diciembre de 1941, liberó de derechos e impuestos aduaneros a la internación 
de gasolina corriente, gasolina de aviación y kerosene, hasta el 31 de diciembre de 1943, 
habiéndose prorrogado sucesivamente esta disposición hasta el 30 de] presente mes; 
 
Que las causales por las que se dictó la Ley y las sucesivas prórrogas no han desaparecido, es 
procedente ampliar una vez más el plazo de liberación; 
 
Por tanto, 
 
DECRETA : 
 
Artículo único.- La liberación de derechos e impuestos aduaneros para la importación de kerosene 
y gasolina en general, concedida por Ley de 5 de diciembre de 1941, queda prorrogada hasta el 
30 de Junio de 1952. 
 
Los señores Miembros de la Junta encargados de las Carteras de Hacienda y Economía Nacional, 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los doce días del mes de julio de mil 
novecientos cincuenta y un años. 
 


(Fdo.) GRAL. HUGO BALLIVIAN.- (Fdo.) Carlos Montero.- (Fdo.) Tcnl Luis Martínez. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 2748 
 


La Paz, 26 de septiembre de 1951 
 


Gral. de Brig. HUGO BALLIVIAN R. 
Presidiente de la Junta Militar de Gobierno. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, el aumento permanente que experimentan los consumos de carburantes en el país, demanda 
un mayor volumen de transporte para efectuar una distribución adecuada en todos los centros de 
la República; 
 
Que, esta distribución para ser más oportuna y económicamente realiza, precisa el uso de vagones 
tanques ferroviarios, en base a los cuales se podría establecer un servicio regular de convoyes 
expresos petroleros para aumentar el rendimiento de las unidades de transporte; 
 
Que, el número de vagones tanques que prestan actualmente servicio para el abastecimiento 
general de carburante es insuficiente, mientras que las firmas particulares, sean ferroviarias o 
constructoras, cuentan con unidades que pueden efectuar un transporte mayor, lo que permitiría 
destinar los excedentes logrados para aumentar el abastecimiento general; 
 
Que, para hacer frente a la declinación transitoria de la producción por falta de materiales, cuya 
compra se está gestionando en Estados Unidos de Norte América, es necesario incrementar la 
importación de carburantes a fin de equilibrar el constante aumento de los consumos, dotando a 
Y.P.F.B. de mayores medios de transporte; 
 
Que, para este objeto es imprescindible disponer que todos los vagones tanques existentes en el 
país pasen bajo el control de Y.P.F.B., debiendo esta entidad asegurar que en ningún caso las 
firmas ferroviarias o constructoras sufrirán retraso ni menos paralización de sus obras o trabajos 
por falta de carburantes, debiendo ser atendidas preferentemente sus necesidades; 
 
Por tanto, la Junta Militar de Gobierno, 
 
DECRETA : 
 
Artículo 1º.- Se declara de necesidad y utilidad públicas, con carácter temporal, la totalidad de 
los vagones tanques en actual servicio de las diferentes empresas ferroviarias y constructoras del 
país, los mismos que deberán pasar bajo el control de Y. P. F. B. a partir de la fecha de] presente 
Decreto. 
 
Artículo 2º.- Las condiciones de arrendamiento, cantidades, forma y precio bajo los cuales 
Y.P.F.B. deberá efectuar el aprovisionamiento de carburantes a las empresas ferroviarias y 
constructoras, así como las garantías de cumplimiento de este abastecimiento, deberán ser 
establecidas mediante contrato firmado entre esta entidad y las firmas propietarias de los vagones 
mencionados, de acuerdo a la proforma de contrato que ha sido elaborada por Y.P.F.B. más las 
cláusulas que pudieran acordar ambas entidades. 
 
Artículo 3º.- En virtud del presente Decreto el Supremo Gobierno y Y.P.F.B. asume la 
responsabilidad total del abastecimiento de carburantes a las obras de construcción de la carretera 







Cochabamba-Santa Cruz, cuyas necesidades deberán en todo caso ser atendidas en forma 
preferencial. 
 
Artículo 4º.- Se declara asimismo de necesidad y utilidad públicas todo el transporte de 
carburante que realice Y.P.F.B., debiendo por tanto las empresas ferroviarias efectuar el arrastre 
preferencial de todas las unidades de transporte cargadas con dichos productos y dar las máximas 
facilidades posibles para la formación de convoyes petroleros. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Economía Nacional y Obras Públicas y 
Comunicaciones, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno, de la ciudad de La Paz, a los veintisies días del mes de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y un años. 
 


(FDO). GRAL. HUGO BALLIVAN.- CnI. Carlos Montero.-  Gral. Donato Cardozo.- Gral. 
Antonio Seleme.- Gral. Francisco Careaga.- CnI. Tomás A. Suárez.- Tcnl. Carlos Ocampo.- Tcnl. 


Serg¡o Sánchez.- Tcnl. Facundo Moreno.- CnI. Valentín Gómez. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 2778 
 


La Paz, 8 de octubre de 1951 
 


Gral. de Brig. HUGO BALLIVIAN R. 
Presidente de la Junta Militar de Gobierno. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que en fecha 16 de noviembre de 1943, se firmaron en Villa Montes, entre las Repúblicas de 
Bolivia y Paraguay, representadas por sus Ministros de Relaciones Exteriores, doctores Carlos 
Salinas Aramayo y Luis A. Argaña, respectivamente, un Convenio para la construcción de un 
Oleoducto, destinado al transporte de petróleo boliviano hasta un puerto navegable en el río 
Paraguay; un Convenio para la Construcción de un camino carretero que una los dos países a 
través del Chaco Boreal; un Convenio para la Construcción de una Comisión Mixta que estudie 
las bases de un Tratado de Comercio y "Modus Vivendi" Comercial y un Protocolo sobre 
Cooperación Internacional; 
 
Que es propósito de la Junta Militar de Gobierno, llevar al terreno de las real¡zaciones prácticas 
su determinación de promover y perfeccionar los vínculos de amistad y entendimiento de la 
Nación con la vecina República del Paraguay; 
 
Que, la ejecución de los convenios a que se refiere el presente Decreto Supremo, será del más 
amplio beneficio para ambos países; 
 
En Junta Militar de Gobierno, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- En tanto que los Convenios y Protocolo, firmados entre Bolivia y Paraguay y 
citados en la parte considerativa del presente Decreto Supremo, reciban la respectiva sanción 
constitucional, serán puestos en ejecución, para lo cual los correspondientes organismos del 
Estado adoptarán las medidas necesarias. 
 
Los señores Ministros de Estado en sus respectivos Despachos quedan encargados de la ejecución 
y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los ocho días del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y un años. 
 


(Fdo.) Gral. de Brig. HUGO BALLIVIAN R. Cnl. Tomás A. Suárez.- Gral. Antonio Seleme.- 
Gral. Donato Cardozo.-  Cnl. Carlos Montero.- Tcnl. Luis Martínez.-  Tcnl. Carlos Ocampo.- 


Tcnl. Sergio Sánchez.- Tcnl. Facundo Moreno.- Valentín Gómez. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 2823 
 


26 de octubre de 1951 
 


Gral. de Brig. HUGO BALLIVIAN R., 
Presidente de la Junta Militar de Gobierno. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que las recargadas labores del señor General, Jefe del Estado Mayor General, no permiten su 
concurrencia normal a las sesiones de Directorio de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, 
circunstancia que obliga, la exclusión del representante del Ejército Nacional, ante la entidad 
nombrada.  
 
En Junta Militar de Gobierno, 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Derógase el Decreto Supremo Reservado número 1150 de fecha 29 de abril de 
1948, excluyendo al representante del Ejército Nacional, de formar parte del Directorio de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Economía Nacional, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiseis días del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y un años. 
 


(Fdo.) Gral. de Brig. HUGO BALLIVIAN.-  Gral. Donato Cardozo.- Gral. Antonio  Seleme.- 
Cnl. Tomás A. Suárez.- Cnl. Carlos Montero.- Tcnl. Luis Martínez.- Tcnl. Facundo Moreno.- 


Tcnl. Carlos Ocampo.- Cnl. Valentín Gómez. 
 


 








Resolución Suprema Nº 42210. 
 


La Paz, 29 de marzo de 1951. 
 
VISTOS: 
 
Las gestiones realizadas por el personal de empleados y obreros de Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos, demandando reajuste de haberes y jornales; y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que habiéndose reajustado las retribuciones de los funcionarios públicos, así como las de los 
empleados de Comercio e Industria, la demanda es atendible. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
SE RESUELVE: 
 
Con cargo a la partida de "Gastos Imprevistos" Nº 42, Sección Segunda de Egresos, Servicio de 
Obligaciones del Estado de la Financial vigente, creada por Decretos Supremos Nº 2443 de 8 de 
marzo del presente año, se destina la suma de Bs. 10.000.000-, para reajuste de haberes y jornales 
del personal de empleados y obreros de Yacimientos Petrolíferos Bolivianos hasta diciembre del 
presente año. 
 
Regístrese y hágase saber. 


 
(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITIA.- (Fdo.) A. Salamanca.- (Fdo.) J. Saavedra Suárez- (Fdo.) 


Gil Soruco.- (Fdo.) L. Ponce Lozada.- (Fdo.) Domingo L. Ramírez.- (Fdo.) R. Pérez Patón.- , 
(Fdo.) V. Mendoza López.- (Fdo.) Julio Alvarado.- (Fdo.) Félix Veintemillas. 


 
 








RESOLUCION SUPREMA Nº 42618 
 


La Paz, 10 de mayo de 1951 
 


VISTOS Y CONSIDERANDO: 
 
Que el Banco Central de Bolivia ha abierto a favor de la Corporación Boliviana de Fomento, un 
crédito por Bs. 164.182.633,80, conforme a los siguientes aportes y cuotas adeudados: 
 
a) Bs. 18,000.000.- equivalente a $US 300.000.- por nueve cuotas mensuales de dólares 
33.333.33 por cuenta del Supremo Gobierno, conforme al Decreto Supremo Nº1865 de 29 de 
diciembre de 1949, por cuya cantidad, más intereses, el Supremo Gobierno entrega al Banco 
Central de Bolivia nueve cheques de la Tesorería General de la Nación, de Bs. 2.000.000.- cada 
uno con más intereses del dos por ciento anual, que se hacen efectivos cada fin de mes, a partir 
del 30 de abril del presente año. 
 
b) Bs. 13.020.000.- equivalentes a $US 217.000.- como saldo de amortización del crédito Plan 
Petrolero al 30 de junio de 1950, por cuenta del Supremo Gobierno. 
 
c) Bs. 11.531.235.- equivalentes a $US 192.187.25 por cuenta de Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos, servicio del crédito Plan Petrolero al 30 de junio de 1950. 
 
d) Bs. 37.770.000.- equivalente a $US. 629.500.- por cuenta Y. P. F. B. su segunda cuota al 30 de 
septiembre de 1950. 
 
e) Bs. 28.871.399.40 equivalente a $US. 481.189.99 por cuenta de Y.P.F.B., servicio del crédito 
Plan Petrolero al 31 de diciembre de 1950. 
 
f) Bs. 5.999.999.40 correspondiente a $US 99.999,99 por cuenta del Supremo Gobierno, aportes 
por enero, febrero y marzo de 1951 a razón de $US. 33.333.33 por mes, que el Supremo Gobierno 
ha cancelado en efectivo por intermedio de la Corporación Boliviana de Fomento, en el curso del 
mes de abril próximo pasado. 
 
g) Bs. 48.990.000.- correspondientes a $US 816.500.-, cuarta cuota de Y. P. F. B. al 31 de marzo 
de 1951. 
 
Que corresponde al Estado resguardar los intereses del Banco Central de Bolivia como 
subrogatario de las acciones y derechos del Export Import Banck de Washington, en lo que se 
refiere a los créditos enumerados en el considerando anterior. 
 
Por tanto, en Consejo de Ministros, 
 
SE RESUELVE: 
 
De acuerdo con el artículo 2 de la ley de 20 de mayo de 1947, relativo a préstamos concedidos 
por el Banco Central de Bolivia provenientes de contratos internacionales, se autoriza al Banco 
Central para que conceda a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos un préstamo por la suma 
de $US 2.119.377.24 equivalente de Bs. 127.162.634.40, cantidad que Y. P. F. B. queda obligado 
a cubrir en la misma forma y condiciones de los contratos suscritos con la Corporación Boliviana 
de Fomento y las que se estipulan en el contrato que se firmará a raíz de la presente Resolución 
Suprema. Se autoriza, también, al Banco Central de Bolivia, para conceder al Estado un préstamo 







por la cantidad de $US 217.000.- equivalente a Bs. 13.020.000-, y que ha servido para reembolsar 
a Y. P. F. B. por el pago anticipado de igual cantidad al Export Import Banck de Washington. 
 
Se deroga la Resolución Suprema Nº 41002 de 15 de diciembre de 1950. 
 
Regístrese y archívese. 
 


(Fdo.) MAMERTO URRIOLAGOITIA.- (Fdo.) Dorningo L. Ramírez.- (Fdo.) A. Salamanca.- 
(Fdo.) J. Gil Soruco.- (Fdo.) V. Mendoza López.- (Fdo.) Roberto Pérez Patón.- (Fdo.) A. 


Saavedra Suárez.- (Fdo.) L. Ponce Lozada.- (Fdo.) Julio Alvarado. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3037 
 


La Paz, 12 de abril de 1952 
 


HERNAN SILES ZUAZO, 
Vicepresidente Constitucional de la República. 


En ejercicio del Poder Ejecutivo. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que es urgente la organización del Poder  Ejecutivo. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º- Desígnase Ministros de Estado a los siguientes ciudadanos: 
 
RELACIONES  EXTERIORES Y CULTO, Dr.  Walter Guevara Arze. 
GOBIERNO, JUSTICIA E INMIGRACION, CnI César Aliaga C. 
HACIENDA Y ESTADISTICA, Dr. Federico Gutiérrez Granier. 
MINAS Y PETROLEOS, Sr. Juan Lechín Oquendo. 
DEFENSA NACIONAL, Y COL0NIZACION, Gral. Froilán Calleja. 
ECONOMIA NACIONAL, Dr. Federico Alvarez Plata.  
EDUCACION Y BELLAS ARTES, Dr. Mario Diez de Medina. 
OBRAS PUBLICAS Y COMUNICACIONES, Sr. Adrián Barrenechea T. 
AGRICULTURA, GANADERIA Y RIEGOS, Dr. Guillermo Alborta V. 
TRABAJO Y PREVISION SOCIAL, Sr. Germán Butrón. 
ASUNTOS CAMPESINOS, Sr. Ñuflo Chávez. 
PROPAGANDA E INFORMACIONES, Sr. Hugo Roberts 
HIGIENE Y SALUBRIDAD, Dr. Julio Manuel Aramayo 
SECRETARIO GENERAL  DEL GABINETE, Dr. Gastón Araoz L. 
 
Artículo 2º Señálase el día de hoy a horas 17 para la posesión y juramento que deben prestar los 
señores Secretarios de Estado. 
 
El Secretario General de la Presidencia, queda encargado de la ejecución del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los doce días del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y dos años. 
 


(Fdo.) HERNAN SILES ZUAZO. 
Es Conforme: (Fdo.) Luis J. Ardúz, Secretario de la Presidencia. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3047. 
 


La Paz, 23 de abril de 1952 
 


VICTOR  PAZ  ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO:  
 
Que es necesaria la renovación total de los Directorios de las instituciones bancarias dependientes 
del Estado, a fin de armonizar la función de la Banca estadual con la política económica del 
Gobierno; 
 
Que, en tal virtud y para precautelar  los intereses del Estado es urgente dictar disposiciones de 
carácter extraordinario. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Se da por finalizado el mandato de todos los miembros de los directorios de los 
Bancos Central, Minero y Agrícola de Bolivia, que ejercían sus funciones hasta el 9 de abril del 
presente año. 
 
Artículo 2º.-  Los nuevos directores constituirán las fianzas exigidas por ley en el plazo de 
sesenta días a partir de su posesión. 
 
Artículo 3º.- La Superintendencia de Bancos convocará a las entidades que tienen representación 
en los bancos mencionados, para que de acuerdo con las normas legales, designen sus 
representantes. 
 
Los señores Ministros en las Carteras de Hacienda y Estadística, Minas y Petróleos y Agricultura, 
Ganadería y Riegos, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintitres días del mes de abriI de 
mil novecientos cincuenta y dos años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- F. Gutiérrez Granier.- Guillermo Alborta V.-  Juan 
Lechín 0. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3050 
 


La Paz, 29 de abril de 1952 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que a partir de mayo de 1949, han sido despedidos de sus ocupaciones numerosos trabajadores, 
como emergencia de peticiones colectivas presentadas por sus dirigentes sindicales; 
 
Que asimismo se ha despedido por las empresas a muchos trabajadores por su posición política 
opositora; 
 
Que la situación de los despedidos se agudizó por la acción sistemática de las empresas que les 
negaron acceso al trabajo poniéndolos en situación aflictiva a ellos y sus familias, por la 
implantación de las llamadas listas negras; 
 
Que tales medidas fueron adoptadas con flagrante violación de preceptos constitucionales, de la 
Ley General del Trabajo y de otras disposiciones sociales; 
 
Que la Revolución Nacional ha restablecido la vigencia de la Carta Magna y demás preceptos 
legales; 
 
Que uno de los objetivos de la lucha del pueblo de Bolivia es restablecer en justicia, los derechos 
sociales en favor de los trabajadores. 
 
DECRETA:  
 
Artículo 1º.- Dispónese que las empresas comerciales, industriales, mineras, de transportes, 
bancarias y fábricas, reincorporen de inmediato a los trabajadores que despidieron, a partir de 
mayo de 1949, como emergencia de conflictos sociales o a causa de sus actividades políticas 
opositoras, 
 
Igualmente retornarán a sus trabajadores los que hubieran sido retirados de entidades  autárquicas, 
semiautárquicas y servicios en general del Estado, por las mismas causas. 
 
La reincorporación establecida  por el presente decreto beneficiará únicamente a todos aquellos 
que en la actualidad se encuentren desocupados. 
 
Artículo 2º.- Los trabajadores restituídos percibirán desde su reincorporación los sueldos y 
salarios que ganaban en el momento de ser retirados, con más los reajustes efectuados con 
posterioridad a mayo de 1949.  El tiempo que permanecieron separados de sus cargos, se 
computará como servicios continuos, para los efectos de jubilación e indemnización. 
 
Artículo 3º.- Los desahucios e indemnizaciones que los trabajadores recibieron por tales retiros 
quedan consolidados en su favor como compensación a la cesantía a que fueron  obligados por el 
régimen Hertzog-Urriolagoitia-Ballivián. 
 







Artículo 4º.- Los trabajadores restituídos entrarán  a gozar de todos los beneficios que la clase 
trabajadora consiguió de las empresas durante la cesantía de aquellos, tales como subsidios, 
asignaciones, vivienda. 
 
Artículo 5º.- Para regularizar la situación de los reincorporados con las cajas de jubilaciones y 
seguro, los aportes por el tiempo que estuvieron cesantes se cubrirán en la siguiente forma: 
 
a) Los aportes patronales con el plazo de noventa días a partir de la fecha de reincorporación de 
cada trabajador; 
 
b) Los trabajadores efectuarán  la devolución de los aportes recogidos por ellos y el reintegro de 
aportes no efectuados durante el periodo de su cesantía, en doce cuotas mensuales. 
 
Articulo 6º.- Las empresas que se resistieren a cumplir las disposiciones del presente decreto, 
sufrirán la multa de Bs 20.000.- por cada trabajador que rechacen. El pago de la multa no exime 
el cumplimiento de las obligaciones establecidas por el presente Decreto. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Trabajo y Previsión Social, de Minas y 
Petróleos, de Economía Nacional, de Obras Públ¡cas y Comunicaciones, de Gobierno y Justicia 
quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintinueve días del mes de abril 
de mil novecientos cincuenta y dos años. 
 


(Fdo.)  VICTOR PAZ ESTENSSORO.-  Walter Guevara.- Germán Butrón.- F. Gutiérrez 
Granier.- F. Alvarez Plata.- Guillermo Alborta V.- Mario Diez de Medina.- Juan Lechín O.— 


Hugo Roberts. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3086 
 


La Paz, 19 de junio de 1952 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que el Artículo 112 de la Constitución Política del Estado dispone que los dineros fiscales serán 
administrados, únicamente, por la Tesorería General de la Nación y los Tesoros Departamentales, 
Municipales y Universitarios; 
 
Que la misma Constitución Política y las leyes de 5 de mayo y 27 de abril de 1,928 han 
encomendado a la Contraloría General de la República la fiscalización de los recursos del Estado 
a efecto de que éstos sean manejados de acuerdo con las disposiciones legales. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, a consecuencia de la campaña del Chaco, fué creada la Pagaduría de Guerra, como 
dependencia directa e inmediata del Ministerio de Defensa Nacional, con presupuesto propio y 
autónomo, en moneda nacional y extranjera. 
 
Que, sucesivamente, proliferaron otras pagadurías, cajas y cuentas bancarias autónomas de 
diversas reparticiones fiscales que, en unos casos, cuentan con fondos especiales y, en otros, con 
los entregados por la Tesorería Nacional a los Pagadores Oficiales, con cargo de cuenta. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que esa forma descentralizada y discrecional en el manejo de los dineros fiscales, al margen de la 
Ley Orgánica de Presupuesto, ha producido un caos en la administración financiera de la 
República y ha dado lugar a despilfarros y malversaciones, sin que la posterior revisión de 
cuentas sobre hechos consumados, tenga eficacia alguna para la recuperación de los dineros 
malgastados. 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que para la realización de una austera política económica y financiera, como la que se propone el 
gobierno de la Revolución Nacional, es indispensable proceder a poner orden en el manejo de los 
fondos públicos y a exigir  el estricto cumplimiento de las disposiciones constitucionales y 
legales que reglan la materia. 
 
En Consejo de Ministros, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Los fondos fiscales serán depositados únicamente en la Tesorería General de la 
Nación y en los Tesoros Departamentales,  Municipales y Universitarios. 
 
Artículo 2º.- Desde la fecha quedan suprimidas todas las pagadurías, cajas, habilitaciones y 
cuentas bancarias en las que se manejan fondos fiscales, los cuales deben ser transferidos a la 







Tesorería General de la Nación o, en su caso, a los Tesoros Departamentales, Municipales y 
Universitarios. 
 
Artículo 3º.- Para los recursos que tengan fines específicamente determinados por leyes 
preexistentes, la Tesorería General de la Nación mantendrá cuentas especiales, quedando 
absolutamente prohibido el usar o emplear dichos fondos en objetos diferentes a aquellos para los 
que han sido creados, bajo responsabilidad directa de quienes ordenaren o realizaren los pagos. 
 
Artículo 4º.- Todos los desembolsos se harán, imprescindiblemente, en cheques a orden del 
acreedor, quedando suprimidas las entregas globales con cargo de cuenta, salvo los casos de 
pagos de haberes o de circunstancias especiales y previa autorización del Contralor General de la 
República.  En todo caso,  los fondos deberán ser precisamente invertidos en el objeto para el cual 
hubieran sido destinados, bajo pena de incurrir en malversación. 
 
Los Pagadores Oficiales que hubieran recibido fondos con cargo de cuenta y no presenten sus 
descargos dentro de los plazos fijados por la Contraloría General de la República, no podrán 
retirar nuevas sumas de la Tesorería de la Nación. 
 
Artículo 5º.- Las entidades autárquicas, semiautárquicas y, en general, todas aquellas en las que 
el Estado es propietario o accionista, continuarán manejando sus fondos, de acuerdo con sus 
respectivos presupuestos; pero todas las erogaciones que realicen deberán ser, previamente 
visadas por un Interventor permanente de la Contraloría General de la República, en la misma 
forma en que se procede en los Tesoros Departamentales, Municipales y Universitarios. Se 
exceptúan de esta disposición los Bancos Central, Minero y Agrícola de Bolivia, por la naturaleza 
especial del giro que realizan dichos organismos estatales. 
 
Artículo 6º.- La Contraloría General de la República, que es el organismo encargado de la 
fiscalización, revisión, contabilización y liquidación de los recursos públicos, dictará las normas 
de carácter técnico y administrativo para el mejor cumplimiento del presente Decreto. 
 
Artículo 7º.- Quedan derogadas todas las disposiciones contrarias al presente Decreto Supremo. 
 
El señor Ministro de Hacienda y Estadística queda encargado de la ejecución y cumplimiento del 
presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los diecinueve días del mes de junio 
de mil novecientos cincuenta y dos años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- F. Gutiérrez Granier.- Walter Guevara.- CnI. César 
Aliaga C.-  Mario Diez de Medina.- Ñuflo Chávez.- Tgral. Froilán Calleja.- F. Alvarez Plata.--  


Julio MI. Aramayo.- Adrián Barrenechea.- Guillermo Alborta V.-  Hugo Roberts B. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3097 
 


La Paz, 27 de junio de 1952 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, por Ley de 5 de diciembre de 1941, se liberó de impuestos a la internación, circulación y 
venta de gasolina de aviación, hasta el 31 de diciembre de 1943, habiéndose prorrogado esta 
disposición hasta el 30 del presente mes de junio; 
 
Que, no habiendo desaparecido las causales por las cuales se dictó la ley y las sucesivas 
prórrogas, es procedente ampliar  el plazo de liberación, con lo cual se evitará el aumento del 
precio de venta de los productos indicados antes; y el encarecimiento del costo de la vida; 
 
En Consejo de Ministros. 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Prorrógase hasta el 30 de junio de 1953, los efectos de la Ley de 5 de diciembre 
de 1941, que libera de derechos o impuestos a la internación de gasolina, kerosene y gasolina de 
aviación. 
 
Los señores Ministros de Estado, en los Despachos de Hacienda y Minas y Petróleo, quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintisiete días del mes de junio 
de mil novecientos cincuenta y dos años. 
 
(Fdo.)  VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín  0.- F. Gutiérrez Granier.- Walter Guevara.- 
Tgral. Froilán Calleja.- Adrián Barrenechea.- F. Alvarez Plata.-  Cnl. César Aliaga C.- M. Diez de 


Medina.- Guillermo Alborta V.-  Ñuflo Chávez.-  Hugo Roberts B. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3115. 
 


La Paz, 8 de julio de 1952 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley del 30 de septiembre de 1948, que crea impuestos para obras públicas en Santa Cruz y 
sus provincias, destina el 14% de estos recursos para los que deban realizarse en la Provincia 
Cordillera; 
 
Que la población de Camiri carece de servicio de agua potable. 
 
Que las dependencias técnicas de, Y.P.F.B. han efectuado los estudios de las obras necesarias 
para la captación de aguas potables para la población de Camiri; 
 
POR TANTO, en Consejo de Ministros; 
 
DECRETA : 
 
Artículo 1º.- Encomiéndase  a Y.P.F.B., los trabajos de captación de aguas potables de Camiri. 
 
Artículo 2º.-  Para la ejecución de las obras indicadas en el artículo anterior, Y.P.F.B. utilizará el 
14% de las sumas que tiene provenientes de los impuestos creados por Ley de 30 de septiembre 
de 1948 y seguirá utilizando igual porcentaje de las sumas que se recauden en el futuro por el 
mismo concepto, hasta cubrir el valor total de las obras. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Minas y Petróleo y Obras Públicas, quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los ocho días del mes de julio de mil 
novecientos cincuenta y dos años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- CnI. César Aliaga C.- Adrián Barrenechea.- Juan Lechín 


0.- Germán Butrón.- Federico Gutiérrez Granier.- Federico Alvarez Plata.- Mario Diez de 
Medina.- Hugo Roberts.- Ñuflo Chávez. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3135 
 


28 de julio de 1952 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, el Ministerio de Minas y Petróleo ha sido creado por Decreto Supremo de 12 de abril del 
presente año, no existiendo en el Presupuesto vigente partidas para el sostenimiento de dicho 
Servicio, en vista de lo cual fué atendido hasta el presente con cargo al Servicio de Obligaciones 
del Estado, correspondiendo por tanto aprobar su Presupuesto para el segundo semestre de la 
gestión en curso; 
 
Que, en la ley Financial para el presente ejercicio aprobado por Decreto Supremo Nº 2938 de 29 
de marzo de 1952, Servicio de Economía Nacional, existen algunos ítems que deben ser 
traspasados al Servicio de Minas y Petróleo. 
 
En Consejo de Ministros. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Apruébase el siguiente Presupuesto de Egresos del Servicio de Minas y Petróleo 
para su vigencia durante el segundo semestre de la gestión en curso: 
 
Haberes Bs. 6.810.000.- 
Gastos   Bs. 3.150.000. 
Total  Bs.  9.960.000.- 
 
Artículo 2º.- Para la atención de parte de los egresos contemplados en el artículo anterior, 
transfiérese al Servicio de Minas y Petróleo los saldos existentes al 30 de junio en los siguientes 
ítems del Presupuesto vigente del Servicio de Economía Nacional:  Nos. 7, 8, 32 al 52, 53 al 75, 
152, 153, 160 y 163. 
 
Los señores Ministros de Estado en las Carteras de Hacienda, Minas y Petróleo y Economía 
Nacional, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintiocho días del mes de julio de 
mil novecientos cincuenta y dos años. 
 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSOR0.- F. Gutiérrez Granier.- Juan Lechín O.-Wálter Guevara A.- 


Tgral. Froilán Calleja.- Cnl. César Aliaga C.- M. Diez de Medina.- Julio MI. Aramayo.- 
Guillermo Alborta.- Ñuflo Chávez.-  Germán Butrón.- Hugo Roberts B. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3183 
 


La Paz, 12 de septiembre de 1952 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que la Ley de11 de noviembre de 1950, levantó la reserva fiscal de petróleo en las provincias 
Caupolicán e Iturralde del Departamento de La Paz, y en los Departamentos del Beni y Pando, 
fuera de otras zonas del territorio de la República; 
 
Que el artículo 38 de la Ley Orgánica de Petróleos de 20 de junio de 1921 establece que el Poder 
Ejecutivo podrá reservar en cada zona petrolífera las extensiones que estime convenientes para 
destinarlas a la explotación directa por cuenta del Estado, para concederlas en sociedad o para 
tenerlas en reserva fiscal; 
 
Que el Decreto Supremo de 21 de diciembre de 1936 ha creado la entidad denominada 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, cuya misión es la de explorar y explotar petróleo y 
sus derivados, dentro de las zonas que se le asignaren especialmente; 
 
Que el Poder Ejecutivo, en ejecución de un amplio plan económico tiene interés en el desarrollo 
de la industria petrolera de la República,  siendo conveniente, para tal efecto, decretar la reserva 
fiscal de nuevas zonas petrolíferas y asignarlas a Y.P.F.B., para su explotación sea en forma 
directa, en sociedad con particulares o en arrendamiento; 
 
Por tanto, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.- Decrétase la reserva fiscal de petróleo en las provincias Caupolicán e lturralde del 
Departamento de La Paz y el Departamento del Beni dentro de los siguientes límites:  De 
Rurrenabaque en línea recta al N.O. pasando por lxiamas hasta la frontera con el Perú. De 
Rurrenabaque hacia el S.E. en línea recta hasta Cosincho. De este punto al S. en línea recta hasta 
Marimonos, en la intersección de los límites de La Paz, Cochabamba y Beni. De este punto 
continuará al N.O. siguiendo el límite entre los Departamentos de La Paz y el Beni hasta el 
paralelo 15° S. De este punto seguirá al S.O. por los límites de la Provincia Caupolicán con las 
provincias Sud Yungas y Larecaja  hasta Chiniri. De  este punto en línea recta hacia el N.O. 
pasando por Ascuriamas hasta la frontera con el Perú, que cerrará el perímetro siguiendo la 
frontera con el  Perú, asignándose, dicha zona a Y.P.F.B. 
 
Artículo 2º.- Autorízase a Y.P.F.B. a realizar trabajos de exploración y explotación petrolífera 
directamente, o recibir propuestas para el mismo objeto en forma de sociedades con particulares, 
de contratos de arrendamiento u otras modalidades que sean convenientes a los intereses del país. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo queda encargado de la ejecución 
y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los doce días del mes de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y dos años. 







 
(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.- Juan Lechín 0. 


 
 








DECRETO SUPREMO Nº 3244. 
 


La Paz, 22 de noviembre de 1952 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por nota de veintiuno de los corrientes los señores Ministros de Estado han formulado 
renuncia de sus altas funciones; 
 
Que son atendibles las razones en que ella se funda. 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Acéptase la renuncia formulada por los ciudadanos Walter Guevara Arce, 
Federico Gutiérrez Granier, César Aliaga Carrasco, Froilán Calleja, Mario A. Diez de Medina, 
Federico Alvarez  Plata, Adrián Barrenechea Torrez, Juan Lechín Oquendo, Germán Butrón, 
Guillermo Alborta, Julio Manuel Aramayo, Hugo Roberts y Ñuflo Chávez Ortiz de los 
Ministerios de Relaciones Exteriores y Culto, Hacienda y Estadística; Gobierno, Justicia e 
Inmigración; Defensa Nacional; Educación y Bellas Artes, Economía Nacional; Obras Públicas y  
Comunicaciones; Minas y Petróleo; Trabajo y Previsión Social; Agricultura, Ganadería y 
Colonización; Higiene y Salubridad, Prensa, Propaganda e Informaciones y de Asuntos 
Campesinos;  agradeciendo los valiosos e importantes servicios que han prestado para la 
realización de los primeros objetivos básicos de la Revolución Nacional. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintidós días del mes de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y dos años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO. 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3245 
 


La Paz, 22 de noviembre de 1952 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República. 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que por haber renunciado los Ministros de Estado, es necesario proceder a la organización del 
Poder Ejecutivo. 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1º.-  Nómbrase Ministros de Estado, a los siguientes ciudadanos: 
 
De Relaciones Exteriores y Culto, señor Walter Guevara Arce. 
De Gobierno, Justicia e Inmigración, señor Federico Fortún Sanjinés. 
De Hacienda y Estadística, señor Federico Gutiérrez Granier. 
De Minas y Petróleo, señor Juan Lechín Oquendo. 
De Defensa Nacional, señor Coronel Luis Ernesto Arteaga. 
De Educación y Bellas Artes, señor Fernando Iturralde Chinel. 
De Economía Nacional, señor Augusto Cuadros Sánchez. 
De Agricultura, Ganadería y Colonización, señor Germán Vera Tapia. 
De Trabajo y Previsión Social, señor Germán Butrón. 
De Obras Públicas y Comunicaciones, señor Adrián Barrenechea Torrez. 
De Higiene y Salubridad, señor Julio Manuel Aramayo Maldonado. 
De Asuntos Campesinos, señor Ñuflo Chávez Ortíz. 
 
Artículo 2º.-  Los Ministros nombrados, tomarán posesión de sus cargos a horas once del día 
lunes 24 de los corrientes. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintidós días del mes de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y dos años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO 
 


 








DECRETO SUPREMO Nº 3283 
 


20 de diciembre de 1952 
 


VICTOR PAZ ESTENSSORO 
Presidente Constitucional de la República 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, el 21 de diciembre se celebra el aniversario de la fundación de Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos; 
 
Que el trabajador petrolero cumple una esforzada labor en el desarrollo de esta importante 
industria nacionalizada, mereciendo el reconocimiento del país y del Supremo Gobierno. 
 
DECRETA: 
 
Artículo único.- Declárase el 21 de diciembre, “Día del Trabajador  Petrolero”. 
 
El señor Ministro de Estado en el Despacho de Minas y Petróleo, queda encargado de la 
ejecución y cumplimiento del presente Decreto. 
 
Dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y dos años. 
 


(Fdo.) VICTOR PAZ ESTENSSORO.-  Federico Fortún. 
 


 








DECRETO LEY Nº 2946 
 


La Paz, 30 de enero de 1952 
 


Gral. de Brig. HUGO BALLIVIAN R. 
Presidente de la Junta Militar de Gobierno 


 
CONSIDERANDO: 
 
Que, en el Presupuesto General de la presente gestión se ha consignado el cargo de Oficial Mayor 
de Minas y Petróleo, dependiente del Ministerio de Economía Nacional; 
 
Que, esta medida se ha adoptado como un medio de otorgar su verdadera jerarquía a los 
organismos encargados del fomento y control de las industrias minera y petrolífera y en previsión 
de una necesaria reorganización administrativa en el ramo de Economía Nacional. 
 
Por tanto, la Junta Militar de Gobierno. 
 
DECRETA:  
 
Artículo único.-  Créase el cargo de Oficial Mayor de Minas y Petróleo, dependiente del 
Ministerio de Economía Nacional con las atribuciones generales acordadas por la Ley de 
Organización Política y Administrativa y disposiciones legales vigentes. 
 
Los señores Ministros de Estado en los Despachos de Economía Nacional y Hacienda y 
Estadística, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto-Ley. 
 
Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los treinta días del mes de enero de 
mil novecientos cincuenta y dos años. 
 
(Fdo.) GRAL. HUGO BALLIVIAN.-  Cnl. Carlos Montero.- Tcnl. Luis Martines.- Gral. Antonio 
Seleme.- Gral. Francisco Careaga.- Gral. Donato Cardozo.- Cnl. Tomás A. Suárez.- Tcnl. Sergio 


Sánchez.- Tcnl. Facundo Moreno.- Valentín Gómez. 
 


 





